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TEMA DE PONENCIA:

CONTEMPLADO EN EL TÍTULO PRIMERO

REGLAS GENERALES

CAPÍTULO I

DISPOSICIONES FUNDAMENTALES

“SE PROPONE LA MODIFICACIÓN AL ARTÍCULO PRIMERO DE LA PROPUESTA PARA EL PROYECTO DE LEY DE AMPARO, REGLAMENTARIA DE LOS ARTÍCULOS 103 Y 107 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS”

Hoy mas que nunca, la responsabilidad de acercar a los mexicanos una justicia honesta, pronta, expedita y de calidad, requiere de un proceso de renovación con una clara visión de modernidad.  Aspiraciones como esta en gran medida garantizan el desarrollo en todos los aspectos del Estado, teniendo como eje, una verdadera cultura de la legalidad.

Sin duda alguna, un reto importante en nuestro tiempo, es la búsqueda de una mejor justicia como el valor fundamental de una sociedad cada día más dinámica, informada y critica; en este tenor, se requiere contar con leyes claras y precisas, a fin de garantizar la plena vigencia de Nuestra Constitución y con esto exista una confianza en las Instituciones que se avocan a la difícil y compleja tarea de la Administración de  Justicia, además, porque también es importante destacar que es de alta prioridad en  las Instituciones de Gobierno la consolidación del Estado de Derecho, cuya función principal es la de GARANTIZAR LA JUSTICIA Y EL RESPETO A LA PERSONA HUMANA.

En este sentido, considero que el arduo trabajo que realizó la comisión de análisis para las propuesta de una Nueva Ley de Amparo, merece un efusivo reconocimiento, ya que el trabajar en un proyecto de tanta relevancia y trascendencia para Nuestro Sistema Jurídico como el antes mencionado, además de requerir de una gran capacidad como estudiosos del derecho, también se necesita tener gran responsabilidad para el desempeño de una labor de esa magnitud; es así,  como merece todo nuestro reconocimiento al trabajo desempeñado por los Ministros Humberto Román Palacios, Juan N. Silva Meza, los Magistrados de Circuito Cesar Esquinca y Manuel Ernesto Saloma Vera, los estudiosos de Derecho José Ramón Cossío Díaz y Héctor Fix-Zamudio, así como los connotados abogados postulantes Javier Quijano Baz y Arturo Saldivar Lelo de Larrea; labor invaluable la que han desarrollado estos grandes Juristas cuya finalidad fue este proyecto de propuesta de la Nueva Ley de Amparo, realizando un gran esfuerzo para que este ordenamiento sea de un manejo mas accesible, y que la Institución del Amparo, como piedra angular de Nuestro Sistema Jurídico, utilice formas normativas modernas y acordes con las exigencias actuales. 

Así pues, después de realizar un estudio en lo general del proyecto de la Nueva Ley de Amparo, y de la misma manera al proyecto de reformas a la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, me ha llamado de sobre manera la atención los términos en que se propone la redacción al artículo 1° del multicitado ordenamiento.

Previo a emitir mi opinión a cerca de que ese precepto debe ser modificado en cuanto a su redacción y contenido, me permito realizar las consideraciones siguientes.

Actualmente la Ley de Amparo en su artículo 1° señala lo siguiente:

“…El Juicio de Amparo tiene como objeto  resolver toda controversia que se suscite:

I. Por leyes o actos de la autoridad que violen las garantías individuales;

II. Por leyes o actos de la autoridad federal que vulneren o restrinjan la soberanía de los Estados;

III. Por leyes o actos de las autoridades de éstos que invadan la esfera de la autoridad federal.

De la misma manera, recordemos que el artículo 103 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos indica al tenor lo siguiente:

“…Los Tribunales de la Federación resolverán toda controversia que se suscite:

I. Por leyes o actos de la autoridad que violen las garantías individuales;

II. Por leyes o actos de la autoridad federal que vulneren o restrinjan la soberanía de los Estados o la esfera  de competencia del Distrito Federal, y

III. Por leyes o actos de las autoridades de los estados o del Distrito Federal que invadan la esfera de competencia de la autoridad federal…”

Como se puede observar, lo dispuesto en el Artículo 1° de la Ley de amparo prácticamente es una reiteración de lo previsto en el artículo 103 de Nuestra Constitución Federal, ello es así, porque no debe perderse de vista que los causes por los que se conduce la Institución del Juicio de Amparo están marcados por dicho precepto de Nuestra Carta Magna.

Ahora bien,  se menciona en el proyecto en estudio que uno de los mayores cambios que se proponen es el relativo al objeto de protección del Juicio de Amparo, el que hasta hoy, evidentemente se ha limitado a las denominadas “Garantías Individuales” (impropiamente denominadas así, pues deberían de considerarse como Garantías Constitucionales), que básicamente quedaron establecidas desde la Constitución de 1857 y fueron repetidas en los sustancial en la del año de 1917.  Se señala en la propuesta, que el ámbito de protección de los juicios constitucionales sea extendido también en lo previsto en materia de Derechos Humanos por diferentes instrumentos del Derecho Internacional; las soluciones han variado en este sentido, pues en algunos casos se ha dado jerarquía Constitucional a todos los instrumentos celebrados por un Estado, en otros sólo a alguno de ellos, en otros se han dejado como objeto de protección pero sin darle la jerarquía Constitucional, o en otros finalmente, previniéndose que el contenido de esos instrumentos debe guiar la interpretación que de los derechos fundamentales hagan los Tribunal Nacionales.

En ese sentido, la comisión consideró necesario ampliar el marco de protección de ese proceso ampliando la materia del control.  La solución  se plantea para que mediante el juicio de amparo se protejan de manera directa, además de las garantías que actualmente prevé Nuestra Constitución, los derechos contenidos en los cinco instrumentos Internacionales Generales que en materia de Derechos Humanos ha ratificado el Estado Mexicano; luego la redacción para el artículo 1° de la Ley de Amparo contenido en el TITULO PRIMERO, Reglas Generales, Capítulo I, Disposiciones Fundamentales, la Comisión propone lo siguiente;

“…Artículo 1°. El Juicio de amparo tiene por objeto resolver toda controversia que se suscite por normas generales o actos de autoridades que violen las garantías que consagra la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y los derechos humanos que protegen los tratados internacionales generales en la materia, a saber: la Declaración Universal de Derechos Humanos; el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos; el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales; la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre y la Convención americana sobre Derechos Humanos…”
Se observa pues, que en el contenido de este precepto se introduce como objeto de protección del Juicio de Amparo, además de las Garantías Constitucionales, los Derechos Humanos que protegen los Cinco Tratados Internacionales que en él se mencionan.  Sin embargo, si como ya lo hemos referido el artículo 103 de Nuestra Constitución Federal marca la pauta sobre el principio de procedencia del Juicio de Garantías; es decir, los cause por los que debe de conducirse esta Institución Jurídica, inexplicablemente en lo relativo al proyecto de reformas a Nuestra Constitución Política de los Estado Unidos Mexicanos, respecto del artículo 103 la Comisión determinó la siguiente propuesta:

“…Los Tribunales de la Federación resolverán toda controversia que se suscite por normas generales o actos de  autoridad que violen las garantías que consagra esta Constitución y los derechos humanos que protegen los tratados internacionales generales en la materia…”
En tal virtud, y como también ya se ha mencionado, si en una gran medida el objeto de crear una Nueva Ley de Amparo lo es contar con Leyes mas claras y precisas, que acerquen a los Mexicanos a una justicia honesta, pronta, expedita y de calidad, entonces estimo que en el artículo 1° de la Ley de Amparo que trata sobre el objeto de protección del Juicio de Garantías no debe de ser limitativo, es decir, proporcionar un catalogo de los tratados Internacionales que tiene relación con los Derechos Humanos, y que única y exclusivamente, las violaciones a los instrumentos internacionales en el mencionados puedan ser objeto del Juicio de Garantías.

Si tomamos en cuenta que basándose  en la naturaleza inespacial e intemporal del hombre como ser que ha sido y es la causa, el medio y el objeto del devenir histórico de todos los países del orbe en su múltiples manifestaciones, entonces son esos derechos naturales, inherentes a la persona humana en virtud de su propia naturaleza y de la naturaleza de las cosas, que el Estado DEBE RECONOCER, RESPETAR Y PROTEGER, mediante la creación de un orden jurídico y social, que permite el libre desenvolvimiento de las personas, de acuerdo con su propia y natural vocación, individual y social.

Tal orden de ideas, que considero que me parece mas claro y menos limitativo la redacción que se da a la propuesta del artículo 103 de Nuestra Constitución Política Federal, pues en el se plasma que tipo de controversias deben de resolver los Tribunales de la Federación, señalando que estas son las que se susciten por normas generales o actos de autoridad que violen las garantías que consagra la Constitución y los Derechos Humanos que protegen los tratados Internacionales generales en la materia.  En primer término de manera atinada en este proyecto ya se suprime el término de “Garantías Individuales” y de una manera correcta se introduce propiamente el concepto de Garantías que consagra la Constitución, término que responde no solo al individuo en lo particular, sino para todo sujeto que, se encuentre en la posición de Gobernado.  Además, me parece correcto que en este artículo Constitucional no se haya hecho una enumeración de los Tratados Internacionales en los cuales si puedan se objeto de amparo los Derechos Humanos que se encuentre protegidos bajo instrumentos de esa índole; evidentemente es mas clara y sencilla la postura adquirida en el proyecto de reforma del artículo 103 de Nuestra Carta Magna, al mencionar que los Tribunales de la Federación resolverán toda controversia que se susciten por normas generales o actos de autoridad que violen las garantías que consagra la Constitución y los Derechos Humanos que protegen los Tratados Internacionales en la Materia.

Para concluir, mi propuesta consiste, bajo la serie de argumentos antes indicados, en modificar la redacción del artículo 1° del proyecto de la Ley de amparo, para que este sea prácticamente una reiteración del proyecto del artículo 103 Constitucional, que en lo particular estimo es mas claro, sencillo y preciso, debiendo de quedar en los siguientes términos:

TITULO PRIMERO

Reglas Generales

Capítulo I

Disposiciones Fundamentales

Artículo 1°. El juicio de amparo tiene por objeto resolver toda controversia que se suscite por normas generales o actos de autoridad que violen las garantías que consagra la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y los Derechos Humanos que protegen los Tratados Internacionales Generales en la Materia.
Reitero mi propuesta que con tal modificación se pretende además de concederle analogía a ese artículo de la Ley de Amparo con lo que establezca el 103 Constitucional, una redacción como la que se propone, estimo da mayor claridad y es menos limitativa a la que se señala en el proyecto analizado.

Otro punto que conviene destacar y que me llamó la atención es el relacionado con el Amparo Directo.

El artículo 173 señala los requisitos que debe llenar la demanda de Amparo Directo que desde luego deberá formularse por escrito, pero el punto que considero que debe ser materia de modificación, es la fracción IV, que textualmente dice:

“IV. El acto reclamado.

Cuando se impugne la sentencia definitiva, laudo o resolución que hubiere puesto fin al juicio por estimarse inconstitucional la norma general aplicada, ello será materia únicamente del capítulo de conceptos de violación de la demanda, sin señalar como acto reclamado la norma general, debiéndose llevar a cabo la calificación de éstos en la parte considerativa de la sentencia”.

Como se advierte de la lectura del párrafo anterior, cuando se impugne la sentencia definitiva, laudo o resolución que hubiere puesto fin al juicio por estimarse inconstitucional la norma general aplicada, sólo será materia del capítulo de conceptos de violación de la demanda, sin señalar como actos reclamados la norma general. En estas condiciones, resulta obvio que si no se señala como acto reclamado la ley ni su promulgación y demás efectos de la misma, no podrá tampoco señalarse como autoridades responsables al Organo Legislativo que lo hubiere aprobado ni al Ejecutivo que la promulgó y cuya vigilancia y cumplimiento también le corresponde.

Lo anterior en mi concepto entraña una inaudición absoluta, un estado de indefensión para el órgano legislativo, que se verá privado del derecho de exponer las razones por las cuales emitió la ley en cuestión, ya que  podría decirse que el derecho no tiene que ser probado, pero, el simple texto de la ley, en ocasiones, no es suficiente para entender la teolología del mismo y de hecho ello entrañaría una violación al artículo 14 constitucional que en términos genéricos establece el derecho de audiencia para todo aquél que en alguna forma vaya a ser juzgado y en este caso, el órgano emisor de la ley, solamente va a tener que cumplir, en caso de que se declare jurisprudencia firme la inconstitucional de la expresada ley, sin haber formado parte de la litis.

Por otra parte, en lo que se refiere precisamente a la Jurisprudencia de los órganos jurisdiccionales con facultad para declararla, también tengo algunas observaciones que son las que a continuación expongo:

De acuerdo con el artículo 214 del proyecto de ley, la Jurisprudencia por reiteración se establece por la Suprema Corte de Justicia de la Nación funcionando en Pleno y Salas o por los Tribunales Colegiados de Circuito de Amparo, pero el artículo 224 señala expresamente que las Salas de la Suprema Corte de Justicia de la Nación o cualquiera de sus Ministros o bien los Tribunales Colegiados de Circuito de Amparo o cualquiera de los integrantes, con motivo de un caso concreto podrán pedir al Pleno de la Suprema Corte o a la Sala correspondiente, que interrumpa o substituya la Jurisprudencia establecida expresando las razones para las cuales se estime debe hacerse y el segundo párrafo de tal precepto establece que el Pleno o la Sala correspondiente resolverá si substituye la Jurisprudencia, sin que su resolución afecte las situaciones jurídicas concretas derivadas de los juicios en los que se hubiere dictado las sentencias que la integraron. Aún cuando el artículo 223 señala que para la substitución de la Jurisprudencia se observarán las mismas reglas establecidas para su formación, en mi concepto resulta contradictorio lo que se dice en el expresado artículo 224 sobre la substitución de Jurisprudencia, ya que al parecer con la simple petición de cualquiera de las Salas de la Suprema Corte, o cualquiera de sus Ministros, o bien los Tribunales de Circuito de Amparo, o cualquiera de sus integrantes, podrán pedir al Pleno de la Suprema Corte o de la Sala correspondiente que substituya o interrumpa la Jurisprudencia establecida, la cual da la impresión que no obstante que tendría la substitución que sujetarse a las mismas reglas establecidas para su formación, se podría entender que con la simple petición, en los términos ya asentados, podría substituirse con una sola resolución la Jurisprudencia ya establecida.

También quiero establecer que en el Capítulo IV, del Título Cuarto, en lo que se refiere a la declaración general de inconstitucionalidad o de interpretación conforme, solamente se establece que dentro de los treinta días hábiles contados a partir de la aprobación de la Jurisprudencia a que se refiere el artículo anterior, la Suprema Corte de Justicia de la Nación formulará la declaratoria general de inconstitucionalidad, y se hará la publicación en el Semanario Judicial de la Federación, en el Diario Oficial de la Federación y en el Organo en que se hubiere publicado la norma general, pero en absoluto se establece en tal Capítulo los efectos de dichas declaraciones, ya que solamente habla de que no serán retroactivos sus efectos, pero no de la nulidad de  la propia ley y si la simple publicación en el Semanario Judicial de la Federación, en el Diario Oficial de la Federación y en el Organo Oficial en que se hubiere publicado la norma general, tendría como consecuencia la lógica de dejar sin efectos la norma general reclamada y declarada como inconstitucional, erga omnes, pero en absoluto el proyecto de ley establece cuáles serían los efectos de la declaratoria y ni siquiera se establece si a partir de la fecha de la publicación o en que fecha posterior a la misma dejaría de surtir efectos tal norma general.

En general el proyecto que se presenta en muchas cuestiones mejora la ley actual, pero debemos tomar en consideración que gran parte de los preceptos, aunque cambiados de número, por la nueva estructura de la misma, su contenido es muy similar a la vigente, enriqueciéndose solamente en su texto con el sentido de las distintas tesis jurisprudenciales que se han dictado en relación con algún tipo de conflicto de carácter procedimental.

Desafortunadamente el tiempo que se otorgó para las observaciones correspondientes fue breve y pueden quedarse en el tintero muchas otras cuestiones que con toda certeza serán materia de algún ojo más avizor que el mío, pero de cualquier modo hago la presente aportación para el bien de la justicia en México. 

GILBERTO ERNESTO GARABITO GARCIA

PONENCIA QUE PRESENTA EL LICENCIADO RUBEN PEDRERO RODRIGUEZ, MAGISTRADO DE CIRCUITO, AL CONGRESO NACIONAL DE JURISTAS PARA ANALIZAR LA PROPUESTA DE UNA NUEVA LEY DE AMPARO, QUE SE EFECTUARA EN LA CIUDAD DE MERIDA, YUCATAN,  LOS DIAS 6, 7 Y 8 DE NOVIEMBRE DE 2000.

Esta Ponencia versa sobre la suspensión contemplada en la propuesta de una nueva Ley de Amparo, para el trámite en general del juicio de amparo indirecto, y concretamente en cuanto a los  artículos  26 y 129 del proyecto respectivo.

Actualmente la ley de amparo en vigor, en su artículo 124 dispone:

Art. 124 .- Fuera de los casos a que se refiere el artículo anterior, la suspensión se decretará cuando concurran los requisitos siguientes:

I.- Que lo solicite el agraviado;

II.- Que no se siga perjuicio al interés social, ni se contravengan disposiciones de orden público.

Se considerará, entre otros casos, que sí se siguen esos perjuicios o se realizan esas  contravenciones, cuando, de concederse la suspensión: se continúe con el funcionamiento de centros de vicio, de lenocinios, la producción y el comercio de drogas enervantes; se permita la consumación o continuación de delitos o de sus efectos, o el alza de precios con relación a artículos de primera necesidad o bien de consumo necesario; se impida la ejecución de medidas para combatir epidemias de carácter grave, el peligro de invasión de enfermedades exóticas en el país, o la campaña contra el alcoholismo y la venta de substancias que envenenen al individuo o degeneren la raza; o se permita el incumplimiento de las órdenes militares; 

III.- Que sean de difícil reparación los daños y perjuicios que se causen al agraviado con la ejecución del acto.

El Juez de Distrito, al conceder la suspensión, procurará fijar la situación en que habrán de quedar las cosas y tomarán las medidas pertinentes para conservar la materia del amparo hasta la terminación del juicio.

La Suprema Corte de Justicia de la Nación, en los casos de clausuras ejecutadas por tiempo indefinido y con base en la teoría de la llamada “apariencia del buen derecho”, ha sostenido de manera jurisprudencial que para conceder la suspensión en esos casos, con el efecto de interrumpir el estado de clausura, debe atenderse a dicha teoría que permite que el juzgador se asome al fondo del asunto considerando la posibilidad de que el quejoso obtenga sentencia favorable, y si es así conceda la suspensión, imprimiéndole, de alguna manera, efectos restitutorios; lo que puede verse de la jurisprudencia 16/96, del Pleno de tan alto Tribunal, consultable en el Tomo III de la Novena Epoca, del Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, abril de 1996, página 36, que estatuye:

“SUSPENSION. PROCEDENCIA EN LOS CASOS DE CLAUSURA EJECUTADA POR TIEMPO INDEFINIDO.  El artículo 107, fracción X de la Constitución General de la República, establece como uno de los requisitos para la procedencia de la suspensión del acto reclamado en el amparo, el de tomar en cuenta la naturaleza de la violación alegada; esto es, el juzgador deberá realizar un juicio de probabilidad y verosimilitud del derecho del solicitante, que podrá cambiar al dictar la sentencia definitiva, pues el hecho de que anticipe la probable solución de fondo del juicio principal, es un adelanto provisional, sólo para efectos de la suspensión. Tal anticipación es posible porque la suspensión se asemeja, en el género próximo, a las medidas cautelares, aunque es evidente que está caracterizada por diferencias que la perfilan de manera singular y concreta. Sin embargo, le son aplicables las reglas de tales medidas, en lo que no se opongan a su específica naturaleza. En este aspecto cabe señalar que son dos los extremos que hay que llenar para obtener la medida cautelar: 1) Apariencia de buen derecho y 2) Peligro en la demora. La apariencia de la existencia del derecho apunta a una credibilidad objetiva y seria que descarte una pretensión manifiestamente infundada, temeraria o cuestionable, lo que se logra a través de un conocimiento superficial, dirigido a lograr una decisión de mera probabilidad respecto de la existencia del derecho discutido en el proceso; el peligro en la demora consiste en la posible frustración de los derechos del pretendiente de la medida, que puede darse como consecuencia de la tardanza en el dictado de la resolución de fondo. En síntesis, la medida cautelar exige un preventivo cálculo de probabilidad sobre el peligro en la dilación, que no puede separarse de otro preventivo cálculo de probabilidad, que se hace sobre la existencia del derecho cuya tutela se solicita a los tribunales. Consecuentemente, si toda medida cautelar descansa en los principios de verosimilitud o apariencia del derecho y el peligro en la demora, el Juez de Distrito puede analizar esos elementos en presencia de una clausura ejecutada por tiempo indefinido, y si la provisión cautelar, como mera suspensión, es ineficaz, debe dictar medidas que implican no una restitución, sino un adelanto provisional del derecho cuestionado, para resolver posteriormente, en forma definitiva, si el acto reclamado es o no inconstitucional; así, el efecto de la suspensión será interrumpir el estado de clausura mientras se resuelve el fondo del asunto, sin perjuicio de que si se niega el amparo, porque la "apariencia del buen derecho" sea equivocada, la autoridad pueda reanudar la clausura hasta su total cumplimiento. Lo expuesto anteriormente se sustenta en la fracción X del dispositivo constitucional citado, que establece que para conceder la suspensión deberá tomarse en cuenta la naturaleza de la violación alegada, lo que supone la necesidad de realizar un juicio de probabilidad y verosimilitud del derecho esgrimido, con miras a otorgar la medida cautelar para evitar daños y perjuicios de difícil reparación al quejoso y conservar viva la materia del juicio, si con ello no se lesionan el interés social y el orden público, lo cual podrá resolver la sensibilidad del Juez de Distrito, ante la realidad del acto reclamado, pues si el perjuicio al interés social o al orden público es mayor a los daños y perjuicios de difícil reparación que pueda sufrir el quejoso, deberá negar la suspensión solicitada, ya que la preservación del orden público y el interés de la sociedad están por encima del interés particular afectado”.

En el proyecto se propone, como artículo 126, sustituir la actual redacción de ese artículo 124, como sigue: 

Art. 126. Con excepción de los casos en que proceda de oficio, la suspensión se decretará en todas las materias, siempre que concurran los requisitos siguientes:

I.- Que la solicite el quejoso; 

II.- Que no se siga perjuicio al interés social ni se contravengan disposiciones de orden público.

III.- Que de permitirlo la naturaleza del caso, opere a favor del quejoso la apariencia del buen derecho.

La suspensión se tramitará en incidente por separado y duplicado.

Como se advierte, este numeral propuesto en su fracción I previene que sea el quejoso el que solicite la suspensión; en ponencia por separado estoy proponiendo que se modifique el artículo 4º.  del proyecto, a fin de que se omita definir al quejoso como el titular de un derecho, pues estimo que, para accionar el amparo es quejoso no el titular, sino quien pretende serlo.

Esta distinción resulta trascendente, no sólo, como apunté en esa ponencia, en cuanto favorecería el texto propuesto que los jueces de Distrito desecharan la demanda al estimar que el quejoso no prueba con ella ser el titular de ese derecho; sino también porque, tratándose de la suspensión, la invocación del quejoso en el artículo 126 del proyecto, ya lleva implícita la determinación de que el promovente del amparo además acredita ser el titular del derecho cuya violación es materia del juicio de garantías.

Razón aparte de ello, estimo que la redacción del actual artículo 124, en sus fracciones I y III, resulta mejor que la que se propone, pues no exige que el agraviado sea el titular del derecho implícito en la garantía que se estima  violada, y tan es así, que en la fracción III al hablar de daños y perjuicios de difícil reparación implica el acreditamiento del derecho violado, aún presuntivamente.

Estimo lo anterior, porque no debe condicionarse la suspensión a que de permitirlo la naturaleza del caso, opere a favor del quejoso la apariencia del buen derecho, pues los alcances de ella, definidos en la jurisprudencia transcrita, materialmente interrumpen actos materialmente consumados.

Es decir no estoy en desacuerdo con el concepto jurídico de esa apariencia que implica la credibilidad en el planteamiento del quejoso en cuanto a que la actitud de las autoridades responsables lesionan sus garantías individuales, pues esa credibilidad, que mira al fondo del asunto, pudiera justificar los efectos interruptorios de la medida cautelar en ese caso, pero no es parámetro, en todos los casos, para la concesión de la medida suspensiva con la que simplemente, por regla general se pretenden evitar al quejoso los daños que produciría la ejecución de los actos reclamados.

En este orden de ideas, considero que la apariencia del buen derecho merece un artículo por separado, a fin de establecer que cuando se da, es posible la interrupción en el tiempo de  actos previamente ejecutados, pero no es condición general para el otorgamiento de la medida cautelar.

Así, ese artículo 126, en su fracción III, debería quedar de la siguiente manera:

III.- Que sean de difícil reparación los daños y perjuicios que se causen al quejoso con la ejecución del acto.  

Como se ve, es la redacción de la fracción III del actual artículo 124, sólo sustituyendo “agraviado” por  “quejoso” .

La fracción III del artículo 126, en comento, podría formar parte de otro artículo, que quedaría de la siguiente manera:

Artículo --- .- Cuando lo permita la naturaleza del caso y opere a favor del quejoso la apariencia del buen derecho, podrá concederse la suspensión, tratándose de actos ejecutados por tiempo indefinido, interrumpiendo los efectos de esa ejecución, hasta en tanto se resuelve en definitiva el juicio de garantías.

Ahora bien, por lo que hace al artículo 129 del proyecto, debo señalar, reiterando lo ya dicho, que no es adecuada la redacción  propuesta para el artículo 4º., fracción I, al exigir que el quejoso, como parte, sea titular de un derecho o interés legítimo, y tan es así que indebidamente dicho artículo 129 alude a que no se exigirá la prueba de dicha titularidad, provocando, en sentido contrario, que se estime que para admitir la demanda de garantías se requiere de esa prueba.

Ese artículo 129 del proyecto señala:

Artículo 129. Para conceder la suspensión no se exigirá al quejoso prueba del interés a que se refiere el artículo 4º., fracción I, en la promoción del amparo o en la del incidente, salvo que se trate de persona extraña al procedimiento del que emanó el acto reclamado, en cuyo caso será necesario que acredite, cuando menos, presuntivamente la afectación de ese interés.

Como puede verse, da la impresión que este artículo del proyecto releva al quejoso de la prueba de su interés jurídico, para la suspensión, excepto cuando se ostente tercero extraño al procedimiento, lo que no se subsana con la redacción que contiene ese artículo 126, fracción III, pues como se vio la apariencia del buen derecho implica la afectación del interés jurídico, pero con una finalidad específica.

Por ello considero que, de todas formas, para la obtención del beneficio suspensional deberá acreditarse, aún presuntivamente, esa afectación, pues lo que se pretende es paralizar la actividad de los entes autoritarios.

Propongo se modifique para quedar de la siguiente manera:

Artículo 129. Para conceder la suspensión basta que se acredite de manera presuntiva la afectación del interés jurídico del quejoso.
México, Distrito Federal, a 20 de octubre de 2000

MAGISTRADO RUBEN PEDRERO RODRIGUEZ.

COORDINADOR DE LA MATERIA ADMINISTRATIVA
PONENTE.-  JORGE HUMBERTO BENITEZ PIMIENTA

TITULO DE LA PONENCIA: ARTICULO 106 FRACCION VII.

En el proyecto de reforma a la Ley de Amparo, en el artículo 106 fracción VII, se contempla como procedencia del juicio de amparo indirecto la resolución del no ejercicio o desistimiento de la acción penal pronunciada por el ministerio público; sin embargo, se hizo un cambio de expresiones que dejan imprecisa la hipótesis de mérito, inclusive puede generar confusión en los solicitantes del amparo, sobre todo cuando se trata de personas que no estén muy identificadas con esta clase de juicios y que por ende no conozcan la técnica que rige en los mismos, lo que sin duda también propiciaría una proliferación de asuntos que en la mayoría de las veces terminará con el sobreseimiento en el juicio respectivo. 

Para una mejor compresión de la postura a que se arribará en este trabajo, es conveniente traer a colación la manera en que se encuentra redactada la hipótesis de mérito y como aparece en el proyecto de reforma.

En la ley vigente la fracción VII del precepto 114, es del tenor siguiente:  

“Artículo 114.- El amparo se pedirá ante el Juez de Distrito:

"(VII.- Contra las resoluciones del Ministerio Público que confirmen el no "ejercicio o el desistimiento de la acción penal en los términos de lo dispuesto "por el párrafo cuarto del artículo 21 Constitucional".

Mientras que en proyecto de reforma el artículo 106, en lo que interesa dice: 

“Artículo 106.- El amparo indirecto procede:

"( VII.- Contra las resoluciones de no ejercicio de la acción penal o "desistimiento de la misma dictadas por el Ministerio Público"

La confrontación  de las normas transcritas revela  la necesidad de agregar unas palabras a la fracción VII del citado precepto 106, con la intención de no causar confusión a los peticionarios de garantías, propongo que esa fracción quede de la siguiente manera:

“VIII.- Contra las resoluciones en definitiva que confirmen el no ejercicio de “la acción penal o  desistimiento de la misma, pronunciadas por el Ministerio “Público.”

El anterior cambio de palabras esto es, incluir “definitiva” y “confirmen”,  obedece en primer lugar, a obligar al interesado  a acudir al juicio de garantías hasta en tanto no se dicte la última resolución, que en algunos códigos penales adjetivos de los Estados, podría ser la confirmación del no ejercicio o desistimiento de la acción penal, resolución que por lo general la ley de la materia faculta para emitirla al Procurador General de Justicia del Estado, puesto que, de lo contrario de establecer solamente que el juicio de amparo indirecto procede contra la resolución de no ejercicio de la acción penal o desistimiento de la misma dictadas por el Ministerio Público, independientemente de que proceda o no, daría lugar a que el querellante contra ese tipo de resoluciones, interponga el juicio de garantías, esto  es, en contra  tanto de la emitida por el Ministerio Público o Director de Averiguaciones Previas, como de la  confirmación de ésta por parte del Procurador General de Justicia del Estado, lo que se contrapone con las reglas que surgen de la fracción XVI del numeral 59, cuyo tenor literal  establece:

“Artículo 59.- El juicio de amparo es improcedente: "(XVI.- “Contra actos de autoridades distintas de los tribunales “judiciales, administrativos o del trabajo, que deban ser “revisados de oficio, conforme a las leyes que los rijan, o “proceda contra ellos algún juicio, recurso o medio de defensa “legal por virtud del cual puedan ser modificados, revocados  “o  nulificados, siempre que conforme a las mismas leyes se “suspenden los efectos de dichos actos mediante la “interposición del juicio, recurso o medio de defensa legal que “haga valer el agraviado, sin exigir mayores requisitos que los “que la presente ley consigna para conceder la suspensión “definitiva, independientemente de que el acto en si mismo “considerado sea o no susceptible de  ser suspendido de “acuerdo con esta ley.  No existe obligaciones de agotar tales “recursos o medios de defensa, si el acto reclamado carece de “fundamentación o cuando sólo se aleguen violaciones “directas a la Constitución."- 

O sea, que la interpretación de la norma del proyecto de reforma, permite estimar  que el agraviado no está obligado a esperar hasta la última resolución (confirmación del no ejercicio o desistimiento de la acción penal), así como de no agotar el medio de defensa legal (la vista al Procurador del no ejercicio o desistimiento de la acción penal), cuestión que además iría en contra de evitar el abuso del juicio de amparo .

Un ejemplo claro de lo  referido, se desprende de las siguientes disposiciones de las legislaciones del Estado de Yucatán.

El artículo 289, reformado, del Código de Procedimientos Penales, establece, en su parte conducente: "Cuando en vista de los datos obtenidos en la Averiguación, el Director de Averiguaciones Previas del Estado o, en su caso, el Agente del Ministerio Público adscrito a los Tribunales foráneos del Estado, a quienes el Reglamento de la Ley Orgánica de la Institución del Ministerio Público faculte para hacerlo, estime que no es de ejercitarse la acción penal por los hechos que se hubieren denunciado como delictuosos o por los que se hubieren denunciado como delictuosos o por los que se hubiera presentado querella, lo resolverán así, haciendo saber esta determinación a los interesados.- - - El denunciante, el querellante, el ofendido o la víctima podrán ocurrir al Procurador General de Justicia dentro del término de 5 días contados desde el siguiente a aquél en que le hubiere hecho saber la determinación, solicitando la revisión de ésta.- - - El Procurador General de Justicia dentro del término de 15 días a partir de la interposición del recurso, resolverá en definitiva si debe o no ejercitarse la acción penal. . . ".
El numeral 26 de la Ley Orgánica de la Procuraduría General de Justicia, dispone, en lo que interesa: "Son facultades indelegables del Procurador General de Justicia: . . . III. La resolución en definitiva del no-ejercicio o del desistimiento de la acción penal. . ."
Por su parte, el precepto 38 del Reglamento de la Ley Orgánica de la Procuraduría General de Justicia del Estado de Yucatán, establece lo siguiente: "Las diligencias practicadas por los Agentes Investigadores del Ministerio Público en las que no apareciere comprobado el cuerpo del delito, ni la probable responsabilidad del indiciado, con excepción de los casos que provee el artículo siguiente, se continuarán hasta que se reúnan elementos bastantes para el ejercicio de la acción persecutoria correspondiente o bien, hasta que agotada la averiguación se declare que no existen elementos para el ejercicio de la mencionada acción. En este último caso la declaración correspondiente la dictará el Director de Averiguaciones Previas, quien la hará conocer a los interesados en el término de cinco días hábiles. El ofendido o el querellante podrán ocurrir ante el Procurador General de Justicia dentro del término de cinco días hábiles, contados desde el siguiente a aquél en el que se haya hecho saber la determinación, solicitando la revisión de ésta. El Procurador, dentro del término de quince días hábiles, resolverá en definitiva si debe o no, ejercitarse la acción persecutoria." 

La interpretación armónica de  los preceptos  transcritos, pone de relieve que la resolución de no ejercicio de la acción penal decretada por el Director de Averiguaciones Previas del Estado de Yucatán o del Ministerio Público, podría impugnarse a través del recurso de revisión por el afectado, toda vez que, al preveer que el ofendido o el querellante podrán ocurrir ante el Procurador General de Justicia, significa que al utilizar el vocablo "podrán" le otorgan una facultad potestativa al interesado, es decir, le dejan opción de interponer o no el recurso de revisión, lo que implica que para efectos de promover el amparo, en concepto del ofendido o querellante piense que no está obligado a agotar dicho recurso, conforme al principio de definitividad que exige la invocada fracción XVI del numeral 59 del proyecto de ley, luego, en el supuesto de que en algunos de los ordenamientos de los Estados de la República Mexicana se establezca el recurso de revisión en contra de la determinación del no ejercicio o desistimiento de la acción penal, de acuerdo a como está redactada la  multicitada fracción VII del proyecto de reforma, en el sentido de que procede el amparo indirecto contra las resoluciones de no ejercicio de la acción penal o desistimiento de la misma dictadas por el Ministerio Público, provoca que si como se vio, según el procedimiento de integración de la averiguación previa corresponde al agente del Ministerio Público pronunciar dicha resolución, entonces, el ofendido que presentó la denuncia y que se le afecte con este fallo, si se concreta a leer la norma invocada, sin tener amplios conocimientos sobre la técnica que rige en el amparo, acudirá a este juicio sin agotar el medio de defensa que prevé la ley de  la materia, circunstancia que ineludiblemente acarreará el sobreseimiento en el juicio.

Así es, partiendo de la premisa que contra la resolución de inejercicio o desistimiento de la acción penal, procede el recurso de revisión que tiene efectos de revocar o confirmar aquella, ello obliga al quejoso previo a acudir al juicio de garantías, interponer ese medio de impugnación, pues de no hacerlo, se actualiza la causa de improcedencia que contempla la fracción XVI, del numeral 106 del proyecto de la ley en consulta, y consecuentemente se sobreseerá en el juicio respectivo. Sobre el particular cobran aplicación en lo conducente las tesis que aparecen publicadas en la página 578, del Tomo III, correspondiente al mes de mayo de mil novecientos noventa y seis, Novena Epoca, del Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, cuya voz respectivamente dice: “ACCION PENAL, NO EJECICIO O DESISTIMIENTO DE LA, POR EL MINISTERIO PUBLICO. AMPARO PROCEDENTE.” y “ACCION PENAL, DETERMINACION DEL MINISTERIO PUBLICO DE NO EJERCITAR LA. ESTA SUJETA AL CONTROL DE LEGALIDAD”. 

La regla de agotar el principio de definitividad se justifica, porque evita la promoción innecesaria y excesiva de juicios de amparo contra cada determinación que se acuerde dentro de la averiguación previa  en cuanto al no ejercicio de la acción penal, en virtud de que el perjuicio para el amparista desde la óptica del amparo se consuma jurídicamente hablando, hasta el momento en que se emite la resolución final, que en el caso sería aquélla que confirme el inejercicio de que se trata.

En ese orden de ideas, es necesaria la inclusión de la palabras "definitiva" y "confirmen" en la aludida fracción del proyecto de reforma, porque ello ayudaría a que el peticionario contara con mayores posibilidades de captar que en el supuesto de que el Agente del Ministerio Público determine el no ejercicio o desistimiento de la acción penal, si la ley aplicable prevé un medio de impugnación, entonces, deberá agotar éste previamente a la promoción del juicio de amparo.

JORGE HUMBERTO BENITEZ PIMIENTA

Sugerencias que formula elmagistrado Salvador Bravo Gómez respecto al PROYECTO DE LEY DE AMPARO REGLAMENTARIA DE LOS ARTÍCULOS 103 Y 107 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS

Se hacen proposiciones intrascendentes en cuanto a la puntuación que estimé adecuada, haciendo señalamientos además, de algunas modificaciones probablemente necesarias y se expone finalmente la razón del porqué de las mismas.

TÍTULO PRIMERO

Reglas Generales

Capítulo I

Disposiciones Fundamentales

Artículo 1°. El juicio de amparo tiene por objeto resolver toda controversia que se suscite respecto a normas generales o actos de autoridad que violen las garantías consagradas en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

Es inane señalar los aspectos descritos en el proyecto, porque lo priva de generalidad, pues de acuerdo con su contenido el aspecto de normas generales abarca incluso a los tratados internacionales.

Artículo 2°. El juicio de amparo se tramitará en vía directa o indirecta. Se substanciará y resolverá de acuerdo con las formas y procedimientos que establece esta ley. A falta de disposición expresa, se aplicará en forma supletoria el Código Federal de Procedimientos Civiles y en su defecto, los principios generales del derecho.

Artículo 3°. En el juicio de amparo las promociones serán en forma escrita, pero podrán  ser orales, en las comparecencias previstas en la Ley y las que se hagan en las audiencias y notificaciones.

Se sugiere el cambio en la redacción porque tienen mayor preeminencia las comparecencia que a modo de excepción se permiten en amparo ante Juez de Distrito y privándolo de todas las formalidades que generalmente se exige en la Ley y las otras se refieren a aspectos puramente procesales. 

Las copias certificadas referentes a la substanciación del juicio de amparo, no causarán contribución alguna.

Capítulo II

Capacidad y Personería

Artículo 4°. Son partes en el juicio de amparo:

I. El quejoso, titular de un derecho o de un interés legítimo, siempre que el acto reclamado viole las garantías o los derechos previstos en el artículo primero y con ello se afecte su esfera jurídica de manera directa o en virtud de su propia situación frente al orden jurídico. Tratándose de actos o resoluciones provenientes de tribunales judiciales, administrativos o del trabajo, el quejoso deberá ser titular de un derecho subjetivo que se afecte de manera personal y directa;

II. La autoridad responsable, teniendo tal carácter la que dicta, ordena, ejecuta, trata de ejecutar u omite el acto que crea, modifica o extingue situaciones jurídicas en forma unilateral y obligatoria;

III. El tercero interesado, pudiendo tener tal carácter:

a) La persona que haya gestionado el acto reclamado o tenga interés jurídico en su subsistencia;

b) La contraparte del quejoso, cuando el acto reclamado emane de un juicio o controversia del orden judicial, administrativo, agrario o del trabajo; o tratándose de persona extraña al procedimiento, cuando tenga interés contrario al del quejoso;

c) El ofendido o quien tenga derecho a la reparación del daño o a reclamar la responsabilidad civil, cuando el acto reclamado emane de un juicio del orden penal y afecte esa reparación o responsabilidad;

d) El indiciado o procesado, cuando el acto reclamado sea el desistimiento o el no ejercicio de la acción penal;

e) El ministerio público que haya intervenido en el procedimiento penal del cual derive el acto reclamado, siempre y cuando no tenga el carácter de autoridad responsable y; 

IV. El ministerio público federal, en los juicios de amparo contra normas generales. 

Artículo 5°. El juicio de amparo puede promoverse por la persona física o moral a quien agravie la norma general o el acto reclamados. El quejoso podrá hacerlo por sí, por su representante legal o por su apoderado.

Cuando el acto reclamado derive de un procedimiento penal, podrá promoverlo por conducto de su defensor o de cualquier persona en los casos en que la ley lo permita.

Artículo 6°. El menor de edad podrá pedir amparo sin la intervención de su legítimo representante, cuando éste se halle ausente, se ignore quién sea, esté impedido o se negare a promoverlo. El órgano jurisdiccional de amparo, sin perjuicio de dictar las providencias que sean urgentes, le nombrará un representante especial para que intervenga en el juicio.

Si el menor hubiere cumplido catorce años, podrá hacer la designación de representante en el escrito de demanda.

Artículo 7°. La federación, los estados, el Distrito Federal, los municipios o cualquier persona moral pública con carácter de autoridad, podrán solicitar amparo por conducto de los servidores públicos o representantes que designen las disposiciones que los rijan, cuando la norma general o el acto que reclamen afecte intereses distintos de los que correspondan a sus funciones de autoridad.

Pero dado lo extraordinario del derecho a interponer el juicio de garantías, el órgano de control, previamente a la admisión, revisará si la presentación no tiene como efecto evitar el cumplimiento de la ley y entorpecer los derechos de los individuos, Lo anterior, con independencia de las sanciones que pudieran imponerse  a quienes intervengan con esos fines.

Resulta indispensable el poner un freno al indiscriminado uso del juicio de amparo por las autoridades, ya que frecuentemente se utiliza afectando al gobernado en el goce de sus derechos y se entorpece el procedimiento judicial ordinario, que de suyo generalmente es legal así como su decisión, porque es raro que las autoridades resuelvan en contra del Estado y es muy común este abuso. Conocí de un caso en una Procuraduría de Justicia, de X entidad federativa prolongó un juicio durante muchos años para burlar una sentencia.

Artículo 8°. Las autoridades responsables no podrán ser representadas en el juicio de amparo. Podrán por medio de simple oficio acreditar delegados que concurran a las audiencias para el efecto de que en ellas rindan pruebas, aleguen y hagan promociones.

El Presidente de la República podrá comparecer a juicio en los términos que determine por conducto del Consejero Jurídico del Ejecutivo Federal, por éste, por el Procurador General de la República, los secretarios de estado y jefes de departamento administrativo a quienes en cada caso corresponda el asunto, en términos de las leyes orgánicas y reglamentos aplicables.

En los juicios de amparo promovidos en contra de actos de los titulares de las dependencias de la administración pública federal, aquéllos podrán ser suplidos por los servidores públicos a quienes las leyes y los reglamentos que las rigen otorguen esa atribución.

Artículo 9°. La representación del quejoso y del tercero interesado, se acreditará en juicio, en los términos previstos en esta ley y en las demás aplicables.

Cuando el ministerio público actúe como tercero interesado, se le aplicarán las reglas del artículo anterior. 

Artículo 10. Cuando el compareciente al juicio de amparo indirecto en nombre del quejoso o del tercero interesado, afirme bajo protesta de decir verdad, tener reconocida su representación ante la autoridad responsable, le será admitida, siempre que lo acredite a más tardar en la audiencia constitucional.

En el amparo directo podrá justificarse en la forma de cómo lo tenga evidenciado en el juicio del que emane la resolución reclamada. La autoridad responsable que reciba la demanda, indicará en el informe justificado si el promovente tiene el carácter con que se ostenta.

Artículo 11. El quejoso y el tercero interesado podrán nombrar apoderado para que los represente en el juicio, por escrito ratificado ante el órgano jurisdiccional que conozca del mismo, o mediante poder general o especial. Se requerirá cláusula especial para que el apoderado desista del juicio o de los recursos.

Artículo 12. Cuando la demanda se promueva por dos o más quejosos, deberán designar de entre ellos un representante común. En su defecto, lo hará el órgano jurisdiccional.

Artículo 13. Para la admisión de la demanda en materia penal bastará que el defensor manifieste, bajo protesta de decir verdad, tener tal carácter, lo que deberá acreditar dentro del plazo de cinco días, contados a partir del siguiente al en que surta efectos la notificación del acuerdo de admisión. Si no lo acredita, el órgano jurisdiccional que conozca del amparo, lo hará del conocimiento del señalado como quejoso, para que en el momento de la diligencia manifieste si ratifica la demanda, entendiéndose las diligencias directamente con él, mientras no señale representante. Si no la ratifica se sobreseerá en el juicio.

Artículo 14. Cuando se trate de actos que importen peligro de privación de la vida, ataques a la libertad personal fuera de procedimiento judicial, deportación, destierro, extradición o alguno de los actos prohibidos por el artículo 22 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como la incorporación forzosa al ejército, armada o fuerza aérea nacionales y el agraviado se encuentre imposibilitado para promover el amparo, podrá hacerlo cualquiera otra persona en su nombre, aunque sea menor de edad. En este caso, el órgano jurisdiccional que conozca del amparo abrirá un cuaderno de antecedentes en el que dictará las medidas necesarias para salvaguardar la integridad física del quejoso y lograr su comparecencia, en la que será requerido para que manifieste si ratifica la demanda de amparo; si lo hace, se tramitará el juicio y en caso contrario, se tendrá por no presentada la demanda.

Si a pesar de las medidas tomadas, no se hubiere podido lograr la comparecencia del quejoso, el órgano jurisdiccional que conozca del juicio pondrá los hechos en conocimiento del ministerio público federal.

Transcurridos tres meses, sin que nadie se apersone en el juicio en representación legal del quejoso, se tendrá por no presentada la demanda.

Artículo 15. En caso de fallecimiento del quejoso o del tercero interesado, siempre que lo planteado en el juicio de amparo no afecte sus derechos estrictamente personales, el representante del fallecido continuará el juicio, en tanto interviene el representante de la sucesión.

Si el fallecido no tiene representación en el juicio, éste se suspenderá inmediatamente que se tenga conocimiento de la defunción. Si la sucesión no interviene dentro del plazo de sesenta días siguientes al en que se decretó la suspensión, se ordenará al ministerio público federal que la localice o haga la denuncia correspondiente.

Cualquiera de las partes que tenga noticia del fallecimiento del quejoso o del tercero interesado, deberá hacerlo del conocimiento del órgano jurisdiccional de amparo, acreditando tal circunstancia, o proporcionando los datos necesarios para ese efecto.

Capítulo III

Plazos

Artículo 16. El plazo para presentar la demanda de amparo es de treinta días, salvo:

I. Cuando se reclame una norma general autoaplicativa, en que será de cuarenta y cinco días;

II. Cuando se reclame la sentencia condenatoria en un proceso penal, en que será de noventa días;

III. Cuando el amparo se promueva contra actos que tengan o puedan tener por efecto privar total o parcialmente, en forma temporal o definitiva, de la propiedad, posesión o disfrute de sus derechos agrarios a un núcleo de población sujeto al régimen ejidal o comunal, en que será de noventa días y;

IV. Cuando el acto reclamado implique peligro de privación de la vida, ataques a la libertad personal fuera de procedimiento judicial, deportación, destierro, o cualquiera de los prohibidos por el artículo 22 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como la incorporación forzosa al ejército, armada o fuerza aérea nacionales, en que podrá presentarse en cualquier tiempo.

Artículo 17. Los plazos a que se refiere el artículo anterior, se computarán a partir del día siguiente a aquel en que surta efectos, conforme a la ley del acto, la notificación al quejoso del acto o resolución que reclame o a aquel en que haya tenido conocimiento o se ostente sabedor del acto reclamado o de su ejecución, salvo el caso de la fracción I en el que se computará a partir del día de su entrada en vigor. 

Artículo 18. Son días hábiles para la promoción, substanciación y resolución de los juicios de amparo, todos los del año, con excepción de los sábados y domingos, primero de enero, cinco de febrero, veintiuno de marzo, primero y cinco de mayo, catorce y dieciséis de septiembre, doce de octubre, veinte de noviembre y veinticinco de diciembre, así como aquellos en que por disposición de la Suprema Corte de Justicia de la Nación o del Consejo de la Judicatura Federal, se suspendan las labores en el órgano jurisdiccional ante el cual se tramite el juicio de amparo, o cuando no pueda funcionar por causa de fuerza mayor. 

También serán inhábiles, los días en los cuales la autoridad responsable hubiera suspendido sus actividades.

Es común que las actividades en  las entidades se paralicen por razones propias de ellas, como sus tradiciones, los días de vacaciones, etc. Surgiendo el problema de los términos en amparo por estas circunstancias, que incluso ya se previeron jurisprudencialmente.

Artículo 19. El juicio puede promoverse en cualquier día y hora, si se trata de actos que importen peligro de privación de la vida, ataques a la libertad personal fuera de procedimiento judicial, deportación, destierro o cualquiera de los prohibidos por el artículo 22 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como la incorporación forzosa al ejército, armada o fuerza aérea nacionales. Cualquier hora será hábil para tramitar el incidente de suspensión y dictar las providencias urgentes a fin de que se cumpla la resolución en que se haya concedido.

Para los efectos de esta disposición, los jefes y encargados de las oficinas públicas de comunicaciones estarán obligados a recibir y transmitir, sin costo alguno para los interesados ni para el gobierno, los mensajes en que se demande amparo por alguno de los actos enunciados, así como las resoluciones y oficios que expidan las autoridades que conozcan de la suspensión, aun fuera de las horas del despacho y aun cuando existan disposiciones en contrario de las autoridades administrativas. 

Artículo 20. La presentación de demandas o promociones de término, podrá hacerse, el día en que éste concluya, fuera del horario de labores de los tribunales, ante la oficialía de partes común, que habrá de funcionar hasta las doce de la noche.

Cuando no exista oficialía de partes común, el presidente del tribunal o el titular del órgano, podrá facultar su recepción a una persona, fijando en un lugar visible el lugar en el que puedan recibirse.

En los lugares donde solo existe un órgano, indudablemente no se justifica una oficialía de partes de común  y a los titulares les corresponde tomar las medidas pertinentes.

Con independencia de lo anterior, los órganos jurisdiccionales de amparo podrán habilitar días y horas, cuando lo estimen pertinente, para el adecuado despacho de los asuntos.

Artículo 21. Los plazos se contarán por días hábiles, comenzarán a correr a partir del día siguiente al en que surta sus efectos la notificación y se incluirá en ellos el del vencimiento. 

Para la interposición de los recursos, correrán para cada parte, desde el día siguiente a aquel en que para ella hubiese surtido sus efectos la notificación respectiva.

Los plazos podrán ampliarse por razón de la distancia, teniendo en cuenta la facilidad o dificultad de las comunicaciones. En ningún caso podrá exceder de un día por cada cuarenta kilómetros.

Artículo 22. Si alguna de las partes reside fuera de la jurisdicción del órgano de amparo que conozca o deba conocer del juicio, la demanda y la primera promoción del tercero interesado podrán presentarse, dentro de los plazos legales, en la oficina de correos que corresponda al lugar de su residencia, o en la más cercana, en caso de no haberla.

Capítulo IV

Notificaciones

Artículo 23. Las resoluciones que se dicten en los juicios de amparo deben notificarse a más tardar dentro del tercer día hábil siguiente. La razón que corresponda se asentará inmediatamente después de dicha resolución.

El agraviado y el tercero interesado podrán autorizar para oír notificaciones en su nombre, a cualquier persona con capacidad legal, la que  quedará facultada para interponer los recursos que procedan, ofrecer y rendir pruebas, desistir de las mismas, alegar en las audiencias y realizar cualquier acto que resulte necesario para la defensa de los derechos del autorizante, pero no podrá sustituir o delegar dichas facultades en un tercero. En las materias civil, mercantil, laboral o administrativa, la persona autorizada conforme a la primera parte de este párrafo, deberá acreditar encontrarse legalmente autorizada para ejercer la profesión de abogado, y se proporcionarán los datos correspondientes en el escrito en que se otorgue dicha autorización.

Las partes también podrán autorizar sólo para oír notificaciones e imponerse de los autos, a cualquier persona con capacidad legal.

Artículo 24. La primera notificación al titular del Poder Ejecutivo se entenderá con el Consejero Jurídico. Las subsecuentes notificaciones se harán directamente a los servidores públicos designados en términos del artículo 8°. 

Artículo 25. Las notificaciones en los juicios de amparo se harán:

I. En forma personal:

a) Al quejoso privado de su libertad, en el local del órgano jurisdiccional que conozca del juicio, o en el de su reclusión, salvo que tenga defensor o persona designada para oír notificaciones;

b) El emplazamiento al tercero interesado;

c) Los requerimientos y prevenciones;

d) Las sentencias que no sean pronunciadas en la fecha de celebración de la audiencia constitucional;

e) El sobreseimiento dictado fuera de la audiencia constitucional y;

f) Las resoluciones que a juicio del órgano jurisdiccional de amparo lo ameriten;

II. Por oficio:

a) A la autoridad responsable;

b) A la autoridad que tenga el carácter de tercero interesado; y

c) Al ministerio público federal en el caso de amparo contra normas generales; y

III. Por lista, en los casos no previstos en las fracciones anteriores.

Artículo 26. Las notificaciones personales se harán de acuerdo con las siguientes reglas:

I. Cuando obre en autos el domicilio de la persona, o se encuentre señalado uno para recibir notificaciones ubicado en el lugar en que resida el órgano jurisdiccional que conozca del juicio:

a) El actuario buscará a la persona que deba ser notificada, se cerciorará de su identidad, le hará saber el órgano jurisdiccional que ordena la notificación y el número de expediente y le entregará copia autorizada de la resolución que se notifica y, en su caso, de los documentos a que se refiera dicha resolución. Si la persona se niega a recibir o a firmar la notificación, la negativa se asentará en autos y aquélla se tendrá por hecha;

b) Si no se encuentra a la persona que deba ser notificada, el actuario se cerciorará de que es el domicilio correcto y le dejará citatorio para hora fija dentro de las veinticuatro horas siguientes, en el que indicará el órgano jurisdiccional que ordena la notificación y el número de expediente. El citatorio se dejará con la persona que se encuentre en el domicilio; si la persona por notificar no acude a la cita, la notificación se hará por lista y; 

c) Si el actuario encuentra el domicilio cerrado y ninguna persona acude a su llamado, se cerciorará de que es el domicilio correcto, lo hará constar y dará cuenta al órgano jurisdiccional de amparo, el que tomará las medidas necesarias para lograr la notificación personal y, en caso de no ser posible, ordenará que se haga por lista.

En todos los casos a que se refieren los incisos anteriores, el actuario asentará razón circunstanciada en el expediente;

II. Cuando el domicilio señalado de la persona a notificar no se encuentre en el mismo lugar en que resida el órgano jurisdiccional de amparo, la primera notificación se hará por exhorto o despacho, en términos del Código Federal de Procedimientos Civiles. En el exhorto o despacho se requerirá que se señale domicilio en el lugar del juicio, con apercibimiento que de no hacerlo, las siguientes notificaciones, aun las personales, se practicarán por lista.

Cuando el domicilio se encuentre fuera de la circunscripción territorial del órgano jurisdiccional que conoce del juicio, pero en zona conurbada, podrá comisionar al notificador, para que la realice en los términos de la fracción I de este artículo;

III. Cuando no conste en autos domicilio para oír notificaciones, o el señalado resulte inexacto:

a) Las notificaciones personales al quejoso se efectuarán por lista;

b) Tratándose de la primera notificación al tercero interesado, el órgano jurisdiccional de amparo dictará las medidas que estime pertinentes, con el propósito de que se investigue su domicilio y podrá requerir a la autoridad responsable para que proporcione el que ante ella se hubiera señalado. Siempre que el acto reclamado emane de un procedimiento judicial, la notificación se hará en el último domicilio señalado para oír notificaciones en el juicio de origen. Si a pesar de lo anterior, no pudiere efectuarse la notificación, se hará por edictos, a costa del quejoso, en términos del Código Federal de Procedimientos Civiles y; 

IV. Cuando deba notificarse al interesado la providencia que mande ratificar el escrito de desistimiento de la demanda o de cualquier recurso, si no consta en autos el domicilio para oír notificaciones, ni se expresan estos datos en el escrito, la petición será reservada hasta que el interesado llene la omisión, notificándose el trámite por lista.

Artículo 27. Las notificaciones por oficio, se harán conforme a las reglas siguientes:

I. Si el domicilio de la oficina principal de la autoridad se encuentra en el lugar del juicio, el actuario practicará en aquél la diligencia y asentará la razón en autos.

Si la autoridad se niega a recibirla, se asentará en autos la razón correspondiente y se tendrá por hecha la notificación;

II. Si el domicilio de la autoridad se encuentra fuera del lugar del juicio, se enviará el oficio por correo, en pieza certificada con acuse de recibo, el que se agregará en autos y;

III. En casos urgentes, cuando lo requiera el orden público o fuere necesario para la eficacia de la notificación, el órgano jurisdiccional que conozca del amparo, o del incidente de suspensión, o de cualquier otro previsto por esta ley, podrá ordenar que la notificación se haga a las autoridades responsables por cualquier medio, sin perjuicio de practicarla conforme a las fracciones I y II. 

Las oficinas públicas de comunicaciones están obligadas a transmitir, sin costo alguno, los oficios a que se refieren las anteriores fracciones.

Artículo 28. Las notificaciones por lista, se harán en una que se fijará en lugar visible y de fácil acceso, a primera hora hábil del día siguiente al de la fecha de la resolución que la ordena, y contendrá:

I. El número del juicio; 

II. El nombre del quejoso;

III. La autoridad responsable y; 

IV. La síntesis de la resolución que se notifica. 

El actuario asentará en el expediente la razón respectiva.

Artículo 29. Las notificaciones surtirán sus efectos:

I. Las que se hagan a las autoridades responsables, desde la hora en que hayan quedado legalmente hechas.

Cuando el oficio de notificación se envíe por correo, el día que conste en el acuse de recibo y;

II. Las demás, desde el día siguiente al de la notificación personal o al de la fijación de la lista en los órganos jurisdiccionales de amparo.

Artículo 30. Serán nulas las notificaciones que no se hicieren en la forma que establecen las disposiciones precedentes.

Capítulo V

Competencia

Sección Primera

Reglas de Competencia

Artículo 31. Son competentes para conocer del juicio de amparo:

I. La Suprema Corte de Justicia de la Nación, funcionando en pleno o en salas;

II. Los tribunales colegiados de circuito de amparo;

III. Los tribunales colegiados de circuito de apelación;

IV. Los juzgados de distrito; y

V. Los órganos jurisdiccionales de los poderes judiciales de los estados y del Distrito Federal, en los casos previstos por esta ley.

Artículo 32. Los tribunales colegiados de circuito de amparo, son competentes para conocer del juicio de amparo directo.

Su competencia se fija de acuerdo con la residencia de la autoridad que haya dictado el acto reclamado y, en su caso, de acuerdo con la especialización por materia.

Artículo 33. Los juzgados de distrito o los tribunales colegiados de circuito de apelación, son competentes para conocer del juicio de amparo indirecto.

También lo serán, las autoridades del orden común, cuando actúen en auxilio de los órganos jurisdiccionales de amparo.

Artículo 34. Los tribunales colegiados de circuito de apelación sólo conocerán de los juicios de amparo indirecto promovidos contra actos de otros tribunales colegiados de la misma naturaleza, siempre que las resoluciones no constituyan sentencia definitiva o pongan fin al juicio. En estos casos, será competente el tribunal del mismo circuito, si lo hubiere, o el más próximo a la residencia de aquel que haya emitido el acto reclamado.

Artículo 35. Es juez competente, el del distrito donde el acto que se reclame deba tener ejecución, trate de ejecutarse, se esté ejecutando o se haya ejecutado.

Si el acto reclamado puede tener ejecución en más de un distrito o ha comenzado a ejecutarse en uno de ellos y sigue ejecutándose en otro, es competente el juez que primero admita la demanda; en su defecto, aquel que dicte acuerdo sobre la misma o, en su caso, aquel que primeramente la hubiere recibido. 

Cuando el acto reclamado no requiera ejecución material, es competente el juez de distrito en cuya jurisdicción resida la autoridad responsable.

Artículo 36. Es competente para conocer del juicio de amparo indirecto que se promueva contra actos de un juez de distrito, otro del mismo distrito y especialización, en su caso y si no lo hubiere, el más cercano dentro de la jurisdicción del circuito al que pertenezca.

Artículo 37. Cuando se trate de amparos contra actos de autoridades que actúen en auxilio de la justicia federal, no podrá conocer el juez de distrito que deba avocarse al conocimiento del asunto en que se haya originado el acto reclamado. En estos casos, conocerá otro del mismo distrito y especialización, en su caso y si no lo hubiere, el más cercano dentro de la jurisdicción a que pertenezca.

Artículo 38. El pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación podrá ejercer la facultad de atracción para conocer de un amparo directo o en revisión, que corresponda resolver a los tribunales colegiados de circuito de amparo, cuando por su interés y trascendencia lo ameriten, de conformidad con el siguiente procedimiento:

I. Planteado el caso por cualesquiera de los ministros, el pleno acordará si procede solicitar los autos al tribunal colegiado de circuito de amparo, en cuyo caso, previa suspensión del procedimiento, éste los remitirá dentro del plazo de tres días siguientes a la recepción de la solicitud;

II. Recibidos los autos, se turnará el asunto al ministro que corresponda, para que dentro del plazo de quince días formule dictamen, a efecto de resolver si se ejerce o no dicha facultad y;

III. Transcurrido el plazo anterior, el dictamen será discutido por el tribunal pleno, dentro de los tres días siguientes. 

Si el pleno decide ejercer la facultad de atracción, se avocará al conocimiento, en caso contrario, devolverá los autos al tribunal de origen.

Sección Segunda

Conflictos Competenciales

Artículo 39. Ningún órgano jurisdiccional puede sostener competencia a su superior.

Artículo 40. Luego que se suscite una cuestión de competencia, se suspenderá todo procedimiento, con excepción del incidente de suspensión.

Artículo 41. Cuando alguna de las salas de la Suprema Corte de Justicia de la Nación tenga conocimiento de que la otra está conociendo de cualquier asunto de que aquélla deba conocer, le requerirá para que cese en el conocimiento y le remita los autos. Dentro del término de tres días, la sala requerida dictará resolución y si estima que no es competente, remitirá los autos a la requirente. Si considera que es competente, hará saber su resolución a la requirente, suspenderá el procedimiento y remitirá los autos al presidente de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, para que el tribunal pleno resuelva como proceda.

Cuando se turne a una de las salas de la Suprema Corte de Justicia de la Nación un asunto en materia de amparo y ésta estime que no es competente para conocer de él, lo declarará así y remitirá los autos a la otra. Si esta última considera que tiene competencia, se avocará al conocimiento del asunto; en caso contrario, comunicará su resolución a la sala que se haya declarado incompetente y remitirá los autos al presidente de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, para que el tribunal pleno resuelva como proceda.
Artículo 42. Cuando la Suprema Corte de Justicia de la Nación conozca de la revisión interpuesta contra la sentencia definitiva dictada en un juicio que debió tramitarse como directo, declarará insubsistente la sentencia recurrida y remitirá los autos al correspondiente tribunal colegiado de circuito de amparo.

Si el que conoce de la revisión es un tribunal colegiado de circuito de amparo, declarará insubsistente la sentencia recurrida y se avocará a su conocimiento en la vía directa. 

Artículo 43. Cuando se reciba en la Suprema Corte de Justicia de la Nación una demanda de amparo la remitirá con sus anexos al órgano jurisdiccional de amparo que corresponda. El designado conocerá del juicio, sin que pueda objetarse su competencia, salvo el caso de vía, territorio o especialidad.

Cuando se reciba en un tribunal colegiado de circuito de amparo una demanda que deba tramitarse en vía indirecta, declarará de plano carecer de competencia y la remitirá con sus anexos al órgano que estime competente.

Artículo 44. Cuando un tribunal colegiado de circuito de amparo tenga conocimiento de que otro conoce de un asunto que a aquél le corresponda, le requerirá para que le remita los autos. Si el requerido estima no ser competente, dentro de los tres días siguientes a la recepción del requerimiento, remitirá los autos. Si considera que lo es, en igual término hará saber su resolución al requirente, suspenderá el procedimiento y remitirá los autos al presidente de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, quien lo turnará a la sala que corresponda, para que dentro del término de ocho días resuelva como proceda.

Cuando un tribunal colegiado de circuito de amparo que conozca de un juicio o recurso, estime carecer de competencia para conocer de ellos, lo declarará así y enviará los autos al órgano jurisdiccional que en su concepto lo sea.

Si éste acepta la competencia, se avocará a su conocimiento; en caso contrario, comunicará su resolución al órgano que declinó la competencia y remitirá los autos a la Suprema Corte de Justicia de la Nación, para que decida como corresponda.

Artículo 45. Cuando se presente una demanda de amparo ante un juez de distrito o tribunal colegiado de circuito de apelación, en la que se reclamen actos que no sean materia de su competencia, por estimar que son impugnables en amparo directo, declarará carecer de ella y de inmediato remitirá la demanda y sus anexos al tribunal colegiado de circuito de amparo que corresponda.

El presidente de éste decidirá, sin trámite alguno, si confirma o revoca la resolución del juez de distrito o tribunal colegiado de circuito de apelación. En el primer caso, mandará tramitar el expediente y señalará al quejoso y a la autoridad responsable un plazo que no podrá exceder de cinco días para la presentación de las copias y del informe correspondiente; en el caso que decida revocar la resolución, remitirá los autos al juzgado o tribunal que estime competente, sin perjuicio de las cuestiones de competencia que pudieren suscitarse entre jueces de distrito o tribunales colegiados de circuito de apelación.

Si la competencia del tribunal colegiado de circuito de amparo apareciere del informe previo o justificado de la autoridad responsable, el juez de distrito o tribunal colegiado de circuito de apelación se declarará incompetente conforme a este artículo y comunicará tal circunstancia a la autoridad responsable, para que provea lo relativo a la suspensión del acto reclamado.

Artículo 46. Cuando se presente una demanda de amparo ante un juez de distrito o tribunal colegiado de circuito de apelación y estimen carecer de competencia, la remitirán de plano, con sus anexos, al juez o tribunal que estimen competente, sin decidir sobre la admisión, ni sobre la suspensión del acto reclamado, salvo que se trate de aquellos actos que importen peligro de privación de la vida, ataques a la libertad personal fuera del procedimiento judicial, deportación, destierro o alguno de los prohibidos por el artículo 22 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como la incorporación forzosa al ejército, armada o fuerza aérea nacionales. Recibida la demanda y sus anexos por el órgano requerido, decidirá de plano, dentro de las cuarenta y ocho horas siguientes, si acepta o no el conocimiento del asunto. Si aceptare, comunicará su resolución al requirente, previa notificación a las partes. En caso contrario, devolverá la demanda al requirente, quien deberá resolver dentro de las cuarenta y ocho horas siguientes, si insiste o no en declinar su competencia. Si no insiste, se limitará a comunicar su resolución al requerido y se dará por terminado el conflicto competencial. Si insiste en declinar su competencia y la cuestión se plantea entre órganos de la jurisdicción de un mismo tribunal colegiado de circuito de amparo, remitirá los autos al tribunal colegiado de circuito de amparo de su jurisdicción quien dará aviso al requerido para que exponga lo que estime pertinente.

Si el conflicto competencial se plantea entre órganos no  pertenecientes a la jurisdicción de un mismo tribunal colegiado de circuito de amparo, lo resolverá el que ejerza jurisdicción sobre el requirente, el que remitirá los autos y dará aviso al requerido, para  darle oportunidad de exponer lo conducente, debiéndose estar a lo dispuesto en el párrafo anterior.

Recibidos los autos y el oficio relativo, el tribunal colegiado de circuito de amparo, tramitará el expediente y declarará dentro de los ocho días siguientes a quién  corresponde conocer del juicio, comunicará su resolución a los involucrados y remitirá los autos al declarado competente.

Admitida la demanda de amparo indirecto, ningún órgano jurisdiccional podrá declararse incompetente para conocer del juicio antes de resolver sobre la suspensión definitiva.

Artículo 47. Cuando el juez de distrito o tribunal colegiado de circuito de apelación ante el cual se haya promovido un juicio de amparo, tenga conocimiento de que otro está conociendo de un juicio diverso promovido por el mismo quejoso, contra las mismas autoridades y por el mismo acto reclamado, aunque los conceptos de violación sean distintos, lo comunicará de inmediato mediante oficio a dicho órgano, anexando la certificación del día y hora de presentación de la demanda, así como, en su caso, del auto dictado como primera actuación en el juicio.

Recibido el oficio, el órgano resolverá dentro de las veinticuatro horas siguientes si se trata del mismo asunto y si le corresponde su conocimiento, comunicando lo anterior al oficiante. Si reconoce la competencia de éste, le remitirá los autos relativos.

En caso de conflicto competencial, se estará a lo dispuesto en esta sección.

Cuando se resolviere que se trata de un mismo asunto, se continuará el juicio promovido ante el juez que hubiere resultado competente, debiéndose sobreseer en el otro juicio.

Artículo 48. Cuando alguna de las partes estime que un juez de distrito o tribunal colegiado de circuito de apelación, está conociendo de un juicio de amparo que debe tramitarse como directo, podrá ocurrir ante el tribunal colegiado de amparo que estime competente exhibiendo copia de la demanda y de las constancias conducentes.

El presidente pedirá informe al juez o tribunal colegiado de circuito de apelación, que deberá rendirse en el plazo de veinticuatro horas y resolverá dentro de las cuarenta y ocho horas siguientes. 

Capítulo VI

Impedimentos, Excusas y Recusaciones

Artículo 49. Los ministros de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, los magistrados de circuito, los jueces de distrito, así como las autoridades que conozcan de los juicios de amparo, deberán declararse impedidos, en los siguientes casos:

I. Si son cónyuges o parientes de alguna de las partes, de sus abogados o representantes, en línea recta por consanguinidad o afinidad sin limitación de grado; en la colateral por consanguinidad dentro del cuarto grado, o en la colateral por afinidad dentro del segundo;

II. Si tienen interés personal en el asunto que haya motivado el acto reclamado o lo tienen su cónyuge o parientes en los grados expresados en la fracción anterior;

III. Si han sido abogados o apoderados de alguna de las partes en el asunto que haya motivado el acto reclamado o en el juicio de amparo;

IV. Si hubieren tenido el carácter de autoridades responsables en el juicio de amparo, o hubieren emitido en otra instancia o jurisdicción el acto reclamado o la resolución impugnada;

V. Si hubieren aconsejado como asesores la resolución reclamada;

VI. Si figuran como partes en algún juicio de amparo semejante al de su conocimiento; y

VII. Si tuvieren amistad estrecha o enemistad manifiesta con alguna de las partes, sus abogados o representantes.

Artículo 50. En materia de amparo sólo podrán invocarse como excusas las causas de impedimento que enumera el artículo anterior.

Las partes podrán plantear como causa de recusación cualquiera de tales impedimentos.

Artículo 51. El funcionario judicial que se excuse, deberá, en su caso, proveer sobre la suspensión, excepto cuando aduzca tener interés personal en el asunto. En este supuesto, el servidor público que deba sustituirlo resolverá lo que corresponda, en tanto se califica la causa de impedimento.

Artículo 52. Conocerán de las excusas y recusaciones:

I. El pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en los asuntos de su competencia;

II. La sala correspondiente de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en los asuntos de su competencia, así como en el supuesto del artículo 54;

III. Los tribunales colegiados de circuito de amparo:

a) De uno de sus magistrados;

b) De dos o más de los magistrados de otro tribunal colegiado y;
c) De los jueces de distrito y demás autoridades que conozcan de los juicios de amparo, que se encuentren en su circuito; y

IV. Los tribunales colegiados de circuito de apelación, cuando se trate de uno de sus integrantes.

Artículo 53. Los ministros de la Suprema Corte de Justicia de la Nación manifestarán estar impedidos ante el tribunal pleno o ante la sala que conozca del asunto de que se trate.

Los magistrados de los tribunales de circuito y los jueces de distrito manifestarán su impedimento y lo comunicarán al tribunal colegiado que corresponda.

Las excusas se calificarán de plano.

Artículo 54. Cuando uno de los ministros se manifieste impedido en asuntos del conocimiento del pleno o sala, los restantes calificarán el impedimento. Si lo admitieren, el órgano jurisdiccional de amparo continuará el conocimiento del asunto con los restantes; en caso de empate el presidente que corresponda tendrá voto de calidad.

Cuando se manifiesten impedidos dos o más ministros de una de las salas, se calificará el impedimento por la otra. Si se admitieren, se pedirá a la presidencia de la Suprema Corte de Justicia la designación de los ministros de la otra sala que se requieran para que la primera pueda funcionar válidamente.

Artículo 55. Cuando uno de los integrantes de un tribunal colegiado de circuito se manifieste impedido, los dos restantes calificarán el impedimento. 

En caso de empate o cuando los impedimentos se hayan hecho valer por más de un magistrado, la calificación corresponderá al tribunal colegiado de amparo siguiente en orden del mismo circuito y especialidad, en su caso, y de no haberlo al del circuito más cercano. En estos supuestos, si se trata de magistrados de un tribunal colegiado de apelación calificará el impedimento el tribunal colegiado de circuito de amparo de la jurisdicción y, en su caso, de la especialidad por materia. Si se admite el impedimento de un magistrado, se solicitará al tribunal colegiado de circuito de amparo de su jurisdicción y, en su caso, materia, siguiente en número o, en su defecto, al más cercano para que nombre un magistrado que con los restantes continúe en el conocimiento del asunto.

Si resulta fundada la excusa o la recusación de más de un magistrado, se remitirá el expediente al tribunal colegiado de su jurisdicción y, en su caso, materia o, en su defecto, al más cercano, para que se avoque al conocimiento del asunto.

Artículo 56. Cuando se declare impedido a un juez de distrito, el conocimiento del asunto corresponderá a otro del mismo distrito y, en su caso, especialización; en su defecto, conocerá el más próximo perteneciente a otro circuito.

Artículo 57. En el escrito de recusación deberán manifestarse, bajo protesta de decir verdad, los hechos que fundamentan el impedimento y exhibirse en billete de depósito la cantidad correspondiente al monto máximo de la multa que pudiera imponerse en caso de declararse infundada. De no cumplirse estos requisitos la recusación se desechará de plano, salvo que, por lo que hace al último de ellos, se alegue insolvencia. En este caso, el órgano jurisdiccional la calificará y podrá exigir garantía por el importe del mínimo de la multa o exentar de su exhibición.

Artículo 58. La recusación se presentará ante el funcionario a quien se estime impedido, el cual lo comunicará al órgano que deba calificarla. Éste, en su caso, la admitirá y solicitará informe al servidor público requerido, el que deberá rendirlo dentro de las veinticuatro horas siguientes a su notificación.

Si el servidor público admite la causa de recusación, se declarará fundada; si la negare, se señalará día y hora para que dentro de los tres días siguientes se celebre la audiencia en la que se ofrecerán, admitirán y desahogarán las pruebas que ofrezcan las partes y se dictará resolución.

En caso de no rendirse el informe a que se refiere el párrafo primero, se declarará fundada la causa de recusación.

Si la recusación se declara fundada, se devolverá al promovente la garantía exhibida. 

Capítulo VII

Improcedencia

Artículo 59. El juicio de amparo es improcedente:

I. Contra actos de la Suprema Corte de Justicia de la Nación;

II. Contra actos del Consejo de la Judicatura Federal, salvo los que afecten derechos de personas ajenas al Poder Judicial de la Federación;

III. Contra resoluciones dictadas por el Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación;

IV. Contra las resoluciones o declaraciones del Congreso de la Unión o de sus Cámaras en materia de declaratoria de procedencia o de juicio político a que se refiere el Título Cuarto de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. Sin embargo, será procedente en contra de resoluciones y acuerdos dictados en la secuela del procedimiento, siempre que se afecten gravemente las defensas del quejoso;

V. Contra resoluciones dictadas en los juicios de amparo o en ejecución de las mismas;

VI. Contra, normas generales o actos que sean materia de otro juicio de amparo pendiente de resolución, promovido por el mismo quejoso, contra las mismas autoridades y por el propio acto reclamado, aunque las violaciones constitucionales sean diversas, salvo que se trate de normas generales impugnadas con motivo de actos de aplicación distintos;

VII. Contra normas generales o actos que hayan sido materia de una ejecutoria en otro juicio de amparo, en los términos de la fracción anterior;

VIII. Contra actos que no causen agravio al quejoso y contra normas generales que requieran de un acto de aplicación para causarlo;

IX. Contra actos consentidos expresamente o por manifestaciones de voluntad que entrañen ese consentimiento;

X. Contra normas generales o actos consentidos tácitamente, entendiéndose por tales aquellos contra los que no se promueva el juicio de amparo dentro de los plazos previstos.

No se entenderá consentida una norma general, a pesar de que siendo impugnable en amparo desde el momento de la iniciación de su vigencia no se haya reclamado, sino sólo en el caso de que tampoco se haya promovido amparo contra el primer acto de su aplicación en perjuicio del quejoso.

Cuando contra el primer acto de aplicación proceda algún recurso o medio de defensa legal, por virtud del cual pueda ser modificado, revocado o nulificado, será optativo para el interesado hacerlo valer o impugnar desde luego la norma general en juicio de amparo. En el primer caso, sólo se entenderá consentida la norma general si no se promueve contra ella el amparo dentro del plazo legal contado a partir del día siguiente de aquel al en que surta sus efectos la notificación de la resolución recaída al recurso o medio de defensa, aun cuando para fundarlo se hayan aducido exclusivamente motivos de ilegalidad.

Si en contra de dicha resolución procede amparo directo, deberá estarse a lo dispuesto en el capítulo respectivo a ese procedimiento;

XI. Contra las resoluciones o declaraciones de las autoridades competentes en materia electoral;

XII. Contra actos consumados de modo irreparable; 

XIII. Contra actos emanados de un procedimiento judicial o de un procedimiento administrativo seguido en forma de juicio, cuando por virtud del cambio de situación jurídica en el mismo deban considerarse consumadas irreparablemente las violaciones reclamadas en el procedimiento respectivo, por no poder decidirse en tal procedimiento sin afectar la nueva situación jurídica;

XIV. Contra las resoluciones de tribunales judiciales, administrativos o del trabajo, respecto de las cuales conceda la ley ordinaria algún recurso o medio de defensa, dentro del procedimiento, por virtud del cual puedan ser modificadas, revocadas o nulificadas.

Se exceptúa de lo anterior:

a) Cuando el acto reclamado importe peligro de privación de la vida, ataques a la libertad personal fuera de procedimiento judicial, deportación, destierro o cualquiera de los prohibidos en el artículo 22 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como la incorporación forzosa al ejército, armada o fuerza aérea nacionales;

b) Cuando el acto reclamado consista en órdenes de aprehensión o reaprehensión, autos de formal prisión o de sujeción a proceso, resolución que establezca los requisitos para el otorgamiento de la libertad bajo caución, orden de arresto o cualquier otro que afecte la libertad personal del quejoso, siempre que no se trate de sentencia definitiva en el proceso penal y;
c) Cuando se trate de terceros extraños al procedimiento;

XV. Cuando se esté tramitando ante los tribunales ordinarios algún recurso o medio de defensa legal propuesto por el quejoso, que pueda tener por efecto modificar, revocar o nulificar el acto reclamado;

XVI. Contra actos de autoridades distintas de los tribunales judiciales, administrativos o del trabajo, que deban ser revisados de oficio, conforme a las leyes que los rijan, o proceda contra ellos algún juicio, recurso o medio de defensa legal por virtud del cual puedan ser modificados, revocados o nulificados, siempre que conforme a las mismas leyes, se suspendan los efectos de dichos actos, mediante la interposición del juicio, recurso o medio de defensa legal que haga valer el agraviado, sin exigir mayores requisitos que los que la presente ley consigna para conceder la suspensión definitiva; independientemente de que el acto en sí mismo considerado sea o no susceptible de ser suspendido de acuerdo con esta ley.

No existe obligación de agotar tales recursos o medios de defensa, si el acto reclamado carece de fundamentación o cuando sólo se aleguen violaciones directas a la Constitución;

XVII. Cuando hayan cesado los efectos del acto reclamado;

XVIII. Cuando subsistiendo el acto reclamado, no pueda surtir efecto legal o material alguno por haber dejado de existir el objeto o la materia del mismo y;
XIX. En los demás casos en que la improcedencia resulte de alguna disposición de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos o de esta ley.

Artículo 60. Las causas de improcedencia son de aplicación estricta, deberán quedar probadas plenamente y se analizarán de oficio por el órgano jurisdiccional que conozca del juicio de amparo. 

Capítulo VIII

Sobreseimiento

Artículo 61. El sobreseimiento en el juicio de amparo procede:

I. Cuando el quejoso desista de la demanda o no la ratifique en los casos en que la ley establezca esta consecuencia;

II. Cuando el quejoso muera durante el juicio, si el acto reclamado sólo afecta a su persona;

III. Cuando de las constancias de autos apareciere claramente demostrado que no existe el acto reclamado, o cuando no se probare su existencia en la audiencia constitucional; y

IV. Cuando durante el juicio se advierta o sobrevenga alguna de las causales de improcedencia a que se refiere el capítulo anterior.

Artículo 62. Cuando las partes tengan conocimiento de alguna causa de sobreseimiento, la comunicarán de inmediato al órgano jurisdiccional de amparo.

Artículo 63. El sobreseimiento no prejuzga sobre la responsabilidad de la autoridad responsable al ordenar o ejecutar el acto reclamado.

Capítulo IX

Incidentes

Artículo 64. En los juicios de amparo se substanciarán en la vía incidental las cuestiones a que se refiere expresamente esta ley y las que por su propia naturaleza ameriten ese tratamiento y surjan durante el procedimiento. El órgano jurisdiccional determinará, atendiendo a las circunstancias de cada caso, si se resuelve de plano, amerita un especial pronunciamiento o si se reserva para resolverlo en la sentencia.

Artículo 65. En el escrito con el cual se inicia el incidente, deberán ofrecerse las pruebas en que se funde. Se dará vista a las partes por el plazo de tres días, para que manifiesten lo que a su interés convenga y ofrezcan las pruebas que estimen pertinentes. Atendiendo a la naturaleza del caso, el órgano jurisdiccional determinará si se suspende o no el procedimiento.

Transcurrido el plazo anterior, dentro de los tres días siguientes se celebrará la audiencia en la que se recibirán y desahogarán las pruebas, se oirán los alegatos de las partes y, en su caso, se dictará la resolución correspondiente.

Sección Primera

Nulidad de Notificaciones

Artículo 66. Antes de la sentencia definitiva, las partes podrán pedir la nulidad de notificaciones en el expediente que haya motivado aquella cuya nulidad se pide, en la siguiente actuación en que comparezcan. Dictada la sentencia definitiva, podrán pedir la nulidad de las notificaciones realizadas con posterioridad a aquélla, en la siguiente actuación que comparezcan.

Este incidente se tramitará en términos del artículo anterior y no suspenderá el procedimiento.

Las promociones de nulidad notoriamente improcedentes se desecharán de plano.

Artículo 67. Declarada la nulidad, se repondrá el procedimiento a partir de la actuación anulada.

Sección Segunda

Reposición de Constancias de Autos

Artículo 68. El incidente de reposición de constancias de autos se tramitará de oficio o a petición de parte y, en ambos casos, se iniciará con la certificación del secretario sobre su preexistencia y falta posterior.

Artículo 69. El órgano jurisdiccional requerirá a las partes para que dentro del plazo de cinco días, aporten las copias de las constancias y documentos relativos al expediente que obren en su poder. En caso necesario, este plazo podrá ampliarse por otros cinco días.

Artículo 70. Transcurrido el plazo al que se refiere el artículo anterior, se citará a las partes a una audiencia, que se celebrará dentro de los tres días siguientes, en la que se hará relación de las constancias que se hayan recabado, se oirán los alegatos y se dictará la resolución que corresponda.

Si la pérdida es imputable a alguna de las partes, la reposición se hará a su costa, quien además pagará los daños y perjuicios que el extravío y la reposición ocasionen, sin perjuicio de las consecuencias penales que ello implique.

Capítulo X

Artículo 71. Las sentencias que se pronuncien en los juicios de amparo sólo se ocuparán de los individuos particulares o de las personas morales, privadas u oficiales que lo hubieren solicitado, limitándose a ampararlos y protegerlos, si procediere, en el caso especial sobre el que verse la demanda, sin hacer una declaración general respecto de la norma general o acto que la motivare. 

Cuando proceda hacer la declaración general de inconstitucionalidad, se aplicarán las disposiciones del Título Cuarto.

En amparo directo, la calificación de los conceptos de violación en que se alegue la inconstitucionalidad de una norma general, se hará únicamente en la parte considerativa de la sentencia.

Artículo 72. La sentencia debe contener:

I. Análisis previo de las factibles violaciones al procedimiento constitucional.

Es importante la seguridad y firmeza del procedimiento constitucional y el evitar su tramite prolongado lo cual se evitaría si el Juez revisa su proceso, sin dejarlo hasta el examen en la revisión.

II. La fijación clara y precisa del acto reclamado;

III. El análisis de los conceptos de violación o en su caso de los agravios;

IV. La valoración de las pruebas admitidas y desahogadas en el juicio;

V. Las consideraciones y fundamentos legales en que se apoye para conceder, negar o sobreseer; y

VI. Los puntos resolutivos en los que se exprese el acto o actos por los que se conceda, niegue o sobresea el amparo, en congruencia con la parte considerativa.

Artículo 73. En las sentencias que se dicten en los juicios de amparo el acto reclamado se apreciará tal y como aparezca probado ante la autoridad responsable. No se admitirán, ni se tomarán en consideración las pruebas que no se hubiesen rendido ante dicha autoridad.

No obstante lo dispuesto en el párrafo anterior, en el amparo indirecto el quejoso podrá ofrecer pruebas distintas cuando no hubiere tenido oportunidad de hacerlo ante dicha autoridad.

El órgano jurisdiccional de amparo deberá recabar oficiosamente pruebas que, habiendo sido rendidas ante la responsable, no obren en autos y estime necesarias para la resolución del asunto.

Artículo 74. El órgano jurisdiccional de amparo, deberá corregir los errores u omisiones que advierta en la cita de los preceptos constitucionales y legales que se estimen violados, y podrá examinar en su conjunto los conceptos de violación y los agravios, así como los demás razonamientos de las partes, a fin de resolver la cuestión efectivamente planteada, pero sin cambiar los hechos expuestos en la demanda.

Artículo 75. Los efectos de la sentencia que concede el amparo serán:

I. Cuando el acto reclamado sea de carácter positivo, restituir al quejoso en el pleno goce del derecho violado, restableciendo las cosas al estado que guardaban antes de la violación; y

II. Cuando el acto reclamado sea de carácter negativo o implique una omisión, obligar a la autoridad responsable a respetar el derecho de que se trate y a cumplir lo que el mismo exija.

En el último considerando de la sentencia que conceda el amparo, el juzgador debe, para su estricto cumplimiento, precisar expresa y concretamente sus efectos.

Artículo 76. Cuando el acto reclamado sea una norma general, la sentencia deberá decidir si es constitucional; si puede considerarse conforme con la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, al aplicarse según una determinada interpretación, o si debe considerarse inconstitucional.

En el último supuesto se declarará la invalidez de la norma general impugnada y los efectos se extenderán a todas aquellas normas cuya validez dependa de la propia norma invalidada. 

Artículo 77. La autoridad que conozca del juicio de amparo deberá suplir la deficiencia de los conceptos de violación o agravios en los casos siguientes:

I. En cualquier materia:

a) Cuando el acto reclamado se funde en leyes declaradas inconstitucionales por la jurisprudencia de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, salvo en el caso de que se haya emitido la declaración general de inconstitucional, en que deberá estarse, además a lo dispuesto por el Capítulo IV del Título Cuarto y; 

b) En favor de los menores o incapaces; 

II. En materia penal, en favor del reo;

III. En materia agraria, en los casos a que se refiere la fracción III del artículo 16 de la ley;

IV. En materia laboral, en favor del trabajador y; 

V. En materias civil o administrativa, cuando se advierta que ha habido en contra del quejoso o del particular recurrente una violación relevante de la ley que lo haya dejado sin defensa por afectar los derechos previstos en el artículo 1o. En este caso, la suplencia sólo operará en lo relativo a la controversia en el amparo, sin poder afectar situaciones procesales resueltas en el proceso en el que se dictó la resolución reclamada.

En los casos de las fracciones I, inciso b), IV y V la suplencia se dará aun ante la ausencia de conceptos de violación o agravios.

Capítulo XI

Medios de Impugnación

Artículo 78. En el juicio de amparo sólo se admitirán los recursos de revisión, queja y reclamación.

Sección Primera

Recurso de Revisión

Artículo 79. Procede el recurso de revisión:

I. En amparo indirecto, contra las resoluciones siguientes:

a) Las que concedan o nieguen la suspensión definitiva; en su caso, deberán impugnarse los acuerdos pronunciados en la propia audiencia;

b) Las que modifiquen o revoquen el acuerdo en que se conceda o niegue la suspensión definitiva, o las que nieguen la revocación o modificación de esos autos; en su caso, deberán impugnarse los acuerdos pronunciados en la audiencia correspondiente; 

c) Las que decidan el incidente de reposición de constancias de autos;

d) Las que declaren el sobreseimiento fuera de la audiencia constitucional;

e) Las sentencias dictadas en la audiencia constitucional; en su caso, deberán impugnarse los acuerdos pronunciados en la propia audiencia;

f) Las que resuelvan el incidente por exceso o defecto en la ejecución del acuerdo en que se haya concedido al quejoso la suspensión provisional o definitiva del acto reclamado; y

g) Las que resuelvan el incidente por exceso o defecto en la ejecución de la sentencia en que se haya concedido el amparo al quejoso; y

II. En amparo directo, en contra de las resoluciones siguientes:

a) Las sentencias que resuelvan sobre la constitucionalidad de normas generales, establezcan la interpretación directa de un precepto de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos u omitan decidir sobre tales cuestiones, siempre que aquéllas fijen un criterio de importancia y trascendencia, según lo disponga la Suprema Corte de Justicia de la Nación, por conducto de su presidente.

La materia del recurso se limitará a la decisión de las cuestiones propiamente constitucionales, sin poder comprender otras;

b) Contra las resoluciones de los tribunales colegiados de circuito de amparo que decidan sobre el exceso o defecto en la ejecución de una sentencia de amparo directo dictada por ellos mismos, o por la Suprema Corte de Justicia de la Nación en revisión, siempre que en ella se haya declarado la inconstitucionalidad de una ley o determinado la interpretación directa de un precepto constitucional y; 

c) Las que resuelvan el incidente por exceso o defecto en la ejecución de la sentencia en que se haya concedido el amparo al quejoso.

Artículo 80. La parte que obtuvo resolución favorable en el juicio de amparo puede adherirse a la revisión interpuesta por la contraria, dentro del plazo de cinco días, contados a partir del siguiente al en que surta efectos la notificación de la admisión del recurso, expresando los agravios correspondientes. Su presentación y trámite se regirán, en lo conducente, por lo dispuesto en esta sección para la revisión principal, y seguirá la suerte procesal de ésta.

Los agravios en la revisión adhesiva pueden fortalecer las consideraciones de la sentencia que orientaron el resolutivo favorable al recurrente, o impugnar las que concluyen en un punto decisorio que le perjudica. 

Artículo 81. Es competente la Suprema Corte de Justicia de la Nación, para conocer del recurso de revisión, en los casos siguientes:

I. Contra las sentencias dictadas en la audiencia constitucional por los jueces de distrito o por los tribunales colegiados de apelación, cuando habiéndose impugnado normas generales, por estimarlas inconstitucionales, o cuando en la sentencia se establezca la interpretación directa de un precepto de la Constitución y subsista en el recurso el problema de constitucionalidad y;

II. Contra las sentencias dictadas por un tribunal colegiado de circuito de amparo, en los casos a que se refiere la fracción II del artículo 79. 

El pleno de la Suprema Corte de Justicia, para mayor prontitud en el despacho de los asuntos, y para una mejor impartición de justicia, mediante acuerdos generales distribuirá entre las salas los asuntos de su competencia o remitirá a los tribunales colegiados de circuito de amparo aquellos en los que hubiere establecido jurisprudencia, o los que, conforme a los referidos acuerdos, la propia Corte determine. 

Artículo 82. Son competentes los tribunales colegiados de circuito de amparo, para conocer del recurso de revisión, en los casos no previstos en el artículo anterior. Las sentencias que dicten en estos casos no admitirán recurso alguno.

Artículo 83. Cuando la Suprema Corte de Justicia estime que un amparo en revisión, por sus características especiales deba ser de su conocimiento, lo atraerá oficiosamente, conforme al procedimiento establecido en el artículo 38.

Artículo 84. El recurso de revisión se interpondrá en el plazo de diez días, por conducto del órgano jurisdiccional de amparo que conozca del juicio.

La interposición del recurso en forma directa ante la Suprema Corte de Justicia o ante el tribunal colegiado de circuito de amparo, no interrumpirá el transcurso del plazo a que se refiere el párrafo anterior.

Artículo 85. Las autoridades responsables sólo podrán interponer el recurso de revisión contra las sentencias que afecten directamente al acto reclamado de cada una de ellas; pero tratándose de amparo contra normas generales, los titulares de los órganos de estado a los que se encomiende su promulgación, podrán interponer en todo caso el recurso.

Tratándose de actos jurisdiccionales o de procedimientos administrativos seguidos en forma de juicio, sólo podrán interponerlo quienes tengan el carácter de parte en el juicio o procedimiento del que deriva la resolución o el acto reclamado.

Artículo 86. El recurso de revisión se interpondrá por escrito, en el que se expresarán los agravios que cause la resolución impugnada, debiendo exhibirse copias para el expediente y para cada una de las partes.

Si el recurso se interpone en contra de una resolución dictada en amparo directo, el recurrente deberá transcribir textualmente la parte de la sentencia que contenga un pronunciamiento sobre constitucionalidad de normas generales o establezca la interpretación directa de un precepto de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, o la parte del concepto de violación respectivo cuyo análisis se hubiese omitido en la sentencia.

Cuando no se exhiban las copias a que se refiere el primer párrafo, se requerirá al recurrente para que en el plazo de tres días lo haga; si no lo hiciere, se tendrá por no interpuesto el recurso, salvo que se trate de actos restrictivos de la libertad o que afecten intereses de menores de edad o de incapaces, en los que el órgano jurisdiccional de amparo expedirá las copias correspondientes.

Artículo 87. Interpuesta la revisión y recibidas en tiempo las copias del escrito de agravios, el órgano jurisdiccional por conducto del cual se hubiere presentado, las distribuirá entre las partes y remitirá el original con el expediente, dentro del plazo de veinticuatro horas, a la Suprema Corte de Justicia de la Nación o al tribunal colegiado de circuito de amparo, según corresponda.

Artículo 88. Tratándose de resoluciones relativas a la suspensión definitiva, el expediente original del incidente de suspensión deberá remitirse en el plazo de veinticuatro horas, quedando su duplicado en el órgano jurisdiccional en contra de cuya resolución se haya interpuesto el recurso.

Artículo 89. El presidente del órgano jurisdiccional de amparo, según corresponda, dentro de los tres siguientes días a su recepción, calificará la procedencia del recurso, admitiéndolo o desechándolo.

Artículo 90. Notificadas las partes del auto de admisión, transcurrido el plazo para adherirse a la revisión y, en su caso, tramitada ésta, se turnará de inmediato el expediente al ministro o magistrado que corresponda.

Turnado el expediente al ministro o magistrado ponente, deberá dictarse la resolución respectiva dentro del plazo de treinta días.

Se recomienda suprimir el adjetivo MÁXIMO, porque frecuentemente existe la imposibilidad de resolver dentro del plazo y podría posibilitar un ataque mayor por no cumplirlo y el desideratum se acatará, siempre y cuando sea posible humanamente. Hay casos de dificultad  técnica,  o material, respecto de la elaboración de antecedentes  y en rigor este desideratum consiste en obligar a resolver pronto, pero no apresuradamente.
Artículo 91. Al conocer de los asuntos en revisión el órgano jurisdiccional de amparo, observará las reglas siguientes:

I. Examinará, en primer término las causales de sobreseimiento aducidas en los agravios.

Si los agravios son infundados, examinará las causales que no hayan sido apreciadas por el órgano jurisdiccional de amparo de primera instancia, o las que hayan surgido con posterioridad a la resolución impugnada.

De oficio podrá examinar y, en su caso, decretar la operancia de causales de improcedencia desestimadas por el juzgador de origen, siempre que los motivos sean diversos a los considerados por el órgano de primera instancia;

II. Si se encontrare que por acción u omisión se violaron las reglas fundamentales que norman el procedimiento del juicio de amparo y que tales violaciones trascendieron al resultado del fallo, revocará la resolución recurrida y mandará reponer el procedimiento;

III. Examinará los agravios de fondo expuestos contra la resolución recurrida y cuando estime que son fundados, deberá considerar los conceptos de violación cuyo estudio omitió el juzgador; y

IV. Sólo tomará en consideración las pruebas que se hubiesen rendido ante el órgano jurisdiccional de amparo, salvo aquéllas que tiendan a desestimar el sobreseimiento fuera de la audiencia.

Artículo 92. En la revisión adhesiva, el estudio de los agravios podrá hacerse en forma conjunta o separada, atendiendo a la prelación lógica que establece el artículo anterior.

Artículo 93. Cuando en la revisión concurran materias que sean de la competencia de la Suprema Corte de Justicia y de un tribunal colegiado de circuito de amparo, el asunto se remitirá a aquélla, la que resolverá exclusivamente en cuanto corresponda a su competencia, dejando a salvo, en su caso, la del tribunal colegiado de circuito.

Artículo 94. Cuando se trate de revisión de sentencias pronunciadas en materia de amparo directo por tribunales colegiados, la Suprema Corte de Justicia únicamente resolverá sobre la constitucionalidad de la norma general impugnada, o sobre la interpretación directa de un precepto de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

Sección Segunda

Recurso de Queja

Artículo 95. El recurso de queja procede:

I. En amparo indirecto, contra las siguientes resoluciones:

a) Las que admitan total o parcialmente, desechen o tengan por no presentada una demanda de amparo o su ampliación;

b) Las que concedan o nieguen la suspensión de oficio o la provisional;

c) Las que se dicten durante la tramitación del juicio, o del incidente de suspensión, que no admitan expresamente el recurso de revisión y que por su naturaleza trascendental y grave puedan causar perjuicio a alguna de las partes, no reparable en la sentencia definitiva y;
d) Las que decidan el incidente de reclamación de daños y perjuicios; y

h) Contra el procedimiento constitucional, después de haber concluido este, si el fallo protector afecta a quienes tengan carácter de terceros perjudicados no llamados legalmente al proceso de amparo.

En esta hipótesis,  procederá la suspensión del procedimiento, entretanto se resuelve la queja, si a juicio del órgano jurisdiccional,  de ejecutarse la sentencia de amparo, se hacen nugatorios los derechos que pudiera hacer valer el recurrente. 

El recurso no procederá, si el ocursante tuvo conocimiento  o se hizo sabedor del juicio de garantías, con anterioridad a su resolución.

Esto es de suma trascendencia, porque el agraviado no esta en aptitud de interponer la revisión, por no ser parte en el juicio de amparo y no puede interponer la queja, porque ya concluyó y el amparo evidentemente no debe violar garantías, pero además, no podría interponer amparo, porque no es dable promoverlo en contra de actos provenientes de esta clase de juicios. Finalmente, el afectado tendría conocimiento de la protección constitucional otorgada, después de concluido el proceso  y quedaría en total indefensión, al no haberle dado oportunidad de acudir al juicio. 

II. En amparo directo, tratándose de la autoridad responsable, en los siguientes casos:

a) Cuando omita tramitar la demanda de amparo o lo haga indebidamente;

b) Cuando no provea sobre la suspensión dentro del término legal, conceda o niegue ésta, rehúse la admisión de fianzas o contrafianzas, admita las que no reúnan los requisitos legales o que puedan resultar excesivas o insuficientes;

c) Contra la resolución que decida el incidente de reclamación de daños y perjuicios y; 

d) Cuando niegue al quejoso su libertad caucional o cuando las resoluciones que dicte sobre la misma materia causen daños o perjuicios a alguno de los interesados.

Artículo 96. El plazo para la interposición del recurso de queja es de cinco días.

Cuando se trate de suspensión de oficio o provisional, el plazo es de veinticuatro horas.

En el caso de la fracción II, inciso a), del artículo anterior, la queja podrá interponerse en cualquier tiempo. 

Artículo 97. El recurso de queja deberá presentarse por escrito ante la autoridad que conozca del juicio de amparo.

En el caso de que se trate de actos de la autoridad responsable, el recurso deberá plantearse ante el órgano jurisdiccional de amparo que deba conocer o haya conocido del juicio.

Artículo 98. En el escrito de queja se expresarán los agravios que cause la resolución recurrida; se anexará copia para cada una de las partes y se señalarán las constancias que en copia certificada deberán remitirse al órgano jurisdiccional que deba resolver el recurso.

Cuando no se exhiban las copias a que se refiere el párrafo anterior se requerirá al recurrente para que en el plazo de tres días lo haga; si no lo hiciere, se tendrá por no interpuesto el recurso, salvo que se trate de actos restrictivos de la libertad o que afecten intereses de menores o de incapaces, en  cuyos casos, el órgano jurisdiccional de amparo  deberá expedir las copias correspondientes.

Artículo 99. El órgano jurisdiccional de amparo notificará a las partes y de inmediato remitirá copia de la resolución, las constancias solicitadas y las que estime pertinentes al órgano jurisdiccional que corresponda.

La falta o deficiencia de los informes referidos en el párrafo anterior, establece la presunción de ser ciertos los hechos respectivos.

Recibidas las constancias referidas en el primer párrafo, el órgano jurisdiccional de amparo dictará resolución dentro de los quince días siguientes, o dentro de las cuarenta y ocho horas en los casos del artículo 95, fracción I, inciso b).

Artículo 100. En los casos de resoluciones dictadas durante la tramitación del amparo indirecto, que por su naturaleza trascendental y grave, puedan causar un perjuicio no reparable a alguna de las partes, la interposición de la queja podrá suspender el procedimiento, siempre que, a juicio del órgano jurisdiccional, la resolución que se dicte en ella pueda influir en la sentencia, o cuando de resolverse el juicio en lo principal se hagan nugatorios los derechos que pudiera hacer valer el recurrente en el acto de la audiencia. 

Artículo 101. En caso de resultar fundado el recurso, el órgano jurisdiccional que conozca del mismo, dictará la resolución que corresponda, sin necesidad de reenvío; salvo en los casos que la resolución implique la reposición del procedimiento, en los que dejará sin efectos la resolución recurrida y ordenará dictar otra al órgano jurisdiccional que la hubiere emitido, para lo cual precisará los efectos concretos a que deba sujetarse su cumplimiento.

Sección Tercera

Recurso de Reclamación

Artículo 102. El recurso de reclamación es procedente contra los acuerdos dictados en el juicio de amparo por el presidente de la Suprema Corte de Justicia, o de sus salas o de los tribunales colegiados de circuito.

Dicho recurso podrá interponerse por cualquiera de las partes, ante el órgano jurisdiccional correspondiente, expresando agravios, dentro del plazo de tres días. 

Artículo 103. En el recurso de reclamación sólo podrán ofrecerse las pruebas documental y pericial. El recurrente deberá hacerlo en el escrito en que interpone el recurso y las demás partes en el plazo de tres días siguientes al de aquel en que surta sus efectos la notificación del auto admisorio.

Artículo 104. El órgano jurisdiccional que deba conocer el fondo del asunto, resolverá en un plazo máximo de diez días, debiendo ser ponente un ministro o magistrado distinto de su presidente.

Artículo 105. La reclamación fundada, deja sin efectos la resolución recurrida y obliga al presidente que la hubiere emitido a dictar otra.
TÍTULO SEGUNDO

De los Procedimientos de Amparo

Capítulo I

El Amparo Indirecto

Sección Primera

Procedencia y Demanda

Artículo 106. El amparo indirecto procede:

I. Contra, normas generales que por su sola entrada en vigor o con motivo del primer acto de su aplicación causen perjuicio al quejoso.

Para los efectos de esta ley, se entiende por normas generales:

a) Las derivadas de un procedimiento de reformas a la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, sólo en cuanto se reclamen vicios en dicho procedimiento;

b) Los tratados internacionales;

c) Las leyes federales;

d) Las constituciones de los estados y el estatuto orgánico del Distrito Federal;

e) Las leyes de los estados y del Distrito Federal; 

f) Los reglamentos federales; y

g) Los reglamentos locales;

II. Contra actos u omisiones que provengan de autoridades distintas de los tribunales judiciales, administrativos o del trabajo;

III. Contra actos, omisiones o resoluciones provenientes de un procedimiento administrativo seguido en forma de juicio, en cuyo caso procederá:

a) Contra la resolución definitiva por violaciones cometidas en la misma resolución o durante el procedimiento si por virtud de éstas últimas hubiere quedado total o parcialmente sin defensa el quejoso, trascendiendo al resultado de la resolución; y

b) Contra actos en el procedimiento que sean de imposible reparación, entendiéndose por ellos los que afecten derechos sustantivos o constituyan violaciones procesales relevantes; 

IV. Contra actos de tribunales judiciales administrativos o del trabajo realizados fuera de juicio o después de concluido.

Si se trata de actos de ejecución de sentencia, sólo podrá promoverse el amparo contra la última resolución dictada en el procedimiento respectivo, entendida como aquella que aprueba o reconoce el cumplimiento total de lo sentenciado o declara la imposibilidad material o jurídica para darle cumplimiento, pudiendo reclamarse en la misma demanda las violaciones cometidas durante ese procedimiento que hubieren dejado sin defensa al quejoso y trascendido al resultado de la resolución.

En los procedimientos de remate, la ultima resolución la constituye aquella que lo apruebe o desapruebe, en cuyo caso se harán valer las violaciones cometidas durante ese procedimiento, en los términos del párrafo anterior; 

V. Contra actos en juicio cuyos efectos sean de imposible reparación, entendiéndose por ellos los que afecten derechos sustantivos o constituyan violaciones procesales relevantes; 

VI. Contra actos dentro o fuera de juicio que afecten a personas extrañas cuando la ley no prevea a su favor algún recurso ordinario o medio de defensa que pueda tener por efecto modificar o revocar esos actos, siempre que no se trate de juicio de tercería; y

VII. Contra las resoluciones de no ejercicio de la acción penal o desistimiento de la misma dictadas por el ministerio público.

Artículo 107. La demanda de amparo indirecto deberá formularse por escrito, en la que se expresará:

I. El nombre y domicilio del quejoso y del que promueve en su nombre, quien deberá acreditar su representación;

II. El nombre y domicilio del tercero interesado, y si no los conoce, manifestarlo así bajo protesta de decir verdad;

III. La autoridad responsable. En el caso de que se impugnen normas generales, se incluirá, además, a las que las hubieren promulgado;

IV. La norma general o acto que de cada autoridad se reclame;

V. Bajo protesta de decir verdad, los hechos o abstenciones que constituyan los antecedentes del acto reclamado o que sirvan de fundamento a los conceptos de violación; 

VI. Los preceptos constitucionales cuya violación se reclame; y

VII. Los conceptos de violación.

Artículo 108. Cuando se promueve el amparo en los términos del artículo 14 de esta ley, bastará para la admisión de la demanda, que se exprese en ella:

I. El acto reclamado;

II. La autoridad que lo hubiere ordenado;

III. En su caso, el lugar en que se encuentre el quejoso; y

IV. La autoridad que ejecute o trate de ejecutar el acto.

En estos casos la demanda podrá formularse por comparecencia, levantándose al efecto acta ante el órgano jurisdiccional de amparo. 

La autoridad que conozca del juicio o aquella ante quien se hubiere promovido, mandará expedir las copias necesarias.

Artículo 109. Con la demanda se exhibirán copias para cada una de las partes y dos para el incidente de suspensión, siempre que se pidiere y no tuviere que concederse de oficio. 

El órgano jurisdiccional de amparo mandará expedir las copias cuando el amparo se promueva por comparecencia o vía telegráfica, o la suspensión proceda de oficio y no se hubiere solicitado.

Artículo 110. Podrá ampliarse la demanda cuando:

I. No hayan transcurrido los plazos para su promoción, siempre que la autoridad responsable no hubiere rendido su informe con justificación;

II. Del informe con justificación aparezcan datos que no eran conocidos por el quejoso, en cuyo caso, podrá presentar la ampliación dentro del plazo de quince días contados a partir del siguiente al en que surta sus efectos la notificación del informe y;
III. Cuando con independencia de lo previsto en la fracción anterior, el quejoso tenga conocimiento de actos de autoridad que guarden estrecha relación con los actos reclamados en la primera demanda. En este caso, la ampliación deberá promoverse dentro de los plazos previstos en el artículo 16. 

En los casos de las fracciones II y III, la demanda podrá ampliarse siempre que no se haya celebrado la audiencia constitucional.

Sección Segunda

Substanciación

Artículo 111. Dentro del plazo de veinticuatro horas, contado desde que la demanda fue presentada o, en su caso turnada, el órgano jurisdiccional de amparo deberá resolver si desecha, previene o admite.

Artículo 112. El órgano jurisdiccional que conozca del juicio de amparo indirecto, examinará el escrito de demanda y si existiera causa manifiesta e indudable de improcedencia la desechará de plano.

Artículo 113. El órgano jurisdiccional mandará requerir al promovente la aclaración de la demanda, expresando en el auto relativo las deficiencias, irregularidades u omisiones que deban llenarse en los casos siguientes:

I. Si hubiere alguna irregularidad en el escrito de demanda;

II. Si se hubiere omitido alguno de los requisitos que establece el artículo 107; 

III. Si, en su caso, no se hubiere acompañado el documento que acredite la personalidad o éste resulte insuficiente; 

IV. Si no se hubiere expresado con precisión el acto reclamado y; 

V. Si no se hubieren exhibido las copias necesarias. 

Si el quejoso no subsana las deficiencias, irregularidades u omisiones de la demanda dentro del plazo de cinco días, se tendrá por no presentada.

Artículo 114. De no existir prevención, o cumplida ésta, el órgano jurisdiccional de amparo admitirá la demanda; señalará día y hora para la audiencia constitucional, que se celebrará dentro de los treinta días siguientes, pedirá informe con justificación a las autoridades responsables y, en su caso, ordenará la tramitación del incidente de suspensión.

Cuando a criterio del órgano jurisdiccional exista causa fundada y suficiente, la audiencia constitucional podrá celebrarse en un plazo que no podrá exceder de otros treinta días.

Artículo 115. Al pedirse el informe con justificación a la autoridad responsable, se le remitirá copia de la demanda, si no se hubiese enviado al requerir el informe previo.

Al tercero interesado se le entregará copia de la demanda al notificársele del juicio. Si reside fuera de la jurisdicción del órgano que conoce del amparo, se le notificará por medio de exhorto o despacho o, en caso de residir en zona conubarda, podrá hacerse por conducto del actuario.

Artículo 116. La autoridad responsable deberá rendir su informe con justificación dentro del plazo improrrogable de diez días, con el cual se dará vista a las partes.

Los informes rendidos fuera de este plazo no serán tomados en cuenta. Además, se presumirá cierto el acto reclamado, salvo prueba en contrario, quedando a cargo del quejoso acreditar su inconstitucionalidad, cuando dicho acto no sea en sí mismo violatorio de los derechos a que se refiere el artículo 1o.

En el informe expondrá las razones y fundamentos que estime pertinentes para sostener la improcedencia del juicio o la constitucionalidad del acto reclamado y acompañará, en su caso, copia certificada de las constancias necesarias para apoyarlo.

Artículo 117. Serán admisibles toda clase de pruebas excepto la confesional por posiciones. Las pruebas deberán ofrecerse y rendirse en la audiencia constitucional, excepto la documental que podrá presentarse con anterioridad, sin perjuicio de que el órgano jurisdiccional haga relación de ella en la audiencia y la tenga como recibida en ese acto, aunque no exista gestión expresa del interesado. Estas pruebas sólo serán tomadas en cuenta en el principal.

Las pruebas testimonial, pericial o inspección judicial deberán ofrecerse cinco días hábiles antes del señalado para la celebración de la audiencia constitucional, sin contar el del ofrecimiento ni el señalado para la propia audiencia, exhibiendo original y copias para cada una de las partes, de los interrogatorios al tenor de los cuales deban ser examinados los testigos, del cuestionario para los peritos o de los puntos sobre que deba versar la inspección. No se admitirán más de tres testigos por cada hecho. Para su desahogo no son aplicables las reglas de la ley supletoria.

Cuando falten total o parcialmente las copias a que se refiere el párrafo anterior, se requerirá al oferente para que las presente dentro del plazo de tres días; si no las exhibiere, se tendrá por no ofrecida la prueba.

El órgano jurisdiccional ordenará que se entregue una copia a cada una de las partes para que puedan ampliar por escrito, en un plazo de tres días, el cuestionario, el interrogatorio o los puntos sobre los que deba versar la inspección, y para que puedan formular repreguntas al verificarse la audiencia.

Artículo 118. Al admitirse la prueba pericial, el órgano jurisdiccional que conozca del amparo hará la designación de un perito o de los que estime convenientes para la práctica de la diligencia, sin perjuicio de que cada parte pueda designar a uno para que se asocie al nombrado por el juez o rinda dictamen por separado. Tal designación deberá hacerse dentro de los tres días siguientes a aquel en que surta sus efectos la notificación del auto admisorio de la prueba.

Los peritos no son recusables, pero el nombrado por el órgano jurisdiccional de amparo deberá excusarse de dictaminar cuando esté en alguno de los impedimentos a que se refiere el artículo 49. Al aceptar su nombramiento manifestará bajo protesta de decir verdad que no se encuentra en la hipótesis de esos impedimentos.

Artículo 119. A fin de que las partes puedan rendir sus pruebas, los servidores públicos tienen obligación de expedirles, con toda oportunidad, las copias o documentos que aquéllas les hubieren solicitado. Si no lo hacen, la parte interesada, una vez que acredite haber hecho la petición, solicitará al órgano jurisdiccional de amparo que requiera a los omisos y éste diferirá la audiencia, siempre que la solicitud se hubiere hecho cinco días hábiles antes del señalado para su celebración, sin contar el de la solicitud ni el señalado para la propia audiencia, y hará el requerimiento de que se le envíen directamente a él los documentos o copias, dentro de un plazo que no exceda de diez días.

Si a pesar del requerimiento no se le envían oportunamente los documentos o copias, el órgano jurisdiccional de amparo, a petición de parte, podrá diferir la audiencia hasta en tanto se envíen y hará uso de los medios de apremio, consignando, en su caso, a la autoridad omisa por desobediencia a su mandato.

Si se trata de actuaciones concluidas, podrán pedirse originales a instancia de cualquiera de las partes.

Artículo 120. Si al presentarse un documento con anterioridad a la audiencia alguna de las partes lo considera falso, podrá impugnarlo incidentalmente en un plazo de tres días. Si la objeción se hiciere en la audiencia constitucional, el órgano jurisdiccional de amparo la suspenderá para continuarla dentro de los diez días siguientes; en la reanudación de la audiencia se presentarán las pruebas relativas a la autenticidad del documento. En este caso, si se trata de las pruebas testimonial, pericial o de inspección judicial se estará a lo dispuesto por el artículo 117, con excepción del plazo de ofrecimiento que será de tres días contado a partir del día siguiente de la fecha de suspensión de la audiencia.

La calificación de la autenticidad o falsedad del documento sólo tendrá efectos dentro del juicio de amparo.

Artículo 121. Las pruebas se desahogarán en la audiencia constitucional, salvo aquellas que a juicio del órgano jurisdiccional puedan serlo con anterioridad o las que deban serlo vía exhorto, despacho, requisitoria o en cualquier otra forma legal, fuera de la residencia del órgano jurisdiccional que conoce del juicio.

Artículo 122. Las partes podrán comparecer a la audiencia, si lo estiman pertinente. Abierta la misma, se procederá, en su caso, a la relación de constancias y pruebas desahogadas, y se recibirán, por su orden, las que falten por desahogarse y los alegatos por escrito que formulen las partes; acto continuo se dictará el fallo que corresponda.

Sección Tercera

Suspensión del Acto Reclamado

Primera Parte

Reglas Generales

Artículo 123. La suspensión del acto reclamado se decretará de oficio o a petición del quejoso. 

Artículo 124. La suspensión se concederá de oficio y de plano, cuando se trate de actos que importen peligro de privación de la vida, deportación, destierro, alguno de los prohibidos por el artículo 22 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como la incorporación forzosa al ejército, armada o fuerza aérea nacionales.

En este caso, la suspensión se decretará en el auto de admisión de la demanda, comunicándose sin demora a la autoridad responsable, por cualquier medio que permita lograr su inmediato cumplimiento.

Artículo 125. La suspensión procederá de oficio y se sujetará al trámite previsto para la suspensión a instancia de parte, en los siguientes casos:

I. Siempre que se trate de algún acto que, si llegare a consumarse, haría físicamente imposible restituir al quejoso en el goce del derecho reclamado; y

II. Cuando se trate de actos que tengan o puedan tener por efecto privar total o parcialmente, en forma temporal o definitiva, de la propiedad, posesión o disfrute de sus derechos agrarios a un núcleo de población sujeto al régimen de propiedad ejidal o comunal.

Artículo 126. Con excepción de los casos en que proceda de oficio, la suspensión se decretará en todas las materias, siempre que concurran los requisitos siguientes:

I. Que la solicite el quejoso;

II. Que no se siga perjuicio al interés social, ni se contravengan disposiciones de orden público; y

III. Que de permitirlo la naturaleza del caso, opere en favor del quejoso la apariencia de buen derecho.

La suspensión se tramitará en incidente por separado y duplicado. 

Artículo 127. Se considerará, entre otros casos, que se siguen perjuicios al interés social o se contravienen disposiciones de orden público, cuando, de concederse la suspensión, se continúe el funcionamiento de centros de vicio, de lenocinio, la producción o el comercio de narcóticos; se permita la consumación o continuación de delitos o de sus efectos, o el alza de precios en relación con artículos de primera necesidad o de consumo necesario; se impida la ejecución de medidas para combatir epidemias de carácter grave, el peligro de invasión de enfermedades exóticas en el país o la campaña contra el alcoholismo y la drogadicción; se permita el incumplimiento de las órdenes militares que tengan como finalidad la defensa de la integridad territorial, la independencia de la República, la soberanía y seguridad nacional y el auxilio a la población civil, siempre que el cumplimiento y ejecución de aquellas órdenes estén dirigidas a quienes pertenecen al régimen castrense; se afecten intereses de menores o incapaces o se les pueda causar trastorno emocional o psíquico o, cuando se trate del reclamo de imposición de pago de alimentos, así como en los demás casos análogos a los expresamente citados.

El órgano jurisdiccional de amparo podrá conceder la suspensión aun cuando se trate de los casos previstos en el párrafo anterior si, a su juicio, se pueda causar mayor afectación al interés social con la negativa de la medida suspensional.

Artículo 128. Cuando al presentarse la demanda no se haya solicitado la suspensión, el quejoso podrá hacerlo en cualquier tiempo, mientras no se dicte sentencia ejecutoria. 

Artículo 129. Para conceder la suspensión no se exigirá al quejoso prueba del interés al que se refiere el artículo 4o., fracción I, en la promoción del amparo o en la del incidente, salvo que se trate de persona extraña al procedimiento del que emanó el acto reclamado, en cuyo caso será necesario que acredite, cuando menos, presuntivamente la afectación a ese interés.

Artículo 130. En los casos en que sea procedente la suspensión pero sus efectos puedan ocasionar daño o perjuicio a tercero, se concederá si el quejoso otorga garantía bastante para reparar el daño e indemnizar los perjuicios que con aquélla se causaren si no obtuviere sentencia favorable en el juicio de amparo.

Cuando con la suspensión puedan afectarse derechos del tercero interesado que no sean estimables en dinero, el órgano jurisdiccional fijará discrecionalmente el importe de la garantía.

Artículo 131. La suspensión, en su caso, quedará sin efecto si el tercero otorga contragarantía para restituir las cosas al estado que guardaban antes de la violación reclamada y pagar los daños y perjuicios que sobrevengan al quejoso, en el caso de que se le conceda el amparo. 

No se admitirá la contragarantía cuando de ejecutarse el acto reclamado quede sin materia el juicio de amparo, o cuando la garantía se hubiere fijado discrecionalmente.

Artículo 132. La contragarantía que ofrezca el tercero conforme al artículo anterior, deberá cubrir el costo de la garantía que hubiese otorgado el quejoso, que comprenderá:

I. Los gastos o primas pagados, conforme a la ley, a la empresa legalmente autorizada que haya otorgado la garantía;

II. Los gastos legales de la escritura respectiva y su registro, así como los de la cancelación y su registro, cuando el quejoso hubiere otorgado garantía hipotecaria; y

III. Los gastos legales acreditados para constituir el depósito.

Artículo 133. Cuando el amparo se pida contra el cobro de créditos fiscales o contribuciones, podrá concederse discrecionalmente la suspensión del acto reclamado, la que surtirá efectos si se ha constituido o se constituye la garantía del interés fiscal ante la autoridad exactora por cualquiera de los medios permitidos por las leyes fiscales aplicables.

Artículo 134. En los casos en que proceda, la suspensión surtirá sus efectos desde el momento en que se pronuncie el acuerdo relativo, aun cuando sea recurrido. En su caso, dejará de surtirlos si el quejoso no otorga, dentro del plazo de cinco días siguientes al en que surta efectos la notificación, la garantía fijada.

En este último supuesto, queda expedita la facultad de la responsable para la ejecución del acto reclamado, debiendo notificarse personalmente el acuerdo relativo. No obstante, mientras no se produzca la ejecución, el quejoso podrá exhibir la garantía, con lo cual surtirá efectos la medida suspensional. 

Artículo 135. Sólo la federación, los estados, el Distrito Federal y los municipios estarán exentos de otorgar las garantías que esta ley exige.

En los casos a que se refiere el artículo 125, fracción II, no se requerirá de garantía para que surta efectos la suspensión.

Artículo 136. Promovida la suspensión del acto reclamado el órgano jurisdiccional acordará lo siguiente:

I. Concederá o negará la suspensión provisional; en el primer caso, fijará los requisitos y efectos de la medida; en el segundo caso, la autoridad responsable podrá ejecutar el acto reclamado;

II. Señalará fecha y hora para la celebración de la audiencia incidental que deberá efectuarse dentro del plazo de setenta y dos horas; y

III. Solicitará informe previo a las autoridades responsables, que deberán rendirlo dentro del plazo de veinticuatro horas, para lo cual en la notificación correspondiente se les acompañará copia de la demanda.

Artículo 137. En los casos en que proceda la suspensión conforme al artículo 126, si hubiere peligro inminente de que se ejecute el acto reclamado con notorios perjuicios para el quejoso, el órgano jurisdiccional de amparo, con la sola presentación de la demanda, deberá ordenar que las cosas se mantengan en el estado que guarden hasta que se notifique a la autoridad responsable la resolución que se dicte sobre la suspensión definitiva, tomando las medidas que estime convenientes para que no se defrauden derechos de tercero y se eviten perjuicios a los interesados, hasta donde sea posible, ni quede sin materia el juicio de amparo.

Artículo 138. En el informe previo la autoridad responsable se concretará a expresar si son o no ciertos los actos reclamados que se le atribuyan, pudiendo expresar las razones que estime pertinentes sobre la procedencia o improcedencia de la suspensión y aquellas que permitan al órgano jurisdiccional de amparo establecer el monto de las garantías correspondientes. Las partes podrán objetar el contenido del informe previo en la audiencia. 

En casos urgentes se podrá ordenar que se rinda el informe previo por cualquier medio a disposición de las oficinas públicas de comunicaciones. 

Artículo 139. Cuando alguna autoridad responsable tenga su residencia fuera de la jurisdicción del órgano que conoce del amparo, y no sea posible que rinda su informe previo con la debida oportunidad, por no haberse hecho uso de los medios a que se refiere el artículo anterior, se celebrará la audiencia incidental respecto del acto reclamado de las autoridades residentes en el lugar, a reserva de celebrar la que corresponda a las autoridades foráneas. La resolución dictada en la primera audiencia podrá modificarse o revocarse con vista de los nuevos informes.

Artículo 140. En ningún caso se admitirá el informe previo que se rinda fuera del plazo concedido.

La falta de informe hará presumir cierto el acto reclamado, para el efecto de resolver sobre la suspensión definitiva.

Artículo 141. El órgano jurisdiccional podrá solicitar documentos y ordenar las diligencias que considere necesarias, a efecto de resolver sobre la suspensión definitiva.

En el incidente de suspensión, únicamente se admitirán las pruebas documental y de inspección judicial. Tratándose de los casos a que se refiere el artículo 14, será admisible la prueba testimonial. Estas pruebas sólo serán tomadas en cuenta en el incidente.

No serán aplicables las disposiciones relativas al ofrecimiento y admisión de las pruebas en el cuaderno principal.

Artículo 142. En la audiencia incidental, a la cual podrán comparecer las partes, se dará cuenta con los informes previos, se recibirán las documentales que el órgano jurisdiccional se hubiere allegado y los resultados de las diligencias que hubiere ordenado, así como las pruebas ofrecidas por las partes, se recibirán sus alegatos y se resolverá sobre la suspensión definitiva y las medidas y garantías a que estará sujeta.

Artículo 143. Cuando apareciere debidamente probado que ya se resolvió sobre la suspensión en otro juicio de amparo, promovido con anterioridad por el mismo quejoso o por otra persona en su nombre o representación, contra el mismo acto reclamado y contra las propias autoridades, se declarará sin materia el incidente de suspensión. 

Artículo 144. La resolución que decida sobre la suspensión definitiva, deberá contener:

I. La fijación clara y precisa del acto o actos reclamados;

II. La valoración de las pruebas admitidas y desahogadas;

III. Las consideraciones y fundamentos legales en que se apoye para conceder o negar la suspensión. El órgano jurisdiccional cuando la naturaleza del caso lo permita, deberá realizar un análisis ponderado entre los requisitos a que se refieren las fracciones II y III del artículo 126; y

IV. Los puntos resolutivos en los que se exprese el acto o actos por los que se conceda o niegue la suspensión, en congruencia con la parte considerativa. Si se concede, deberá precisar sus efectos para su estricto cumplimiento.

Artículo 145. En los casos en que la suspensión sea procedente, el órgano jurisdiccional de amparo deberá fijar la situación en que habrán de quedar las cosas y tomará las medidas pertinentes para conservar la materia del amparo hasta la terminación del juicio, pudiendo establecer condiciones de cuyo cumplimiento dependa el que la medida suspensional siga surtiendo efectos. 

Atendiendo a la naturaleza del acto reclamado, el órgano jurisdiccional ordenará que las cosas se mantengan en el estado que guarden y, de ser materialmente posible, restituirá provisionalmente al quejoso en el goce del derecho violado mientras se dicta sentencia ejecutoria en el juicio de amparo.

El órgano jurisdiccional de amparo, tomará las medidas que estime necesarias para evitar que se defrauden los derechos de los menores o incapaces, en tanto se dicte sentencia definitiva en el juicio de amparo.

Artículo 146. En los juicios de amparo en que se reclame una norma general autoaplicativa sin señalar un acto concreto de aplicación, la suspensión se otorgará para impedir los efectos y consecuencias de la norma en la esfera jurídica del quejoso.

En el caso en que se reclame una norma general con motivo del primer acto de su aplicación, la suspensión, además de los efectos establecidos en el párrafo anterior, se decretará en relación con los efectos y consecuencias subsecuentes del acto de aplicación.

Artículo 147. Cuando por mandato expreso de una norma general o de alguna autoridad, un particular tuviere o debiera tener intervención en la ejecución, efectos o consecuencias del acto reclamado, el efecto de la suspensión será que la autoridad responsable ordene a dicho particular la inmediata paralización de la ejecución, efectos o consecuencias de dicho acto o, en su caso, que tome las medidas pertinentes para el cumplimiento estricto de lo establecido en la resolución suspensional.

Artículo 148. En los casos en que la suspensión sea procedente, se concederá en forma tal que no impida la continuación del procedimiento judicial o procedimiento administrativo seguido en forma de juicio en el asunto que haya motivado el acto reclamado, a no ser que la continuación de dicho procedimiento deje irreparablemente consumado el daño o perjuicio que pueda ocasionarse al quejoso, o sin materia al juicio de amparo.

Artículo 149. Cuando se promueva el amparo contra actos o resoluciones dictadas en un procedimiento de remate de inmuebles, la suspensión permitirá el curso del procedimiento hasta antes de que se ordene la escrituración al adjudicatario. 

Tratándose de bienes muebles, el efecto de la suspensión será el de impedir su entrega material al adjudicatario.

Artículo 150. Tratándose de la última resolución que se dicte en el procedimiento de ejecución de un laudo en materia laboral, la suspensión se concederá en forma tal que no se ponga a la parte trabajadora, si obtuvo laudo favorable, en peligro de no poder subsistir, mientras se resuelva el juicio de amparo, por lo cual sólo se suspenderá la ejecución en cuanto exceda de lo necesario para asegurar tal subsistencia.

Artículo 151. La resolución en que se niegue la suspensión definitiva deja expedita la facultad de la autoridad responsable para la ejecución del acto reclamado, aunque se interponga recurso o se promueva el incidente de modificación o revocación; pero si con motivo del recurso o del incidente se concede, sus efectos se retrotraerán a la fecha del auto o interlocutoria correspondiente, siempre que la naturaleza del acto lo permita.

Artículo 152. La suspensión definitiva podrá modificarse o revocarse de oficio o a petición de parte, cuando ocurra un hecho superveniente que lo motive, mientras no se pronuncie sentencia ejecutoria en el juicio de amparo, debiendo tramitarse en la misma forma que el incidente de suspensión.

Se considerará hecho superveniente, entre otros, la demostración de la falsedad u omisión de datos en el contenido del informe previo. 

En el caso, en que la suspensión se hubiere negado respecto de actos de aplicación de una norma general, el quejoso podrá promover la revocación o modificación de la resolución correspondiente, a efecto de que el órgano jurisdiccional que conozca del juicio de amparo esté en aptitud de suspender o no el acto superveniente y, en su caso, establecer las condiciones y requisitos para que dicha suspensión surta sus efectos. 

Artículo 153. Cuando se interponga recurso contra resoluciones dictadas en el incidente de suspensión, se remitirá el original al tribunal colegiado de circuito de amparo competente y se dejará el duplicado en poder del órgano jurisdiccional que conozca del amparo, sin perjuicio de que se siga actuando en el duplicado.

Artículo 154. Cuando se trate de hacer efectiva la responsabilidad proveniente de las garantías y contragarantías que se otorguen con motivo de la suspensión, se tramitará ante el órgano jurisdiccional que conozca de ella un incidente en los términos previstos por esta ley, dentro de los seis meses siguientes al día en que surta efectos la notificación a las partes de la resolución que en definitiva ponga fin al juicio. De no presentarse la reclamación dentro de ese plazo, se procederá a la devolución o cancelación, en su caso, de la garantía o contragarantía, sin perjuicio de que pueda exigirse dicha responsabilidad ante autoridad judicial competente.

Artículo 155. Para la ejecución y cumplimiento del auto de suspensión se observarán las disposiciones conducentes relativas a la ejecución de las sentencias de amparo.

Artículo 156. En lo conducente, se aplicará al auto que resuelve sobre la suspensión provisional lo dispuesto para la resolución que decide sobre la suspensión definitiva.

Segunda Parte

En Materia Penal

Artículo 157. En los lugares donde no resida juez de distrito y se trate de actos que importen peligro de privación de la vida, ataques a la libertad personal fuera de procedimiento judicial, deportación, destierro, alguno de los prohibidos por el artículo 22 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como la incorporación forzosa al ejército, armada o fuerza aérea nacionales, el juez de primera instancia dentro de cuya jurisdicción radique la autoridad que ejecuta o trate de ejecutar el acto reclamado, deberá recibir la demanda de amparo y proveer sobre la suspensión de oficio conforme a las siguientes reglas:

I. Formará por duplicado un expediente que contenga la demanda de amparo y sus anexos, el acuerdo que decrete la suspensión de oficio y el señalamiento preciso de la resolución que se mande suspender; las constancias de notificación, así como las determinaciones que dicte para hacer cumplir su resolución; 

II. Ordenará a la autoridad responsable que mantenga las cosas en el estado en que se encuentren o, en su caso, proceda inmediatamente a poner en libertad o a disposición del ministerio público al quejoso y que rinda al juez de distrito el informe previo; y

III. Remitirá el original de las actuaciones al juez de distrito competente y conservará el duplicado para vigilar el cumplimiento de sus resoluciones, en tanto el juez le acusa recibo de aquéllas.

Cuando el amparo se promueva contra actos de un juez de primera instancia y no haya otro en el lugar, o cuando se impugnen actos de otras autoridades y aquél no pueda ser habido, la demanda de amparo podrá presentarse ante cualquiera de los órganos judiciales que ejerzan jurisdicción en el mismo lugar, siempre que en él resida la autoridad ejecutora.

Artículo 158. Cuando el acto reclamado sea la orden de deportación, destierro o extradición, la suspensión tiene por efecto que no se ejecute y el interesado quede en el lugar donde se encuentre a disposición del órgano jurisdiccional de amparo, sólo en lo que se refiere a su libertad personal.

Artículo 159. Cuando el acto reclamado consista en la orden de traslado del quejoso de un centro penitenciario a otro, la suspensión tendrá por efecto que no se lleve a cabo. 

Artículo 160. Cuando el acto reclamado consista en la orden de arraigo la suspensión tendrá por efecto que no se ejecute o cese inmediatamente, según sea el caso. El órgano jurisdiccional de amparo tomará las medidas que aseguren que el quejoso no evada la acción de la justicia, entre ellas, la obligación de presentarse ante la autoridad que solicitó el arraigo y ante quien concedió la suspensión cuantas veces le sea exigido.

De acuerdo con las circunstancias del caso, la suspensión podrá tener como efecto que el arraigo se ejecute en el domicilio del quejoso. 

Artículo 161. Cuando el amparo se pida contra actos que afecten la libertad personal, dentro de un procedimiento del orden penal, la suspensión producirá el efecto de que el quejoso quede a disposición del órgano jurisdiccional que conozca del amparo, sólo en lo que se refiere a dicha libertad, pero a disposición de la autoridad que deba juzgarlo, continuando el procedimiento penal, en su caso.

Artículo 162. Cuando el acto reclamado consista en la detención del quejoso efectuada por autoridades administrativas distintas del ministerio público, en relación con la investigación de un delito, se ordenará que sin demora cese la detención, poniéndolo en libertad o a disposición del ministerio público.

Cuando en los supuestos del párrafo anterior, la detención del quejoso no tenga relación con la investigación de un delito, la suspensión tendrá por efecto que sea puesto en libertad, mediante las medidas de aseguramiento que en su caso procedan.

Artículo 163. Cuando el acto reclamado afecte la libertad personal del quejoso y se encuentre a disposición del ministerio público por cumplimiento de orden de detención o retención del mismo o por cualquier causa, la suspensión se concederá para que dentro del plazo de cuarenta y ocho horas, o de noventa y seis tratándose de delincuencia organizada, contadas a partir del momento en que fue puesto a disposición de la autoridad ministerial, cese la detención poniéndolo en libertad o consignándolo ante el juez penal correspondiente.

Artículo 164. Cuando la privación de la libertad se lleve a cabo por virtud de orden de aprehensión, reaprehensión o auto de formal prisión, dictados por autoridad competente por delito que no sea considerado como grave, procederá la suspensión provisional y la definitiva.

En los actos a que se refiere el párrafo anterior, si se trata de delito considerado como grave, no procede la suspensión provisional. Excepcionalmente, de acuerdo con las circunstancias del caso, podrá concederse la suspensión definitiva.

En su caso, el efecto de la suspensión consistirá en que el quejoso sea puesto en libertad, bajo las medidas de aseguramiento que el órgano jurisdiccional de amparo estime necesarias a fin de que no evada la acción de la justicia, quede sujeto al proceso penal para los efectos de su continuación y pueda ser devuelto a la autoridad responsable para la continuación de la causa, en caso de que no obtenga la protección de la justicia federal.

Artículo 165. La libertad otorgada al quejoso con motivo de una resolución suspensional, podrá ser revocada cuando éste incumpla con cualquiera de las obligaciones establecidas por el órgano jurisdiccional de amparo o derivadas del procedimiento penal respectivo.

Artículo 166. Para la procedencia de la suspensión contra actos derivados de un procedimiento penal que afecten la libertad personal, el órgano jurisdiccional de amparo deberá exigir al quejoso que exhiba garantía, sin perjuicio de las medidas de aseguramiento que estime convenientes.

Para fijar el monto de la garantía se tomará en cuenta:

I. La naturaleza, modalidades y características del delito que se le impute;

II. Sus características personales y situación económica; y

III. La posibilidad de que se sustraiga a la acción de la justicia.

Artículo 167. Cuando haya temor fundado de que la autoridad responsable trate de burlar la orden de libertad del quejoso o de ocultarlo, el órgano jurisdiccional de amparo podrá hacerlo comparecer ante él a través de los medios que estime pertinente o trasladarse al lugar de detención para ponerlo en libertad. 

Capítulo II

El Amparo Directo

Sección Primera

Procedencia

Artículo 168. El juicio de amparo directo procede contra sentencias definitivas, laudos y resoluciones que pongan fin al juicio, dictadas por tribunales judiciales, administrativos o del trabajo.

Se entenderá por sentencias definitivas o laudos, los que decidan el juicio en lo principal; por resoluciones que pongan fin al juicio, las que sin decidirlo en lo principal, lo den por concluido. También se considerarán como sentencias definitivas, las dictadas en primera instancia en asuntos judiciales del orden civil, cuando los interesados hubieren renunciado expresamente a la interposición de los recursos ordinarios que procedan, siempre que la ley lo permita.

Para la procedencia del juicio, deberán agotarse previamente los recursos ordinarios que se establezcan en la ley de la materia, por virtud de los cuales aquellas sentencias definitivas o laudos y resoluciones puedan ser modificadas o revocadas.

Cuando dentro del juicio surjan cuestiones sobre constitucionalidad de normas generales que sean de reparación posible por no afectar derechos sustantivos ni constituir violaciones procesales relevantes, sólo podrán hacerse valer en el amparo directo que proceda contra la resolución definitiva.

Para efectos de esta ley, el juicio se inicia con la presentación de la demanda y, en materia penal, con la consignación.

Artículo 169. Al reclamarse la sentencia definitiva, laudo o resolución que ponga fin al juicio, deberán hacerse valer las violaciones a las leyes del procedimiento, siempre y cuando el quejoso las haya impugnado durante la tramitación del juicio, mediante el recurso o medio de defensa que, en su caso, señale la ley ordinaria respectiva.

Este requisito no será exigible en amparos contra actos que afecten derechos de menores e incapaces, al estado civil, o al orden o estabilidad de la familia.

Artículo 170. En los juicios tramitados ante los tribunales administrativos, civiles o del trabajo, se considerarán violadas las leyes del procedimiento y que se afectan las defensas del quejoso, trascendiendo al resultado del fallo: 

I. Cuando se desechen las pruebas legalmente ofrecidas o se desahoguen en forma contraria a la ley;

II. Cuando se declare ilegalmente confeso al quejoso, a su representante o apoderado;

III. Cuando se deseche o resuelva ilegalmente un incidente de nulidad;

IV. Cuando no se le concedan los plazos o prórrogas a que tuviere derecho con arreglo a la ley;

V. Cuando sin su culpa, se reciban, sin su conocimiento, las pruebas ofrecidas por las otras partes;

VI. Cuando no se le muestren algunos documentos o piezas de autos previa solicitud que haga, para poder alegar sobre ellos;

VII. Cuando se le desechen recursos, respecto de providencias que afecten partes substanciales del procedimiento que produzcan estado de indefensión;

VIII. Cuando se continúe el procedimiento después de haberse promovido una competencia, o cuando la autoridad que conoce del juicio estando impedida o habiendo sido recusada, continúe conociendo del mismo, salvo los casos en que la ley expresamente la faculte para ello; y

IX. Cuando se trate de casos análogos a los previstos en las fracciones anteriores a juicio de los tribunales colegiados de circuito de amparo.

Artículo 171. En los juicios del orden penal se considerarán violadas las leyes del procedimiento con trascendencia a las defensas del quejoso:

 I. Cuando no se le haga saber el motivo del procedimiento o la causa de la acusación y el nombre de su acusador particular si lo hubiere;

II. Cuando no se le permita nombrar defensor en la forma que determine la ley; o no se le haga saber el nombre del defensor público o de oficio adscrito a la autoridad que conozca de la causa, si no tuviere quien lo defienda; cuando no se le permita hacer saber su nombramiento al defensor designado o se le impida comunicarse con él o bien que éste lo asista en alguna diligencia del proceso o cuando, habiéndose negado a nombrar defensor, no se le nombre al público o de oficio;

III. Cuando habiéndolo solicitado no se le caree con los testigos que hayan depuesto en su contra;

IV. Cuando el juez actúe sin secretario o sin testigos de asistencia, o cuando se practiquen diligencias en forma distinta a la prevenida por la ley; 

V. Cuando no se le cite para las diligencias que tenga derecho a presenciar o cuando se haga en forma contraria a la ley, siempre que por ello no comparezca; cuando no se le admite en el acto de la diligencia, o cuando se le coarten en ella los derechos que la ley le otorga;

VI. Cuando no se le reciban las pruebas que legalmente ofrezca o no se reciban con arreglo a la ley;

VII. Cuando se le desechen recursos, respecto de providencias que afecten partes substanciales del procedimiento y produzcan indefensión;

VIII. Cuando no se le suministren los datos necesarios para su defensa;

IX. Cuando se celebre la audiencia de derecho, sin la asistencia de su defensor o sin la del juez que deba resolver, del secretario o testigos que deban autorizar el acto;

X. Cuando debiendo ser juzgado por un jurado, éste no se integre en los términos previstos en la ley, o se le juzgue por otro tribunal;

XI. Cuando no se celebre la audiencia pública a que se refiere el artículo 20, fracción VI, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en que deba ser oído en defensa para que se le juzgue;

XII. Cuando se sometan a la decisión del jurado cuestiones de índole distinta a las señaladas por la ley;

XIII. Cuando seguido el proceso por el delito determinado en el auto de formal prisión, el quejoso fuere sentenciado por diverso delito.

No se considerará que el delito es diverso, cuando el que se exprese en la sentencia sólo difiera en grado del que haya sido materia del proceso, ni cuando se refiera a los mismos hechos materiales que fueron objeto de la averiguación, siempre que, en este último caso, el ministerio público haya formulado conclusiones acusatorias cambiando la clasificación del delito hecha en el auto de formal prisión o de sujeción a proceso, y el quejoso hubiese sido oído en defensa sobre la nueva clasificación, durante el juicio propiamente tal; y

XIV. Cuando se trate de casos análogos a las fracciones anteriores.

Artículo 172. En la demanda de amparo el quejoso deberá hacer valer todas las violaciones procesales que estime se cometieron, y precisará la forma en que trascendieron en su perjuicio al resultado del fallo; de no hacerlo, se tendrán por consentidas.

El tribunal colegiado de circuito de amparo, deberá decidir respecto de todas las violaciones procesales que se hicieron valer y aquellas que, en su caso, advierta en suplencia de la queja. 

Si las violaciones procesales no se invocaron en un primer amparo, ni el tribunal colegiado correspondiente las hizo valer de oficio en los casos en que proceda la suplencia de la queja, las mismas no podrán ser materia de concepto de violación ni de estudio oficioso en juicio de amparo posterior. 

Sección Segunda

Demanda

Artículo 173. La demanda de amparo directo deberá formularse por escrito, en el que se expresarán:

I. El nombre y domicilio del quejoso y de quien promueve en su nombre; 

II. El nombre y domicilio del tercero interesado;

III. La autoridad responsable;

IV. El acto reclamado. 

Cuando se impugne la sentencia definitiva, laudo o resolución que hubiere puesto fin al juicio por estimarse inconstitucional la norma general aplicada, ello será materia únicamente del capítulo de conceptos de violación de la demanda, sin señalar como acto reclamado la norma general, debiéndose llevar a cabo la calificación de éstos en la parte considerativa de la sentencia;

V. La fecha en que se hubiese notificado el acto reclamado al quejoso o aquélla en que hubiese tenido conocimiento del mismo;

VI. Los preceptos constitucionales y legales cuya violación se reclame; y

VII. Los conceptos de violación.

Artículo 174. La demanda de amparo deberá presentarse por conducto de la autoridad responsable, acompañándose copia para cada una de las partes.

La presentación de la demanda ante autoridad distinta de la responsable no interrumpe los plazos que para su promoción establece esta ley.

Artículo 175. Cuando no se presenten las copias a que se refiere el artículo anterior o no se presenten todas las necesarias, la autoridad responsable prevendrá al promovente para que las presente dentro del plazo de cinco días. Transcurrido dicho plazo sin que se haya subsanado esta omisión, remitirá la demanda con el informe relativo al tribunal colegiado de circuito de amparo, cuyo presidente la tendrá por no presentada. Si el presidente determina que no existe incumplimiento, o que éste no es imputable al quejoso, devolverá los autos a la autoridad responsable para que siga el trámite que corresponda.

En asuntos del orden penal o cuando se puedan afectar intereses de menores o incapaces, la autoridad responsable mandará sacar las copias de oficio.

Artículo 176. Dentro del plazo de cinco días contados a partir del siguiente al de presentación de la demanda, la autoridad responsable que emitió el acto reclamado deberá: 

I. Certificar al pie de la misma, la fecha de notificación al quejoso de la resolución reclamada, la de presentación del escrito de demanda y los días inhábiles que mediaron entre ambas fechas.

Si no consta en autos la fecha de notificación, la autoridad responsable dará cumplimiento a lo dispuesto en este artículo, sin perjuicio de que dentro de las veinticuatro horas siguientes a la en que obre en su poder la constancia de notificación respectiva, proporcione la información correspondiente al órgano jurisdiccional competente;

II. Emplazar al tercero interesado, en el último domicilio que hubiere designado para oír notificaciones en los autos del juicio de origen o en el que señale el quejoso; y

III. Rendir el informe con justificación acompañando la demanda de amparo, los autos del juicio de origen con sus anexos y la constancia de emplazamiento a las partes, debiendo dejar copia certificada de las actuaciones que estime necesarias para la ejecución de la resolución reclamada o para proveer respecto de la suspensión.

Sección Tercera

Substanciación

Artículo 177. El presidente del tribunal colegiado de circuito de amparo, deberá resolver en el plazo de veinticuatro horas si desecha, previene o admite la demanda por encontrar motivo manifiesto e indudable de improcedencia. 

Artículo 178. Si hubiere irregularidades en el escrito de demanda, por no haber satisfecho los requisitos que establece el artículo 173, el presidente del tribunal colegiado de circuito de amparo señalará al promovente un término que no excederá de cinco días, para que subsane las omisiones o corrija los defectos precisados en la providencia relativa. 

Si el quejoso no diere cumplimiento al requerimiento, el presidente del tribunal tendrá por no presentada la demanda y lo comunicará a la autoridad responsable. 

Artículo 179. Si el presidente del tribunal colegiado de circuito de amparo no encuentra motivo de improcedencia o defecto en el escrito de demanda, o si éste último fuere subsanado, la admitirá y mandará notificar a las partes el acuerdo relativo, para que en el plazo de quince días presenten sus alegatos o la demanda de amparo adhesivo.

Artículo 180. La parte que hubiere obtenido sentencia favorable podrá promover amparo en forma adhesiva al que promueva su contraparte, el cual se tramitará en el mismo expediente. Su presentación y trámite se regirá, en lo conducente, por lo dispuesto para el amparo principal y seguirá la misma suerte procesal.

Los conceptos de violación en el amparo adhesivo, podrán estar encaminados a fortalecer las consideraciones de la sentencia definitiva, laudo o resolución que pone fin al juicio que determinaron el resolutivo favorable a sus intereses, o impugnar las que concluyan en un punto decisorio que le perjudica. Con los mismos alcances se deberán hacer valer todas las violaciones procesales que se hubieren cometido, siempre que pudieran trascender al resultado del fallo.

Artículo 181. Transcurridos los plazos a que se refiere el artículo 180, dentro de las veinticuatro horas siguientes el presidente del tribunal colegiado turnará el expediente al magistrado ponente que corresponda, a efecto de que formule el proyecto de resolución, dentro de los treinta días siguientes. El auto de turno hace las veces de citación para sentencia.

Artículo 182. La lista de los asuntos que deban verse en cada sesión, se publicará en los estrados del tribunal cuando menos tres días antes de su celebración, sin contar el de la publicación ni el de la sesión misma.

Los asuntos se discutirán en el orden en que se listen. Si fueren aprobados se procederá a la firma del engrose dentro de los diez días siguientes.

De no ser aprobados, los asuntos sólo podrán ser aplazados o ser retirados. En estos supuestos, se asentará a moción de quién y la causa y se volverán a listar dentro de un plazo que no excederá de treinta días naturales.

Artículo 183. El día señalado para la sesión, el magistrado ponente dará cuenta de los proyectos de resolución; el presidente pondrá a discusión cada asunto; se dará lectura a las constancias que señalen los magistrados y estando suficientemente debatido, se procederá a la votación; acto continuo, el presidente hará la declaración que corresponda y el secretario publicará la lista en los estrados del tribunal.

Artículo 184. La resolución se tomará por unanimidad o mayoría de votos. En este último caso, el magistrado que no estuviere conforme con el sentido de la resolución deberá formular su voto particular dentro del plazo de cinco días siguientes al de la firma del engrose, expresando los fundamentos del mismo.

Artículo 185. Si no fuere aprobado el proyecto, pero el magistrado ponente aceptare las adiciones o reformas propuestas en la sesión, procederá a redactar la sentencia con base en los términos de la discusión.

Si el voto de la mayoría de los magistrados fuese en sentido distinto al del proyecto, uno de ellos redactará la sentencia. 

Artículo 186. Las sentencias del tribunal deberán ser firmadas por todos sus integrantes y por el secretario de acuerdos, hecho lo cual, se notificará por lista al día siguiente. 

Artículo 187. El órgano jurisdiccional de amparo, procederá al estudio de los conceptos de violación atendiendo a su prelación lógica.

En los asuntos del orden penal, cuando se desprendan violaciones de fondo de las cuales pudiera derivarse la extinción de la acción persecutoria o la inocencia del quejoso, se estudiarán preferentemente. 

Sección Cuarta

Suspensión del Acto Reclamado

Artículo 188. La autoridad responsable decidirá, en el plazo de veinticuatro horas, a partir de la solicitud, sobre la suspensión del acto reclamado y los requisitos para su efectividad; tratándose de materia laboral esta obligación corresponde al presidente de la junta respectiva.

Son aplicables a la suspensión en amparo directo, salvo el caso de la materia penal, los artículos 123, 126, 127, 128, 130 y 131.

Artículo 189. Cuando se trate de juicios del orden penal, la autoridad responsable con la sola presentación de la demanda, mandará suspender de oficio y de plano la resolución reclamada. Si ésta comprende la pena de privación de libertad, la suspensión surtirá el efecto de que el quejoso quede a disposición del órgano jurisdiccional de amparo, por mediación de la autoridad responsable, la cual deberá ponerlo en libertad caucional si la solicita y procediere.

TÍTULO TERCERO

Cumplimiento y Ejecución

Capítulo I

Cumplimiento e Inejecución

Artículo 190. Cuando cause ejecutoria la sentencia en que se haya concedido el amparo, o se reciba testimonio de la dictada en revisión, el órgano jurisdiccional de amparo de primera o única instancia, según corresponda, la notificará sin demora a la autoridad responsable para su cumplimiento y a las demás partes para su conocimiento y efectos legales que estimen convenientes.

En casos urgentes y de notorios perjuicios para el quejoso, podrá ordenarse el cumplimiento de la ejecutoria por los medios oficiales de que dispongan las oficinas públicas de comunicaciones, o que existan en el propio órgano, de modo tal que se logre el cumplimiento de inmediato, sin perjuicio de comunicarla íntegramente por oficio.

En el oficio o medio de comunicación que se emplee, se prevendrá a las autoridades responsables que informen sobre el cumplimiento que se dé al fallo de referencia dentro del plazo de veinticuatro horas, si se trata de asuntos a los que se refiere el párrafo anterior y, de tres días en los restantes.

Artículo 191. Si la sentencia no quedare cumplida en el plazo a que se refiere el artículo anterior, cuando la naturaleza del acto lo permita, o en caso contrario no se encontrare en vías de cumplimiento, el órgano jurisdiccional que conoció del amparo de oficio o a petición de parte, impondrá una multa a la autoridad responsable y requerirá al superior inmediato de ésta, para que la obligue a cumplir sin demora con la sentencia; si la autoridad responsable no tuviere superior, el requerimiento se hará directamente a ella.

Se entiende como superior jerárquico de la autoridad responsable, aquel que de conformidad con la normatividad que rija a la institución pública correspondiente, ejerce sobre ella poder o mando para obligarla a actuar o dejar de actuar en la forma exigida en la ejecutoria de amparo, o bien para cumplir ésta por sí misma. 

Artículo 192. Si a pesar de los requerimientos anteriores, no se obedeciere la ejecutoria, el órgano jurisdiccional de amparo impondrá una multa al superior de la autoridad responsable y hará la declaratoria en el sentido de que existe incumplimiento, y remitirá el expediente original a la Suprema Corte de Justicia de la Nación, para los efectos del artículo 107, fracción XVI, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, dejando copia certificada de la misma y de las constancias que fueren necesarias para procurar su exacto y debido cumplimiento.

La autoridad requerida como superior jerárquico, incurre en responsabilidad por falta de cumplimiento de las ejecutorias en los mismos términos que las autoridades contra cuyos actos se hubiere concedido el amparo.

El cumplimiento posterior de la ejecutoria, no exime a la autoridad responsable de la responsabilidad derivada de la falta de cumplimiento oportuno.

Artículo 193. Cuando el órgano jurisdiccional de amparo reciba informe de la autoridad responsable relativo al cumplimento de la sentencia, dará vista a las partes por el plazo de tres días, para que manifiesten lo que a su derecho convenga. Transcurrido dicho plazo, con manifestación o sin ella, decidirá si se encuentra o no cumplida o en vías de cumplimiento; en amparo directo, resolverá si formalmente se encuentra cumplida. Si la tiene por incumplida remitirá los autos a la Suprema Corte de Justicia de la Nación, para los efectos del artículo anterior.

Si el órgano jurisdiccional de amparo considera que la sentencia se encuentra en vías de cumplimiento, dará un plazo razonable para que éste se realice de manera total, y en caso de no lograrse procederá en términos del artículo anterior.

Artículo 194. Todas las autoridades que tengan o deban tener intervención en el cumplimiento de la ejecutoria, aunque no hayan tenido el carácter de responsables, están obligadas a realizar dentro del ámbito de su competencia, los actos necesarios para el eficaz cumplimiento de la sentencia de amparo, y estarán sujetas a las mismas responsabilidades a que alude este capítulo.

Artículo 195. También se considerará incumplimiento, cuando se retarde el cumplimento de la ejecutoria por medio de evasivas o procedimientos ilegales de la autoridad responsable o de cualquiera otra que intervenga en la ejecución.

No se entenderá que la ejecutoria se encuentra cumplida ni en vía de ejecución si la autoridad ha llevado a cabo actos que, por su naturaleza estrictamente formal, su escasa trascendencia en la situación del quejoso, o su falta de contenido jurídicamente relevante frente al derecho violado, revele la intención de la autoridad de evadir los efectos restitutorios de la ejecutoria.

Artículo 196. Recibidos los autos en la Suprema Corte de Justicia de la Nación, ésta dictará la resolución que corresponda.

Cuando estime que el incumplimiento es excusable, dará un plazo razonable a la autoridad responsable para que cumpla.

Cuando considere que es inexcusable, o hubiere trascurrido el plazo a que se refiere el párrafo anterior, procederá a separar a la autoridad inmediatamente de su cargo y a declararla responsable por el delito contra la administración de justicia. Se le dará vista por tres días, para que alegue por escrito lo que a sus intereses convenga, para efectos de la individualización de la pena y, hecho lo anterior, se le impondrá en el plazo de cinco días.

Capítulo II

Repetición del Acto Reclamado

Artículo 197. La repetición del acto reclamado, podrá ser denunciada por la parte interesada, ante el órgano jurisdiccional que conoció del amparo, el cual dará vista a las partes, para que en un plazo de tres días expongan lo que a su derecho convenga.

Hecho lo anterior, se dictará resolución dentro de los tres días siguientes. Si fuere en el sentido de que existe repetición del acto reclamado, se ordenará la remisión de los autos a la Suprema Corte de Justicia de la Nación para los efectos del artículo 192. Si la autoridad responsable deja sin efecto el acto que se estime repetitivo, ello no la exime de responsabilidad.

Artículo 198. Recibidos los autos, la Suprema Corte de Justicia de la Nación determinará, si existe o no repetición del acto reclamado. 

En el primer supuesto, procederá a separar a la autoridad inmediatamente de su cargo y a declararla responsable por el delito contra la administración de justicia. Le dará vista por tres días, para que alegue por escrito lo que a sus intereses convenga para efectos de la individualización de la pena y, hecho lo anterior, se le impondrá en el plazo de cinco días.

Si no hubiere repetición, hará la declaratoria correspondiente y devolverá los autos al órgano jurisdiccional que los remitió.

Capítulo III

Inconformidad

Artículo 199. El incidente de inconformidad procede contra las siguientes resoluciones:

I. Las que tengan por cumplida la ejecutoria de amparo; 

II. Las que declaren que existe imposibilidad material o jurídica para ejecutar la misma u ordenen el archivo definitivo del asunto; y 

III. Las que declaren sin materia o infundada la denuncia de repetición de los actos reclamados. 

Artículo 200. La inconformidad, debe presentarse por escrito ante el órgano jurisdiccional de amparo que dictó la resolución impugnada, dentro del plazo de cinco días contados a partir del siguiente al en que surta sus efectos la notificación. Transcurrido el plazo se tendrá por consentida la resolución.

Artículo 201. El órgano jurisdiccional de amparo, sin decidir sobre la admisión de la inconformidad, remitirá el original del escrito, así como los autos del juicio a la Suprema Corte de Justicia de la Nación, la cual resolverá allegándose los elementos que estime convenientes, en términos de lo dispuesto por el artículo 192.

Capítulo IV

Cumplimiento Sustituto

Artículo 202. El incidente de cumplimiento sustituto, tendrá por efecto, que la ejecutoria se dé por cumplida mediante el pago de los daños y perjuicios al quejoso.

Artículo 203. Cuando la ejecución de la sentencia afecte gravemente a la sociedad, en mayor proporción a los beneficios que pudiera obtener el quejoso, éste podrá solicitar o la Suprema Corte de Justicia disponer de oficio su cumplimiento sustituto.

La solicitud del quejoso podrá presentarse en la vía incidental a partir del momento en que cause ejecutoria la sentencia y hasta antes de que se tenga por cumplida.

El órgano jurisdiccional de amparo resolverá lo conducente y en caso de que proceda, determinará la forma y cuantía de la restitución.

Capítulo V

Incidente por Exceso o Defecto en la Ejecución de Resoluciones de Amparo

Artículo 204. El incidente a que se refiere este capítulo procede en contra de las autoridades responsables, por exceso o defecto en la ejecución de las resoluciones que hayan concedido la suspensión u otorgado el amparo.

Artículo 205. El incidente podrá promoverse por cualquier persona que resulte agraviada por la ejecución, en los plazos siguientes:

I. Tratándose de resoluciones que concedan la suspensión al quejoso, en cualquier tiempo mientras no cause ejecutoria la resolución que se dicte en el juicio de amparo en el principal; y

II. En un año contado a partir del día siguiente de aquel en que surta sus efectos la notificación del auto por el cual se haga del conocimiento del quejoso los términos en que se haya dado cumplimiento a la sentencia, o al en que haya tenido conocimiento de la ejecución si se trata de persona extraña. 

Cuando el amparo se haya otorgado en contra de actos que impliquen privación de la vida, restricción a la libertad personal, deportación, destierro, cualquiera de los prohibidos por el artículo 22 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como la incorporación forzosa al ejército, armada o fuerza aérea nacionales, podrá hacerse valer en cualquier tiempo.

Artículo 206. El incidente se tramitará de conformidad con las reglas siguientes:

I. Se presentará ante el órgano jurisdiccional que conozca o haya conocido del juicio de amparo, acompañando copias para cada una de las partes;

II. El órgano jurisdiccional de amparo requerirá a la autoridad responsable para que rinda un informe en el plazo de tres días. La falta o deficiencia del informe establece la presunción de ser cierta la conducta que se reclama; y

III. Transcurrido dicho plazo, con informe o sin él, se citará a una audiencia que se celebrará dentro de las setenta y dos horas siguientes y se resolverá en el plazo de cinco días. En caso de que las partes únicamente hayan ofrecido pruebas documentales se omitirá la celebración de la audiencia.

Artículo 207. Si la autoridad responsable omite cumplir cabalmente con la sentencia que establece la existencia del exceso o defecto, dentro de las veinticuatro horas siguientes en el caso de la fracción I del artículo 205 o en los demás casos dentro de los tres días a que haya causado estado la resolución, el órgano jurisdiccional de amparo remitirá el expediente a la Suprema Corte de Justicia, para los efectos de la fracción XVI del artículo 107 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, aplicándose, en lo conducente, las disposiciones de este título.

Capítulo VI

Incidente por Incumplimiento de la Declaración General de Inconstitucionalidad o de Interpretación Conforme

Artículo 208. Si con posterioridad a la entrada en vigor de la declaración general de inconstitucionalidad o de interpretación conforme, se aplica la norma general inconstitucional o se le da un sentido diverso al establecido en la declaración correspondiente, el afectado podrá hacer valer los medios de defensa que establece este título ante el juez de distrito competente, de acuerdo con las reglas establecidas en el capítulo V, del título primero.

Capítulo VII

Disposiciones Complementarias

Artículo 209. Lo dispuesto en este título debe entenderse sin perjuicio de que el órgano jurisdiccional de amparo haga cumplir la sentencia de que se trate dictando las órdenes necesarias; si éstas no fueren obedecidas, comisionará al secretario o actuario para que le dé cumplimiento cuando la naturaleza del acto lo permita y, en su caso, el mismo juez o servidor público se constituirá en el lugar en que deba dársele cumplimiento para ejecutarla. 

Para los efectos de esta disposición, el juez o servidor público designado podrá salir del lugar de su jurisdicción, dando aviso al Consejo de la Judicatura Federal. En todo tiempo podrá solicitar el auxilio de la fuerza pública para hacer cumplir la sentencia de amparo.

Se exceptúan de lo dispuesto en los párrafos anteriores, los casos en que sólo las autoridades responsables puedan dar cumplimiento a la sentencia de que se trate y aquellos en que la ejecución consista en dictar nueva resolución en el expediente o asunto que haya motivado el acto reclamado, mediante el procedimiento que establezca la ley; pero si se tratare de la libertad personal, en la que debiera restituirse al quejoso por virtud de la sentencia y la autoridad responsable se negare a hacerlo u omitiere dictar la resolución que corresponda dentro de un término que no podrá exceder de tres días, el órgano jurisdiccional de amparo mandará ponerlo en libertad sin perjuicio de que la autoridad responsable dicte después la resolución que proceda. Los encargados de las prisiones, darán debido cumplimiento a las órdenes que se les giren conforme a esta disposición.

Artículo 210. Si el pleno o la sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación que concedió el amparo no obtuviere el cumplimiento de la sentencia respectiva, dictará las órdenes que sean procedentes al juez de distrito o tribunal colegiado que corresponda, los que se sujetarán a las disposiciones del artículo anterior en cuanto fueren aplicables.

Artículo 211. En los incidentes a que se refiere este título, el órgano jurisdiccional de amparo deberá suplir la deficiencia en la vía y a los argumentos hechos valer por el promovente.

Artículo 212. No podrá archivarse ningún juicio de amparo sin que se haya cumplido la sentencia que concedió la protección constitucional.

TÍTULO CUARTO

Jurisprudencia y Declaración General de Inconstitucionalidad o de Interpretación Conforme

Capítulo I

Disposiciones Generales

Artículo 213. La jurisprudencia se establece por reiteración de criterios o por contradicción de tesis.

Artículo 214. La jurisprudencia por reiteración se establece por la Suprema Corte de Justicia de la Nación, funcionando en pleno o en salas, o por los tribunales colegiados de circuito de amparo.

La jurisprudencia por contradicción se establece por el pleno o las salas de la Suprema Corte de Justicia de la Nación.

Artículo 215. La jurisprudencia que establezca la Suprema Corte de Justicia de la Nación, funcionando en pleno o en salas, es obligatoria para éstas tratándose de la que decrete el pleno, y además para los tribunales colegiados de circuito, los juzgados de distrito, tribunales militares y judiciales del orden común de los estados y del Distrito Federal, y tribunales administrativos y del trabajo, locales o federales.

La que establezcan los tribunales colegiados de circuito de amparo es obligatoria para los órganos mencionados en el párrafo anterior, con excepción de la Suprema Corte de Justicia de la Nación.

Artículo 216. Cuando la Suprema Corte de Justicia de la Nación o los tribunales colegiados de circuito de amparo establezcan un criterio relevante, se elaborará la tesis respectiva que deberá contener:

I. La relación sucinta de los hechos del asunto del que deriva;

II. La identificación de la norma general respecto de la cual se establezca el criterio;

III. Las consideraciones interpretativas, mediante las cuales el órgano jurisdiccional haya determinado el sentido y los alcances de la norma correspondiente; y

IV. El rubro, los datos de identificación del asunto, número de tesis, órgano jurisdiccional que la dictó y las votaciones emitidas al aprobar el criterio y la tesis y, en su caso, en los asuntos de los cuales derive la misma.

Artículo 217. El pleno, la sala o el tribunal colegiado deberán remitir las tesis en el plazo de quince días al Semanario Judicial de la Federación, para su publicación.

Artículo 218. En el Semanario Judicial de la Federación se publicarán las tesis que reciba, y se distribuirán en forma eficiente para facilitar su conocimiento. Igualmente, publicará las ejecutorias de amparo y los votos particulares, siempre que se trate de los necesarios para constituir jurisprudencia o para interrumpirla, así como los que los órganos jurisdiccionales competentes le envíen para tal fin.

Artículo 219. Cuando las partes invoquen tesis de jurisprudencia o precedentes expresarán los datos de su identificación y publicación.

Capítulo II

Jurisprudencia por Reiteración de Criterios

Artículo 220. La jurisprudencia por reiteración, del pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, se establece cuando se sustente un mismo criterio en tres sentencias no interrumpidas por otra en contrario, resueltas en diferentes sesiones, con el voto aprobatorio de por lo menos ocho ministros.

Artículo 221. La jurisprudencia por reiteración de las salas de la Suprema Corte de Justicia de la Nación se establece cuando se sustente un mismo criterio en tres sentencias no interrumpidas por otra en contrario, resueltas en diferentes sesiones, con el voto aprobatorio de por lo menos cuatro ministros.

Artículo 222. La jurisprudencia se interrumpe y deja de tener carácter obligatorio cuando se pronuncie sentencia en contrario por ocho ministros, si se trata de la sustentada por el pleno, y por cuatro, si es de sala. En estos casos, en la ejecutoria respectiva deberán expresarse las razones en que se apoye la interrupción, las que se referirán a las consideraciones que se tuvieron para establecer la jurisprudencia relativa.

Artículo 223. Para la sustitución de la jurisprudencia, se observarán las mismas reglas establecidas para su formación.

Artículo 224. Las salas de la Suprema Corte de Justicia de la Nación o cualquiera de sus ministros, o bien los tribunales colegiados de circuito de amparo o cualquiera de sus integrantes, con motivo de un caso concreto podrán pedir al pleno de la Suprema Corte o a la sala correspondiente, que interrumpa o sustituya la jurisprudencia establecida, expresando las razones por las cuales se estima debe hacerse.

El pleno o la sala correspondiente resolverán si sustituyen la jurisprudencia, sin que su resolución afecte las situaciones jurídicas concretas, derivadas de los juicios en los que se hubieren dictado las sentencias que la integraron. Esta resolución se publicará y distribuirá en los términos establecidos en esta ley.

Artículo 225. Tratándose de amparos contra normas generales en revisión, en los que, con motivo de los acuerdos generales a que se refiere el artículo 94 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, los tribunales colegiados de circuito de amparo deban conocer de ellos por haberse establecido jurisprudencia por la Suprema Corte de Justicia, los propios tribunales colegiados, de oficio o a petición de parte, cuando hubiere razones fundadas para ello, podrán solicitar al pleno o a las salas de la Suprema Corte de Justicia que ejerzan su competencia originaria, a fin de interrumpir o sustituir la jurisprudencia correspondiente.

Una vez recibida la solicitud se turnará a un ministro a fin de que formule el proyecto de resolución. El pleno o la sala podrá declarar interrumpida o sustituida la jurisprudencia, o desechar la solicitud planteada.

Artículo 226. Para el establecimiento de la jurisprudencia de los tribunales colegiados de circuito de amparo deberán observarse los requisitos señalados en este capítulo, salvo el de la votación que deberá ser unánime.

Capítulo III

Jurisprudencia por Contradicción de Tesis

Artículo 227. La jurisprudencia por contradicción se establece al dilucidar los criterios opuestos sostenidos por las salas de la Suprema Corte de Justicia de la Nación entre sí; o los tribunales colegiados de circuito de amparo, en los asuntos de su competencia respecto de otros órganos jurisdiccionales de amparo de igual categoría.

Artículo 228. Las contradicciones de tesis entre las salas de la Suprema Corte de Justicia serán resueltas por el pleno; las de los tribunales colegiados de circuito de amparo serán resueltas por el pleno o las salas de la Suprema Corte de Justicia, según la materia. En ambos casos deberán ser aprobadas por mayoría simple.

Al resolverse una contradicción de tesis, el órgano correspondiente podrá acoger uno de los criterios opuestos u optar por uno nuevo, o bien declararla inexistente o sin materia.

La resolución que decida la contradicción de tesis no afectará las situaciones jurídicas concretas de los juicios en los cuales se hubieren dictado las sentencias que sustentaron las tesis contradictorias.

Artículo 229. Estarán legitimados para denunciar la contradicción de tesis los ministros, los órganos que sustentaron los criterios, sus integrantes y las partes en los asuntos que los motivaron.

Artículo 230. Si al tramitarse una contradicción de tesis se advierte, que sobre el criterio debatido existe jurisprudencia de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, debe declararse sin materia y notificarse la resolución respectiva a los órganos jurisdiccionales que sostuvieron los criterios contradictorios.

Artículo 231. Si a juicio de alguno de los ministros existen razones fundadas para ello, podrá solicitar al pleno o a las salas de la Suprema Corte de Justicia, según corresponda, la sustitución de la jurisprudencia por contradicción.

Capítulo IV

Declaración General de Inconstitucionalidad o de Interpretación Conforme

Artículo 232. Cuando la Suprema Corte de Justicia de la Nación, establezca jurisprudencia por reiteración en la cual se determine la inconstitucionalidad o se establezca la interpretación conforme de una norma general respecto de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, se procederá a hacer la declaratoria general correspondiente. 

Artículo 233. Dentro del plazo de treinta días hábiles contados a partir de la aprobación de la jurisprudencia referida en el artículo anterior, la Suprema Corte de Justicia formulará la declaratoria general de inconstitucionalidad o bien de interpretación conforme. Previo a la declaración, podrá convocar a quien estime conveniente para oír sus puntos de vista sobre los alcances de aquélla.

Artículo 234. La declaratoria no podrá modificar el sentido de la jurisprudencia y establecerá:

I. La fecha de su entrada en vigor;

II. Su obligatoriedad general; y

III. Los alcances y las condiciones de la interpretación conforme o de la declaración de inconstitucionalidad.

Los efectos de estas declaraciones no serán retroactivos, salvo en materia penal en términos del párrafo primero del artículo 14 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

Artículo 235. Las declaraciones generales de inconstitucionalidad o de interpretación conforme, se publicarán en el Semanario Judicial de la Federación, en el Diario Oficial de la Federación y en el órgano oficial en el que se hubiera publicado la norma general respectiva.

TÍTULO QUINTO

Medidas Disciplinarias y de Apremio, Responsabilidades y Sanciones

Capítulo I 

Medidas Disciplinarias y de Apremio

Artículo 236. Para mantener el orden y exigir respeto los órganos jurisdiccionales de amparo podrán imponer a las partes y a los asistentes al juzgado o tribunal, previo apercibimiento, las siguientes medidas disciplinarias:

I. Multa; o

II. Expulsión del recinto judicial o del lugar donde se celebre la audiencia. En casos extremos, la audiencia podrá continuar en privado.

Artículo 237. Para hacer cumplir sus determinaciones, los tribunales, bajo su criterio y responsabilidad, podrán hacer uso, indistintamente, de las siguientes medidas de apremio:

I. Multa;

II. Auxilio de la fuerza pública y;  

III. Ordenar que se ponga al infractor a disposición del ministerio público por la probable comisión de los delitos que resulten, si hay  flagrancia; en caso contrario, levantar el acta respectiva y hacer la denuncia ante la propia representación social.

Capítulo II

Responsabilidades y Sanciones

Artículo 238. Las multas previstas en esta ley, se impondrán a razón de días de salario mínimo general vigente en el Distrito Federal, al momento de realizarse la conducta sancionada.

Si el infractor fuere jornalero, obrero o trabajador, la multa no podrá exceder de su jornal o salario de un día.

Artículo 239. No se aplicarán las multas establecidas en esta ley, cuando el quejoso impugne cualquiera de los actos a que se refiere el artículo 22 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

Artículo (......) En el caso del artículo 7, si quien promueve el juicio de garantías a nombre de una persona moral oficial, lo hace sin motivo y con el fin de retardar el procedimiento, evitando el cumplimiento de la ley, se le impondrá multa de noventa a mil días. 

Resulta conveniente sancionar a los responsables de las dependencias oficiales que utilizan sin motivo el juicio de garantías, que se creo por excepción, pues indudablemente los actos en su contra no son violatorios de garantías de las que carecen y obliga a utilizarlo solo cuando medie la razón.

Artículo 240. En el caso del artículo 10, si quien promueve no tiene la representación que afirma, se le impondrá multa de treinta a trescientos días, independientemente de que se dé vista al Ministerio Público Federal por la posible comisión de delito de falsedad.

Artículo 241. En el caso del párrafo tercero del artículo 15, a quien tiene conocimiento del fallecimiento del quejoso o del tercero interesado y no lo comunica oportunamente al órgano jurisdiccional de amparo, se le impondrá multa de cincuenta a quinientos días.

Artículo 242. En el caso de los artículos 19, párrafo segundo, y 22, si los jefes y encargados de las oficinas públicas de comunicaciones se niegan a recibir o transmitir los mensajes de referencia, se les impondrá multa de cien a mil días, independientemente de que se dé vista al ministerio público federal por la posible comisión de delito de desobediencia.

Artículo 243. En el caso del artículo 26, fracción III, inciso b), a la autoridad responsable que no proporcione el domicilio del tercero interesado, se le impondrá multa de cien a mil días.

Artículo 244. En el caso del artículo 27, fracción I, a la autoridad responsable que se niegue a recibir la notificación se le impondrá multa de cien a mil días.

Artículo 245. En el caso del artículo 27, fracción II, si el encargado de la oficina de correos no envía el oficio de referencia, se le impondrá multa de cincuenta a quinientos días.

Artículo 246. En los casos de los artículos 30 y 66, al servidor público que practique una notificación nula, se le impondrá multa de treinta a trescientos días. En caso de reincidencia será destituido del cargo.

Artículo 247. En el caso del artículo 50, si la recusación resulta notoriamente infundada, se impondrá a la parte que la promueva, a su abogado o a ambos, multa de cincuenta a quinientos días.

Artículo 248. En el caso del artículo 62, a quien tenga conocimiento de alguna causa de sobreseimiento y no la comunica, se le impondrá multa de diez a cien días.

Artículo 249. En el caso del párrafo tercero del artículo 66, cuando se promueva una nulidad notoriamente improcedente, se impondrá a la parte que promueva, a su abogado o a ambos, multa de cincuenta a quinientos días.

Artículo 250. En el caso del párrafo segundo del artículo 70, al responsable de la pérdida de constancias se le impondrá multa de cien a mil días.

Artículo 251. En el caso del artículo 119, si la autoridad no expide las copias o documentos solicitados por las partes o los expide incompletos o ilegibles se le impondrá multa de cincuenta a quinientos días; si a pesar de la solicitud del órgano jurisdiccional de amparo, no los envía, o los remite incompletos o ilegibles, se le impondrá multa de cien a mil días y se le consignará por el delito de desobediencia.

Artículo 252. En el caso del artículo 143, se impondrá a la parte que promueva, a su abogado o a ambos, multa de cincuenta a quinientos días.

Artículo 253. En el caso del artículo 189, si la autoridad responsable no decide sobre la suspensión en el plazo señalado se le impondrá multa de cien a mil días.

Artículo 254. La multa a que se refieren los artículos 192 y 193 será de cien a mil días.

Artículo 255. En el caso de los artículos 235, fracción I, y 236, fracción I, la multa aplicable será de cincuenta a quinientos días.

Artículo 256. Se sancionará con multa de cincuenta a quinientos días a la autoridad responsable que:

I. No rinda el informe con justificación o lo haga sin remitir, en su caso, copia certificada completa y legible de las constancias necesarias para la solución del juicio constitucional;

II. No informe o remita, en su caso, la certificación relativa a la fecha de notificación del acto reclamado, a la presentación de la demanda y a los días inhábiles que mediaron entre uno y otro acto; y

III. No tramite la demanda de amparo o no remita con la oportunidad debida y en los plazos previstos por esta ley las constancias que le fueren solicitadas por la propia autoridad de amparo o por las partes en el juicio constitucional.

Artículo 257. La autoridad responsable que en el juicio de amparo o en el incidente de suspensión rinda informe en el que afirme una falsedad o niegue la verdad, en todo o en parte, se le sancionará con pena de tres a siete años de prisión, de cincuenta a quinientos días multa, destitución e inhabilitación de uno a seis años, para desempeñar otro empleo, cargo o comisión pública.

Artículo 258. La autoridad responsable que revocare el acto reclamado, con el propósito de que se sobresea en el amparo, sólo para insistir con posterioridad en dicho acto, se le impondrá de tres a diez años de prisión, de setenta a setecientos días multa, destitución e inhabilitación de uno a seis años para desempeñar otro empleo, cargo o comisión pública.

Artículo 259. La autoridad responsable que no obedezca un auto de suspensión debidamente notificado, será sancionada en los términos que señala el Código Penal Federal para el delito de abuso de autoridad, por cuanto a la desobediencia cometida; independientemente de cualquier otro delito en que incurra.

Artículo 260. La autoridad responsable que en los casos de suspensión admita fianza o contrafianza que resulte ilusoria o insuficiente, será sancionada en los términos previstos por el Código Penal Federal para los delitos cometidos contra la administración de justicia.

Artículo 261. Fuera de los casos señalados en los artículos anteriores, cuando la autoridad responsable se resista a dar cumplimiento a los mandatos u órdenes dictados en materia de amparo será sancionada en la forma precisada en el Código Penal Federal para los delitos cometidos contra la administración de justicia, por los actos u omisiones ahí previstos.

Artículo 262. Siempre que al concederse definitivamente al quejoso el amparo de la justicia federal apareciere que la violación de garantías cometida constituye delito, se hará la consignación del hecho al ministerio público.

Artículo 263. Los jueces de distrito, las autoridades judiciales de los estados, del Distrito Federal, cuando actúen en auxilio de la justicia federal, los presidentes de las juntas de conciliación y arbitraje, los magistrados de circuito y los ministros de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, son responsables en los juicios de amparo por las faltas y delitos que cometan, ya en la substanciación de éstos, ya en las sentencias, en los términos que los definen y castigan el Código Penal Federal y la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, así como este capítulo.

Artículo 264. El juez de distrito o la autoridad que conozca de un juicio de amparo o del incidente respectivo, que no suspenda el acto reclamado cuando se trate de peligro de privación de la vida, o alguno de los actos prohibidos por el artículo 22 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, si se llevare a efecto la ejecución de aquél, será consignado por el delito de abuso de autoridad, conforme a las disposiciones del Código Penal Federal.

Si la ejecución no se llevare a efecto por causas ajenas a la intervención de la justicia federal, se le impondrá la sanción que señale el mismo código para los delitos cometidos contra la administración de justicia.

Artículo 265. Fuera de los casos a que se refiere el artículo anterior, si la procedencia de la suspensión fuere notoria y el juez de distrito que conozca del incidente no la concediere por negligencia o por motivos inmorales, y no por simple error de opinión, se impondrá la sanción que fija el Código Penal Federal para los delitos cometidos contra la administración de justicia.

Artículo 266. La sanción a que se refiere el precepto precedente se aplicará igualmente al juez de distrito o autoridad que conozca del juicio, en cualquiera de los casos siguientes:

I. Cuando excarcele al quejoso contra lo prevenido en las disposiciones aplicables de esta ley, sin perjuicio de la pena que corresponda y que aplicará por separado la autoridad competente, si con la excarcelación se cometiere otro delito;

II. Cuando por no dar curso oportuno a las promociones que por su conducto se hagan a la Suprema Corte de Justicia de la Nación se retarde o entorpezca maliciosamente o por negligencia la administración de justicia;

III. Cuando sin motivo justificado se suspenda o difiera la audiencia constitucional; y

IV. Cuando fuera de los casos permitidos por esta ley decrete la suspensión del acto reclamado, aunque sea con el carácter provisional, y por virtud de ella se produzca un daño o se conceda una ventaja. 

Se recomienda suprimir indebidos, por ser pleonamistíco. 

Artículo 267. La falta de cumplimiento de las ejecutorias de amparo imputables a los jueces de distrito, o a las autoridades judiciales que conozcan del juicio, se castigarán con arreglo a las disposiciones del Código Penal Federal como responsables del delito de abuso de autoridad.

Artículo 268. La imposición de cualquiera pena privativa de la libertad por causa de responsabilidad, importa la destitución de empleo y suspensión de derechos para obtener otro cargo público por un término hasta de cinco años.

ARTÍCULOS TRANSITORIOS

PRIMERO. La presente ley entrará en vigor a los seis meses contados a partir del día de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

SEGUNDO. Los juicios de amparo que se encuentren pendientes de resolver a la entrada en vigor de la presente ley continuarán tramitándose hasta su resolución final conforme a las disposiciones que se encontraban vigentes al inicio de los mismos.

TERCERO. El cumplimiento y ejecución de las sentencias de amparo, cualquiera que sea el estado del procedimiento, se regirá por lo dispuesto en esta ley.

CUARTO. La jurisprudencia obligatoria a la entrada en vigor de la presente ley continuará vigente en lo que no se oponga a lo dispuesto en la misma. 

QUINTO. Para la integración de jurisprudencia por reiteración de criterios conforme al sistema de esta ley, no se tomarán en cuenta las resoluciones dictadas con anterioridad. 

SEXTO. La jurisprudencia obligatoria por contradicción de tesis a la entrada en vigor de la presente ley podrá ser sustituida en términos del artículo 230.

SÉPTIMO. En tanto los actuales tribunales unitarios de circuito no sean convertidos en colegiados de circuito de apelación, las referencias que en esta ley se hace a éstos se entenderán hechas a aquéllos.

OCTAVO. La Suprema Corte de Justicia de la Nación y el Consejo de la Judicatura Federal, en el ámbito de sus respectivas competencias, deberán dictar las medidas necesarias para que a partir de la entrada en vigor de la presente ley las oficialías de partes funcionen hasta las doce de la noche.

NOVENO. La Suprema Corte de Justicia de la Nación y el Consejo de la Judicatura Federal, en el ámbito de sus respectivas competencias, podrán dictar las medidas necesarias para la efectividad e inmediato cumplimiento de la presente ley. 

PROYECTO DE REFORMAS A LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS

PROYECTO DE REFORMAS A LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS

Artículo 94. Se deposita el ejercicio del Poder Judicial de la Federación en una Suprema Corte de Justicia, en un Tribunal Electoral, en Tribunales Colegiados de Circuito y en Juzgados de Distrito.

En los términos que la ley disponga las sesiones del Pleno y de las Salas serán privadas.

El Consejo de la Judicatura Federal determinará el número, división en circuitos, competencia territorial y, en su caso, especialización por materia, de los Tribunales Colegiados de Circuito y de los Juzgados de Distrito.

El Pleno de la Suprema Corte de Justicia está facultado para expedir acuerdos generales, a fin de lograr una adecuada distribución entre las Salas de los asuntos que competa conocer a la Corte, así como remitir a los Tribunales Colegiados de Circuito de Amparo, para mayor prontitud en el despacho de los asuntos, aquellos en los que hubiera establecido jurisprudencia o los que, conforme a los referidos acuerdos, la propia corte determine para una mejor impartición de justicia. Dichos acuerdos surtirán efectos después de publicados.

La ley fijará los términos en que sea obligatoria la jurisprudencia que establezcan los tribunales del Poder Judicial de la Federación sobre interpretación de la Constitución y normas generales, así como los requisitos para su interrupción y sustitución.

...
...

...

Artículo 100. ...

...

...

...

...

...

...

...

Las decisiones del Consejo serán definitivas e inatacables y, por lo tanto, en su contra no procede juicio ni recurso alguno, salvo las que se refieran a la designación, adscripción, cambio de adscripción, ratificación y remoción de magistrados y jueces, las cuales podrán ser revisadas por la Suprema Corte de Justicia, únicamente para verificar que hayan sido adoptadas conforme a las reglas que establezca la ley orgánica respectiva.

...

Artículo 103. Los tribunales de la Federación resolverán toda controversia que se suscite por normas generales o actos de autoridad que violen las garantías que consagra esta Constitución y los derechos humanos que protegen los tratados internacionales generales en la materia. 

Artículo 105. …
I a II. …

III. De oficio o a petición fundada del correspondiente Tribunal Colegiado de Circuito de Apelación o del Procurador General de la República, podrá conocer de los recursos de apelación en contra de sentencias de Jueces de Distrito dictadas en aquellos procesos en que la Federación sea parte y que por su interés y trascendencia así lo ameriten.

...

...

Artículo 107. Todas las controversias de que habla el artículo 103 se sujetarán a los procedimientos y formas del orden jurídico que determine la ley reglamentaria, de acuerdo con las bases siguientes:

I. El juicio de amparo se seguirá siempre a instancia del titular de un derecho o de un interés legítimo, siempre que el acto reclamado viole las garantías o los derechos previstos en el artículo 103 y con ello se afecte su esfera jurídica de manera directa o en virtud de su propia situación frente al orden jurídico. Tratándose de actos o resoluciones provenientes de tribunales judiciales, administrativos o del trabajo, el quejoso deberá ser titular de un derecho subjetivo que se afecte de manera personal y directa; 

II. La sentencia será siempre tal que sólo se ocupe de personas particulares, limitándose a ampararlos y protegerlos en el caso especial sobre el que verse la queja, sin hacer una declaración general respecto de la norma general o acto que la motivare.

Cuando la Suprema Corte de Justicia establezca jurisprudencia en la que se resuelva que una norma general es inconstitucional o determine una interpretación conforme con la Constitución, emitirá la declaratoria general de inconstitucionalidad o la de interpretación conforme, en la cual fijará sus alcances y condiciones en términos de la ley reglamentaria.

En el juicio de amparo deberá suplirse la deficiencia de la queja de acuerdo con lo que disponga la ley reglamentaria;

III. … 

a) Contra sentencias definitivas, laudos y resoluciones que pongan fin al juicio, dictadas por tribunales judiciales, administrativos o del trabajo.

Para la procedencia del juicio, deberán agotarse previamente los recursos ordinarios que se establezcan en la ley de la materia, por virtud de los cuales aquellas sentencias definitivas, laudos y resoluciones puedan ser modificados o revocados.

Cuando dentro del juicio surjan cuestiones sobre constitucionalidad de normas generales que sean de reparación posible por no afectar derechos sustantivos ni constituir violaciones procesales relevantes, sólo podrán hacerse valer en el amparo directo que proceda contra la resolución definitiva.

Al reclamarse la sentencia definitiva, laudo o resolución que ponga fin al juicio, deberán hacerse valer las violaciones a las leyes del procedimiento, siempre y cuando el quejoso las haya impugnado durante la tramitación del juicio mediante el recurso o medio de defensa que, en su caso, señale la ley ordinaria respectiva. Este requisito no será exigible en amparos contra actos que afecten derechos de menores e incapaces, al estado civil, o al orden o estabilidad de la familia;

b) Contra actos o resoluciones en juicio que sean de imposible reparación, entendiéndose por ellos los que afecten derechos sustantivos o constituyan violaciones procesales relevantes; cometidas fuera de juicio o después de concluido, una vez agotados los recursos que en su caso procedan, y

c) … 

IV. En materia administrativa el amparo procede, además, contra resoluciones que causen agravio no reparable mediante algún recurso, juicio o medio de defensa legal. No será necesario agotar éstos cuando la ley que los establezca exija, para otorgar la suspensión del acto reclamado, mayores requisitos que los que la ley reglamentaria prevé para decretar esa suspensión; independientemente de que el acto en sí mismo considerado sea o no susceptible de ser suspendido de acuerdo con la ley reglamentaria.

No existe obligación de agotar tales recursos o medios de defensa, si el acto reclamado carece de fundamentación o cuando sólo se aleguen violaciones directas a esta Constitución;

V. El amparo contra sentencias definitivas, laudos y resoluciones que pongan fin al juicio, sea que la violación se cometa durante el procedimiento o en la sentencia misma, se promoverá ante el Tribunal Colegiado de Circuito de Amparo que corresponda, conforme a la distribución de competencias que establezca la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, en los casos siguientes:

a) a d) … 

La Suprema Corte de Justicia de oficio podrá conocer de los amparos directos que por su interés y trascendencia así lo ameriten.

VI. En los casos a que se refiere la fracción anterior, la ley reglamentaria señalará el trámite y los términos, en su caso, en que la Suprema Corte de Justicia habrá de dictar sus respectivas resoluciones;

VII. El amparo contra actos en juicio, fuera de juicio o después de concluido, o que afecten a personas extrañas al juicio, contra normas generales o contra actos de autoridad administrativa, se promoverá ante el Juez de Distrito o Tribunal Colegiado de Circuito de apelación bajo cuya jurisdicción se encuentre el lugar en que el acto reclamado se ejecute, deba ejecutarse, trate de ejecutarse o se haya ejecutado, y su tramitación se limitará al informe de la autoridad, a una audiencia para la que se citará en el mismo auto en el que se mande pedir el informe y se recibirán las pruebas que las partes interesadas ofrezcan y oirán los alegatos, pronunciándose en la misma audiencia la sentencia;

VIII. Contra las sentencias que pronuncien en amparo los Jueces de Distrito o los Tribunales Colegiados de Circuito de Apelación procede revisión. 

De ella conocerá la Suprema Corte de Justicia cuando habiéndose impugnado en la demanda de amparo normas generales por estimarlas directamente violatorias de esta Constitución, subsista en el recurso el problema de constitucionalidad.

La Suprema Corte de Justicia podrá conocer de oficio de los amparos en revisión que por su interés y trascendencia lo ameriten.

Salvo disposición expresa en la ley reglamentaria, en los casos no previstos en los párrafos anteriores, conocerán de la revisión los Tribunales Colegiados de Circuito y sus sentencias no admitirán recurso alguno;

IX. Las resoluciones que en materia de amparo directo pronuncien los Tribunales Colegiados de Circuito de Amparo no admiten recurso alguno, a menos que decidan sobre la constitucionalidad de una norma general o establezcan la interpretación directa de un precepto de la Constitución cuya resolución, a juicio de la Suprema Corte de Justicia, entrañe la fijación de un criterio de importancia y trascendencia. Sólo en esta hipótesis procederá la revisión ante la Suprema Corte de Justicia, limitándose la materia del recurso exclusivamente a la decisión de las cuestiones propiamente constitucionales;

X. Los actos reclamados podrán ser objeto de suspensión en los casos y mediante las condiciones que determine la ley reglamentaria, para lo cual el órgano jurisdiccional de amparo, cuando la naturaleza del acto lo permita, deberá realizar un análisis ponderado de la apariencia de buen derecho y del interés social.

Dicha suspensión deberá otorgarse respecto de las sentencias definitivas en materia penal al comunicarse la promoción del amparo, y en las demás materias, mediante fianza que dé el quejoso para responder de los daños y perjuicios que tal suspensión pudiere ocasionar al tercero interesado, la cual quedará sin efecto si éste da contrafianza para asegurar la reposición de las cosas al estado que guardaban si se concediese el amparo, y a pagar los daños y perjuicios consiguientes;

XI. La suspensión se pedirá ante la autoridad responsable cuando se trate de amparos directos y la propia autoridad responsable decidirá al respecto. El quejoso deberá presentar la demanda de amparo directo ante la propia autoridad responsable. En los demás casos, conocerán y resolverán sobre la suspensión los Juzgados de Distrito o los Tribunales Colegiados de Circuito de Apelación;

XII. Si el Juez de Distrito o el Tribunal Colegiado de Circuito de Apelación no residieren en el mismo lugar de la autoridad responsable, y se trate de actos que importen peligro de privación de la vida, ataques a la libertad personal fuera de procedimiento judicial, deportación, destierro, alguno de los prohibidos por el artículo 22 de esta Constitución así como la incorporación forzosa al ejército, armada o fuerza aérea nacionales, la ley determinará el órgano jurisdiccional del fuero común ante el que se ha de presentar el escrito de amparo, el que deberá suspender provisionalmente el acto reclamado, en los términos que la misma ley establezca;

XIII. Cuando los Tribunales Colegiados de Circuito de Amparo sustenten tesis contradictorias en los juicios de amparo de su competencia, los Ministros, cualquiera de los órganos que sustentaron los criterios, sus integrantes o las partes que intervinieron en los juicios en que dichas tesis fueron establecidas, podrán denunciar la contradicción ante la Suprema Corte de Justicia, a fin de que el Pleno o la Sala respectiva, según corresponda, decidan la tesis que debe prevalecer como jurisprudencia.

Cuando las Salas de la Suprema Corte de Justicia sustenten tesis contradictorias en los juicios de amparo materia de su competencia, cualquiera de aquéllas, sus integrantes o las partes que intervinieron en los juicios en que dichas tesis fueron sustentadas, podrán denunciar la contradicción ante la Suprema Corte de Justicia, que funcionando en Pleno decidirá cuál tesis debe prevalecer.

...
XIV. El Procurador General de la República o el agente del ministerio público federal que al efecto designare, será parte en los juicios de amparo contra normas generales, en términos de la ley reglamentaria;

XV. Si concedido el amparo la autoridad responsable insistiere en la repetición del acto reclamado o tratare de eludir la sentencia de la autoridad federal y la Suprema Corte de Justicia estima que es inexcusable el incumplimiento, dicha autoridad y cualquiera otra que con motivo de sus funciones esté obligada al cumplimiento de la sentencia de amparo, será inmediatamente separada de su cargo por la Suprema Corte que le aplicará las penas que correspondan al delito contra la administración de justicia previsto en el Código Penal Federal.

Si el incumplimiento fuere excusable, la Suprema Corte requerirá a la responsable y le otorgará un plazo prudente para que ejecute la sentencia; si la autoridad no cumple en el plazo concedido, procederá en los términos del párrafo anterior. 

Para individualizar la sanción, la Suprema Corte otorgará a la autoridad de que se trate la garantía de audiencia, en los términos que se señale en la ley reglamentaria.

Este procedimiento se aplicará también tratándose del incumplimiento a la declaración general de inconstitucionalidad o de interpretación conforme y de resoluciones que otorguen la suspensión del acto reclamado.

Cuando la naturaleza del acto lo permita, la Suprema Corte de Justicia podrá disponer de oficio o a petición del quejoso el cumplimiento sustituto de las sentencias de amparo, cuando su ejecución afecte gravemente a la sociedad en mayor proporción a los beneficios que pudiera obtener el quejoso; y 

XVI. La autoridad responsable será consignada a la autoridad correspondiente, cuando no suspenda el acto reclamado debiendo hacerlo y cuando admita fianza que resulte ilusoria o insuficiente. En estos dos últimos casos, la responsabilidad civil de la autoridad será solidaria con el que ofreciere la fianza y el que la prestare.

Artículo 112. ...
...
Tampoco se requerirá declaración de procedencia cuando la Suprema Corte de Justicia ejerza la facultad a que se refiere la fracción XV del artículo 107.
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ART.1º.-

Se considera que quizás se puedan crear problemas al aplicar la nueva Ley de Amparo, respecto a este artículo, en lo relativo a su procedencia por violación a derechos humanos.

ART. 2.-

No se comparte la adición en el texto de este artículo, para que en la tramitación del juicio de amparo se puedan aplicar los principios generales de derecho, dada la naturaleza del propio juicio, que es de estricto derecho y su procedencia respecto actos de diversas materias que no admiten de manera alguna la aplicación de tales principios, según disposición Constitucional.

ART. 3.-

Llama especialmente la atención el hecho de que se reitera que las promociones deben hacerse por escrito, pero ahora las que se puedan hacer por comparecencia no se restringen a lo previsto en el artículo 117 de la Ley en vigor, dejando abierta la procedencia de ese tipo de promociones a las “comparecencias autorizadas por la ley”, lo que consideramos creará problemas en la práctica debido a la interpretación que a esa expresión se le pueda dar.

ART. 4.-

FRACC. I. Se considera una reforma importante que se incorporó el concepto de “interés legítimo” para identificar a quién corresponde el carácter de quejoso en el juicio de amparo, distinto del que hasta ahora se maneja como “interés jurídico” y creemos que este nuevo concepto es mas amplio y adecuado.

FRACC. II. Se integra a la Ley el concepto de lo que es acto de autoridad, que concuerda con los actuales criterios de jurisprudencia, al considerarlo como el acto unilateral y obligatorio, independientemente de la imperatividad, que antes era una de las características distintivas del acto de autoridad, pero con esta nueva definición, se amplía la procedencia del juicio de amparo a favor de los gobernados. No obstante, por la forma en que se definió, pareciera que no se prevén todos los casos en que la autoridad pueda vulnerar garantías de los gobernados, por ejemplo, en el caso de violación al derecho de petición.

FRACC. III. Inciso e), en relación con la IV.- Se restringe ahora la intervención del Ministerio Público como parte en el juicio de amparo, ya que sólo se le reconoce ese carácter cuando el acto reclamado derive de un procedimiento penal (siempre que no sea él la autoridad) y cuando se reclamen normas generales. En relación al primer supuesto, se advierte que no obstante que en la legislación vigente se reconoce su intervención, ésta es únicamente para que pueda formular alegatos, pero ahora, el considerársele tercero perjudicado, implica que como parte en juicio, puede promover e interponer recursos.

ART. 10.-

Es de especial interés analizar esta reforma porque después de mucho tiempo, el Mas Alto Tribunal había logrado establecer mediante jurisprudencias firmes y obviamente de carácter obligatorio, que la personalidad para promover el juicio de amparo, debía acreditarse al momento de promover la demanda, justificándolo con diversos razonamientos que efectivamente nos crearon la convicción de que básicamente una persona no puede estar legitimada para ejercitar la acción constitucional, si carece de la personalidad con la que se ostenta, y sin embargo, en el proyecto de esta nueva ley, se retrocede en ese aspecto al permitir que la personalidad de quien promueve se demuestre hasta antes de la audiencia constitucional, lo que además de contraponerse con los actuales y vigentes criterios del Mas Alto Tribunal, propiciará un mayor abuso en la promoción de los juicios de amparo, que permitiría que alguien que carece de la personalidad con la que se ostenta, al promover su demanda existe la actuación de los Tribunales Federales para la tramitación de todos los actos procesales en juicio, con el consiguiente costo material y humano tanto de los órganos jurisdiccionales como de las otras partes en juicio y mientras tanto, quien promovió estaría gozando de la suspensión del acto en su beneficio, pero obviamente en perjuicio de terceros, para finalmente sobreseer en el juicio por no haber acreditado su personalidad.

Aunado a ello, no se prevé en este dispositivo, la afectación que van a resentir los actos procesales realizados por aquel que en realidad carecía de la personalidad con la que se ostentó, ni qué se debe hacer con las pruebas a desahogarse durante la audiencia constitucional si hasta ese momento no se acreditó tal personalidad. En todo caso, se cuestiona si en el preciso momento de la audiencia constitucional puede comparecer el directo quejoso y ratificar todo lo actuado por quien se ostentó como su representante. Además, se corre el riesgo de que tratándose de órdenes de aprehensión se tornaría en una carga difícil de cumplir para el quejoso la ratificación de la demanda.

ART. 13.-

Se advierte que en contravención con el especial tratamiento que siempre se ha dado al juicio de amparo en materia penal, donde incluso se prevé la suplencia de la queja deficiente, ahora se limita la forma en que el defensor debe acreditar su personalidad para promover la demanda, restringiéndolo a que la demuestre dentro de los cinco días siguientes al en que surta efectos la notificación de auto admisorio; además con esto se corre el riesgo de que tratándose de orden de aprehensión, se dificultaría recabar la ratificación por parte del quejoso.

ART. 14.-

Es importante destacar que en los casos de procedencia para la promoción del juicio de garantías, por conducto de cualquier persona, por actos graves, se incluyó la extradición. Además, consideramos adecuado que para estos casos, cuando por algún motivo no se logre la comparecencia del quejoso ni se apersone alguien en su representación, pasados solo tres meses se tendrá por no presentada la demanda, a diferencia de la actual legislación que prevé el término de un año, el cual creemos es un término excesivo, sin que exista alguna justificación para que durante ese tiempo el juez esté obligado a mantener vivo ese expediente.

ART. 15.-

Se considera adecuado que se faculte y expresamente se de intervención al Ministerio Público para que investigue o realice la denuncia correspondiente a la sucesión del quejoso o tercero interesado fallecido, porque en la vigente legislación no se prevé de esa manera y ello ocasiona, en muchas ocasiones, el retardo indebido de la administración de justicia, en virtud de que los Tribunales Federales se ven en la necesidad de realizar investigaciones para finalmente determinar que no existe la denuncia correspondiente, lo que ocasiona aún más problemas para el trámite del juicio.

ART. 16.-

En relación a la ampliación de los términos para promover el juicio de amparo, no compartimos la propuesta de que el término genérico se amplíe a treinta días, porque consideramos que no existe justificación para ello, dado que no creemos que con ello los promoventes realicen mejores demandas y sí por el contrario, ocasionaría el retardo de la impartición de justicia, pues aquel que hubiera obtenido sentencia favorable o que de alguna manera el acto que se reclama le implique algún beneficio, no podrá hacerlo efectivo hasta en tanto transcurra ese término excesivo de treinta días.

Por otra parte, compartimos el resto de modificaciones en relación a la restricción de los demás términos para promover la demanda.

ART. 20.-

Se considera que causará problemas prácticos el hecho de que se prevea que la Oficialía de Partes deba estar abierta hasta las doce de la noche.
ART. 27.-

Nos parece acertado que el proyecto de ley que se analiza prevea la posibilidad de que las notificaciones se puedan realizar por cualquier medio, dado el avance tecnológico actual, lo que redundará en que los juicios de amparo se tramiten con mayor celeridad, y sólo consideramos que es pertinente prever que de todo ello se debe dejar constancia fehaciente en el expediente. Asimismo, que para su eficacia se instrumente a través de acuerdo o de una reglamentación.

ART. 77.-

Particular señalamiento hacemos acerca del tema de la suplencia de la deficiencia de los conceptos de violación o agravios, según el artículo 77 del proyecto de Ley que analizamos. Concretamente consideramos que por la exclusión aparente que se contiene en la fracción III, ya que por si origina la idea de que únicamente opera para el supuesto de que sea el núcleo de población, en sí, el ejercitante de la acción de amparo, podría ocasionarse que aun en presencia de violaciones relevantes que resintieran otros individuos en lo particular, no operará la institución jurídica de que se trata, siendo que ante todo el juicio de amparo fue creado para la salvaguarda de los derechos subjetivos de los gobernados, concretados en sus garantías individuales. Por razones semejantes, no hallamos razón que, jurídica y objetivamente, sea del todo aceptable para que en materia laboral no se haga una extensión expresa de la suplencia de la fracción V, para el caso del tercero interesado o de los terceros extraños, y aun del patrón, tratándose de los juicios laborales, pues la práctica y la realidad han demostrado que en ocasiones, personas diversas a los trabajadores se encuentran en condiciones de suyo lesivas, por lo cual es factible que se vean comprendidas en las hipótesis de suplencia cuando exista una violación relevante de la ley.

En relación con el Título Segundo denominado “De los Procedimientos de Amparo”, derivado del análisis realizado, nos llamó la atención los aspectos vagos, imprecisos o inútiles que se pretenden manejar en los artículos 106, fracciones III, inciso b), y VII; 131, segundo párrafo y el 160 último párrafo, a saber los siguientes:

1.- En el artículo 106, de la procedencia del amparo indirecto, señala en su fracción III, inciso b), lo siguiente:

Artículo 106. El amparo indirecto procede:
I a II.- ….

III.- Contra actos, omisiones o resoluciones provenientes de un procedimiento administrativo seguido en forma de juicio, en cuyo caso procederá:

a)…

b) Contra actos en el procedimiento que sean de imposible reparación, entendiéndose por ellos los que afecten derechos sustantivos o constituyan violaciones procesales relevantes;

En este inciso destaca la palabra “relevantes”, generándose inmediatamente en la mente de todos, la siguiente pregunta ¿Qué debemos entender por relevantes?.

Consideramos, que si lo que se pretende dar a entender por relevantes, es que las violaciones procesales que se cometan no puedan repararse al dictar sentencia definitiva o con el juicio de amparo directo, es decir que trasciendan el sentido del fallo, lo mejor es que se señalaran cuáles serían tales supuestos, y no dejarlo a una libre interpretación; con ello no se pretende que se limite la procedencia del amparo indirecto a los casos que se señalen, pero si que se clarifique el alcance o significado que se le pretende dar a la palabra relevantes.

2.- Consideramos que resulta ocioso, que se haya señalado en el último párrafo del artículo 110, lo siguiente:

Artículo 110. Podrá ampliarse la demanda cuando.

I a II…

En los casos de las fracciones II y III, la demanda podrá ampliarse siempre  que  no  se  haya  celebrado  la  audiencia constitucional. 

Obviamente este último párrafo está demás, pues si ya se celebró la audiencia constitucional, el juicio concluyó y no puede ampliarse la demanda, ni realizarse ningún otro trámite más que el dictado de la sentencia.

3.- Asimismo, destaca el supuesto que se señala en la fracción VII, del mismo artículo 106, que a la letra dice:

VII. Contra las resoluciones de no ejercicio de la acción penal o desestimiento de la misma dictadas por el ministerio público.

Destaca el supuesto del desistimiento, ya que sólo puede realizarse dentro de proceso, donde el Ministerio Público ha perdido su calidad de “autoridad”, en sentido estricto, para convertirse en “parte”, y cómo promover el amparo, si éste solamente procede contra actos de autoridad.

Creemos que lo correcto es que se diga que el amparo procede contra el acuerdo o resolución que dicte Juez de la causa (única autoridad dentro del proceso), que tenga desistido al Ministerio Público de la acción penal. Sin embargo, se debe tomar en consideración cómo va a actuar el Juez de Distrito, en caso de procedencia del juicio de amparo, para determinar la legalidad del desistimiento.

4.- Por lo que hace al artículo 131, en su segundo párrafo, señala lo siguiente:

Artículo 131. La suspensión, en su caso, quedará sin efecto si el tercero otorga contragarantía para restituir las cosas al estado que guardaban antes de la violación reclamada y pagar los daños y perjuicios que sobrevengan al quejoso, en el caso de que se le conceda el amparo.

No se admitirá la contragarantía cuando de ejecutarse el acto reclamado quede sin materia el juicio de amparo, o cuando la garantía se hubiere fijado discrecionalmente.
Al respecto, creemos que la actual redacción resulta más clara que la que se propone; sin embargo, también pudiera decirse: “cuando los derechos pudieran estimarse, no sean en dinero”.

5.- Por último, resalta el supuesto que se señala en el último párrafo del artículo 160, que a la letra dice:

Artículo 160. Cuando el acto reclamado consista en la orden de arraigo la suspensión tendrá por efecto que no se ejecute o cese inmediatamente, según sea el caso. El órgano jurisdiccional de amparo tomará las medidas que aseguren que el quejoso no evada la acción de la justicia, entre ellas, la obligación de presentarse ante la autoridad que solicitó el arraigo y ante quien concedió la suspensión cuantas veces le sea exigido.

De acuerdo con las circunstancias del caso, la suspensión podrá tener como efecto que el arraigo se ejecute en el domicilio del quejoso.

Al igual que en el artículo 106, resulta vaga y ambigua la redacción propuesta, pues no señala cuales son o pueden ser las circunstancias del caso, esto es, consideramos que se debe precisar cuáles son las circunstancias que deben imperar, por ejemplo, que se trate de un delito grave, o que por sus antecedentes existiera presunción de evasión de la acción.

En el congreso de magistrados, celebrado en el mes de noviembre de mil novecientos noventa y nueve, se concluyó que el arraigo es una medida inconstitucional, por tanto no se debe prever regulaciones al respecto.

El artículo 190 del Proyecto de la Ley de Amparo, precisa que será un órgano jurisdiccional de amparo de primera o única instancia, el que notifique sin demora alguna a la autoridad responsable para que cumpla la sentencia ejecutoriada y a las demás partes para su conocimiento; a diferencia del artículo 104 de la legislación actual, que señala que será el juez, o la autoridad que haya conocido del juicio o el Tribunal Colegiado de Circuito, la que comunique por oficio y sin demora a las responsables para su cumplimiento, lo que se considera más acertado porque es más formal para dar a la autoridad la orden para que cumpla la ejecutoria.

En relación a los casos urgentes, en el proyecto, el precepto aplicable es mas amplio en disponer que podrá ordenarse el cumplimiento haciendo uso de todos los medios oficiales de comunicaciones, de que dispongan las oficinas públicas o que existan en el propio órgano, de tal modo que se logre el cumplimiento inmediato, sin perjuicio de hacerla por oficio; en la legislación actual, en cuanto a los casos urgentes, es más restrictiva en cuanto a la utilización de los medios de comunicación existentes para lograr el cumplimiento, pues únicamente prevé la utilización de la vía telegráfica para el cumplimiento de la ejecutoria, también sin perjuicio de hacerlo por oficio.

En este caso para agotar más medios para lograr el cumplimiento de la ejecutoria se considera que el Proyecto es más apto para lograr su cumplimiento.

En el proyecto, se distingue el plazo que se otorga para el cumplimiento de la sentencia, que será en tratándose de asuntos urgentes en veinticuatro horas y en tres días en los demás; y en la ley actual, no se hace dicha diferencia para cumplir la sentencia ejecutoriada, fueran casos urgentes o no, el plazo para su cumplimiento es de veinticuatro horas.

En el proyecto, el artículo 191, establece que cuando no quedare cumplida la sentencia ejecutoriada, dentro del plazo otorgado, el órgano jurisdiccional que conoció del amparo de oficio, o a petición de parte, inmediatamente autoriza la imposición de una multa a la autoridad responsable, y requerirá a su superior inmediato para que la obligue a cumplir sin demora y si no tuviere superior se requerirá a ella misma, e inclusive el artículo 192, prevé que si a pesar de esos requerimientos no se obedeciere la ejecutoria también se impondrá al superior jerárquico una multa y hará la declaratoria de incumplimiento y remitirá el expediente a la Suprema Corte, para los efectos del artículo 107, fracción XVI de la Constitución y que además las responsables y sus superiores jerárquicos en su caso incurrirán en responsabilidad; en la legislación actual, como punto que resalta, no se establece la imposición de multas en caso de incumplimiento por parte de las autoridades responsables; sino prevé que en caso de incumplimiento debe hacerse una serie de requerimientos, primeramente a las responsables, si persiste el incumplimiento al superior jerárquico para que la obligue a cumplirla sin demora, sino tuviere superior jerárquico a ella misma, y si el superior tuviere a su vez superior jerárquico también se requerirá a este último si a pesar de los requerimientos no quedare cumplida, remitirá el expediente a la Suprema Corte, para los efectos del artículo 107, fracción XVI de la Constitución y el artículo 111 de la Ley de Amparo, e igualmente se establece que cuando el quejoso no esta conforme con el cumplimiento se mandará el expediente a la Corte pero a petición suya, y que la petición la debe formular dentro de los cinco días al de la notificación correspondiente, de lo contrario se tendrá por consentida.

Aquí se permite al quejoso pedir se que tenga por cumplida la ejecutoria mediante el pago de los daños y perjuicios que haya sufrido y en el Proyecto se regula el cumplimiento sustituto.

El numeral 192 establece que el cumplimiento posterior a los requerimientos o al plazo fijado, no exime de responsabilidad a la autoridad, lo que constituye un nuevo aspecto que es positivo, ya que tiende a obligar en una mayor forma a las autoridades que deben cumplimentar una sentencia de amparo, ya que si lo hacen con posterioridad al término legal o al que se les haya determinado, de cualquier forma serán sancionadas.

El plazo de tres días que señala el numeral 193 para dar vista a las partes es innecesario, ya que previamente la autoridad de amparo ya dio vista a la parte interesada y además porque ya está en vías de cumplimiento la ejecutoria o bien, si ya se cumplió, en opinión de esta autoridad, ningún efecto práctico tiene el que se de vista nuevamente a la parte interesada para que haga manifestaciones que de cualquier forma ya no van a ser tomadas en consideración.

Resulta por otra parte injusto el que a las autoridades que no han sido señaladas en el juicio de garantías como responsables, incurran en la misma responsabilidad que las que sí fueron señaladas y que por ende se les impongan las mismas sanciones, ya que no tuvieron oportunidad de ser oídas en el juicio ni de emitir opinión en el procedimiento tendiente a hacer cumplir la sentencia de amparo, por lo que sólo debe establecerse que están obligadas en la misma forma que las responsables, para dar cumplimiento a la ejecutoria respectiva pero sin incurrir en la misma responsabilidad que aquéllas.

Dispone el artículo 192 del proyecto en comento, en su primer párrafo: “Si a pesar de los requerimientos anteriores, no se obedeciere la ejecutoria, el órgano jurisdiccional de amparo impondrá una multa al superior de la autoridad responsable y hará la declaratoria en el sentido de que existe incumplimiento, y remitirá el expediente original a la Suprema Corte de Justicia de la Nación, para los efectos del artículo 107, fracción XVI, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, dejando copia certificada de la misma y de las constancias que fueren necesarias para procurar su exacto y debido cumplimiento.”

La particularizada fracción, en su primera parte, menciona: “Si concedido el amparo la autoridad responsable insistiere en la repetición del acto reclamado o tratare de eludir la sentencia de la autoridad federal, y la Suprema Corte de Justicia estima que es inexcusable el incumplimiento, dicha autoridad será inmediatamente separada de su cargo y consignada al Juez de Distrito que corresponda. Si fuere excusable, previa declaración de incumplimiento o repetición, la Suprema Corte requerirá a la responsable y le otorgará un plazo prudente para que ejecute la sentencia. Si la autoridad no ejecuta la sentencia en el término concedido, la Suprema Corte de Justicia procederá en los términos primeramente señalados.”

Ahora bien, en el artículo 196 del proyecto en estudio, se establece que será la Suprema Corte de Justicia de la Nación –no un juzgado de distrito-, el órgano encargado de sancionar el incumplimiento inexcusable, o cuando haya transcurrido el término concedido para ello; proceder a través del cual consideramos que se priva a la autoridad responsable de una de las más importantes garantías consagradas en nuestra Carta Magna. La garantía de audiencia.

Ello, tomando en cuenta que la “intervención” a que se alude en el último párrafo del particularizado artículo, está dada para alegar respecto de la individualización de la pena, exclusivamente.

Otra de las interrogantes que se nos presenta al realizar el estudio comparativo entre los artículos 192 y 196, se relaciona con el supuesto de que el órgano jurisdiccional que emitió la ejecutoria de amparo, impone una multa ante el incumplimiento de su resolución; y, resulta que la Suprema Corte de Justicia de la Nación estima que dicho incumplimiento es excusable, otorgando, en consecuencia, un plazo razonable para cumplir con el mandato federal. ¿no debería hacer también un pronunciamiento respecto de la multa impuesta?

Artículo 215.- El segundo párrafo de este precepto dispone, que la jurisprudencia que establezcan los Tribunales Colegiados de Circuito de Amparo, es obligatoria para los órganos mencionados en el párrafo anterior, con excepción de la Suprema Corte de Justicia de la Nación.

Comentario: Si leemos su primer párrafo, advertiremos que entre los órganos distintos a la Suprema Corte de Justicia de la Nación, se encuentran los Tribunales Colegiados de Circuito de Amparo, lo que implica que la jurisprudencia de estos órganos será igualmente obligatoria para aquellos otros Tribunales Colegiados de Amparo que no participaron en su aprobación, lo que consideramos indebido puesto que se trata de órganos o tribunales de igual jerarquía. Estimamos resulta más atinado el artículo 193 de la Ley de Amparo vigente, según el cual la jurisprudencia de los Tribunales Colegiados es obligatoria para los Tribunales Unitarios, Juzgados de Distrito, los tribunales militares y judiciales del fuero común de los Estados y del Distrito Federal, y los tribunales administrativos o del trabajo, locales o federales.
Artículos 220 y 221. Estos disponen que la Jurisprudencia por reiteración del Pleno y las Salas de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, se establece cuando se sustente un mismo criterio en tres sentencias no interrumpidas por otra en contrario, resueltas en diferentes sesiones, con el voto aprobatorio de cuando menos ocho o cuatro ministros, respectivamente.

Comentario: Estimamos infortunada la propuesta “resueltas en diferentes sesiones”, pues no vemos cuál sería la razón lógica para sostener que necesariamente deben resolverse en sesiones distintas o no en una misma sesión. La razón aparente puede ser porque de una a otra sesión los ministros estarán en aptitud de reflexionar acerca de un tema ventilado en sesión anterior y, en su caso, cambiar de criterio. Pero, ¿acaso no todos los asuntos son bien estudiados y reflexionados? Creemos que sí. Esto puede ocasionar que varios asuntos que son idénticos tengan que resolverse en sesiones distintas para integrar jurisprudencia, cuando puede verse en una sola.

Artículo 225.- Este nos dice que los propios Tribunales Colegiados de Amparo, de oficio o a petición de parte, cuando hubiere razones fundadas para ello, podrán solicitar al Pleno o a las Salas de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, que ejerzan su competencia originaria a fin de interrumpir o sustituir la jurisprudencia correspondiente.

Comentario: Creemos que la propuesta no es atinada porque implicaría que un tribunal jerárquicamente inferior sutilmente estará corrigiendo a un Superior haciéndole ver que determinado criterio es erróneo, obsoleto, etcétera, y que por ello debe interrumpirse o sustituirse la jurisprudencia que versa sobre temas que corresponde a su competencia originaria.

Artículo 229.- Dice que estarán legitimados para denunciar la contradicción de tesis, los ministros, los órganos que sustentaron los criterios, sus integrantes, y las partes en los asuntos que los motivaron.

Comentario: Indebidamente se eliminó la figura del Procurador General de la República, pues como representante social de la nación, creemos debe tener injerencia en denunciar la contradicción de tesis en aquellos casos en que la interpretación de una norma pueda afectar directamente sus atribuciones o cuando esté de por medio la federación.

En otro aspecto, si se establece que los integrantes del órgano que sustentó un criterio pueden denunciar la contradicción de tesis, entonces creemos debe excluirse al órgano en si, puesto que cualquiera de sus miembros, podrá hacerlo.

Finalmente, la expresión “y las partes en los asuntos que los motivaron”, es confusa puesto que no se precisa cuáles son esas partes, sino únicamente lo es el quejoso porque es quien motiva el asunto, o bien si también debe incluirse al tercero perjudicado, al Ministerio Público y a las autoridades responsables. Estimamos más atinada la redacción del artículo 197 de la Ley de Amparo vigente.

Artículos 232 y 233.- Estos preceptos estatuyen que cuando la Suprema Corte de Justicia de la Nación, establezca jurisprudencia por reiteración en la cual se determine la inconstitucionalidad o la interpretación conforme de una norma general respecto de la Constitución Federal, procederá a hacer la declaratoria general dentro del plazo de treinta días hábiles contados a partir de la aprobación de la jurisprudencia.

Comentario: Estimamos innecesaria la declaratoria general de inconstitucionalidad o bien de interpretación conforme, pues la jurisprudencia ya tiene o puede tener esos efectos.
Artículo 236.- Este dispositivo nos dice que para mantener el orden y exigir respeto los órganos jurisdiccionales de amparo podrán imponer a las partes y a los asistentes al juzgado o tribunal, previo apercibimiento, las siguientes medidas disciplinarias:

I.  Multa; o

II. Expulsión del recinto judicial o del lugar donde se celebre la audiencia. En casos extremos, la audiencia podrá continuar en privado.

Comentario: De aprobarse la nueva Ley de Amparo en estos términos ya no habrá que acudir supletoriamente al Código Federal de Procedimientos Civiles para medidas disciplinarias o de apremio a las partes y los asistentes a las audiencias o diligencias de los órganos jurisdiccionales de amparo, que no guarden respeto u orden en los recintos, ya que específicamente se regulan y en la actual Ley no se establecían, incluso se da la posibilidad al juzgador de amparo de continuar en privado con las audiencias en casos extremos; tales medidas disciplinarias se aplicarán previo apercibimiento.

Artículo 237.- Para hacer cumplir sus determinaciones los tribunales, bajo su criterio y responsabilidad, podrán hacer uso, indistintamente, de las siguientes medidas de apremio:

I.   Multa;

II.  Auxilio de la fuerza pública; y

III. Ordenar que se ponga al infractor a disposición del ministerio público por la probable comisión de los delitos que resulten, en caso de haber flagrancia; en caso contrario levantar el acta respectiva y hacer la denuncia ante la propia representación social.

Comentario: En este artículo también se regulan específicamente en la Ley de Amparo las medidas de apremio, por ello ya no habrá que aplicar supletoriamente el Código Federal de Procedimientos Civiles.

Artículo 238.- Las multas previstas en esta ley se impondrán a razón de días de salario mínimo general vigente en Distrito Federal al momento de realizarse la conducta sancionada.

Si el infractor fuere jornalero, obrero o trabajador, la multa no podrá exceder de su jornal o salario de un día.

Comentario: También se establece específicamente, la base para el cálculo de las multas, en caso de infracción, que es el salario mínimo del Distrito Federal, y un tope de un día de su salario cuando se trate de jornaleros, obreros o trabajadores.

Artículo 239.- Estatuye que no se aplicarán las multas establecidas en esta ley cuando el quejoso impugne cualquiera de los actos a que se refiere el artículo 22 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

Comentario: En el anterior artículo se establece un caso de excepción para la aplicación de las multas ya sea como medidas disciplinarias o de apremio, que es cuando se promueva el amparo contra actos del artículo 22 Constitucional, ello por la naturaleza de dichos actos y la importancia y trascendencia de éstos.

Artículo 267.- La falta de cumplimiento de las ejecutorias de amparo imputables a los jueces de distrito, o a las autoridades judiciales que conozcan del juicio, se castigarán con arreglo a las disposiciones del Código Penal Federal como responsables del delito de abuso de autoridad.

Comentario: En el proyecto de la nueva Ley de Amparo, se pone especial cuidado en el cumplimiento a las ejecutorias de amparo, por ello se regula específicamente que la falta de cumplimiento a éstas por el juez de distrito o las autoridades judiciales que conozcan del juicio de garantías darán lugar al delito de abuso de autoridad regulado por el Código Penal Federal.

Artículo 268.  La imposición de cualquiera pena privativa de libertad por causa de responsabilidad, importa la destitución de empleo y suspensión de derechos para obtener otro cargo público por un término de hasta cinco años.

Comentario: Se regula específicamente una sanción más aparte de la que resulte penalmente, en caso de responsabilidad de las autoridades de amparo, que son la destitución del cargo y el no poder ejercer otro cargo público en el término de cinco años; lo anterior estaba establecido en la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos, pero en este proyecto, se establece de manera pormenorizada, como una sanción adicional a la que resulte o derive de un procedimiento penal.

VICTOR MANUEL ESTRADA JUNGO
CAPÍTULO TERCERO

Cumplimiento y Ejecución de Sentencias.

El título tercero del proyecto de Ley de Amparo Reglamentaria de los artículos 103 y 107 de la Constitución Política de los Estado Unidos Mexicanos, en sus primeros dos capítulos regula dos temas de sumo interesante y delicados de nuestro juicio constitucional, como lo son el cumplimiento de las ejecutorias de amparo y la repetición del acto reclamado.

Al margen de las precisiones doctrinales que distinguen el cumplimiento de la sentencia de garantías, como acto voluntario por el que acata la determinación del órgano federal, y la ejecución como acto de imperio en donde se obliga a la debida obediencia del fallo protector. En el proyecto se conservan los matices que imperan en la ley actual con algunas variantes, que en apariencia no son del todo precisas o adecuadas.

El artículo 190 sigue contemplando la obligación del órgano jurisdiccional que conoció del amparo, de comunicar sin demora a las autoridades responsables la ejecutoria en donde se conceda la protección federal, para que ésta sea cumplida.

Como aspecto innovador, precisa que en casos urgentes y de notorio perjuicio para el quejoso podrá ordenarse el cumplimiento de la sentencia protectora a través de los medios oficiales de comunicación con que cuente en el órgano jurisdiccional que conoció del juicio de garantías.

La anterior determinación, que pretende suplir la única posibilidad de comunicar la sentencia en que se concedió la protección constitucional por la vía telegráfica, como lo regula el artículo 104 de la Ley de Amparo en vigor, es del todo afortunada, pero se encuentra limitada por la ausencia de reglas que precisen a qué medios de comunicación, debe acudir la autoridad para ordenar el cumplimiento de la ejecutoria, que a su vez permitan dar certeza a la comunicación, tanto para el órgano jurisdiccional que comunica, como para el que recibe la comunicación, de modo que, la autoridad de amparo deje constancia de que notificó la sentencia protectora y la autoridad responsable tenga la seguridad que la notificación es fidedigna y por ello concluya que ha conocido del acto reclamado.

Lo anterior responde a que en un tribunal que conozca del juicio de amparo, pueden existir diferentes medios de comunicación, teléfono, fax, incluso correo electrónico, pero el proyecto no distingue cuáles pueden considerarse oficiales, pues en el artículo 190 antes mencionado, solo se precisan medios oficiales.

No se puede conocer que medios de comunicación pueden considerarse oficiales y este aspecto no se clarifica recurriendo al capítulo IV del Título Primero del proyecto, pues el artículo 27, fracción III, estable que en casos urgentes las notificaciones podrán realizarse por cualquier medio, sin perjuicio de que posteriormente se practiquen en la medida que no lo fueran.

Lo anterior lleva a la disyuntiva de considerar si una llamada telefónica, que evidentemente cae dentro del concepto cualquier medio, es suficiente para notificar una sentencia protectora; considerar que es un medio oficial y más aún que sea una forma que de certeza a la autoridad responsable de que realmente esta acatando una orden de un tribunal de amparo y no de algún bribón que se ostente como tal; que el mismo efecto tenga un fax o un correo electrónico.

En el proyecto, se contempla la posibilidad de servirse de los avances de la ciencia para comunicar un acuerdo judicial en caso de que se considere urgente la notificación, pero no establece la forma en que se pueda realizar la comunicación a fin de otorgar seguridad jurídica, remite a medios de comunicación oficiales y salvo el actuario, el telegrama o el correo certificado, no se puede establecer con claridad otros medios de comunicación que puedan reunir estas condiciones.

En el propio artículo 190, existe otra innovación que por primera vez podría ocurrir en el juicio de amparo y esto es el plazo para que la autoridad responsable comunique el cumplimiento de la ejecutoria protectora.

En el proyecto se distinguen casos de extrema urgencia y de notorio perjuicio al quejoso, que ameritan el cumplimiento inmediato de la sentencia de amparo. Para ello se establece el plazo de veinticuatro horas para que la autoridad responsable comunique sobre el cumplimiento del fallo.

Cuando no se considere que no es un caso urgente ni de notorio perjuicio, se propone que la autoridad responsable comunique sobre el cumplimiento dentro de un plazo de tres días.

En el proyecto no se dice el por qué de esta variante, pero se puede asumir que derive porque en la práctica, comúnmente las sentencias de amparo no se cumplen dentro de las veinticuatro horas como lo establece la ley vigente, y esto en la inmensa mayoría responde a cargas de trabajo, a la necesidad de ejecutar actos propicios para el cumplimiento que no pueden desarrollarse dentro de las veinticuatro horas o cualquier obstáculo que impide justificadamente a la autoridad a cumplir con la ejecutoria en el plazo de veinticuatro horas que estable el artículo 105 de la Ley de Amparo, pues sólo en caso excepcionales, el retardo en el cumplimiento se debe a una renuente negativa de la autoridad de cumplir con el fallo constitucional.

Si esta fue la intención para proponer que la autoridad responsable en aquéllos casos en que no se causara un notorio perjuicio al quejoso, tenga la obligación de comunicar el cumplimiento de la sentencia dentro de tres días, la propuesta es completamente loable, pero quizá no resuelve en su totalidad el problema.

El fijar un término concreto para el cumplimiento, ahora de tres días, tiene el mismo efecto que el anterior, pues se trata a todos los supuestos en que puede cumplirse una sentencia de garantías por igual, por ende, algunas podrán materialmente cumplirse en el plazo de tres días, pero otras no.

Entonces, si lo que se pretende evitar es el abuso que en la práctica existe de que las autoridades responsables casi o en la mayoría de las veces no cumplen con la ejecutoria de amparo en el plazo indicado en la norma (veinticuatro horas), probablemente ampliar el plazo a tres días propicie un efecto contrario y así en el ánimo de la autoridad responsable, se presente el argumento de que si la nueve ley de amparo prescribiera tres días en lugar de veinticuatro horas para el cumplimiento de la sentencia de garantías (obvio en casos no urgentes), la bonanza en el plazo podría producir que se retarde aún más el cumplimiento material e inmediato de las sentencias de amparo, pues puede dar lugar a que las autoridades concluyan que si antes la ley concedía veinticuatro horas para cumplir con la ejecutoria, lo que dejaba en evidencia la importancia y urgencia en su cumplimiento y a pesar de ello, existía cierta dispensa para no cumplir en ese plazo, al establecerse tres días para este efecto, daría pauta a poder retardar aún más el cumplimiento de la ejecutoria de amparo.

Por ello, quizá la manera de adecuar la ley a la realidad y de evitar que sea texto muerto, no sea fijar un plazo determinado para que la autoridad cumpla con la sentencia de garantías, sino que, el juzgador de amparo, atendiendo al caso concreto, fije el plazo conveniente para ese cumplimiento, con las consecuente responsabilidad de la autoridad de no cumplir dentro de él.

Plazo que al fijarlo el órgano de amparo, evidentemente tendrá que atender a la importancia de que las sentencias de garantías sean cumplidas rápidamente, para que así tenga sentido el juicio constitucional. 

En los artículos 191 y 192 se contempla una multa tanto para la autoridad responsable como para su superior jerárquico, en el caso de que por la naturaleza del acto reclamado se pueda cumplir la sentencia protectora y no se haya hecho o se encuentre en vía de cumplimiento.

En estos artículos no se establece el monto de la multa, por lo que hay que acudir al capitulo II del Título Tercero, para conocer su quantum.

En el artículo 254 existe un error aparentemente mecanográfico, pues se precisa que la multa a que refieren los artículos 192 y 193 será de cien a mil días.

Sin embargo, en el texto del artículo 193 no existe una alusión a la necesidad de imponer una sanción, como sí ocurre con el artículo 191. Por lo tanto, atendiendo a la semejanza que existe en el hecho que origina la multa que contemplan los artículos 191 y 192, la redacción correcta que se quizá se quiso hacer del artículo 254, fue en el sentido de que la multa a que refieren los artículo 191 y 192 será de cien a mil días.

Resulta entendible la justificación que en el proyecto se hace, sobre la forma de sancionar a aquellos servidores públicos que hubieran incumplido con la sentencia de amparo, en el sentido de que la Suprema Corte deba separar de su cargo a la autoridad y declararla responsable del delito contra la administración de justicia, en donde sólo se le dan vista por tres días a la autoridad para la individualización de la sanción.

Por lo tanto, si se dice que en el proyecto se salvan todos los requerimientos del derecho de audiencia de la autoridad, sería conveniente que en el texto mismo de los artículos 191 y 192, se precisara que al requerir a la autoridad responsable que informe sobre el cumplimiento del fallo protector, se le haga saber que en caso de que no haya aún cumplido, precise cuál es el obstáculo que le ha impedido hacerlo, para que de esta manera exista en el texto de la norma la posibilidad expresa de que la autoridad responsable alegue a su favor y el juez puede decidir sobre el particular antes de la remisión a la Suprema Corte del expediente.

El proyecto alude que en caso de que no se cumpla con la ejecutoria de amparo, la Suprema Corte de Justicia de la Nación separará de su cargo a la autoridad responsable y la declarara culpable del delito en contra de la administración de justicia. Pero a pesar de lo categórico de esta disposición, no está contemplado en el capítulo I y II de ese Título tercero, ni en el capítulo VII, que contiene las disposiciones complementarias, una disposición en términos semejantes a lo que dispone el artículo 109 de la Ley de Amparo en vigor y que prevea los casos en que la responsable goce de fuero constitucional. 

En el punto XII del capítulo respectivo a la introducción del proyecto, se dice que no, sin algunas opiniones encontradas, se estimó que la correcta interpretación de la fracción XVI del artículo 107 de la Constitución, es el sentido de que el Pleno de la Suprema Corte debe separar del cargo a la autoridad incumplida y consignar directamente ante el juez de Distrito, pero además se propone que sea la propia Suprema Corte la que individualice la sanción.

Evidentemente que la reforma propuesta va más allá de que ahora sea el Pleno de nuestro alto tribunal el que individualice la sanción que corresponda a la autoridad omisa. Pues de conformidad con lo dispuesto en el artículo 196, ya no existe consignación al ministerio publico, por ende, desaparece cualquier posibilidad de que se instaure un juicio y simplemente la Suprema Corte con las constancias que para tal efecto remita el órgano jurisdiccional que conoció del amparo, separará a la autoridad de su cargo y la declarara culpable del delito en contra de la administración de justicia.

Se dice en la introducción a este punto, que existen opiniones encontradas y realmente se justifica esta contraposición.

Nuestra constitución sustenta como principio general el de la división de poderes, en nuestro sistema a cada poder se le atribuye en forma preferente una función que debe realizar. Así al poder ejecutivo, por conducto del Ministerio Público se le ha otorgado el monopolio de la persecución de los delitos.

Es exacto que algunas de las atribuciones que se otorguen a un poder no son absolutas pues existe la posibilidad que los restantes poderes participen de ellas, dado que la atribución en la mayoría de los casos sólo es preferente. Sin embargo, despojar al Ministerio Público Federal de conocer del ilícito en que incurriría el servidor público que no acatara una sentencia de amparo, en apariencia no es del todo justificable.

Evidentemente que el órgano encargado de velar por la vigencia y respeto de las garantías individuales, lo es la Suprema Corte de Justicia de la Nación. Entre esta atribución de tutela y vigilancia del respecto a los derechos fundamentales que consagra nuestra carta magna, se incluye desde luego el cumplimiento de las sentencias de amparo dirigidas a reparar una garantía individual violada.

Pero esto no justifica que la tutela a las garantías individuales vaya hasta el grado de que la Suprema Corte, sin la acusación de un órgano investigador, en donde se haya estimado una conducta ilícita y se haya identificado al delincuente, necesidad que en el caso concreto se presenta en forma relevante cuando por los cambios de quien ocupa el cargo público, resulta difícil precisar cuál fue la persona física que en realidad no acató el fallo protector; sin ello, imponga una sanción, como en primer término lo es la separación de la autoridad de su cargo, también lo declare culpable de un hecho ilícito y sólo le de vista para individualizar la sanción.

Al margen de toda discusión sobre si lo anterior no controvierte lo dispuesto en el artículo 14 Constitucional o se pudiera considerar una excepción que justifique el interés público que existe de que las sentencias protectoras sean cumplidas; la función de tutela y vigía de las garantías individuales de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, se debe considerar agotada con los actos ejecutados para lograr la reparación de la garantía violada, llevados al extremo incluso, de que el órgano de amparo materialmente los ejecute si existe posibilidad de ello.

Pero, si por la desobediencia de un mandato de una autoridad de amparo, se incurrió en un delito, este supuesto es diferente y no se debe considerar dentro de las atribuciones de nuestro alto tribunal, perfilado como tribunal de constitucionalidad, pues la violación de la garantía ha sido reparada o se debe buscar que se haga, supuesto en el que descansa la verdadera función de la Suprema Corte, por consecuencia a quien corresponde indagar, reunir los elementos que se consideren típicos de un delito; es al Ministerio Público, en quien la sociedad deposita su confianza de la persecución de los delitos. De otro modo, tal como se propone en el proyecto, se puede entender que la Suprema Corte, tiene la atribución de procurar la vigencia de las garantías individuales y, de hacer respetar y cumplir sus determinaciones, pero que no confía en otro poder para la persecución y ulterior castigo a quien no obedezca sus fallos, como tampoco en los jueces federales de instancia encargados de imponer la sanción correspondiente.

Entonces, nuestro alto tribunal se va convertir, en el órgano acusador, en el juzgado instructor y quien decida la sanción aplicable a quien incurra en el incumplimiento de una sentencia de amparo, lo que va en contra del principio de división de poderes en que descansa nuestra Constitución, pues no se vislumbra ninguna justificación para que nuestro alto tribunal invada la esfera del Ministerio Público.

Por otra parte, de conformidad con lo dispuesto en los numerales 199, 200 y 201 del Proyecto de Ley de Amparo, Reglamentaria de los Artículos 103 y 107 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, se introduce el incidente de inconformidad con el que se confiere a las partes un medio de impugnación en contra de las resoluciones que se dicten con relación al cumplimiento o incumplimiento de las sentencias de amparo, y los supuestos fácticos que contempla son: el acuerdo en que se tuvo por cumplida la sentencia de garantías, aquélla que determina la imposibilidad de su acatamiento ya sea de índole material o jurídica, la que ordene el archivo del juicio y la que declare sin materia o infundada la denuncia de repetición de los actos reclamados.

En realidad, las hipótesis planteadas no constituyen en sí una innovación, ya que en el capítulo sobre la ejecución de las sentencias, la ley que actualmente rige, en los ordinales 105, párrafo tercero, y 108, párrafo primero, dispone un procedimiento para recurrir las determinaciones en que se tenga por cumplida la sentencia de garantías cuando el interesado no esté conforme y para el caso de desacuerdo con el proveído que resuelva la denuncia de repetición del acto reclamado, respectivamente, y tanto en los casos a que se refiere el indicado cuerpo de leyes como en los que se exponen en la nueva legislación, se dispone remitir los autos a la Suprema Corte de Justicia de la Nación quien resolverá lo que corresponda. Sin embargo, en el último ordenamiento legal, además de contemplar similares disposiciones a las que actualmente rigen, se agregan dos hipótesis más: cuando exista declaratoria sobre imposibilidad material o jurídica de ejecutar el fallo de garantías y cuando se ordene el archivo del juicio.

El incidente propuesto es acertado, dado que en él únicamente se reglamentó y sistematizó lo que la vigente Ley de Amparo establece para impugnar el cumplimiento a las ejecutorias de garantías y, las hipótesis novedosas que plantea, forman parte del mismo marco legal, pues igual agravio puede ocasionar a los quejosos la determinación de que existe imposibilidad para cumplir con el fallo protector o que se decrete el archivo del juicio de amparo, que el diverso proveído en el que se decrete que ha sido cumplido o que no existe repetición del acto reclamado, en virtud de que todas esas resoluciones producen como efecto que la sentencia de garantías no sea materia de posterior análisis.

Con relación al incidente sobre cumplimiento sustituto de las ejecutorias de amparo, previsto en los ordinales 202 y 203 de la nueva legislación propuesta, tampoco es novedoso pues en el último párrafo del numeral 105 de la vigente ley reglamentaria de los artículos 103 y 107 constitucionales, establece una incidencia para el caso de que el peticionario de amparo, opte por el pago de los daños y perjuicios en lugar del cumplimiento de la sentencia protectora de garantías individuales, facultando al juez de Distrito para dictaminar la cuantía de la erogación.

Ahora bien, con relación a la potestad oficiosa que confiere la nueva ley a la Suprema Corte de Justicia de la Nación para que de inicio al incidente de cumplimiento sustituto, cuando la ejecución de la sentencia de amparo afecte gravemente a la sociedad en mayor proporción que los beneficios que pudiera obtener el quejoso, se propone que esa facultad sea propia de los jueces Federales, conforme a las siguientes consideraciones:

En la evolución histórica del juicio de garantías, se han restringido las atribuciones del Máximo Tribunal de la Nación a fin de que conozca, casi de manera exclusiva, de las cuestiones que sobre constitucionalidad de leyes, planteen los gobernados, lo cual evidentemente ha obedecido a la pretensión de que el citado Alto Tribunal, no distraiga su atención en cuestiones de legalidad que bien pueden resolver los órganos jurisdiccionales de menor jerarquía, lo que redunda en que los temas de constitucionalidad de leyes, de importancia preponderante para la Nación, sean fallados en el menor tiempo posible. Partiendo de esa base, si se faculta a los jueces de Distrito para que den inicio al incidente de cumplimiento sustituto de las ejecutorias de amparo, se cumplirá con el objetivo buscado al restringir las actividades del Alto Tribunal.

En esos términos, se propone que sean los jueces Federales quienes oficiosamente inicien la incidencia en comento, dando parte al quejoso para que exponga lo que a sus intereses corresponda y, seguido el incidente por sus trámites, resuelvan lo que corresponda, sugerencia con la que se evitaría que el máximo órgano de control constitucional, atienda con la celeridad requerida, los casos que son materia de su competencia y que es acorde con el texto propuesto en el proyecto de la nueva Ley de Amparo, pues el último párrafo del artículo 203, faculta a los órganos de amparo que conozcan del incidente iniciado por el quejoso; en consecuencia, no existe razón para que los jueces federales no puedan iniciar el incidente respectivo, dada la competencia de que se encuentran investidos para fallar en cuanto al fondo las incidencias de mérito.

En el capítulo V, artículo 204 del proyecto de  la nueva Ley de Amparo, se establece  en forma novedosa el incidente por exceso o defecto en la ejecución de las resoluciones que hayan concedido  la suspensión u otorgado el amparo,  el cual en la ley actual procede a través del recurso de queja, en la fracciones IV y IX, del artículo 95.

Por su parte, el artículo 205 del proyecto de Ley en comento,  faculta en ambos supuestos a cualquier persona agraviada para que promueva dicho incidente, lo que de alguna manera reitera lo dispuesto en el artículo 96 de la actual legislación, también se establecen los plazos para promoverlo, respecto de resoluciones que concedan la suspensión, se podrán promover en cualquier tiempo, mientras no cause ejecutoria la resolución principal, en un año  respecto a los cumplimientos de sentencia y para los casos en que se haya otorgado el amparo contra actos que impliquen privación de la vida, restricción a la libertad, deportación, destierro, o cualquiera de los prohibidos por el artículo 22 de la Constitución Federal, será en cualquier tiempo.

El artículo 206, establece el procedimiento del incidente, y señala para tal efecto que se presentará ante el órgano jurisdiccional que conozca o haya conocido del juicio de amparo (directo o indirecto),  acompañado de copias para cada una de las partes, luego el órgano jurisdiccional requerirá a la responsable para que rinda su informe en el plazo de tres días,  y ante la falta o deficiencia del informe se presumirá cierta la conducta reclamada, transcurrido el plazo, con informe o sin él, se citará a audiencia a celebrar en 72 horas para resolver en el plazo de 5 días.

Lo relevante del precepto, es que unifica  el trámite a seguir,  estableciéndose igual plazo para resolver, pero ya no impone  una  multa a la autoridad por la omisión de la rendición del informe, como lo dispone el actual artículo 100 de la Ley de Amparo, lo que no se justifica ante la obligación de la autoridad responsable de hacer del conocimiento  del órgano de control constitucional sobre el cumplimiento que dé a la sentencia de amparo, y de esta guisa se le conmine a  rendir el  citado informe.

También se estima que  para que el órgano de control de constitucional  esté en aptitud de determinar con certeza si se cumplió o no con la resolución de amparo, es necesario  que  la autoridad responsable acompañe al informe  aludido, las constancias  relativas al cumplimiento.

De esta guisa, se propone una adición a la fracción II, del  artículo 206 del Proyecto de la Nueva Ley de Amparo, para quedar con la redacción siguiente:

“II. El órgano jurisdiccional de amparo requerirá a la autoridad responsable para que rinda un informe al que deberá acompañar las constancias relativas al cumplimiento que haya efectuado, en un plazo de tres días. La falta o deficiencia  del informe establece la presunción de ser cierta la conducta que se reclama;”

También se establece  en el artículo 207, como una regulación novedosa, cuando la autoridad responsable omita cumplir cabalmente con la sentencia que establece la existencia del exceso o defecto en el cumplimiento, dentro de las 24 horas respecto de resoluciones de suspensión, o tres días en los demás casos, se remitirá el expediente a la Suprema Corte de Justicia, para los efectos de la fracción XVI del artículo 107 de la Constitución Federal.

Asimismo con motivo de la declaración general de inconstitucionalidad o interpretación conforme de la ley, se establece en el artículo 208, que si con posterioridad a la entrada en vigor de la declaración general de inconstitucionalidad o interpretación conforme, se aplica la norma general inconstitucional o se le da un sentido diverso al establecido en la declaración correspondiente, el afectado podrá hacer valer los medios de defensa que establece el título ante el juez de distrito competente de acuerdo con las reglas del capítulo V, título primero, es decir, podrá hacer valer un incidente conforme a los lineamientos citados.

Como algo trascendental  se observa en el artículo 211 el cual establece que en los incidentes del citado título, el órgano jurisdiccional de amparo deberá suplir la deficiencia en la vía y a los argumentos hechos valer por el promovente, sin que en dicho precepto se haga distinción alguna, por lo que debe entenderse que existe suplencia tanto en amparo Directo como Indirecto y en  todas las materias.

El artículo 209 del proyecto de la nueva Ley de Amparo plasma el contenido del numeral 111 de la ley actual, para los casos en que el órgano jurisdiccional de amparo haga cumplir la sentencia de que se trata  dictando las órdenes  necesarias, pero  en el párrafo segundo, al ocuparse de  la libertad personal,  en la que debiera restituirse al quejoso por virtud de la sentencia y la autoridad responsable se negare a hacerlo u omitiere dictar la resolución que corresponda, establece  un término que no podrá exceder de tres días, para que el órgano jurisdiccional de amparo mande ponerlo en libertad sin perjuicio de que la autoridad responsable dicte después la resolución que proceda; lo cual se estima no es congruente con lo dispuesto en el artículo 190 del citado proyecto, en el que  se señala un término de veinticuatro horas para que las autoridades informen sobre el cumplimiento de la ejecutoria en casos urgentes y de notorios perjuicios para el quejoso, pues la libertad de una persona indudablemente reviste ese carácter de urgente y de notorio perjuicio, por ende, se propone una reforma al precepto 209 citado, en su párrafo segundo, segunda parte,   para quedar como sigue:

“Artículo 209. ...pero si se tratare de la libertad personal, en la que debiera restituirse al quejoso por virtud de la sentencia y la autoridad responsable se negare a hacerlo u omitiere dictar la resolución que corresponda dentro de un término que no podrá exceder de veinticuatro horas, el órgano jurisdiccional de amparo mandará ponerlo en libertad sin perjuicio de que la autoridad responsable dicte después la resolución que proceda.  Los encargados de las prisiones, darán debido cumplimiento a las órdenes que se les giren conforme a esta disposición.”

Con respecto a la reducción de cinco a tres ejecutorias para la formación de jurisprudencia por reiteración, que se propone en el proyecto de ley de amparo, se estima inadecuada por cuanto ve a la que deban establecer los Tribunales Colegiados.

Ésta consideración, se sustenta en que la tradición jurídica mexicana ha concebido a los criterios emitidos por los órganos jurisdiccionales del Poder Judicial de la Federación, con rango obligatorio, como actos  en los que la experiencia jurídica, la reflexión, el sentido común y la equidad, han servido como hitos orientadores del criterio jurídico que habrá de seguirse en lo futuro en casos semejantes; por lo que, sin prejuzgar que con la reducción del número de ejecutorias que se propone en el artículo 220 del proyecto, puedan fructiferar criterios adecuados que den certeza jurídica, se considera que con la propuesta en comento, al menos se disminuye la posibilidad de alcanzar aquellos atributos.

Lo anterior, cobra especial relevancia si se relaciona con la diversa propuesta contenida en el segundo párrafo del artículo 215 del proyecto de ley, en el que en nuestra opinión con desacierto se establece la obligatoriedad para los Tribunales Colegiados de la jurisprudencia que forme un determinado órgano de igual jerarquía, porque de establecerse, no podría entonces denunciarse la diferencia de tesis, que en lo conducente se reglamenta en el capítulo III del título IV, al establecerse las normas relativas para la formación de jurisprudencia por contradicción, lo cual redundaría en una incongruencia.

Con relación al numeral 222 que se propone, se considera debe agregarse que cuando una jurisprudencia sea interrumpida, deba ser también publicada la ejecutoria que la interrumpió, ello a efecto de dar publicidad a esa resolución que de suyo sería útil para juzgadores y litigantes. Lo anterior en atención a que el texto legal sólo propone la publicación en tratándose  de la formación y sustitución de la jurisprudencia.

Por otra parte, no se estima adecuado que los Tribunales Colegiados, en términos de lo que se propone en el numeral 225, estén facultados para solicitar a las Salas o al Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, que ejerzan su competencia originaria, a fin de interrumpir o sustituir la jurisprudencia que dichos órganos formaron, porque con ello se trastocaría el principio de jerarquía jurisdiccional. En todo caso, se estima que los legitimados para realizar tal propuesta, lo son las partes a quienes el criterio jurisprudencial de las Salas o del Pleno del Máximo Tribunal hubiere incidido en algún caso concreto en el que fueren parte y estimen existan razones fundadas para que se interrumpa o se sustituya la jurisprudencia.

El proyecto de la Ley de Amparo Reglamentaria de los artículos 103 y 107 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en su título quinto, contempla un capítulo novedoso en el que se regula lo relativo a las medidas disciplinarias y de apremio que previo apercibimiento se pueden imponer, las primeras, a quienes falten al respeto y al orden que en todo tribunal jurisdiccional deben imperar; y, las segundas, a quienes se resistan a cumplir con las determinaciones de los tribunales.

En el primero de los artículos invocados se establece que para mantener el orden y exigir respeto, se puede imponer a las partes y a los asistentes al juzgado una multa o bien la expulsión del recinto judicial o del lugar en donde se celebre la audiencia, hipótesis en la que incluso dicha diligencia podrá continuar en privado; asimismo, en el segundo de los numerales invocados se prevé que para hacer cumplir sus mandatos, los tribunales podrán imponer multas, hacer uso de la fuerza pública, e incluso ordenar que se ponga al desobediente a disposición del ministerio público en caso de flagrancia y en los demás casos se debe levantar el acta correspondiente para presentar la denuncia ante la representación social. 

Importa destacar que en los artículos que se analizan no se establece el monto de la multa, por lo que para ese efecto se debe acudir a lo dispuesto en los numerales 238 y 255, de los cuales se advierte que el importe de las multas será de cincuenta a quinientos días de salario mínimo vigente en el Distrito Federal.

Cabe señalar que en el artículo 255 existe un error en su redacción, por cuanto que en el mismo se establece que las multas a que se refieren los numerales 235, fracción I, y 236, fracción I, serán de cincuenta a quinientos días de salario mínimo vigente en el Distrito Federal; sin embargo, como se advierte del texto que se propone, en principio el ordinal 255 no consta de ninguna fracción, además de que se refiere a la publicación de las declaraciones generales de inconstitucionalidad o de interpretación.

Por tanto, teniendo en cuenta que en los numerales 236, fracción I, y 237, fracción I, es en donde se establece la posibilidad de aplicar multas sin señalar su quantum, es dable suponer que la redacción correcta del numeral 255, es en el sentido de que la multa a que se refieren los artículos 236, fracción I, y 237, fracción I, será de cincuenta a quinientos días de salario mínimo vigente en el Distrito Federal.

La innovación del capítulo que se analiza se estima acertada, por cuanto a que complementa la Ley de Amparo, estableciendo con precisión las medidas disciplinarias y de apremio de las que pueden hacer uso los tribunales federales, evitando así recurrir en forma supletoria al Código Federal de Procedimientos Civiles.

Por otra parte, la excepción prevista en el artículo 238, segundo párrafo, en relación a que cuando el infractor sea jornalero, obrero o trabajador, la multa a que se haga merecedor no podrá exceder de su jornal o salario de un día, se estima acertada dado que tiende a proteger a las clases más desprotegidas, a efecto de que no les sean demasiado onerosas las multas a que se hicieren acreedores.

Por otro lado, del texto de los artículos del 240 al 256, contenidos en el capítulo relativo a las responsabilidades y sanciones, se puede advertir que las multas que se imponen a las partes y auxiliares en el juicio de amparo, e incluso a algunos funcionarios judiciales federales como son los actuarios, se incrementaron de manera considerable. 

Al respecto, cabe señalar que por lo que ve al incremento de las multas a que se hacen acreedores los gobernados por las conductas descritas en cada una de las hipótesis previstas, las mismas se encuentran encaminadas a sancionar conductas que van en detrimento de la impartición de una justicia pronta y expedita, como puede ser por ejemplo la tramitación de un incidente notoriamente improcedente, de ahí que el incremento resulta entendible por cuanto que lo que se persigue es evitar las conductas tendentes a retardar la aplicación del derecho.

Sin embargo, no se justifica el incremento en las multas a que se hagan acreedoras las autoridades responsables, auxiliares o funcionarios judiciales, pues si bien tales sanciones se encuentran orientadas a proteger los mismos principios a que se hizo alusión en el párrafo que antecede, no debe soslayarse que las faltas en que llegan a incurrir en muchos casos obedecen a la carga de trabajo que generalmente prevalece en sus oficinas, sin que exista la intención real de retardar la administración de la justicia.
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ADICION AL INCISO B) DE LA FRACCION I DEL ARTICULO 95 CONTENIDO EN LA SECCION PRIMERA DEL CAPITULO XI DEL TITULO PRIMERO DEL PROYECTO DE LEY DE AMPARO, RELATIVO AL RECURSO DE QUEJA EN AMPARO  INDIRECTO.

El juicio de amparo constituye la institución jurídica protectora de las garantías individuales de los gobernados frente al poder público, y es el medio por el cual es factible combatir la inconstitucionalidad de cualquier acto que emita una autoridad con independencia de su rango o jerarquía.

Por su importancia, y por su naturaleza misma, debe ser accesible a todo gobernado, por lo cual los mecanismos para obtener su eficacia deben ser lo suficientemente precisos y definidos, de manera que no se presten a confusiones y permitan que el gobernado pueda lograr el objetivo que se proponga al acudir ante los órganos jurisdiccionales para solicitar la protección de la Justicia Federal.

Si bien los juzgadores tienen que sujetarse al estricto cumplimiento de sus deberes de  impartición de justicia, también lo es que quienes se estiman afectados indebidamente por una decisión, deban tener la posibilidad de solicitar la reparación de los agravios que sostengan haber resentido por las decisiones de las autoridades jurisdiccionales, por lo que es preciso contar con medios para tal efecto, los cuales debe establecer el legislador como recursos, a fin de que las partes cuenten con la máxima seguridad de la certeza de los fallos de los órganos impartidores de justicia, pues en todo proceso existe un principio general de impugnación, esto es, que las partes dispongan de los medios para combatir las resoluciones de los tribunales cuando éstas en su caso, no resultan apegadas a derecho. Esto es, los recursos son los medios de impugnación que se hacen valer contra una resolución judicial pronunciada en un proceso, generalmente ante un juez o tribunal de mayor jerarquía y de manera excepcional ante el mismo juzgador, con el objeto de que dicha resolución sea revocada, modificada o anulada. 

La existencia de recursos viene a constituir una de las garantías más importantes dentro de un sistema jurídico para lograr la plena legalidad de las determinaciones judiciales, pues la sociedad  reclama un sistema de justicia que permita de manera eficaz el ejercicio de las garantías que establecen las leyes, apoyado en la garantía que establece el artículo 17 de la Constitución Federal.

Tratándose del juicio de amparo, en el proyecto de la ley de la materia, en el artículo 78, se señalan como medios de impugnación, los de revisión, queja y reclamación.

Para efectos de esta ponencia me permito citar como punto de referencia el axioma que establece:  "EADEM RATIO EADEN DISPOSITIO", el cual consiste en que cuando existan situaciones similares derivadas de una misma razón generadora, debe aplicarse una misma disposición para tomar la resolución correspondiente.

El  primer  planteamiento  al  que  me  refiero en esta ponencia,  es el siguiente: 

Cuando se presente una demanda de amparo contra actos que importen peligro de privación de la vida, deportación, destierro, alguno de los prohibidos por el artículo 22 de la Constitución Federal, así como la incorporación forzosa al ejército, armada o fuerza aérea nacionales, se establece que procede la suspensión de oficio y de plano, conforme a los artículos 14 y 124 del proyecto de ley, y el Juez de Distrito estime que carece de competencia para conocer de la misma, no por ello debe de dejar de decidir sobre la suspensión de esos actos, como se establece en el artículo 46 del referido proyecto. La entonces Segunda Sala de la H. Suprema Corte de Justicia de la Nación en la jurisprudencia 5/90, ha sustentado criterio en el sentido de que es procedente el recurso de queja en contra de una resolución de incompetencia que omita proveer respecto de la suspensión de oficio, tesis la cual aparece publicada en la página 127 del Tomo VI, Primera Parte, julio a diciembre de 1990, de la Octava Epoca del Semanario Judicial de la Federación, de rubro:

“QUEJA, RECURSO DE. ES PROCEDENTE EN CONTRA DE UNA RESOLUCION DE INCOMPETENCIA QUE OMITA PROVEER RESPECTO DE LA  SUSPENSION DE OFICIO, en  la cual se tomó como premisa la de que cuando se combate una resolución de incompetencia que hubiese omitido proveer sobre la suspensión de oficio de los actos reclamados, se estaba cuestionando una resolución irregular, teniendo la misma un claro efecto positivo e influencia dentro del proceso, y que equivale a una negativa de la suspensión.

De lo anterior se advierte la necesidad de establecer la procedencia de un recurso contra los proveídos del juez de Distrito o de los jueces de primera instancia de los poderes judiciales de los Estados, que declaren la incompetencia para conocer de una demanda en cuanto omitieren proveer respecto a la suspensión de oficio de los actos reclamados.

Así, estimo que la solución al anterior planteamiento, es la siguiente:

a). En primer término, partiendo del principio de seguridad jurídica de los gobernados, que se establezca la procedencia del recurso de queja en contra de los acuerdos que declaren la incompetencia de plano sin proveer sobre la suspensión de oficio de los actos reclamados,  pues si se estima procedente en el proyecto el recurso de queja en todos los supuestos referentes al proveído inicial que debe recaer a la promoción de una demanda de amparo, tendría mayor seguridad jurídica el quejoso o el inconforme contra el proveído relativo, al disponer de un solo  medio de reparación, que debe ser el de queja.

b). Que tal hipótesis de procedencia del recurso de queja se ubique dentro del supuesto que ha establecido de manera sumarísima  el  proyecto en la última parte del artículo 99, pues cuando el órgano jurisdiccional se haya declarado incompetente de plano para conocer de la misma sin proveer sobre la suspensión de oficio de los actos reclamados, estará latente la circunstancia de que no será hasta que se avoque al conocimiento la autoridad a quien se declinó la competencia o se resuelva el conflicto correspondiente, cuando se subsane la omisión, ya que tratándose de competencia, los particulares no pueden tener participación porque es un aspecto que corresponde sólo a los órganos jurisdiccionales, como se advierte de la jurisprudencia 35/97 del Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, publicada en la página 46, del Tomo V, Junio de 1997 de la Novena Epoca del Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, que dice: 

"INCOMPETENCIA POR DECLINATORIA DICTADA EN LA "AUDIENCIA CONSTITUCIONAL. NO ES RECURRIBLE EN "REVISION. Es improcedente el recurso de revisión hecho valer "en contra de la resolución de un Juez de Distrito que declina en "la audiencia constitucional su competencia a favor de un Juez "Federal de otro Circuito, en virtud de que tal hipótesis no "encuadra dentro de los supuestos contenidos en el artículo 83 "de la Ley de Amparo, toda vez que no resuelve en definitiva la "instancia, concediendo, negando o sobreseyendo en el juicio de "amparo. Además, se trata de procedimientos diferentes "contenidos dentro del ordenamiento jurídico mencionado y que "se pueden suceder en el trámite de un juicio de garantías; el que "resuelve la litis constitucional cuyo interés, por ser de orden "público, compete a las partes y sobre el cual el Juez de Distrito "determina la procedencia de las pretensiones reclamadas; y otro "especial de orden preferente, que es el relativo al ámbito de las "facultades que la ley otorga al Juez para resolver dentro del "orden de su competencia, y en el que intervienen únicamente "los órganos federales, sin que se conceda participación alguna a "los particulares".

El segundo planteamiento a que se refiere este trabajo consiste  en lo siguiente: 

La jurisprudencia 10/92 de la entonces Segunda Sala de la H. Suprema Corte de Justicia de la Nación, publicada en la página 346 del Tomo VI, Materia Común, del Apéndice al Semanario Judicial de la Federación 1917-1995, ha establecido lo siguiente: 

"SUSPENSION PROVISIONAL. EL RECURSO DE QUEJA ES "PROCEDENTE CONTRA LA DETERMINACION QUE "ESTABLECE LOS REQUISITOS PARA QUE SURTA "EFECTOS.  El artículo 95, fracción XI de la Ley de Amparo, que "establece la procedencia del recurso de queja en contra de las "resoluciones pronunciadas por los jueces de Distrito en las que "concedan la suspensión provisional, debe entenderse en el "sentido de que comprende a los acuerdos que tengan relación "con esa medida cautelar, por lo que también abarca las "condiciones que se fijen al quejoso para que aquélla surta "efectos, toda vez que tales premisas no pueden desvincularse la "una de la otra, pues su coexistencia se da al formar parte del "mismo acto en que se concede la suspensión de los actos "reclamados; por tanto, es procedente el recurso de queja "cuando solo se impugnen las condiciones fijadas para que la "suspensión surta sus efectos".
Esto es, señala la procedencia del recurso de queja en términos del artículo 95, fracción XI, de la Ley de Amparo vigente, contra la determinación que establece los requisitos para que surta efectos la suspensión provisional de los actos reclamados, pues en efecto si la existencia de esa hipótesis obedeció a la necesidad de que las partes cuenten con un medio de defensa contra las resoluciones que concedan la suspensión provisional de los actos reclamados, entonces los requisitos de efectividad de la medida cautelar forman parte del proveído concesorio y quien esté inconforme con los mismos debe tener a su alcance ese medio de impugnación para cuestionarlos; entonces es conveniente por razones de congruencia y de seguridad jurídica de las partes en el juicio, que ese supuesto se fije en la ley de la materia.

Lo anterior constituye un medio para lograr una mejor eficacia en la impartición de la justicia, por la unidad en la existencia de recursos y rapidez en la solución de los mismos, a fin de lograr ese estado de derecho que la sociedad demanda al tener a su alcance una eficiente solución a los problemas jurídicos que resultan en la tramitación de los juicios de amparo, cuya institución constituye la protección y salvaguarda de los derechos de los gobernados frente al poder público a efecto de evitar la afectación de garantías individuales y que se corrijan oportunamente las decisiones, incorrectas en su caso, de los órganos a quienes se encomienda el trámite y solución de los juicios de amparo indirectos.

En conclusión, atendiendo a las dos cuestiones a que me he referido, se propone adicionar el inciso b) de la fracción I del artículo 95 del proyecto, para quedar en los términos siguientes: 

Artículo 95. El recurso de queja es procedente: "I. En amparo “indirecto, contra las siguientes resoluciones: b). Cuando la “autoridad a quien corresponda conocer de la demanda de “amparo se declare incompetente de plano para conocer de la “misma sin proveer sobre la suspensión de oficio de los actos “reclamados, y contra las resoluciones que concedan o nieguen “la suspensión provisional o de oficio de los actos reclamados, y “en caso de que decreten esa medida cuando se impugnen las “condiciones fijadas para que surta sus efectos".
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I N T R O D U C C I O N :

En un sistema de División de Poderes, como ocurre en el Federalismo Mexicano, cada uno de los Poderes tiene sus propias atribuciones, de conformidad con lo dispuesto en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y de esta forma es como se mantiene el equilibrio del Poder Político, en beneficio de los mexicanos; este principio de división de poderes está sustentado en el artículo 49, de la  propia Constitución Federal, que tutela la autonomía con que se desarrollan los Poderes, ya desde el punto de vista interno o externo, pero sin que un poder pueda afectar la órbita de facultades o competencias de los otros, que para tal efecto se determinan en la Ley Suprema, y así tenemos que los artículos 73, 74, 75, 76, 77, 78, y 79, establecen las facultades del Poder Legislativo; los artículos 80, 83, 89, y 29, estatuyen las facultades del Presidente de la República, y en cuanto al Poder Judicial de la Federación, tales facultades, están determinadas en los artículos 94, 103, 104, 105, 106, y 107, de la Ley Fundamental. 

Ahora bien, compete al Poder Judicial Federal velar por el respeto de las garantías individuales que tutela la Constitución, en beneficio de los habitantes del Territorio Mexicano, a través del juicio de amparo, anulando los actos de autoridades que violen garantías individuales.

Para garantizar la plena autonomía de los Poderes, la Constitución faculta a la Suprema Corte de Justicia de la Nación, para conocer de las controversias constitucionales y acciones de inconstitucionalidad, en términos del artículo 105, fracciones I, y II, de la Constitución Federal, y a través de éstos procedimientos, se pueden anular actos o disposiciones generales que sean contrarios a la Constitución, y que obviamente invaden facultades del poder que reclame la ley o disposición general en las controversias constitucionales. Y en cuanto a la acción de la inconstitucionalidad se puede obtener la anulación de la ley que haya sido aprobada por la mayoría de los Diputados del  Poder Legislativo, si se llegara a justificar su transgresión a la Carta Magna.

A través de este control constitucional, la Suprema Corte de Justicia de la Nación, garantiza la independencia y separación de Poderes. En suma, el Poder Judicial Federal vigila que la Carta Magna sea aplicada para que opere un auténtico estado de derecho, dado que este Poder Judicial se coloca al mismo nivel de la Constitución, es decir, por encima de los otros Poderes, a los cuales juzga y limita en nombre de la Ley Suprema.

La defensa de la Constitución en los términos apuntados, fortalece la Soberanía Nacional y por tanto, se justifica de manera inaplazable proyectar una nueva Ley de Amparo que vigorice a la Suprema Corte de la Nación como máximo órgano jurisdiccional en el país para que por los medios garantistas, se enaltezca la esencia republicana y los principios de supremacía constitucional sean una realidad en la vida democrática del país, fundamentalmente en el renglón de justicia que es el pilar de la paz y de la seguridad de  mexicanos  y de los habitantes del territorio.

La jurisprudencia de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, tiene una función social en materia jurídica importantísima, porque orienta a los Tribunales del país en la aplicación adecuada del derecho, tanto en la procuración como en la administración de justicia. Se puede decir que la jurisprudencia constituye el máximo criterio que aclara los defectos de la ley, cubre los vacíos legislativos, pero sobre todo imprime un dinamismo constitucional, por cuanto que por medio de ella, las autoridades jurisdiccionales se someten a los principios fundamentales de la Constitución Federal.

Hemos advertido que en el país se aplican leyes inconstitucionales, pese a que en algunos casos, en tales términos ya han sido declaradas por la jurisprudencia sustentada por la Suprema Corte de Justicia de la Nación; solamente se inaplican, cuando el particular afectado ocurre al juicio de garantías, puesto que las autoridades distintas del juicio de amparo, soslayan la aplicación de la jurisprudencia en esta materia. Se ha sostenido que de tener una aplicación general la jurisprudencia, se rompería la fórmula Otero, o principio de la relatividad de la sentencia que se prevé en el artículo 107, fracción II, de la Constitución Federal, y 76, de la Ley de Amparo, el cual determina que “las sentencias que se pronuncian en los juicios de amparo sólo se ocuparán de los individuos particulares o de las personas morales, privadas u oficiales que lo hubiesen solicitado, limitándose a ampararlos y protegerlos, si procediere, en el caso especial sobre el que verse la demanda, sin hacer una declaración general, respecto de la ley o acto que la motivare”
, de modo que cuando los particulares no reclamen la inconstitucionalidad de la ley o del acto, la Constitución queda vulnerada, por  prevalecer por encima de ella una ley ordinaria.

No es digno que en un Sistema Republicano y Democrático tengan preferencia en cuanto a su aplicación las leyes ordinarias y no la Constitución Federal por parte de las autoridades, por lo que se considera importante fortalecer la jurisprudencia, otorgándole efectos generales para evitar la aplicación de leyes que contradigan el pacto federal.

EL PODER LEGISLATIVO COMO RESPONSABLE EN EL AMPARO INDIRECTO.

Por los motivos señalados en los párrafos que anteceden, se considera atinado el que se otorgue efectos generales a la jurisprudencia tratándose de inconstitucionalidad de leyes, como se prevé en los artículos 232, 233, y 215, del Proyecto de la Ley de Amparo; sin embargo se estima pertinente no perder de vista que al tener una aplicación general la jurisprudencia en materia de inconstitucionalidad de leyes, propiamente se provocaría la derogación de la ley declarada inconstitucional, porque conforme al artículo 215, del proyecto, la jurisprudencia es obligatoria para el Pleno y para las Salas de la Suprema Corte, Tribunales Colegiados de Circuito, Juzgados de Distrito, Tribunales Militares, y Judiciales del orden común de los Estados y del Distrito Federal, y Tribunales administrativos y del trabajo, locales o federales, por lo que será siempre saludable escuchar a la autoridad Legislativa responsable y autora de la ley tildada de inconstitucional, ya que se trata de un poder en términos del artículo 50, de la Constitución Federal, y si se anula la ley que le es atribuible, por medio del juicio de amparo que promuevan los particulares afectados, es importante que se otorgue la oportunidad de defensa, para que no se considere por razón de la jurisprudencia derogatoria, que exista una invasión de poderes, de ahí que se sugiere que ésta en materia de inconstitucionalidad de leyes, se instituya únicamente en los casos en que se señale como responsable al Poder Legislativo, es decir que la jurisprudencia derogatoria únicamente surja de los amparos indirectos de los que conocen los jueces de distrito en términos de los artículos 114, al 157, del Título Segundo de la Ley de Amparo, porque solamente siguiendo este trámite, es como se da la oportunidad de que sea escuchado el Poder Legislativo para que en su caso formule la defensa que  estime conveniente y  pueda incluso inconformarse contra la sentencia que se dicte en la audiencia constitucional, a efecto de que la Suprema Corte de Justicia de la Nación, conozca del recurso de revisión respectivo, y en su oportunidad cuando se den los casos necesarios establezca la jurisprudencia correspondiente.

En cambio en los juicios de amparo directo, del que conocen los Tribunales Colegiados de Circuito, de conformidad con los artículos del 158, al 191, Título Tercero de la Ley de Amparo, no se da la coyuntura jurisdiccional para que la Autoridad Legislativa, incluso el Ejecutivo que promulgó la ley, puedan tener intervención y emitan argumentos defensivos de la ley enjuiciada, porque lo que se examina es la sentencia definitiva y sólo se alega la inconstitucionalidad de la Ley como concepto de violación, pero no constituye el acto reclamado.

En consecuencia, se hace la propuesta de aclarar en el proyecto de la Ley de Amparo, que la jurisprudencia sobre inconstitucionalidad de leyes se formará con motivo de las decisiones en los recursos de revisión que se interpongan contra las sentencias que se pronuncien en los juicios de amparo indirecto, que son de la competencia de los jueces de distrito.

REVISIÓN DE OFICIO DE LOS AMPAROS QUE CONCEDAN LA PROTECCIÓN FEDERAL.

Si se siguiere este método que se propone, habría que considerar la pertinencia de la revisión oficiosa de las sentencias que declaren la inconstitucionalidad de la ley, cuando la autoridad legislativa o el tercero perjudicado en los casos en que existe éste, no interpongan el recurso de revisión, porque pudiera suceder que el poder legislativo con toda intención mantenga esa postura indiferente respecto del recurso, con la finalidad de evitar que se den precedentes que a la postre conlleven la formación de la jurisprudencia por parte de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, y así evitar la anulación de leyes inconstitucionales.

EXTENSIÓN DE LA OBLIGATORIEDAD DE LA JURISPRUDENCIA EN AMPARO CONTRA LEYES.

El fin teleológico de la jurisprudencia como se propone en el proyecto es el de evitar que se consume la violación de la Constitución por medio de leyes que apliquen las autoridades en el país, por lo que se hace la propuesta de ampliar el texto del primer párrafo del artículo 215, del proyecto de la Ley de Amparo, toda vez que sólo se hace mención de la fuerza obligatoria de  ésta para los Tribunales, pero se omite generalizar a autoridad distinta de la jurisdiccional, por lo que se considera importante hacer esta aclaración, ya que el concepto tribunal se refiere al órgano de jurisdicción destinado a la aplicación del derecho por la vía del proceso, y por tanto, aquellas autoridades  que deciden derechos sustantivos sin seguir un proceso entre partes, obviamente que como aparece en el proyecto, estarían exoneradas de aplicar la jurisprudencia, y en cambio violentando el Pacto Federal, aplicarían la ley ordinaria declarada inconstitucional en perjuicio del gobernado, razón por la cual se considera necesario incluir en el citado artículo 215, a las autoridades en general, para que así se garantice una auténtica Justicia en bien de los Mexicanos.

Además, no pasa inadvertido que en el citado artículo 215 del Proyecto se omitió citar que la jurisprudencia obliga a los Tribunales Unitarios de Circuito, quienes están obligados a aplicar la jurisprudencia, máxime que conforme a la actual Ley de Amparo, tienen competencia para conocer de juicio de  amparo en materia penal.

CONCLUSIONES:

I. La Jurisprudencia que sustenta la Suprema Corte de Justicia de la Nación declarando la inconstitucionalidad de Leyes, debe tener efectos generales cuando se produzca con motivo del Juicio de Amparo Indirecto en el que haya intervenido como responsable el Poder Legislativo, autor de la Ley.

II.
Debe existir la revisión de oficio de las sentencias de los Jueces de Distrito
que otorguen la protección federal en los Juicios de Amparo contra Leyes.

III.
La obligatoriedad de la jurisprudencia en materia de Inconstitucionalidad de Leyes debe extenderse
 a todas las autoridades, no sólo a las jurisdiccionales, para garantizar el imperio absoluto del Pacto Federal.

IV.
Debe incluirse a los Tribunales Unitarios en el artículo 215, del Proyecto de la Ley de Amparo.

OAXACA DE JUÁREZ, OAXACA A 20 DE OCTUBRE DE 2000.

FRANCISCO MARTINEZ SANCHEZ

COMENTARIOS AL TÍTULO SEGUNDO, CAPÍTULO II, ARTÍCULOS 188 Y 189, DEL PROYECTO DE LEY DE AMPARO REGLAMENTARIA DE LOS ARTÍCULOS 103 Y 107 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS.

De conformidad con la doctrina en materia de Juicio de Garantías, la suspensión del acto reclamado, es una medida o providencia cautelar, que de oficio o a petición de  parte se otorga, a fin de conservar la materia del litigio y evitar los perjuicios que pudiera causar la ejecución del acto impugnado.

Por su naturaleza y objeto, la suspensión es un acto esencial del juicio de Amparo pues su finalidad es la de mantener las cosas en el estado en que se encontraban al momento de la solicitud de Amparo y evitar con ello que la sentencia de fondo se haga inútil.

Sin embargo, en materia penal, el abuso de la suspensión que otorga el juicio constitucional, se ha convertido en una práctica común no tanto de los quejosos sino de sus representantes, a efecto de que aquellos no sean privados de su libertad.

A fin de evitar ésta situación, el actual artículo 124 bis de la Ley de Amparo vigente, establece que:

“Artículo 124 bis. Para la procedencia de la suspensión contra actos derivados de un procedimiento penal que afecten la libertad personal, el juez de amparo deberá exigir al quejoso que exhiba garantía, sin perjuicio de las demás medidas de aseguramiento que estime convenientes.

El juez de amparo fijará el monto de la garantía, tomando en cuenta los elementos siguientes:

I. La naturaleza, modalidades y características del delito que se impute al quejoso;

II. La situación económica del quejoso, y 

III. La posibilidad de que el quejoso se sustraiga a la acción de la justicia”.
Las disposiciones previstas en el artículo que antecede,  no se contemplan en el proyecto de la nueva Ley Reglamentaria de los Artículos 103 y 107 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, como se infiere del contenido de los artículos 188 y 189, que establecen:

“Artículo 188. La autoridad responsable decidirá, en el plazo de veinticuatro horas a partir de la solicitud, sobre la suspensión del acto reclamado y los requisitos para su efectividad; tratándose de materia laboral ésta obligación corresponde al presidente de la junta respectiva.

Son aplicables a la suspensión en amparo directo, salvo el caso de la materia penal, los artículos 123, 126, 127, 128, 130 y 131”.

“Artículo 189. Cuando se trate de juicios del orden penal, la autoridad responsable con la sola presentación de la demanda, mandará suspender de oficio y de plano la resolución reclamada. Si ésta comprende la pena de privación de libertad, la suspensión surtirá el efecto de que el quejoso quede a disposición del órgano jurisdiccional de amparo, por mediación de la autoridad responsable, la cual deberá ponerlo en libertad caucional si la solicita y procediere”.

Como puede inferirse de su contenido, el artículo 189, otorga a  la autoridad responsable la facultad de decidir sobre la suspensión del acto reclamado, lo que tiene como efecto, que el quejoso quede a disposición del Tribunal Colegiado de Circuito competente por mediación de la autoridad que ha suspendido la ejecución con relación a su libertad personal. De igual manera, la misma autoridad queda facultada para poner en libertad caucional al quejoso cuando ésta proceda, con ello, se restablece tal facultad a la autoridad que conoce de la suspensión, para decidir con independencia sobre dicha medida cautelar, dentro del juicio de amparo, y no como una medida decretable dentro del procedimiento penal; no obstante tal innovación, puede tener como consecuencia, el peligro de que el quejoso pudiera sustraerse fácilmente a la acción de la justicia, en razón de los exiguos montos de garantía fijados por la autoridad, como constantemente sucede en la práctica, con lo que el juicio de garantías perdería su esencia y contravendría al Estado de Derecho.

A efecto de subsanar tal omisión, nos permitimos proponer que se otorgue a la autoridad responsable, la facultad de fijar al quejoso, garantía bastante y suficiente, como requisito previo a la suspensión del acto reclamado, aún en los casos en que éste sea privativo o restrictivo de su libertad, toda vez que con ello, por una parte, no se violentan las garantías individuales consignadas en la Constitución General de la República y por la otra, se asegura un prudente equilibrio entre la salvaguarda de la garantía constitucional, los objetos propios de la persecución de los delitos y la ejecución de la sentencia en los casos en que la resolución de fondo le sea desfavorable.

Lo anterior, además, permitirá que el quejoso quede obligado a comparecer cuando sea requerido por la autoridad judicial, evitando con ello la substracción del mismo a la acción de la justicia.

En consecuencia y de manera muy respetuosa, nos permitimos proponer la adición de un párrafo al artículo 189 del proyecto de la Ley de Amparo que comentamos, para quedar en los siguientes términos:

“Artículo 189. Cuando se trate de juicios de orden penal, la autoridad responsable con la sola presentación de la demanda, mandará suspender de oficio y de plano la resolución reclamada. Si ésta comprende la pena de privación de libertad, la suspensión surtirá el efecto de que el quejoso quede a disposición del órgano jurisdiccional de amparo, por mediación de la autoridad responsable, la cual deberá ponerlo en libertad caucional si lo solicita y procediere.

En los casos en que el acto reclamado consista en actos de privación o restricción de la libertad, la autoridad responsable dictará las medidas adecuadas para garantizar que el quejoso no se sustraiga de la acción de justicia”.

Lic. Teodulo González Pérez

Diputado de la LVII Legislatura

Al H Congreso del Estado de Hidalgo

"P R O P U E S T A"

ADICION AL ARTICULO 161 DEL PROYECTO DE NUEVA LEY DE AMPARO

Es del todos conocido que la suspensión del acto reclamado tiene como objetivo primordial mantener viva la materia del amparo, impidiendo que el acto que lo motiva, al consumarse irreparablemente, haga ilusoria para el agraviado la protección para el agraviado la protección de la justicia federal.

Por virtud de la suspensión, el acto que se reclama queda en suspenso mientras se decide si es violatorio de la Constitución, ya que es un medio más de protección que, dentro del procedimiento del amparo, concede la Ley a los particulares.

El juez ante quién se presenta la demanda, antes de proceder a entrar al estudio del fondo del reclamo de garantías que se pone a su consideración, previa a la recepción de prueba alguna sobre la constitucionalidad o inconstitucionalidad del acto o de saber de un modo cierto si existe una  violación constitucional, suspende la ejecución del acto mediante un procedimiento que actualmente es sumarísimo por reducirse a una audiencia en que se oye a las partes, pronunciando en el mismo acto la Resolución correspondiente,  pero conforme al proyecto de nueva Ley de amparo establece en su normativa prevista en el artículo 142 la posibilidad de ofrecer pruebas y diligencias que el Juzgador hubiere ordenado y los alegatos de las partes, sin embargo, la suspensión provisional siempre se concede al presentarse la demanda de garantías, no así la definitiva que es consecuencia del desarrollo de la audiencia incidental.

Estas ligeras nociones sobre la suspensión bastan para darnos cuenta de la importancia y trascendencia que tiene en el juicio de amparo, ya que en atención a ella, un  acto reclamado contra cualquiera de las autoridades de la República, así sean las de más alta jerarquía, queda sin ejecución mediante el mandamiento de un juez de distrito, o aún de un juez de paz, un alcalde o un conciliador, cuando actúan en auxilio de la justicia Federal, lo que se traduce en el hecho de que las autoridades más ínfimas dentro de la jerarquía judicial, imponen sus mandatos, en nombre del respeto a la Ley fundamental, muchas veces sin necesidad de un procedimiento formal alguno, a las más altas autoridades de la República.

Sabemos que la suspensión es una parte esencial del juicio de amparo ya que es, en muchos casos, una necesidad del mismo, ya que actuando el amparo mediante determinados procedimientos judiciales que no por ser sumarísimos, dejan de ser dilatados, la sentencia que en él se pronuncie no llenaría su objeto si no fuera por la suspensión, ya que al pronunciarse el fallo, el acto reclamado podría haber sido ejecutado y las cosas no podrían volver al estado que tenían antes de la violación, siendo en su caso ilusoria la sentencia que en el juicio de garantías se pronunciara.

Atento a lo anterior, cabe decir que la suspensión mantiene viva la materia del amparo, de ahí la necesidad de preservar materialidad del acto reclamado para conseguir la finalidad primordial de la sentencia del juicio constitucional, ya que la suspensión, como la misma palabra lo indica, tiene por objeto suspender los efectos del acto reclamado, esto es, impedir que ese acto se ejecute, mientras se decide, por sentencia definitiva, si es o no violatorio de la constitución, de aquí la importancia de aquella.

Se precisa en el "TITULO PRIMERO intitulado Reglas Generales", que en su Capítulo VII refiere el apartado correspondiente a la "Improcedencia", en su fracción XII del artículo 59 del Proyecto en cita que: "El juicio de amparo es improcedente: I. . . .; XIII. Contra actos emanados de un procedimiento judicial o de un procedimiento administrativo seguido en forma de juicio, cuando por virtud del cambio de situación jurídica en el mismo deban considerarse consumadas irreparablemente las violaciones reclamadas en el procedimiento respectivo, por no poder decidirse en tal procedimiento sin afectar la nueva situación jurídica; XIV.  . . .".

Es una práctica reiterativa y generalizada de parte de los jueces de distrito, el conceder la suspensión provisional del acto reclamado en amparos en materia penal, condicionando al quejoso a presentarse ante la autoridad responsable, quien en forma automática procede a tomarle su declaración preparatoria y a resolver dentro del término constitucional sobre su situación jurídica, la cual, invariablemente, realizan una repetición del acto reclamado de lo que anteriormente era la orden de aprehensión, maquillándola bajo la denominación de auto de formal prisión.

Tales acontecimiento conllevan el cambio de situación jurídica que en la Ley de amparo vigente se tipifica como causa de sobreseimiento, prevista en la fracción X del artículo 73, que establece el cambio de situación jurídica, teniendo por norma el juez federal la curiosidad de solicitarle a la autoridad responsable que informe si al momento de la presentación del quejoso, en cumplimiento a los requisitos que se establecieron en la resolución que concedió la suspensión provisional, se le tomó su declaración preparatoria, a lo que invariablemente la responsable manifiesta el cumplimiento de su obligación de proceder en los términos del artículo 19 de nuestra Ley fundamental, siendo obvia la resolución del Juzgador no en lo que respecta a la concesión de la suspensión definitiva, sino la resolución del fondo de la cuestión relativa a la audiencia constitucional, esto es, el sobreseimiento del juicio de garantías por existir una causal de improcedente que se actualiza por el cambio de situación jurídica del quejoso.

Al respecto considero que existe en principio, una interpretación deficiente de parte de la autoridad responsable, en relación al contenido de la garantía constitucional que previene el artículo 19 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, ya que la obligación que tiene la autoridad judicial se limita al caso específico de "detención" más no a los casos en que, no habiendo mediado detención alguna por parte de autoridad judicial, el juez de amparo pone a disposición de la responsable al quejoso para la continuación del juicio, siempre y cuando las cosas se mantengan en el estado que guarden, es decir, que subsista el acto reclamado a fin de que no quede sin materia el juicio de amparo.

Lo anterior viene claramente especificado en el capítulo respectivo que se contiene en la segunda parte de la sección tercera relativa a la "suspensión del acto reclamado en materia penal", ya que en su artículo 164, claramente se actualiza la hipótesis prevista en el dispositivo constitucional a que me refiero con anterioridad que contiene el caso específico de una "detención" ó privación de la libertad, mientras que el artículo 161, ambos del proyecto de Ley, no existe la característica de la detención ó privación de la libertad, sino la probable consumación de dichos actos.

Considero que el hecho de condicionar el otorgamiento de la suspensión definitiva, precisamente en la resolución en que se concede la suspensión provisional, a que el quejoso se presente ante la autoridad responsable, sin limitar sus facultades y obligaciones a que esta sujeta en los casos previstos en el artículo 161 del proyecto de Ley, acarrearía los vicios que actualmente se estilan en la práctica, ya que invariablemente para efectos de lograr el fin primordial de que se conceda al quejoso el amparo y la protección de la justicia federal contra actos de autoridad, es necesario la promoción de 03 tres amparos distintos, ya que para tener derecho al beneficio de la suspensión del acto reclamado y que subsista dicha concesión, ante el sobreseimiento del primero de ellos por cambio de situación jurídica por comparecer ante la responsable en cumplimiento de la resolución que concede la suspensión provisional, preservándose la suspensión definitiva, más sobreseyendo el fondo del asunto, más para efecto de continuar gozando del beneficio de la referida suspensión definitiva, absurdamente resulta necesario hacer valer primeramente el recurso de revisión en contra de la sentencia de fondo, y promover de nueva cuenta amparo por el nuevo acto reclamado, mismo que en la mayoría de las ocasiones se concede "para efectos", proveyendo la responsable un tercer nuevo acto reclamado, el cual el juez federal, previa nueva solicitud de amparo,  entra ya de lleno al fondo de la cuestión para determinar sobre su constitucionalidad o inconstitucionalidad, y una vez concedido éste, se deberá de comparecer ante el Tribunal Colegiado de Circuito a desistirse de la substanciación del Recurso de revisión, por ya no ser necesario para preservar el don más valioso del ser humano, la libertad.

Todo ello considero, es por no existir la obligación de parte de la responsable, de ceñirse a los términos tanto de la Constitución Federal como de la Ley de amparo, de ahí la necesidad de que la redacción de la nueva Ley de la materia sea clara y precisa para los casos en que se actualiza la hipótesis que previene el artículo 161 en comento.

Las anteriores consideraciones tienen sustento en el contenido de los artículos del anteproyecto de Ley que al efecto me permito transcribir, los cuales, de manera uniforme, precisan la necesidad de primeramente, fijar los requisitos y efectos tanto de la suspensión provisional como en su caso la definitiva; la obligatoriedad que tiene el juez de amparo de ordenar que las cosas se mantengan en el estado que guarden hasta que se notifique a la autoridad responsable la resolución que se dicte sobre la suspensión definitiva, a fin de que no quede sin materia el juicio. 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos

Artículo 19.  "Ninguna detención ante autoridad judicial podrá exceder del plazo de setenta y dos horas, a partir de que el indiciado sea puesto a su disposición, sin que se justifique con auto de formal prisión en el que se expresarán: el delito que se imputa al acusado; el lugar, tiempo y circunstancias de ejecución, así como los datos que arroje la averiguación previa, los que deberán ser bastantes para comprobar el cuerpo del delito y hacer probable la responsabilidad del indiciado".

Proyecto de nueva Ley de amparo

Sección tercera

Suspensión del acto reclamado

Primera parte

Reglas generales

Artículo 126. "Con excepción de los casos en que proceda de oficio, la suspensión se decretara en todas las materias, siempre que concurran los requisitos siguientes: 

I. Que lo solicite el quejoso;

II. Que no se siga perjuicio al interés social ni se contravengan disposiciones de orden publico; y;

III. Que de permitirlo la naturaleza del caso, opere a favor del quejoso la apariencia de buen derecho.

La suspensión se tramitara en incidente por separado y duplicado.

Artículo 136. "Promovida la suspensión del acto reclamado el órgano jurisdiccional acordará lo siguiente:

I. Concederá o negará la suspensión provisional; en el primer caso, fijará los requisitos y efectos de la medida; en el segundo caso, la autoridad responsable podrá ejecutar el acto reclamado;

II. . . .".

Artículo 137. "En los casos en que proceda la suspensión conforme al articulo 126, si hubiere peligro inminente de que se ejecute el acto reclamado con notorios perjuicios para el quejoso, el órgano jurisdiccional de amparo, con la sola presentación de la demanda, deberá ordenar que las cosas se mantengan en el estado que guarden hasta que se notifique a la autoridad responsable la resolución que se dicte sobre la suspensión definitiva, tomando las medidas que estime convenientes para que no se defrauden derechos de tercero y se eviten perjuicios a los interesados, hasta donde sea posible, ni quede sin materia el juicio de amparo"

Artículo 142. "En la audiencia incidental, a la cual podrán comparecer las partes, se dará cuenta con los informes previos, se recibirán las documentales que el órgano jurisdiccional se hubiere allegado y los resultados de las diligencias que hubiere ordenado (informes presentación del Quejoso ante la Responsable), así como las pruebas ofrecidas por las partes, se recibirán sus alegatos y se resolverá sobre la suspensión definitiva y las medidas y garantías a que estará sujeta".

Artículo 144. "La resolución que decida sobre la suspensión definitiva, deberá contener: 

I.  . . .;

IV.  Los puntos resolutivos en los que se exprese el acto o actos por los que se conceda o niegue la suspensión, en congruencia con la parte considerativa.- Si se concede, deberá precisar sus efectos para su estricto cumplimiento".

Artículo 145. "En los casos en que la suspensión sea procedente, el órgano jurisdiccional de amparo deberá fijar la situación en que habrán de quedar las cosas y tomará las medidas pertinentes para conservar la materia del amparo hasta la terminación del juicio, pudiendo establecer condiciones de cuyo cumplimiento dependa el que la medida suspensional siga surtiendo efectos.
Atendiendo a la naturaleza del acto reclamado, el órgano jurisdiccional ordenará que las cosas se mantengan en el estado que guarden y, de ser materialmente posible, restituirá provisionalmente al quejoso en el goce del derecho violado mientras se dicta sentencia ejecutoriada en el juicio de amparo.
El órgano jurisdiccional de amparo, tomará las medidas. . . ".

Artículo 148. "En los casos en que la suspensión sea procedente, se concederá en forma tal que no impida la continuación del procedimiento judicial o procedimiento administrativo seguido en forma de juicio en el asunto que haya motivado el acto reclamado, a no ser que la continuación de dicho procedimiento deje irreparablemente consumado el daño o perjuicio que pueda ocasionarse al quejoso, o sin materia al juicio de amparo".

Segunda Parte

En Materia Penal

Artículo 161. "Cuando el amparo se pida contra actos que afecten la libertad personal, dentro de un procedimiento del orden penal, la suspensión producirá el efecto de que el quejoso quede a disposición del órgano jurisdiccional que conozca del amparo, sólo en lo que se refiere a dicha libertad, pero a disposición de la autoridad que deba juzgarlo, continuando el procedimiento penal, en su caso.

Artículo 164. "Cuando la privación de la libertad se lleve a cabo por virtud de orden de aprehensión, reaprehensión o auto de formal prisión, dictados por autoridad competente por delito que no sea considerado como grave, procederá la suspensión provisional y la definitiva.

En los actos a que se refiere el párrafo anterior, . . .

En su caso, el efecto de la suspensión consistirá en que el quejoso sea puesto en libertad, bajo las medidas de aseguramiento que el órgano jurisdiccional de amparo estime necesarias a fin de que no evada la acción de la justicia, quede sujeto a proceso penal para los efectos de su continuación y pueda ser devuelto a la autoridad responsable para la continuación de la causa, en caso de que no obtenga la protección de la justicia federal".

P  R  O  P  U  E  S  T  A 

(TEXTO ACTUAL). Artículo 161. "Cuando el amparo se pida contra actos que afecten la libertad personal, dentro de un procedimiento del orden penal, la suspensión producirá el efecto de que el quejoso quede a disposición del órgano jurisdiccional que conozca del amparo, sólo en lo que se refiere a dicha libertad, pero a disposición de la autoridad que deba juzgarlo, continuando el procedimiento penal, en su caso.

(ADICION QUE SE PROPONE). Artículo 161. "Cuando el amparo se pida contra actos que afecten la libertad personal, dentro de un procedimiento del orden penal, la suspensión producirá el efecto de que el quejoso quede a disposición del órgano jurisdiccional que conozca del amparo, sólo en lo que se refiere a dicha libertad, pero a disposición de la autoridad que deba juzgarlo, continuando el procedimiento penal, en su caso.

En los casos y para los efectos previstos en los artículos 137 y 148 de la presente ley, la autoridad responsable se concretará a hacer constar la comparecencia del quejoso, como requisito exigido para la concesión de la suspensión provisional, omitiendo tomar su declaración preparatoria, por no darse los extremos del artículo 19 de la constitución federal. 

JUAN ANTONIO ECHEAGARAY BECERRA

Durango, Dgo., Octubre 19 del año 2000

Congreso Nacional de Juristas

Para analizar el proyecto de una

Nueva Ley de Amparo 

Noviembre 6, 7 Y 8 del 2000

Mérida, Yuc., 

Abogados Congresistas:

Para efecto de cumplir con el objetivo central del proyecto de una nueva Ley de Amparo que sea un verdadero garante del estado de derecho y que responsa a los reclamos sociales en materia de justicia pronta y expedita, me permite poner a consideración de Ustedes la propuesta que cumple con las especificaciones de la guía técnica para la presentación de ponencias de la siguiente manera.

TEMA:

Amparo Directo




Amparo Indirecto

TÍTULO:

Primero

CAPÍTULO: 

IV notificaciones

ARTÍCULO:

26 notificaciones personales

FRACCIÓN:

Tercera inciso B

El proyecto de la Ley de Amparo establece:

b).- Tratándose de la primera notificación al tercero interesado, el órgano jurisdiccional de amparo dictará las medidas que estime pertinentes con el propósito de que se investigue su domicilio y podrá requerir a la autoridad responsable para que proporcione el que ante ella se hubiera señalado. Siempre que el acto reclamado emane de un procedimiento judicial la notificación se hará en un último domicilio señalado para oír notificaciones en el Juicio de origen. Si a pesar de lo anterior no pudiera efectuarse la notificación se hará por edictos a costa del quejoso en términos del Código Federal de Procedimientos Civiles.

CRITICA AL PROYECTO DE LA LEY DE AMPARO EN RELACIÓN CON EL CAPÍTULO DE NOTIFICACIONES PERSONALES

1.- Uno de los propósitos centrales que animaron a los juristas encargados de realizar el proyecto de la nueva Ley de Amparo, seguramente consistió en terminar de una vez por todas con las lagunas legales, las omisiones y todos aquellos artículos de la Ley de Amparo en vigor que su terminología deja espacios en los que la libre interpretación del juzgador los aplica en ocasiones tratando de dilucidar el espíritu del constituyente permanente y en otros casos cuando la Ley es omisa sustituyendo por su criterio personal al espíritu de lo que el legislador trató de plasmar en la Ley adjetiva de Amparo.

2.- Posiblemente otro de los objetivos que animaron a los juristas encargados de realizar el proyecto de la Ley de Amparo, fue el de agilizar en lo posible los trámites engorrosos y burocráticos que hacen de la figura del juicio de amparo un procedimiento tardado, amañado en lagunas ocasiones y propicio que la impartición de la justicia ni sea pronta ni sea expedita.

3.- Luego entonces, nos parece oportuno enmarcar la dificultad física, material y económica que tendría el quejoso para proporcionarle al Juez del Amparo el domicilio del tercero interesado toda vez que con la redacción del artículo en comento en su inciso B, se señala correctamente a fin de que no se deje al tercero interesado en estado de indefensión, la obligación del quejoso para notificarle el acto reclamado, más sin embargo nos parece prudente señalar que esta obligación de acuerdo con el Código Federal de Procedimientos Civiles en su artículo 315 que establece como forma para llevar a cabo la citada notificación que se publique en edictos los que contengan una relación suscinta de la demanda la cual deberá de difundirse por tres veces de siete en siete días en el Diario Oficial de la Federación y en uno de los Periódicos Diarios de Mayor circulación en la República.

4.- Posiblemente a los señores juristas encargados de la elaboración del proyecto de la Ley de Amparo, se les olvida que una gran mayoría de los habitantes de este país no radicamos en el Distrito Federal en donde los abogados tienen todas las facilidades necesarias para conectar los servicios para que se publiquen en el Diario Oficial de la Federación y el Periódico de mayor circulación en la República, sus edictos o resoluciones que la Ley les obliga.

La mayor parte de los quejosos de la provincia mexicana no cuentan con los recursos económicos que les permitan viajar a la capital de la República a fin de contratar los servicios del Diario Oficial de la Federación para la publicación de las notificaciones por edictos a los terceros interesados y además, que se difunda de igual manera su edicto en un periódico diario de mayor circulación a nivel Nacional que por lo regular tienen su domicilio en la propia capital de la República, como lo es también el domicilio del Diario oficial de la Federación.

Desde nuestro punto de vista, si lo que se pretende con la Reforma a la Ley de Amparo es que se le dé celeridad, certeza y economía procesal al procedimiento del Juicio de Garantías, desde luego sin que se deje en estado de indefensión al tercero interesado, debe modificarse la forma y términos en la que en lo sucesivo deberá notificarle por edictos el emplazamiento a juicio al tercero interesado, cambiando la obligación de realizar esta notificación por conducto del Diario Oficial de la Federación y de uno de los periódicos diarios de mayor circulación en la República por una publicación en el Periódico oficial del Estado y en un periódico de mayor circulación en la capital del Estado al que pertenezca el Distrito Judicial correspondiente de acuerdo con la competencia del juzgado de origen que conozca del Juicio de Garantías.

PROPUESTA AL CAPÍTULO DE NOTIFICACIONES PERSONALES DEL PROYECTO DE LA LEY DE AMPARO

Que las notificaciones que deban realizarse a los terceros interesados por edictos para aquellas personas que hayan desaparecido, no tenga domicilio fijo o se ignore su nuevo domicilio, el trámite para la publicación de los edictos se realice en el ,periódico oficial del Gobierno del Estado y en uno d ellos periódicos diarios de mayor circulación del lugar de residencia del Juzgado de Distrito o Tribunal que conozca sobre la demanda de garantías, debiéndose modificar como consecuencia la parte final del inciso B fracción III del artículo 26 del Proyecto de Ley de Amparo para que la notificación por edictos al tercero interesado, se haga a costa del quejoso en los términos de la legislación común de la entidad federativa en la que se encuentre asentado el Juzgado o Tribunal que conozca del Juicio de Garantías.

Todo esto a pesar de que la Ley de Amparo tenga la característica de ser de observancia federal, más sin embargo en aras de no afectar los intereses del gobernado, en su ya precaria economía y otras consideraciones de diferentes índoles, debe darse entonces este cambio en beneficio de los entes que se sienten afectados en su esfera jurídica.

Barra Mexicana Colegio de Abogados

De Durango, A. C.

Lic. Manuel Sandoval Medrano

Presidente

REFORMAS Y ADICIONES QUE SE PROPONEN AL PROYECTO DE LA NUEVA LEY DE AMPARO.

TITULO PRIMERO.

REGLAS GENERALES

Capítulo I

Disposiciones Fundamentales

Artículo 8. Dice: Las autoridades responsables no podrán ser representadas en el juicio de amparo. Podrán por medio de simple oficio acreditar delegados que concurran a las audiencias para el efecto de que en ellas rinda pruebas, aleguen y hagan promociones.

Debe Decir: Las autoridades responsables no podrán ser representadas en el juicio de amparo, salvo en los casos en que la ley que rige sus actos lo permita. Podrán por medio de simple oficio acreditar delegados que concurran a las audiencias para el efecto de que en ellas rindan pruebas, aleguen y hagan promociones.

Tercer párrafo dice: En los juicios de amparo promovidos en contra de actos de los titulares de las dependencias de la administración pública federal, aquéllos podrán ser suplidos por los servidores públicos a quienes las leyes y los reglamentos que las rigen otorguen esa atribución.

Debe decir: En los juicios de amparo promovidos en contra de actos de los titulares de las dependencias de la administración pública federal, estatal o municipal, aquéllos podrán ser suplidos o representados, por los servidores públicos a quienes las leyes y los reglamentos que las rigen otorguen esa atribución.

TITULO PRIMERO.

Capítulo X

Sentencias

El artículo 73, segundo párrafo debe suprimirse por constituir una inequidad procesal en perjuicio de la autoridad responsable; pues es a través del juicio de amparo en el que en todo caso, en la sentencia que llegara a dictarse la beneficiaría para efectos de ofrecer aquellas pruebas que por cualquier circunstancia no haya presentado ante la responsable.

El artículo 74, Dice: El órgano jurisdiccional de amparo, deberá corregir los errores u omisiones que advierta en la cita de los preceptos constitucionales y legales que estimen violados, y podrá examinar en su conjunto los conceptos de violación y los agravios, así como los demás razonamientos de las partes, a fin de resolver la cuestión efectivamente planteada, pero sin cambiar los hechos expuestos en la demanda.

El artículo 74, Debe Decir: El órgano jurisdiccional de amparo, deberá corregir los errores u omisiones que advierta en la cita de los preceptos constitucionales y legales que estimen violados, sólo tratándose de amparos en materia penal y agraria, o que involucren derechos de menores o personas incapaces; y podrá examinar en su conjunto los conceptos de violación y los agravios, así como los demás razonamientos de las partes, a fin de resolver la cuestión efectivamente planteada, pero sin cambiar los hechos expuestos en la demanda. 

En el artículo 77, suprimir el último párrafo, que plantea la suplencia de la queja aun ante la ausencia de conceptos de violación o agravios en los casos de las fracciones I, inciso b), IV y V.

TITULO SEGUNDO.

De los Procedimientos de Amparo

Capítulo I

El Amparo Indirecto

Sección Primera

Procedencia y Demanda

Al artículo 106, se propone adicionarlo con la fracción VIII, que diga:

Fracción VIII. Contra actos u omisiones que sin ser formalmente provenientes de una autoridad, sean realizados materialmente por cualesquier órgano del Estado, como son los organismos paraestatales; los fideicomisos públicos, entre otros, que vulneren las garantías individuales.

TITULO SEGUNDO. 

De los Procedimientos de Amparo

Capítulo I

El amparo Indirecto

Sección Tercera

Suspensión del Acto Reclamado

Primera Parte

Reglas Generales

Artículo 125. Igual

I. Igual.

II. Dice: Cuando se trate de actos que contengan o puedan tener por efecto privar total o parcialmente, en forma temporal o definitiva, de la propiedad, posesión o disfrute de sus derechos agrarios aun núcleo de población sujeto al régimen de propiedad ejidal o comunal.

Debe decir: Cuando se trate de actos que contengan o puedan detener por efecto privar total o parcialmente, en forma temporal o definitiva, de la propiedad, posesión o disfrute de sus derechos agrarios a un núcleo de población reconocido o solicitante, sujeto al régimen de propiedad ejidal o comunal.

Artículo 134. Dice: En los caso en que procede, la suspensión surtirá sus efectos desde el momento en que se pronuncie el acuerdo relativo, aun cuando sea recurrido. 

En su caso, dejará de surtirlos si el quejoso no otorga, dentro del plazo de cinco días siguientes al en que surta efectos la notificación, la garantía fijada.

Artículo 134. Debe Decir: En los casos en que proceda, la suspensión surtirá sus efectos desde el momento en que se pronuncie el acuerdo relativo, aun cuando sea recurrido. En su caso, dejará de surtirlos si el quejoso no otorga la garantía fijada, dentro del plazo de cinco días siguientes al que surte efectos la notificación.

Artículo 136. Igual

I. Igual

II. Igual

III. Dice: Solicitará informe previo a las autoridades responsables, que deberán rendirlo dentro del plazo de veinticuatro horas, para lo cual en la notificación correspondiente se les acompañará copia de la demanda.

III. Debe Decir: Solicitará informe previo a las autoridades responsables, que deberán rendirlo dentro del plazo de veinticuatro horas tratándose de amparos en materia penal y agraria, o que involucren derechos de menores o personas incapaces; y dentro de las setenta y dos horas, tratándose de amparo en las demás materias, para lo cual en la notificación correspondiente se les acompañará copia de la demanda.

Artículo 149. Dice: Cuando se promueva el amparo contra actos o resoluciones dictadas en un procedimiento de remate de inmuebles, la suspensión permitirá el curso del procedimiento hasta antes de que se ordene la escrituración al adjudicatario.

Artículo 149.  Debe decir: Cuando se promueva el amparo contra actos o resoluciones dictadas en un procedimiento de remate de inmuebles, la suspensión permitirá el curso del procedimiento hasta antes de que se ordene la escrituración al adjudicatario, siempre que previamente ya se haya notificado al fedatario publico.

TITULO TERCERO

Capítulo IV

Cumplimiento Sustituto

Artículo 203. Dice: Cuando la ejecución de la sentencia afecte gravemente a la sociedad en mayor proporción a los beneficios que pudiera obtener el quejoso, éste podrá solicitar a la Suprema Corte disponer de oficio su cumplimiento sustituto.

La solicitud del quejoso podrá presentarse en la vía incidental a partir del momento en que cause ejecutoria la sentencia y hasta antes de que se venga por cumplida.

Artículo 203. Debe decir: Cuando la ejecución de la sentencia afecte gravemente a la sociedad en mayor proporción a los beneficios que pudiera obtener el quejoso, éste o cualesquiera de las partes, podrá solicitar a la Suprema Corte disponer de oficio su cumplimiento sustituto.

La solicitud del quejoso o de cualesquiera de las partes deberá presentarse en la vía incidental ante el mismo juez de amparo, a partir del momento en que cause ejecutoria la sentencia, pero tratándose del primero, hasta antes de que se tenga por cumplida.

El último párrafo es igual

MIGUEL ANGEL LAGUNAS DELGADO.

TITULO: PRIMERO

CAPITULO: SEGUNDO

ARTICULO: 6º, PRIMER PÁRRAFO,  DEL PROYECTO DE LEY DE AMPARO.

TEMA NUMERO 1.- DISPOSICIONES FUNDAMENTALES:

PROPOSITO 1: NO SEÑALAR  LOS REQUISITOS QUE SE MENCIONAN PARA LA PROCEDENCIA DE LA ACCION DE AMPARO QUE PROMUEVE UN MENOR.

PROPOSITO 2: QUE SEÑALE LA LEY DE AMPARO LAS INSTITUCIONES QUE SE CONSIDEREN APTAS PARA SER DESIGNADAS  COMO REPRESENTANTES ESPECIALES DEL MENOR EN EL JUICIO DE AMPARO.

1.- El artículo sexto,  primer párrafo, del cuerpo normativo de que se trata, en lo que al caso interesa, dice:

“Artículo 6º. El menor de edad podrá pedir amparo sin la intervención de su legítimo representante cuando este se halle ausente, se ignore quien sea, este impedido o se negare a promoverlo. El órgano jurisdiccional de amparo, sin perjuicio de dictar las providencias que sean urgentes, le nombrará un representante especial para que intervenga en el juicio. …” 

OPINION: 

PRIMERA.- Considero que debe facilitarse la posibilidad de que un menor de edad, desamparado por naturaleza, solicite la protección constitucional.

La interpretación del precepto que se comenta, nos conduce a concluir que señala un requisito para considerar legitimado a un menor para promover amparo directamente.

También esa interpretación nos permite percatarnos de que la falta de justificación de ese requisito debe conducir  a sobreseer en el juicio de garantías, por no haberse demostrado la actualización de ninguno de los supuestos legales de referencia.

Es difícil para el menor de que se trate, y también para su representante especial, justificar debidamente cualquiera de esas circunstancias, lo que conducirá irremisiblemente el sobreseimiento  o, en casos extremos a desechar la demanda de garantías.

No es ésta la intención de la Ley de Amparo, ni tampoco lo es la del proyecto, por ello considero que debe modificarse este artículo en los siguientes términos:

a.- Suprimiendo la justificación de esas circunstancias como requisito para la procedencia de la acción de amparo. 

b.- Ordenando al órgano de control constitucional que corra traslado con copia autorizada de la demanda al legitimo representante del menor en los casos en que esto sea posible, para su conocimiento y para que, con tal carácter manifieste los que a su representación e intereses convenga.

Segunda.- Existiendo actualmente diversas instituciones gubernamentales encargadas de la protección del menor y del debido respeto que debe observarse a propósito de sus derechos, considero que es conveniente que este mismo precepto señale a dichas dependencias como aptas para ser designadas como representante especial del quejoso.

ALCANCES ESPERADOS CON LA PROPUESTA: Facilitar la procedencia de la acción de amparo que promueve un menor de edad y facilitar al órgano de control constitucional la designación del representante especial del menor. 

Atentamente,

Lic. Jorge Mario Montellano Diaz

Magistrado de Circuito.

LA JURISPRUDENCIA.

El objetivo del presente, es analizar críticamente el sistema de jurisprudencia obligatoria establecido por el proyecto de una nueva Ley de Amparo y proponer uno distinto, la jurisprudencia obligatoria con respaldo de sanciones, para que se logren, de una manera más eficaz, los objetivos del estado de derecho.


La ley, como tal, ha dejado de ser una condición suficiente para el estado de derecho.  Este requiere además un sistema de derecho y un poder judicial independiente.  Ahora, esta independencia del poder judicial se justifica en tanto se trate de un poder judicial eficaz.  La eficacia se mide por el grado de cumplimiento al sistema de derecho establecido constitucionalmente, lo que lleva a la subordinación de la ley a tal sistema, y con ello a la posibilidad de que el juez ya no tenga como único criterio el legal, sino que deba apegarse a la Constitución.

La ley por tanto es enjuiciada desde la Constitución, pero también desde sus propias deficiencias, cuando presenta lagunas, o dificultades de interpretación o integración.  Aquí están los criterios de eficacia para valorar la actividad del juez, quien debe hacer que se respeten los derechos y sobre la base de estos, interpretar e integrar la ley. La jurisprudencia, por tanto, es una de las vías para que el juez logre la implantación y el respeto del estado de derecho, en tanto que constituye el conjunto de precedentes que permiten determinar los derechos constitucionales existentes y la interpretación correcta de la ley para que ésta además esté ajustada y subordinada a ese sistema de derecho.  Es esencial pues, que la jurisprudencia sea respetada. Ya no es el imperio de la ley la base del estado de derecho, ahora está también el cumplimiento de la jurisprudencia, como una exigencia que el legislador debe respetar y cualquier otro órgano estatal, incluyendo no sólo a los jueces, sino también  los órganos administrativos, quienes constantemente justifican el incumplimiento de los precedentes judiciales y por ende de la propia ley, con interpretaciones legales incorrectas y parciales.

El proyecto de una nueva Ley de Amparo, o no reconoce la importancia de la jurisprudencia, o bien no encuentra medidas que satisfagan esa importancia. Si inicialmente el imperio de la ley era una condición del estado de derecho, ahora, como se ha pretendido justificar someramente, el respeto a la jurisprudencia es también un requisito necesario para un estado de derecho, basado en el imperio de la Constitución. Ya no es posible que sólo la ley sea obligatoria de manera general, es necesario que con ese mismo alcance lo sea la jurisprudencia, es decir, que ésta sea obligatoria no sólo para los tribunales, sino para cualquier persona. Con eso no sólo se logra la vigencia del  estado de derecho, sino también un poder judicial eficaz, que no lo es cuando la jurisprudencia no es obligatoria para los particulares, ni tampoco para los órganos estatales distintos a los tribunales. Ya se ha dicho que un poder judicial eficaz es indispensable en un estado de derecho. Esto resulta de que sólo se acepte la interpretación legal, constitucional y judicialmente sancionada, sobre cualquier otra interpretación, que por definición no es válida, lo que se corrige a través de la obligatoriedad de la jurisprudencia, respaldada con sanciones por su incumplimiento.

El citado proyecto hace una distinción entre obligatoriedad fuerte y débil de la jurisprudencia. La primera podría acarrear sanciones, la segunda, sólo es condición de validez. Se acepta esta última por la dificultad del conocimiento de la jurisprudencia y sin embargo, contradictoriamente se establecen normas para un mejor conocimiento.  No parece muy plausible mejorar la difusión de la jurisprudencia cuando sigue sin ser obligatoria como sanción. Si como se exigió tanto tiempo, el derecho debía cumplirse, a pesar de su desconocimiento,  no se ve por qué, actualmente, no pueda exigirse el cumplimiento de la jurisprudencia de manera obligatoria con el riesgo de sanciones, si las autoridades carecen de justificación para desconocerla.  Por ello, el mejor modo de obligar a la aplicación de jurisprudencia es mediante sanciones después de su publicación y no manteniendo el actual estado de cosas, que propicia un incumplimiento del estado de derecho y la subsistencia de actos ilegales.  Además ese criterio débil de la obligatoriedad de la jurisprudencia como condición de validez es contradictorio, pues no es posible mantener que el respeto a la jurisprudencia sea condición de validez, cuando la jurisprudencia no es obligatoria.  Por lo tanto, es necesario que ésta sea vinculante para lograr el  estado de derecho; lo contrario supone que se desconoce cuál es el estado de derecho o que se permite violentarlo a las autoridades, aún cuando sea por ignorancia.

El capítulo de jurisprudencia debe pues incluir sanciones por su incumplimiento. Además, para fortalecer el acatamiento de los precedentes judiciales, deben agregarse disposiciones que impongan sanciones a las autoridades que no razonen por qué no obedecen los precedentes judiciales que se invoquen en las instancias que se les presenten.  Esta sanción se podría imponer en los juicios de amparo que se tramitaran, contra las resoluciones omisas. Ello trae una ventaja inmediata: la reiterada jurisprudencia sobre fundamentación y motivación será de inmediato obligatoria  para cualquier autoridad y si la posibilidad de  sanciones trajera consigo un acatamiento a esa jurisprudencia, se daría un paso esencial en el estado de derecho: todo acto de autoridad estaría fundado y motivado, justamente por el respeto a los precedentes judiciales.  Con ello se lograría el imperio de la ley y buena parte de la eficacia que debe buscar como política pública el poder judicial.

Además, la jurisprudencia con respaldo sancionatorio, también exige que los tribunales de amparo la respalden y tomen medidas para que se respete, de modo que estarían obligados a denunciar cualquier contradicción de criterios para fortalecer y depurar la coherencia del sistema jurídico.  Es necesario pues, que se establezcan sanciones para el incumplimiento de la jurisprudencia y para su mejor difusión.

Una de las garantías fundamentales para la vigencia del estado de derecho es el respeto al artículo 14 Constitucional, que impone el que la interpretación judicial, para lograr el correcto sentido de la ley, sea vinculante.  Esto se logra a través de la obligatoriedad de la jurisprudencia, de ahí que el sentido del citado artículo (14 Constitucional), exija para su verdadero cumplimiento que el respeto a la jurisprudencia esté respaldado por sanciones que deban imponerse a quien no respete los precedentes judiciales que imponga en el sentido correcto de la ley.  Si se pretende tal objetivo, éste se logrará sólo a través de medidas coactivas para cualquier autoridad que no respete la jurisprudencia.  En cambio, el sistema que pretende el proyecto de la nueva Ley de Amparo trae como consecuencia que se tolere el desacato a la jurisprudencia y por ende, que no se cumpla con la garantía de legalidad prevista en los artículos 14 y 16 Constitucionales.  La legalidad es un reclamo social que se puede lograr a través de un sistema de jurisprudencia obligatoria, con el respaldo de aquellas sanciones que se impongan en caso de que no se acate.

Por otra parte, la obligatoriedad de la jurisprudencia debe estar respaldada con las mismas medidas que el cumplimiento de la ley.  La ley no sólo queda determinada por la jurisprudencia, sino también por los precedentes que se llegan a emitir antes de que se integre la jurisprudencia.  Si se pretende que las garantías de legalidad sean eficaces a través de la vinculación de la jurisprudencia, es necesario, como primer paso, que las autoridades, de cualquier género, respalden tanto los precedentes judiciales, como la jurisprudencia que se invoca en las instancias que ante ellas se planteen.  Si existe jurisprudencia y ésta es obligatoria, las autoridades deben acatarla.  Si sólo existen precedentes, forzosamente, para que la autoridad no los respete, debe razonar su proceder.  Esto a su vez, permite que la jurisprudencia se integre en atención a todas las razones que invoquen, tanto los particulares, como las propias autoridades.  Entonces, la garantía de legalidad no sólo exige el respeto a la jurisprudencia y los precedentes judiciales, sino, en caso de que estos últimos no se obedezcan, la justificación de ese proceder por parte de cualquier autoridad.  Se trata pues de una vía indispensable para el mantenimiento de un estado de derecho y del imperio de la ley, justificada constitucionalmente.

Lo anterior no supone una jurisprudencia anquilosada ni una merma de las facultades del legislador; éste, si no está conforme con la jurisprudencia que determine el sentido de la ley, puede hacerla explícita mediante nuevas determinaciones; es decir, con modificaciones legales, conforme a las cuales debe emitirse la jurisprudencia, y es por tanto, la decisión del legislador, la que debe respetarse, siempre y cuando, cumpla con las garantías individuales, es decir, bajo el imperio de la Constitución.

En conclusión, se propone:

1. Que la jurisprudencia sea obligatoria y esté respaldada mediante las sanciones que estipule el legislador.

2. Que los precedentes judiciales sean respetados o bien que las autoridades justifiquen por qué no los respeta, en las instancias que se formulen, para que al integrarse la jurisprudencia se consideren las razones de las autoridades en la ejecución de la ley.

3. Que las autoridades judiciales obedezcan la jurisprudencia y denuncien cualquier contradicción de criterios judiciales, pues de lo contrario, también se les deberán imponer las sanciones que el legislador establezca.
MAGISTRADO MARIO ROBERTO CANTU BARAJAS

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO DEL XVIII CIRCUITO.

En relación con los capítulos II y III, del título Primero; Capítulo I, Sección Tercera, del Título Segundo, del proyecto de la Ley de Amparo reglamentaria de los artículos 103 y 107 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, se considera pertinente establecer una modificación al artículo 5°, así como adicionar los artículos 14, 19 y 157, en relación a aquellos casos urgentes en los que la demanda pueda ser interpuesta por cualquier persona en nombre del quejoso.

Ciertamente, tal como lo requiere la problemática jurídica y social el artículo 14 del proyecto establece la facultad de que una persona promueva en la vía constitucional en favor del directamente agraviado cuando se trate de actos que importen peligro de privación de la vida, ataques a la libertad personal fuera del procedimiento judicial, deportación, destierro, extradición o alguno de los casos prohibidos por el artículo 22 de la Constitución Federal, así como la incorporación forzosa al Ejército, Armada o Fuerza Aérea Nacionales y el agraviado se encuentre imposibilitado para promover el amparo.

Empero, tal precepto no prevé situaciones que en la problemática jurídica actual suceden, tal como ocurre en los casos en los que el quejoso se encuentra material y físicamente imposibilitado para promover el amparo por sí mismo, tal como ocurre en aquellos casos, por ejemplo, en que el quejoso es víctima del delito de secuestro; se encuentra en estado de inconsciencia por causa de un accidente o enfermedad; aquellas ocasiones en que se desconoce absolutamente su paradero y no se encuentra declarada su ausencia ni su muerte, por no haber siquiera transcurrido los términos legales correspondientes  de acuerdo con la legislación común.

Así pues, es de considerarse que en tales situaciones, cuando el acto reclamado sea de ejecución inmediata y ésta haga que se consume irreparablemente y cause notorios perjuicios a los intereses del gobernado, entonces, cualquier persona, sea o no familiar se encuentre facultada para promover la demanda de garantías a favor del directamente agraviado y que en ese caso, la Ley determine el carácter de representante especial al promovente de la demanda, sólo para el efecto de la promoción del juicio de garantías.

Asimismo, como consecuencia de esta consideración, es menester que el artículo 5° del proyecto establezca también la posibilidad de que la demanda se promueva por la persona que la propia Ley de Amparo faculte; de que el numeral 19 establezca la posibilidad de que en estos casos la demanda se pueda promover a cualquier hora y día, así como de que en estos casos las actuaciones de las autoridades encargadas de las comunicaciones no realicen ningún cobro a los promoventes de la demanda ni al Juez para llevar a cabo las notificaciones urgentes; y, por último, que el artículo 157 del proyecto, también faculte a las autoridades que actúen en la recepción de la demanda de garantías en competencia auxiliar del Poder Judicial de la Federación, para que puedan suspender los actos a que se refieren estas situaciones que aquí se plantean. 

Tal requerimiento obedece a la necesidad de que la nueva Ley de Amparo, en su caso establezca los mecanismos para lograr una mayor capacidad para aplicar la Ley y desde luego para una administración de justicia más eficaz.

Por tal circunstancia, se considera pertinente establecer una modificación a los artículos 5º., 14, 19 y 157 del proyecto para que quede en los términos siguientes:

“Artículo 5º. El juicio de amparo puede promoverse por la persona física o moral a quien agravie la norma general o el acto reclamados. El quejoso podrá hacerlo por sí, por su representante legal, por su apoderado o por cualquier persona en los casos en que la Ley lo permita. “.

“Artículo 14. Cuando se trate de actos que importen peligro de privación de la vida, ataques a la libertad personal fuera del procedimiento judicial, de portación, destierro, extradición o alguno de los actos prohibidos por el artículo 22 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como la incorporación forzosa al Ejército, Armada o Fuerza Aérea Nacionales, y el agraviado se encuentre imposibilitado para promover el amparo, podrá hacerlo cualquiera otra persona en su nombre aunque sea menor de edad. En este caso, el Organo Jurisdiccional que conozca del amparo abrirá un cuaderno de antecedentes en el que dictará las medidas necesarias para salvaguardar la integridad física del quejoso y lograr su comparecencia, en la que será requerido para que manifieste sí ratifica la demanda de amparo; si lo hace se tramitara el juicio y en caso contrario se tendrá por no presentada la demanda.

Si a pesar de las medidas tomadas no se hubiere podido lograr la comparecencia del quejoso, el Organo Jurisdiccional que conozca del juicio podrá los hechos en conocimiento del Ministerio Público Federal.

Transcurridos tres meses sin que nadie se apersone en el juicio en representación legal del quejoso, se tendrá por no presentada la demanda.

Cuando se trate de actos que tendrán ejecución inmediata y ésta haga que se consumen irreparablemente o se causen notorios perjuicios para el quejoso y el agraviado se encuentre imposibilitado para promover el amparo, cualquier persona con capacidad legal podrá hacerlo en su nombre.

En este caso, el promovente tendrá la calidad de representante especial únicamente en relación al juicio por él promovido y  no podrá desistir del juicio; lo anterior sin perjuicio de que el quejoso pueda proseguir con el juicio, una vez desaparecida la imposibilidad material.

“Artículo 19. El juicio puede promoverse en cualquier día y hora, si se trata de actos que importen peligro de privación de la vida, ataques a la libertad personal fuera del procedimiento judicial, de portación, destierro o cualquiera de los prohibidos por el artículo 22 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como la incorporación forzosa al Ejército, Armada o Fuerza Aérea Nacionales, y aquellos previstos en el párrafo cuarto del artículo 14 de esta Ley.

Para los efectos de esta disposición, los jefes y encargados de las oficinas públicas de comunicaciones estarán obligados a recibir y transmitir, sin costo alguno para los interesados ni para el gobierno, los mensajes en que se demande amparo por alguno de los actos enunciados, así como las resoluciones y oficios que expidan las autoridades que conozcan de la suspensión, aún fuera de las horas de despacho y aun cuando existan disposiciones en contrario de las autoridades administrativas.”

“Artículo 157. En los lugares donde no resida en Juez de Distrito y se trate de actos que importen peligro de privación de la vida, ataques a la libertad personal fuera de procedimiento judicial, de portación, destierro, alguno de los prohibidos por el artículo 22 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como la incorporación forzosa al Ejército, Armada o Fuerza Aérea Nacionales,  o aquéllos a que se refiere el párrafo cuarto del artículo 14 de esta ley, el Juez de Primera Instancia dentro de cuya jurisdicción radique la autoridad que ejecuta o trata de ejecutar el acto reclamado deberá recibir la demanda de amparo y proveer sobre la suspensión de oficio conforme a las siguientes reglas:

I.
. . .

II.
. . .

III.
. . .  

Cuernavaca, Morelos a 20 de Octubre de 2000

EL MAGISTRADO DEL TRIBUNAL COLEGIADO

DEL DECIMO OCTAVO CIRCUITO

LIC. ALEJANDRO ROLDAN VELAZQUEZ

LA AUTORIDAD RESPONSABLE

EN EL JUICIO DE AMPARO.

PONENTE: MAGISTRADO ALEJANDRO ROLDÁN VELÁZQUEZ.

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO DEL DECIMO OCTAVO CIRCUITO.

En el proyecto de nueva Ley de Amparo, en la parte correspondiente al informe del Ministro Humberto Román Palacios, Coordinador General de la Comisión de Análisis para una nueva Ley de Amparo, manifiesta que "los temas más recurrentes fueron la necesidad de establecer los efectos generales en amparo contra ley, actualizar el concepto de autoridad responsable…" y que "los principios que resultaron para llevar al cabo la discusión, en términos generales, fueron los siguientes:… ampliación del concepto de autoridad para los efectos del amparo…". Fuera de esta mención, no se vuelve a tocar el punto de la autoridad responsable ni en el referido informe ni en la "introducción al proyecto de Ley de Amparo Reglamentaria de los Artículos 103 y 107 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos", no obstante que en este apartado se dan los motivos para adoptar determinados criterios en torno a cuestiones que la Ley de Amparo vigente no contempla o regula en forma incompleta.

La fracción II del artículo 4° del proyecto  contiene la definición de lo que debe conceptualizarse como autoridad responsable, conceptualización actualmente consignada en el artículo 11 de la ley de la materia. Lo novedoso en la redacción del proyecto, es que en el artículo 11 vigente se establece que es  autoridad responsable la que dicta, promulga, publica, ordena, ejecuta o trata de ejecutar la ley o el acto reclamado, y el proyecto establece que es autoridad responsable la que dicta, ordena, ejecuta, trata de ejecutar o emite el acto que crea, modifica o extingue situaciones jurídicas en forma unilateral y obligatoria; esto  asimismo representa un concepto más amplio de la materia del juicio de amparo, al precisar en qué consiste el acto reclamado; ello, en consonancia con la ampliación del objeto del juicio de amparo a que se refiere el artículo 1° del proyecto.

Ahora bien, en el proyecto se realiza un esfuerzo para ampliar la noción de la autoridad responsable, lo cual tiende a evitar confusiones y dudas que puedan llegar a traducirse en una verdadera denegación de justicia.  Esta se ha venido resolviendo sólo a través de la jurisprudencia, que ha sido la que, en criterios no siempre uniformes, ha ido ampliando casuísticamente cuándo se está en presencia de un acto emitido por un ente que se considera como autoridad responsable.  Pero tales criterios han sido, se repite, casuísticos, poco firmes y en ocasiones ambiguos o contradictorios.  

El proyecto trata de eliminar estos inconvenientes, aunque en mi concepto no lo logra cabalmente, pues no acota con la puntualidad necesaria dicha noción, lo que puede llegar a ocasionar una indefinición similar, aunque menos intensa, que la que actualmente se vive.

La complejidad de la sociedad moderna, y por tanto la de sus diversos componentes entre sí y en relación con quien le impone unilateralmente una conducta determinada, bien sea en su connotación positiva, bien en la omisiva, requiere ciertamente de una más cabal determinación acerca del concepto de autoridad, para que tal noción sea materia de las menos interpretaciones posible a través de la jurisprudencia que emitan los órganos jurisdiccionales del amparo.

La complejidad de que se habla ha llevado también a la ampliación y profusión de entidades oficiales pertenecientes a la administración pública desconcentrada o descentralizada, según sea el caso, y aun se observa el fenómeno de empresas que, siendo de derecho privado, tienen una participación estatal mayoritaria y que por tanto, de facto, actúan de manera tal que afectan unilateralmente la esfera jurídica del particular, sin posibilidades de defensa ordinaria por parte de éste o bien, aunque exista tal posibilidad de defensa, ello sólo pueda realizarse a través de vías ordinarias que no impiden la vulneración de sus derechos, sino sólo, al final de un largo camino, la restitución de ellos cuando ya se produjeron efectos irreversibles.

Por ello, me permito proponer el cambio de redacción en la fracción II del artículo 4° del proyecto de Ley de Amparo, para quedar como sigue:

"II.- La autoridad responsable, teniendo tal carácter los órganos del Estado, los de la administración pública desconcentrada, descentralizada o autónomos, los árbitros y arbitradores en los casos de tribunales de arbitraje que deciden controversias entre particulares en virtud de las cláusulas compromisorias o compromisos arbitrales, así como los amigables componedores y las personas físicas o morales que por circunstancias legales puedan actuar unilateralmente sobre la voluntad del particular, cuyas entidades ordenan, ejecutan, tratan de ejecutar o emiten en forma unilateral y obligatoria el acto que crea, modifica o extingue situaciones jurídicas.". 

De aceptarse la redacción que aquí se propone, se evitará en mi concepto la indefinición que hasta la fecha se ha venido dando en esta materia, y disminuirá la posibilidad de interpretaciones poco firmes y a veces contradictorias de las autoridades jurisdiccionales facultadas para sustentar o emitir jurisprudencia.

Mérida, Yucatán, 5 de Noviembre del 2000.

ALEJANDRO ROLDAN VELAZQUEZ

En relación con lo propuesto en el Capítulo III, del título Primero del proyecto de la nueva Ley de Amparo, reglamentaria de los artículos 103 y 107 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, y específicamente en el artículo 16, se considera de verdadera trascendencia la modificación en la regla general del término para la interposición de la demanda de garantías de quince días como se establece en la ley vigente, a treinta días, como  que se propone en el proyecto mencionado; y en la regla especifica de treinta días (como se establece actualmente), a cuarenta y cinco días en el proyecto, tratándose de la reclamación de una ley autoaplicativa.

Esta modificación, desde luego tendrá un beneficio múltiple, siendo el primero de ellos la existencia de un término por demás amplio que permita a los justiciables dejar de incurrir en el consentimiento tácito de los actos reclamados, con la consabida actualización de la causal de improcedencia del juicio de garantías.

Asimismo, la ampliación de dichos términos permitirá a los abogados de los afectados con los actos de autoridad, la formulación del concepto de violación más eficaces y mejor explicados para la demostración, en caso de existir, de la inconstitucionalidad de dichos actos.

Como consecuencia de ello, devendrá una impartición de justicia más sencilla por parte de las autoridades encargadas del juicio de garantías, ante el análisis de demandas mejor planteadas.

Sin embargo, por lo que se refiere a la fracción II, del citado artículo 16, que propone un término de noventa días para la interposición de la demanda, cuando se trate de una sentencia condenatoria emitida en un proceso penal, se estima que debe ser modificado, ello, en atención a las consideraciones que se expondrán a continuación.

Ciertamente,  no puede pasarse por alto que el artículo 22 de la Constitución Federal permite la imposición de la pena de muerte para el caso de la comisión de los ilícitos de traición a la patria en guerra extranjera, parricidio y otros delitos más.

 También cabe señalar, que el artículo 25 del Código Penal Federal establece la posibilidad de la imposición de sanciones privativas de la libertad hasta por cincuenta años y, como mero ejemplo de la posibilidad de la imposición de dicha sanción máxima, podemos citar las que prevén los numerales 315 bis y 320 del Código Penal Federal, para el delito de homicidio calificado, así como la que establece el numeral  366 del propio ordenamiento, para el delito de privación ilegal de la libertad que tenga como consecuencia la privación de la vida del secuestrado.

Además, existen diversas disposiciones dentro de la legislación punitiva federal que establecen penas de prisión elevadas, tales como de dos a cuarenta años, para la comisión del delito de  terrorismo y de veinte a cuarenta años por genocidio.

Como se ve, la Constitución permite el uso de la sanción más grave para la comisión de un ilícito, por lo que no es improbable que en un futuro se hiciera efectiva tal permisión fundamental.

Además, es un hecho la existencia de punibilidades de prisión tan altas como las antes descritas, ello sin tomar en consideración las que  se establecen en las codificaciones locales del país.

Por lo anterior, y dada la posibilidad de errores en la valoración de las pruebas en relación con la demostración del cuerpo del delito y de la responsabilidad del sentenciado, así como para la individualización de las sanciones, no debe desestimarse que el hecho de establecer un término amplio como el que se pretende para la impugnación de sentencias penales condenatorias, no significa la eliminación dichas fallas.

Además,  tampoco debe descartarse la posibilidad de la omisión involuntaria de impugnación constitucional dentro del término mencionado, lo cual desde luego, no puede tener más causa que la suma ignorancia en materia legal de los sentenciados, su carencia de recursos económicos, o la indebida asistencia legal a la que se encuentra supeditado en ocasiones, y tan es así que la práctica judicial cotidianamente vemos demandas de amparo promovidas mucho más allá del término que se propone en el proyecto.

Como consecuencia de lo aquí expuesto y dada la importancia de tutelar en forma ilimitada los valores máximos para el gobernado y la sociedad, como lo son la vida y la libertad personal, aún tratándose de una sanción de prisión que no sea elevada como las mencionadas, se estima necesaria la modificación de la fracción II, del artículo 16 del proyecto, para establecer en su lugar la posibilidad cronológica sin límites para la impugnación de las sentencias penales que condenatorias, con excepción de aquéllas que sólo impongan una sanción pecuniaria, es decir, que como lo han considerado hasta la fecha los Tribunales de amparo, no exista un término perentorio para la interposición de la demanda de garantías en estos casos.

En esa tesitura, se propone una modificación al proyecto en lo atinente a las fracciones II y IV, del numeral 16 del mismo, eliminándose lo especificado actualmente en el proyecto, para que la fracción III, pase a ser la II y la IV, pase a ser la tercera,  modificándose esta última, para que quedar en los términos siguientes:

“16.- El término para presentar la demanda de amparo es de treinta días, salvo:

I.- …

II.-

III.- Cuando el acto reclamado implique peligro de privación de la vida, ataques a la libertad personal fuera de procedimiento judicial, deportación, destierro, o cualquiera de los prohibidos por el artículo 22 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, la incorporación forzosa el Ejercito,  Armada o Fuerza Aérea Nacionales,  o las sentencias en los procedimientos judiciales penales que impongan la pena de muerte o una pena privativa de la libertad, en que podrá presentarse en cualquier tiempo.

         Cuernavaca, Morelos a 20 de octubre de 2000
MAGISTRADO DEL PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO

DEL DECIMO OCTAVO CIRCUITO.

LIC. JULIO CHAVEZ OJESTO

Tema a tratar en el Congreso Nacional de Juristas para analizar la propuesta de una nueva Ley de Amparo a celebrarse los días 6, 7 y 8  de Noviembre del 2000, en la ciudad de Mérida, Yucatán.

Ponencia propuesta por el Licenciado JULIO CHAVEZ OJESTO, Magistrado Integrante del Primer Tribunal Colegiado con residencia en la ciudad de Cuernavaca y coordinador de los trabajos en el Decimoctavo Circuito del Poder Judicial de la Federación.

                          “NULIDAD DE ACTUACIONES.”

El tema se ubica en el Título Primero, Capítulo I,  denominado “DISPOSICIONES FUNDAMENTALES” del proyecto de Ley de Amparo Reglamentaria de los artículos 103 y 107 de la Constitución Política de los Estados unidos Mexicanos.

1.- El procedimiento de amparo, como todo procedimiento judicial debe de observar diversas formas y exigencias para que los actos que se vayan sucediendo o concatenando adquieran validez y surtan todos los efectos legales ya sea respecto a las partes procesales o ya sea respecto al órgano jurisdiccional de decisión. En el proyecto de Ley de Amparo que se somete a la consideración, se contempla el Título Primero, Capitulo I, denominado “DISPOSICIONES FUNDAMENTALES”,  en el que se establece el objeto del juicio de amparo (artículo1); la doble vía de tramitación del juicio de garantías y  la prevención de que  la substanciación y la resolución se llevará a cabo en términos de las formas y procedimientos establecidos en la propia Ley de Amparo y “a falta de disposición expresa se aplicará en forma supletoria el Código Federal de Procedimientos Civiles y, en su defecto los principios generales del derecho (artículo 2); y, el requisito de que las promociones en el juicio de amparo deberán hacerse por escrito, pudiendo ser orales las que se hagan en las audiencias, notificaciones y comparecencias autorizadas por la ley (artículo 3)”. 

2.- Ahora bien, durante la tramitación de los juicios de amparo indirecto ante los Jueces de Distrito y Tribunales Unitarios, así como en el trámite y substanciación del juicio de amparo directo ante los Tribunales Colegiados de Circuito, se presentan diversas situaciones en las que se ven afectadas las formalidades esenciales que la Ley de Amparo o el Código Federal supletorio previenen para determinadas actuaciones dentro del procedimiento de amparo, lo que provoca que las partes resulten afectadas en sus derechos procesales o bien queden inauditas o sin defensa. La transgresión a las formalidades del juicio de amparo, salvo la nulidad de notificaciones y la reposición de autos, no se encuentra contemplada a pesar de que en muchas ocasiones la falta de formalidad tiene su reflejo en las decisiones de fondo que emite el tribunal de amparo. En la práctica es constante advertir la falta de firma del juez o del secretario en las sentencias dictadas en la audiencia constitucional, también es frecuente que se impugne la firma que calza la demanda de amparo o el recurso correspondiente, una vez que han sido admitidos por el tribunal sustanciador, lo que provoca diversidad de criterios para el tratamiento de éstas y otras  situaciones en las que se impugna de nulas las actuaciones que llevan a cabo los tribunales federales de amparo.

3.- La conveniencia de unificar criterios y de darle un tratamiento  homogéneo a la nulidad  de las actuaciones que no observan las formalidades esenciales del juicio de amparo, es uno de los motivos por los que se propone incorporar en el Título Primero, Capítulo I, denominado “DISPOSICIONES FUNDAMENTALES”, un artículo que prevenga la solicitud de las partes para reclamar la nulidad de actuaciones dentro del juicio de amparo, ya sea directo o indirecto, para evitar hasta donde sea posible un procedimiento irregular y un estado de indefensión para las partes; además, en el caso de amparo indirecto, el propio Juez de Distrito estaría en condiciones de regularizar el procedimiento sin tener que esperar hasta que el tribunal  revisor mande reponer el procedimiento con la consiguiente pérdida de tiempo como ocurre actualmente. El contenido del artículo propuesto sería el siguiente:

“ARTICULO 3 BIS.- Serán nulas las actuaciones en las que no  se observen  las formalidades  esenciales  que  esta ley  previene, independientemente del perjuicio que se pueda causar a cualquiera de las partes. Se consideraran inobservadas las formalidades esenciales del procedimiento de amparo en los siguientes casos:

1.- Cuando las violaciones trasciendan al resultado del fallo. 

2.- Cuando se celebre alguna audiencia sin que la presida el juzgador o la persona que deba substituirlo.

3.- Por tener en cuenta una diligencia que conforme a las reglas que norman el procedimiento sea nula.

4.- Cuando la actuación judicial carezca  de la firma del Juez o Secretario que deba dar fe o sancionarla.

5.- Cuando alguna de las partes quede en manifiesto estado de indefensión en materia de ofrecimiento y desahogo de pruebas.

Cuernavaca, Morelos, Octubre 20 del año 2000.

EL   MAGISTRADO  DEL  PRIMER  TRIBUNAL

COLEGIADO DEL DECIMOCTAVO CIRCUITO.

    LIC. JULIO CHAVEZ OJESTO.

PONENCIA PARA EL CONGRESO NACIONAL DE JURISTAS A LLEVARSE A CABO EN MERIDA, YUCATAN, DEL 5 AL 8 DE NOVIEMBRE DE 2000.

A fin de estar en aptitud de plantear el problema y realizar la proposición correspondiente, conviene transcribir del proyecto, los artículos 215, 220, 221, 226 y 228, que textualmente dicen:

"Artículo 215. La jurisprudencia que establezca la Suprema Corte de Justicia de la Nación, funcionando en pleno o en salas, es obligatoria para éstas tratándose de la que decrete el pleno, y además para los tribunales colegiados de circuito, los juzgados de distrito, tribunales militares y judiciales del orden común de los estados y del Distrito Federal, y tribunales administrativos y del trabajo, locales o federales.

La que establezcan los tribunales colegiados de circuito de amparo es obligatoria para los órganos mencionados en el párrafo anterior, con excepción de la Suprema Corte de Justicia de la Nación".

Tal como está redactado el segundo párrafo del precepto, se entiende que los tribunales colegiados de circuito de amparo que no hayan establecido una jurisprudencia, también quedan obligados por la del tribunal colegiado de circuito de amparo que la haya establecido.

Considero que esa no es la intención del proyecto, pues de ser así, sería contrario con el principio de autonomía de criterio que debe imperar en cada uno de los tribunales colegiados de circuito de amparo y haría innecesario el procedimiento relativo a la contradicción de jurisprudencia ante la Suprema Corte de Justicia de la Nación.

De quedar redactado así el precepto, bastaría que un tribunal colegiado de circuito de amparo estableciera una jurisprudencia para que otros de la misma especie quedaran obligados a no apartarse del criterio de que se trate.

Para evitar que esto suceda, sería necesario puntualizar en la misma forma que se hace en el párrafo primero del artículo 193 de la Ley de Amparo vigente; especificando que los tribunales colegiados de circuito de apelación sí quedan comprendidos entre los obligados a acatar la jurisprudencia de los tribunales colegiados de circuito de amparo.

De ser aceptada la propuesta, el párrafo de referencia podría quedar con el siguiente texto:

"La que establezcan los tribunales colegiados de circuito de amparo es obligatoria para los tribunales colegiados de circuito de apelación y para los demás órganos mencionados en el párrafo anterior, con excepción de la Suprema Corte de Justicia de la Nación y de los demás tribunales colegiados de circuito de amparo".

De ser así, convendría que se agregara un párrafo tercero y cuarto que establecieran en esencia lo que disponen el segundo y tercer párrafos del artículo 196 de la actual ley, para quedar como sigue:

"Si cualquiera de las partes invoca ante un tribunal colegiado de circuito de amparo la jurisprudencia establecida por otro, el tribunal del conocimiento deberá:

I. Verificar la existencia de la tesis jurisprudencial invocada;

II. Cerciorarse de que la tesis de jurisprudencia invocada sea aplicable al caso concreto en estudio; y

III. Adoptar dicha tesis jurisprudencial en su resolución; o

IV. Resolver expresando las razones por las cuales considera que no debe adoptarse el criterio sostenido en la referida tesis jurisprudencial. En cuyo caso remitirá los autos a la Suprema Corte de Justicia de la Nación, para que ésta resuelva sobre la contradicción."

Como se ve, se proponen algunas pequeñas variantes de cómo está redactado el precepto en la actualidad.

En el capítulo relativo a la jurisprudencia por reiteración de criterios, se propone una supresión en la redacción de los artículos 220 y 221 del proyecto, los cuales dicen:

"Artículo 220. La jurisprudencia por reiteración del pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación se establece cuando se sustente un mismo criterio en tres sentencias no interrumpidas por otra en contrario, resueltas en diferentes sesiones, con el voto aprobatorio de por lo menos ocho ministros".

"Artículo 221. La jurisprudencia por reiteración de las salas de la Suprema Corte de Justicia de la Nación se establece cuando se sustente un mismo criterio en tres sentencias no interrumpidas por otra en contrario, resueltas en diferentes sesiones, con el voto aprobatorio de por lo menos cuatro ministros".

Se propone la supresión de la parte que dice: "resueltas en diferentes sesiones", pues podría llegarse al extremo de que en una misma sesión del órgano de que se trate se resuelvan tres o más asuntos en los que sea sustentado el mismo criterio y que no puedan constituir jurisprudencia en tanto no se sustente el mismo criterio en otras dos sesiones; pudiendo llegar al extremo de que en la segunda sesión en que sea sustentado el mismo criterio sean resueltos otros tres o más asuntos con el mismo criterio sin que pudiera constituirse jurisprudencia; lo que considero innecesario para los principios de firmeza de criterio y de seguridad jurídica que reviste la jurisprudencia.

El artículo 224 del proyecto dice:

"Artículo 224. Las salas de la Suprema Corte de Justicia de la Nación o cualquiera de sus ministros, o bien los tribunales colegiados de circuito de amparo o cualquiera de sus integrantes, con motivo de un caso concreto podrán pedir al pleno de la Suprema Corte o a la sala correspondiente que interrumpa o sustituya la jurisprudencia establecida, expresando las razones por las cuales se estima debe hacerse.

El pleno o la sala correspondiente resolverán si sustituyen la jurisprudencia, sin que su resolución afecte las situaciones jurídicas concretas, derivadas de los juicios en los que se hubieren dictado las sentencias que la integraron. Esta resolución se publicará y distribuirá en los términos establecidos en esta ley."

Este precepto no dispone si el caso concreto que dé motivo a una petición de esta naturaleza deba ser un asunto pendiente de resolver o uno ya resuelto, ni se prevé que sucederá con él, antes y después de que se resuelva la petición.

Considero que debe establecerse que el asunto concreto de que se trate habrá de ser un asunto resuelto; de tal suerte que el órgano resolutor tenga plena seguridad de la razón que motive la petición ya sea de interrupción o de sustitución. De ser así, sería innecesario establecer que sucedería con él, después de resuelta la petición.

En el segundo párrafo, no se dice nada respecto de la figura de la interrupción y sólo se ocupa de la sustitución; Tampoco se refiere a cual será la situación jurídica de la resolución que dicten el pleno o la sala, según se trate, si habrá de constituir o no jurisprudencia.

Estimo que, tanto en el caso de la interrupción como en el de la sustitución, el pleno o la sala, según se trate, tendrá que realizar un estudio minucioso que bien puede llegar a un criterio jurisprudencial; estimar lo contrario, permitiría que el párrafo de que se trata quedará tal como está, pues sólo las resoluciones de sustitución constituirían jurisprudencia.

Sin embargo, considero que las resoluciones de interrupción revestirían la misma naturaleza.

De aceptarse la propuesta, el precepto podría quedar como sigue:

"Artículo 224. Las salas de la Suprema Corte de Justicia de la Nación o cualquiera de sus ministros, o bien los tribunales colegiados de circuito de amparo o cualquiera de sus integrantes, con motivo de un caso concreto, ya resuelto, podrán pedir al pleno de la Suprema Corte o a la sala correspondiente que interrumpa o sustituya la jurisprudencia establecida, expresando las razones por las cuales se estima debe hacerse.

El pleno o la sala correspondiente resolverán si interrumpen o sustituyen la jurisprudencia, sin que su resolución afecte las situaciones jurídicas concretas, derivadas de los juicios en los que se hubieren dictado las sentencias que la integraron. Esta resolución que constituirá jurisprudencia se publicará y distribuirá en los términos establecidos en esta ley."

En el capítulo relativo a la jurisprudencia por contradicción de tesis, el artículo 228 del proyecto dispone:
"Artículo 228. Las contradicciones de tesis entre las salas de la Suprema Corte de Justicia serán resueltas por el pleno; las de los tribunales colegiados de circuito de amparo serán resueltas por el pleno o las salas de la Suprema Corte de Justicia, según la materia. En ambos casos deberán ser aprobadas por mayoría simple.

Al resolverse una contradicción de tesis, el órgano correspondiente podrá acoger uno de los criterios opuestos u optar por uno nuevo, o bien declararla inexistente o sin materia.

La resolución que decida la contradicción de tesis no afectará las situaciones jurídicas concretas de los juicios en los cuales se hubieren dictado las sentencias que sustentaron las tesis contradictorias".

En relación con lo aquí previsto, considero que el segundo párrafo podría quedar como sigue:

"Al resolverse una contradicción de tesis, el órgano correspondiente decidirá, en primer lugar, si existe o no la contradicción y, en su caso, si no ha quedado sin materia; si existe materia de la contradicción; podrá acoger uno de los criterios opuestos u optar por uno nuevo."
De aceptarse esta redacción se distinguiría una cuestión de procedencia, como lo es definir si existe o no la contradicción y si ésta no ha quedado sin materia, de una cuestión de fondo como sucede con la circunstancia de que el órgano resolutor acoja o no el criterio de uno de los tribunales contendientes u opte por un criterio nuevo.

FRANCISCO PANIAGUA AMEZQUITA

MAGISTRADO INTEGRANTE DEL SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DEL DECIMOCTAVO CIRCUITO.

Morelia, Mich., 20 de Octubre de 2000.

COMENTARIOS AL ARTICULO 80 DEL 

PROYECTO DE LEY DE AMPARO.

El artículo precisado en el rubro, dice:

“La parte que obtuvo resolución favorable en el juicio de amparo puede adherirse a la revisión interpuesta por la contraria dentro de un lapso de cinco días, contados a partir del siguiente al en que surta efectos la notificación de la admisión del recurso, expresando los agravios correspondientes. Su presentación y trámite se regirán, en lo conducente, por lo dispuesto en esta sección para la revisión principal, y  seguirán la suerte procesal de ésta.

Los agravios en la revisión adhesiva pueden fortalecer las consideraciones de la sentencia que orientaron el resolutivo favorable al recurrente, o impugnar las que concluyen en un punto decisorio que le perjudica.”
Puedo imaginar, como uno de varios ejemplos, el caso de que en la sentencia de amparo el juez de Distrito determinó negar la protección constitucional, pero además impuso multa a la autoridad responsable por haber omitido rendir su informe con justificación, con fundamento en el artículo 256, fracción I, del propio ahora proyecto. Como la responsable es parte en el juicio de garantías y la sentencia determinó negar el amparo, o sea que obtuvo fallo favorable al quedar incólume el acto que a ella se reclamó, pero a la vez le impuso multa; en los términos del artículo 80 transcrito cabría recurrir en revisión adhesiva la sentencia, impugnando las consideraciones que concluyeran en el punto decisorio que le perjudicara (imposición de la multa)

OBSERVACIONES:

a) Como la revisión adhesiva sigue la suerte procesal de la principal, en caso de que se sobreseyera en el juicio por el tribunal colegiado, no habría lugar a que se examinaran sus agravios y quedara firme la sanción. 

b) Lo anterior sin considerar que lo procedente sería interponer la revisión, no adhesiva, sino independiente de la del quejoso y no sería jurídico que contra una sola resolución se tuvieran a la vez dos diversos medios de impugnación. 

c) Si el proyecto de ley hubiera querido extender los alcances a casos como  el que se tomó a vía de ejemplo, no siendo adecuada esa pretensión, sugeriría eliminar la parte final,  del supracitado artículo 80, para quedar hasta donde dice”... favorable al recurrente.”

d) Si por el contrario, la idea fuera que conservando el texto integro del precepto en proyecto, sólo se refiera a quienes obtuvieran fallo favorable, pero adverso en algún aspecto en cuanto a la litis constitucional, propondría que se elaborara otra redacción que excluyera casos como el ejemplificado, donde el punto decisorio que perjudica a quien obtuvo fallo favorable, es ajeno a esa litis, y así evitar confusiones e interpretaciones dispares. 

MAGISTRADO DEL SEGUNDO TRIBUNAL

COLEGIADO DEL DECIMO PRIMER CIRCUITO.

LIC. VICTOR CEJA VILLASEÑOR.

"LA JURISPRUDENCIA DE LOS TRIBUNALES COLEGIADOS DE CIRCUITO Y SU OBLIGATORIEDAD PARA LOS JUZGADOS Y TRIBUNALES EN GENERAL".

INTRODUCCIÓN.

En seguimiento a la guía técnica para la presentación de ponencias al Congreso Nacional de Juristas convocado por la atinada iniciativa de nuestra alma mater de Justicia, La Suprema Corte, me permito hacer los siguientes planteamientos que en la práctica se presentan.

Pues bien, aunque la invocada denominación de la ponencia es genérica, el tema es específico y la problemática ha surgido de la práctica diaria por la falta de norma expresa que disponga que la jurisprudencia debe ser obligatoria para todas las autoridades de cualquier nivel y materia sin importar que sea jurisdiccional o no, y de que con motivo de que los tribunales colegiados conozcan de asuntos de inconstitucionalidad de leyes locales y estatales se debe de reglamentar sobre la obligatoriedad de la jurisprudencia que se origine, además de que por la existencia de la disposición del artículo 193 de la Ley de Amparo que genéricamente dice que la jurisprudencia de los tribunales colegiados es obligatoria para juzgados y tribunales de cualquier nivel y materia, que se traduce en que tales autoridades al observar esa obligación pueden invocar para apoyar su resolución, indistintamente, jurisprudencia de los tribunales de cualquier circuito, a pesar de que en el de su residencia existe un criterio en contrario. De ahí nace el interés en que en la nueva Ley de Amparo se provea una disposición legal que propicie seguridad y certeza jurídica en el sistema jurídico mexicano y en concreto en la esfera del agraviado, eliminando con ello la posible anarquía en la aplicación y acatamiento de los criterios jurisprudenciales de los circuitos por los entes públicos obligados a ello.

I. LA JURISPRUDENCIA. CONCEPTO DE.

Por principio cabe decir que la dialéctica de la jurisprudencia, entendida como el método de descubrir la esencia de su magnitud jurídica, la encontramos en su representativa función en el tiempo y en el espacio jurídico: fuente formal, material y directa del derecho, al lado de la costumbre y de la ley. La argumentación se apoya en la ratio de que en esa trascendental tarea, la norma jurisprudencial interpreta los textos obscuros de la norma, suple sus lagunas y deficiencias, para lograr así, equipararse a la misma ley, por su fuerza, imperatividad y obligatoriedad. Independientemente de que en la práxis se erige como un elemento de validez en la integración de una disposición legal aplicable al caso concreto, al propiciar con su papel material la función de confirmar, suplir e interpretar la ley, incluso, llegado el caso al través de las decisiones reiteradas del sistema de amparo declararla sin vigencia y nula de pleno derecho; todo lo anterior, vinculado a las necesidades, funciones y obligaciones propias de los litigantes y de las autoridades y todos los órganos judiciales, que finalmente en la jurisprudencia encuentran el fundamento de sus pretensiones, acciones, y desde luego, de sus decisiones, respectivamente.

Ciertamente, en lo atinente a la judicatura, la jurisprudencia además de compilación jurídica de consulta y de orientación, es sinónimo de obligación para todos los juzgadores y órganos de justicia en general, porque deben observarla y acatarla cuando el caso concreto de su aplicación así lo amerita. En esa vertiente, la jurisprudencia en general tiende a la realización de un valor jurídico fundamental, aspiración de todo sistema jurídico: el de seguridad y certeza del derecho. 

En las anteriores consideraciones, se explica el porqué la jurisprudencia es una fuente del derecho que se compone de dos acepciones distintas, en una, equivalente a la ciencia del derecho o teoría del orden positivo; y en la otra, la jurisprudencia como un conjunto de principios y doctrinas contenidas en las decisiones de los tribunales (latu sensu), y con motivo de estas decisiones, la jurisprudencia será la resolución del juez u órgano jurisdiccional, en el sistema de reiteración y de unificación de las resoluciones supradichas, que conformen un criterio jurisdiccional sobre un punto de derecho en casos análogos o contrapuestos, se deriva la acepción de jurisprudencia (estrictu sensu). 

Por otra parte, en nuestro sistema jurídico nacional cabe destacar resumidamente, que las causas del origen de la institución, están íntimamente vinculadas con la incidencia y alto grado de utilización de la acción de amparo por el pueblo mexicano, su desarrollo propio a partir del año de 1861, cuando nace la primera Ley de Amparo que lo reglamenta y luego con la que la sustituye del año de 1869, que idénticamente fija las reglas, aunque más claras de substanciación de la vía legal de garantías. Lógicamente que, las razones del mayor número de juicios de amparo impetrados por los quejosos, eran entre otras, por las condiciones y ambiente social, político y económico que privaba en el país en la etapa del siglo XIX, conocida como de la restauración de la república, que creó el descontento nacional y como escape social y vía de solución de problemas jurídicos las acciones en la vía de amparo. El efecto de lo anterior, fue el dictado de un gran número de resoluciones emitidas en la vía constitucional en la que se tocaban cuestiones sustantivas y adjetivas de amparo que propiciaron importantes criterios; a tal extremo se entendió el momento que voces autorizadas, señalaron que: "de tal suerte que así como la jurisprudencia surge de éste (juicio de amparo), también incide en él, por lo cual se puede afirmar que estamos en presencia de una evolución donde se dan influencias recíprocas".1
La legislación que actualmente prevé las situaciones hipotéticas de creación de la jurisprudencia, órganos aptos para ello, ámbitos de aplicación y de vigencia de la misma, aunque con varias modificaciones posteriores que en su momento se vislumbrarán, es la Ley de Amparo de 1935, substituta de la anterior de 1919, y en vigor en enero de 1936. En efecto, los artículos 192 y demás normativos de la Ley de Amparo, a partir de esta última fecha señalada, vinieron a regular de manera casi igual, el sistema que se refiere a la jurisprudencia, y en cuanto al número de ministros que deberían votar los precedentes relativos, dado que para estas fechas, la composición orgánica del alto tribunal era diferente, a continuación señaló un mínimo de cuatro votos en tratándose de la jurisprudencia de las Salas y de la sentada por el Pleno del alto tribunal, de catorce votos. Luego, la ley reglamentaria del juicio de garantías, como recordaremos, debido a las razones ya señaladas, en el año de 1951, con nuevas disposiciones, modifica el número de depositarios del Poder Judicial de la Federación, en consonancia con lo cual, en adelante además de la Suprema Corte de Justicia, los tribunales colegiados de circuito fueron siendo legalmente reconocidos para crear jurisprudencia. El actual fundamento del máximo nivel constitucional normativo de la jurisprudencia, está en el citado artículo 94 y el diverso proceso de formación de jurisprudencia, por unificación de criterios, en el indicado artículo 107, fracción XIII, que la regula, al igual que la ley reglamentaria, que más adelante examinaremos. Ahora bien, en el examen de la normatividad reglamentaria derivada de los artículos 94 y 107 fracción XIII constitucionales, que atañe a la jurisprudencia, con el propósito de estudiar y examinar brevemente algunos aspectos técnicos que en su evolución propia se han generado, además de su posible carencia, cabe decir que la Ley de Amparo vigente, como lo señalamos, en el Libro Primero, Título Cuarto, denominado "De la Jurisprudencia de la Suprema Corte y de los Tribunales Colegiados de Circuito", contiene el capítulo único en el que se instituyen los artículos 192 a 197 y del 197 A al 197 B. Tales dispositivos legales regulan la formación, interrupción y modificación de la jurisprudencia, y prevén reglas atinentes al caso. En primer lugar, está el artículo 192 que previene que la jurisprudencia instituida por la Suprema Corte de Justicia, ya sea que la cree como tribunal en Pleno o como órgano colegiado en Salas, tiene un ámbito específico de obligatoriedad referido, la emitida por el Pleno, para las propias Salas de la Suprema Corte, y también para los tribunales unitarios y colegiados de circuito, los juzgados de Distrito, los tribunales especiales de la milicia y los representantes de la justicia estatal de las entidades federativas y del Distrito Federal, además de los tribunales administrativos y del trabajo, sean federales o locales. En lo tocante al esquema de observancia imperativa, conviene precisar que es resultado de una gran evolución legislativa, si se toma en cuenta que el texto actual ha sido reestructurado a través de seis reformas desde el original de la ley de 1882 hasta nuestros días. En efecto, se advierte la circunstancia de que lo que antaño resultaba obligatorio para los juzgados de Distrito, después se convirtió en obligatorio no solamente para estos órganos de conocimiento de amparos indirectos, sino para las Salas de la Suprema Corte en tratándose de la jurisprudencia del Pleno del máximo tribunal, y a su vez, de fiel acatamiento de la jurisprudencia del Pleno y de las Salas, para los tribunales colegiados de toda índole existentes en el sistema de justicia federal o estatal, administrativa o laboral y militar. En torno al sistema mediante el cual los criterios de la Suprema Corte se convierten en jurisprudencia que luego conllevan la obligación a cargo de las autoridades de acatarla, cabe señalar que se conforma por la emisión y después conjunción de cinco ejecutorias ininterrumpidas de un punto de derecho, votadas, si se trata de jurisprudencia de las Salas de la Suprema Corte, por mayoría de cuatro ministros. Si corresponde a jurisprudencia formadas por criterio del Pleno de la Suprema Corte, la media decena de resoluciones emitidas en un mismo sentido de un tema jurídico idéntico, constituirán jurisprudencia, si son aprobadas por lo menos por catorce ministros.

Desde luego que, aunque jurídicamente aquel artículo 192 citado no ha sido modificado, lo que implicará su vigencia técnicamente hablando, de hecho es inaplicable por la reforma de 1995 a la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, en su artículo 4º, conforme al cual el tribunal máximo de justicia, a pesar de que sigue funcionando en Pleno, su integración orgánica es de once ministros, así es de que para que sus resoluciones formen jurisprudencia, aparte de que las cinco sentencias no estén interrumpidas por otra en contrario, deben de ser aprobadas por lo menos por ocho ministros, según el artículo décimo quinto transitorio de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, publicada en el Diario Oficial de la Federación de 16 de mayo de 1995, que se emitió, se repite como una norma, en nuestra opinión, transitoria mientras se reforma la Ley de Amparo, y de adecuación al estado formal y legal actual. El mismo artículo 192 en examen, previene en una primera hipótesis, que cuando exista contradicción de tesis entre las Salas de la Corte, las resoluciones que emita el Pleno para dirimir el antagonismo existente, constituyen jurisprudencia. Idénticamente, las decisiones que emita el Pleno o las Salas, para dirimir la contradicción de tesis sustentada entre los tribunales colegiados, de la misma manera constituyen jurisprudencia. En cuanto a la obligatoriedad de los criterios uniformes producto de cinco precedentes ininterrumpidos de los tribunales colegiados de circuito, que constituyen jurisprudencia, el artículo 193 de la ley de la materia, también reformado en seis ocasiones, actualmente señala su obligatoriedad a cargo de los tribunales unitarios, los Juzgados de Distrito, los tribunales militares y judiciales del fuero común, de los estados y del Distrito Federal, y los tribunales administrativos y del trabajo, locales o federales. Cabe también señalar que en el mecanismo formativo de la jurisprudencia, aparte de lo que se destacó en el párrafo anterior, los cinco precedentes uniformes deben ser votados aprobatoriamente por unanimidad de los magistrados que integran el tribunal colegiado respectivo, es decir, que no admite la ley que las ejecutorias uniformes hayan sido votadas por mayoría de los integrantes del Pleno.

En el análisis del dispositivo 193, es de importancia jurídica señalar, entre otros aspectos, la jerarquía de la jurisprudencia del Pleno y de las Salas frente a la jurisprudencia de los tribunales colegiados; empero también que la jurisprudencia de estos últimos órganos de justicia federal, particularmente puede ser regional, ya que los tribunales están diseminados a lo ancho y largo de la República Mexicana por circuitos, e impera obligadamente sobre todas las decisiones de los tribunales judiciales y administrativos, de cualquiera de los fueros federal o estatal de la entidad relativa al circuito de jurisdicción del tribunal; pero en ello radica la inquietud de proponer la reglamentación por y como más adelante trataremos el problema y la argumentación que resuelva el mismo. Por el momento seguiremos señalando que para formarse la jurisprudencia se requiere los mismos cinco precedentes que para formar la jurisprudencia de la Suprema Corte y de las Salas, difiriendo, desde luego a virtud de la composición orgánica de los tribunales colegiados de tres magistrados, en cuanto a que los precedentes deben ser aprobados por todos los integrantes del órgano de que se trata y no como sucede en el Pleno de la Corte, que puede ser por una mayoría calificada. 

Aparte de este proceso de formación de la jurisprudencia, la ley reglamentaria del juicio de amparo instituye disposiciones que regulan el llamado proceso de interrupción de la jurisprudencia. Ciertamente, el artículo 194 señala que la jurisprudencia puede dejar de tener validez jurídica, empero, para ello se requiere que se interrumpan sus efectos por una ejecutoria en contra, previa la motivación, en el propio fallo, de las razones particulares y causas concretas en que se apoya la interrupción y lógicamente  expresadas directa y objetivamente respecto de las consideraciones que se tuvieron en cuenta para establecerla. Y en el aspecto relacionado con la votación calificada, en tratándose de la interrupción de la jurisprudencia del Pleno o de las Salas de la Suprema Corte y de los tribunales colegiados de circuito, la ejecutoria respectiva debe ser aprobada, respectivamente, por catorce ministros (ahora por ocho) y cuatro de Sala y por unanimidad de los magistrados que integran el tribunal colegiado. Parece antagónico que si para formar y aprobar una jurisprudencia se requieren cinco precedentes ininterrumpidos de una cuestión jurídica, aprobados por los juzgadores, con una sola ejecutoria también sancionada por los miembros de la judicatura legitimados, se interrumpa aquélla, sobre todo si por sentido común, es más seguro el razonar y ponderar las decisiones judiciales en mas de dos decisiones, como atinadamente en el proyecto de nueva ley se proponen tres decisiones para crear jurisprudencia, que en un solo estudio y fallo, obviamente que el legislador en la norma exige al intérprete que reflexione sobre las razones y causas que han surgido para la interrupción, motivadas con relación a aquéllas que sirvieron de sustento para crearla, para nosotros esto es lo que salva la incongruencia. 

Por razones de espacio, no haremos referencia directa a la estructura jurídica, producto de la evolución y necesidades propias de que, precedentes contradichos entre las Salas de la Suprema Corte de Justicia y entre los tribunales colegiados de circuito, deban ser reexaminados para cumplir con el principio de certeza jurídica que deben propiciar las resoluciones en general de los tribunales federales, sus tesis y la jurisprudencia del más alto tribunal del país en materia de justicia de amparo, sólo diremos que existe el mecanismo para unificar tesis contradictorias, previsto en los artículos 197 y 197 A, de la propia ley reglamentaria del juicio de garantías. Así, en la hipótesis de las resoluciones contradictorias de las Salas de la Corte, se percibe que con la decisión del Pleno se concluye cuál debe ser el criterio prevaleciente, aunque ello no implica que con la jurisprudencia instituida, se retrotraigan los efectos de las situaciones concretas anteriormente justipreciadas, sino que la jurisprudencia regirá a todas las situaciones jurídicas concretas e iguales que se presenten a posteriori, y en esta tesitura, también se crea la obligatoriedad en la observancia y aplicación de tales criterios jurisprudenciales, en general a cargo de los multialudidos órganos de justicia a casos que después se plantean y se refieran al mismo tema de derecho discurrido. En esta otra clase de jurisprudencia conocida por la doctrina como "de unificación o contradicción", en situación análoga a la jurisprudencia formada por reiteración de las cinco ejecutorias ininterrumpidas, en los mismos términos y requisitos que sería ocioso volver a retomar, el legislador también pensando en la movilidad de criterios por diversas circunstancias, desde aquéllas que tienen qué ver con reformas legales, hasta las vinculadas a las situaciones de hecho, decidió, sin distinción, en la última parte del artículo 197 comentado, darle la oportunidad también a los entes legitimados antes dichos, de pedir la modificación de una jurisprudencia surgida de una contradicción de tesis, a través de la presentación al Pleno o a las Salas de la Suprema Corte, de la solicitud respectiva, órganos que en seguimiento de este trámite, resolverán si modifican o no la jurisprudencia; si resulta lo primero, al igual que la resolución de contradicción, esta decisión de modificación de la jurisprudencia, no afectará el estatus jurídico concreto creado a propósito de los juicios en los cuales se hubiesen dictado las sentencias que integraron la tesis jurisprudencial modificada. Además de que priva la misma obligación de ordenar la publicación y remisión, en los términos previstos por el artículo 195 de la Ley de Amparo, al resto de los órganos obligados a acatarla. Las situaciones de existencia de diversos criterios jurisprudenciales, como circuitos existen en el país, así como la remisión de asuntos por la Suprema Corte de Justicia, de inconstitucionalidad de leyes locales y reglamentos, también fincan la razón de la presentación de la presente ponencia.

En el rubro de la resolución de contradicción de tesis de tribunales colegiados, es el artículo 197 A de la Ley de Amparo, el que norma este procedimiento, como se vio, de definición y de formación de jurisprudencia. Del precepto se viene en conocimiento una serie de similitudes regulatorias respecto del procedimiento de contradicción de tesis de las Salas de la Suprema Corte. En este aspecto de contradicción de tesis, importa destacar que con motivo del gran número de asuntos que en los últimos doce años se han presentado en la vía directa ante los tribunales colegiados, mayor número de circuitos y de órganos se han creado en el territorio nacional, y producto de lo anterior, mayor número de divergencias de criterio jurídico se han generado entre los propios órganos, así es de que, en la actualidad la creación de jurisprudencia por unificación a cargo del máximo tribunal de justicia de la nación, es frecuente y obviamente de singular importancia en la definición y orientación de criterios que deben prevalecer y acatarse por las autoridades, por los órganos de justicia y en general por los justiciantes federales, pero como entre tanto ello acontece, siguen a veces imperantes divergentes criterios que crean incertidumbre, se piensa de utilidad, se reforme la ley. Para terminar este apartado, cabe decir que al margen de la definición clásica del concepto de jurisprudencia, concensada por el derecho romano, en particular por las ideas de Ulpiano, que la concibió como la noticia o conocimiento de las cosas humanas y divinas, así como la ciencia de lo justo y de lo injusto, desde el punto de vista lógico-científico, en el terreno positivo-legal, particularizado en el artículo 107 constitucional, y en los diversos artículos 193 y demás relativos de la Ley de Amparo, también antes invocados y estudiados, la jurisprudencia significa la forma de interpretación de la ley, la de mayor trascendencia e incidencia en la unidad del sistema jurídico nacional, que posee fuerza obligatoria por disposición normativa; con independencia de que representa una fuente del derecho, de la que se desprende su sentido obligatorio, aunque no tiene por ello formal y legalmente el alcance de derogar la ley. Es importante destacar que en no pocas ocasiones, la fuerza e imperatividad de la jurisprudencia al obligar a su observancia a todos los órganos a que alude la ley de la materia, provoca que paulatinamente las leyes, reglamentos y tratados internacionales, caigan en el campo de su inaplicabilidad y eventualmente en el de su derogación, por el convencimiento de los otros poderes legislativo y ejecutivo, con independencia de que, llegado el caso, también en la esfera jurídica de los particulares, las leyes declaradas inconstitucionales por la jurisprudencia de la Suprema Corte y Tribunales Colegiados, quedan derogadas en ese ámbito relativo.

II. ANALISIS JURÍDICOS DE LOS ARTÍCULOS 193 DE 

LA LEY DE AMPARO VIGENTE Y 215 DEL 

PROYECTO DE LEY DE AMPARO.
El preámbulo teórico y legal informativo, fue con el propósito de tener un panorama amplio sobre la institución; ahora bien, a fin de obtener una argumentación interpretativa válida de la regla adjetiva contenida en el artículo 193 de la Ley Reglamentaria de los Artículos 103 y 107 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, y analizar los puntos de coincidencia y diferencias específicas con los preceptos 215 y 226, que se propone en la nueva ley, se hace necesario transcribirlos literalmente:

Artículo 193. "La jurisprudencia que establezca cada uno de los Tribunales Colegiados de Circuito es obligatoria para los Tribunales Unitarios, los Juzgados de Distrito, los Tribunales Militares y Judiciales del Fueron Común de los estados y del Distrito Federal, y los Tribunales Administrativos y de Trabajo locales y federales. La resolución de los Tribunales Colegiados de Circuito constituyen jurisprudencia siempre que lo resuelto en ellas se sustenten en cinco sentencias no interrumpidas por otra en contrario, ya que hallan sido aprobadas por unanimidad de votos de los magistrados que integran cada Tribunal Colegiado".2
Del análisis de tal disposición legal que hoy en día previene los requisitos para que las cinco resoluciones de los Tribunales Colegiados de Circuito constituyan jurisprudencia, se viene en entendimiento de la necesidad de que se emitan cinco sentencias en un mismo sentido jurídico, sin interrupción por otra decisión en contrario y que en el proceso de votación de cada uno de esos cinco precedentes la síntesis jurídica de cada uno de los asuntos haya sido aprobada por unanimidad de votos de los magistrados integrantes del Tribunal Colegiado”.

En tratándose de la obligatoriedad de la jurisprudencia formada por los Tribunales Colegiados, el legislador secundario extiende tal observancia y acatamiento a todos los Tribunales Unitarios, Juzgados de Distrito, los Tribunales Militares y judiciales del fuero común de los estados y del Distrito Federal, y los Tribunales Administrativos y de Trabajo, locales y federales. Nótese que la obligatoriedad de la jurisprudencia de los Tribunales Colegiados incide en el ámbito de atribuciones de cualquiera de estos órganos que llegado el caso tengan que resolver un asunto cuya esencia jurídica fue materia de la síntesis jurisprudencial. La regla opera como se advierte genéricamente, así que la circunstancia de que la jurisprudencia la haya establecido un Tribunal Colegiado de Circuito diferente al circuito de residencia de los juzgados de Distrito o los Tribunales de la milicia, del fuero común o de los Tribunales Contencioso Administrativo, de los Tribunales Estatales o de la Federación, interesa menos que nada, obliga a todos estos órganos, a pesar que el origen de la creación de los criterios haya sido con motivo de la interpretación de diversa legislación como leyes locales y reglamentos.

Por su parte, los textos normativos propuestos en el Proyecto de la Nueva Ley de Amparo a la letra dicen: Artículo 215: "La jurisprudencia que establezca la Suprema Corte de Justicia de la Nación, funcionando en Pleno o en Salas, es obligatoria para éstas tratándose de la que decrete el Pleno, y además para los Tribunales Colegiados de Circuito, los Juzgados de Distrito, Tribunales Militares y Judiciales del orden común de los Estados y Distrito Federal, Tribunales Administrativos y de Trabajo, locales o federales. La que establezcan los Tribunales Colegiado de Circuito de Amparo es obligatoria para los órganos mencionados en el párrafo anterior, con excepción de la Suprema Corte de Justicia de la Nación". Artículo 226.- "Para el establecimiento de la jurisprudencia de los Tribunales Colegiados de Circuito de Amparo deberán observarse los requisitos señalados en este capítulo (se establece jurisprudencia cuando se sustente un mismo criterio en tres sentencias no interrumpidas por otro en contrario, resueltas en diferentes sesiones), salvo el de la votación que deberá ser unánime."3 (el párrafo entre paréntesis es nuestro). 

Ahora bien, la lectura y comprensión del artículo 193 transcrito, frente a lo previsto en los artículos 215 y 226 también pretranscritos, se viene en conocimiento que los puntos de coincidencia en tratándose de la formación de jurisprudencia por repetición de resoluciones de amparo emitidas por los Tribunales Colegiados, son de que tales disposiciones obligan a los Tribunales Colegiados de Circuito, a los Juzgados de Distrito, a los Tribunales Militares y Judiciales del orden común de los Estados y del Distrito Federal, y Tribunales Administrativos y de Trabajo, locales o federales, para que observen al dictar sus sentencias o resolución el criterio jurisprudencial de que se trate. Una única diferencia en esta guisa, es que el artículo 215 omite señalar la obligatoriedad de la jurisprudencia a cualquiera de los Tribunales Unitarios de Circuito, disposición que si priva actualmente en el artículo 193. Desconocemos los motivos de esa falta, pero debe incluirse por razones obvias. En cuanto a las diferencias específicas, fuera de las normas que se repiten, es perceptible que mientras el artículo 193 actualmente señala que la jurisprudencia de los Tribunales Colegiados deben ser producto de cinco resoluciones en el mismo sentido, no interrumpidas por otro en contrario, en tratándose de la disposición relativa en el proyecto de Ley de Amparo, se reduce el número de ejecutorias a tres, desde nuestro punto de vista, justificadamente, ya que en tres casos en los que se haya ventilado un punto de derecho, previo estudio exhaustivo, objetivo y reflexionadamente en tres distintos momentos, la lógica nos lleva a señalar que las decisiones jurisdiccionales tienen que ser producto de  una fundamentación y motivación mas que suficiente, como para no tener la necesidad de que se reitere en una u otras decisiones mas, si después de toda la pretensión de los sistemas de control de constitucionalidad conllevan a que en el régimen político, económico, social y jurídico impere el principio de supremacía constitucional, y dar mas tiempo y vida a normas generales inconstitucionales o actos transgresores de las garantías no es un propósito con el cual se adecue tal presupuesto constitucional. Finalmente, otro punto de coincidencia insolayable, advertimos que ambos preceptos exigen que en el proceso de votación de los asuntos hayan prevalecido la unanimidad de los magistrados que integran el Pleno del Tribunal Colegiado respectivo.

III. LA JURISPRUDENCIA. SU OBLIGATORIEDAD

PARA LOS ÓRGANOS JURISDICCIONALES DE CUALQUIER NIVEL Y MATERIA CON RESIDENCIA EN EL CIRCUITO

DE AMPARO EN QUE SE ORIGINE LA.

Después del examen de confrontación entre las dos normas analizadas en el capítulo anterior y de conformidad con las consideraciones jurídicas y de facto que mas adelante razonaremos, consideramos que es necesario adicionar o modificar del Título IV, De la Jurisprudencia de la Suprema Corte de Justicia de la Nación y de los Tribunales Colegiados de Circuito, Capítulo Unico, lo atinente al artículo 193 que dispone la obligatoriedad de la jurisprudencia de los Tribunales Colegiados para los juzgados y Tribunales en general sin importar materia en nivel estatal o local, para que también prevenga que la obligatoriedad sea para cualquier órgano de la administración pública federal, estatal y municipal y también para las autoridades descentralizadas y centralizadas como paraestatales que de facto emitan actos de autoridad. Consecuentemente, se da por lógica la necesidad de modificar el proyecto de nueva Ley de Amparo en el Título IV, denominado Jurisprudencia y Declaración General de Inconstitucionalidad o de Interpretación Conforme, Capítulo I, disposiciones generales, Artículo 215 párrafo segundo, del Proyecto de Nueva Ley de Amparo, para que, como se propone prevea el imperativo obligacional, a cargo de los Tribunales y Juzgados mencionados y las autoridades en general citadas, de la jurisprudencia establecida por los Tribunales Colegiados, porque tampoco incluye la parte que se señala ni la que enseguida propondremos.

Otras ideas no menos importantes, son en el sentido de que desde luego en nuestro modesto saber es aceptable la reiteración que se propone en el Proyecto de Ley de Amparo de la normatividad adjetiva de los artículos 215 y 226, en lo que se refiere al deseo reiterado de la comisión por mantener la obligatoriedad a cargo de todo tipo de Tribunales, de la jurisprudencia de los Tribunales Colegiados. También advertimos la conveniencia de la nueva redacción sobre todo con mejor técnica legislativa, porque contiene los datos necesarios tendientes al mejor conocimiento y entendimiento de los preceptos relativos a la institución motivo de estudio, la jurisprudencia, con independencia de que también insistimos en el acierto para reducir el número de decisiones uniformes emitidas en sentencias de amparo a sólo a tres ejecutorias de un mismo punto de derecho, con la misma aprobación unánime de los magistrados del Tribunal Colegiado, por las consideraciones que con antelación dejamos precisadas. Empero, lo que salvo mejor opinión debemos estudiar y luego considerar una necesidad, es en que en los artículos relativos se prevea que la jurisprudencia establecida por un Tribunal Colegiado de Circuito será obligatoria para todo tipo de tribunales y porque no decirlo, todo tipo y género de autoridades que residan en el circuito de la sede de la misma entidad federativa en que estén ejerciendo la impartición de justicia aquellos órganos, o hacerlo valer en los actos de gobierno al ejecutivo sus atribuciones, ya sean federales o locales, sobre todo cuando la jurisprudencia sea creada en casos en que se interpreten aspectos de inconstitucionalidad de leyes estatales y reglamentos municipales autónomos, cuya competencia hoy en día ha sido vía recurso de remisión, conferida a los tribunales colegiados de circuito, con fundamento en el artículo 97 de la Carta Magna.

Ciertamente en la praxis judicial es frecuente que los justiciables presenten su inconformidad vía juicio de amparo, por decir un ejemplo, precisamente directo en contra de sentencias definitivas, verbigracia, emitidas por Tribunales Administrativos, (dícese Sala Tribunal Fiscal Regional), en la que tales órganos de justicia administrativa sostienen la negativa de la acción de nulidad, precisamente apoyados en un criterio jurisprudencial, que de conformidad con la actual redacción del 193, a pesar de no ser originada en el circuito de amparo sino de otro Tribunal Colegiado distinto, los obliga a acatarlo. Sentido adverso al quejoso ante lo cual con razón plantea su concepto de violación en el sentido de existe jurisprudencia de los Tribunales Colegiados de Circuito donde está radicado el Tribunal Fiscal, precisamente sobre la esencia de derecho cuestionado, por lo que en términos del artículo 193 de la ley de la materia, debe ser observada y acatada por la autoridad responsable.

Creemos que el artículo como está redactado desvirtúa de alguna manera el significado de la jurisprudencia y trasciende e incide en el sistema jurídico del circuito donde se emite la resolución y así se produce la incertidumbre jurídica no sólo para los justiciables sino también para las autoridades jurisdiccionales y administrativas que ante la disyuntiva de aplicar una jurisprudencia del circuito sede, o respetarla, aplican otra jurisprudencia que también les es aplicable de otro circuito de la República Mexicana.

A lo anterior hay que agregar de que esta carencia de reglamentación específica también produce hesitativa jurídica para los Tribunales Colegiados de Circuito al tener que dar la argumentación jurídica para efecto de declarar fundado o inoperante, según estimativa al respecto, el concepto de violación, en la primera hipótesis, señalando que la jurisprudencia aplicada por la autoridad responsable no la comparte el órgano de amparo resolutor, a virtud de que no lo obliga y de que como tiene jurisprudencia firme sobre el punto jurídico, debe declarar la concesión de la protección constitucional para que la autoridad deje insubsistente la sentencia administrativa, ello en fiel observancia del criterio jurídico jurisprudencial del circuito, que es obligado también conforme al imperativo del artículo 193 de la Ley de Amparo. En la segunda y última hipótesis, tener que decir que el concepto de violación es inoperante, porque fue correcta la sentencia de la autoridad administrativa, ya que lo hizo en observancia de la jurisprudencia creada con motivo de  un precepto interpretado en otro circuito, en este último evento dejando el propio tribunal colegiado resolutor de observar su propia tesis jurisprudencial existente, con evidente creación de incertidumbre legal. En estas consideraciones se sustenta y radica uno de los puntos de interés de destacar esta carencia de la actual legislación y del proyecto de la Ley de Amparo, que por la gran oportunidad de discutirse y votarse en un foro tan importante, pensamos susceptible de ser aprobado y prescrito jurídicamente en lo sucesivo.

El otro aspecto de sumo interés es que como está redactado el precepto y como se propone quede la disposición, también se deja fuera de reglamentación el tema de la jurisprudencia que establecen los tribunales colegiados en lo relativo a la interpretación de leyes locales y reglamentos municipales autónomos, que pensamos necesario se vea la normativa para que esa jurisprudencia sea obligatoria para todos los tribunales estatales y autoridades de ese mismo nivel, como las municipales, esto aunque actualmente puede ser entendible, no es del todo para las autoridades, porque bien pueden invocar para sus decisiones criterios jurisprudenciales de otras autoridades pero de iguales conceptos normativos, lo cual implicaría objetivamente hablando, que se viole el principio de territorialidad conforme al cual las leyes de un estado sólo  pueden obligar a quienes realizan negocios jurídicos en su tiempo y espacio territorial, lo que no acontece con la norma jurisprudencial que interpreta la ley estatal o municipal de vigencia en otro estado diferente a donde surge el acto jurídico, que decidiese aplicar la autoridad responsable, hoy en día sin taxativa legal alguna. 

Por último, consideramos necesario que se establezca en general que todas las autoridades de cualquier nivel y materia están obligadas a respetar y aplicar la jurisprudencia firme de la Suprema Corte de Justicia y de los tribunales colegiados, lo que es así porque finalmente, en el orden normativo nacional se encuentra compendiada la jurisprudencia como una norma legal vigente, y empezar por disponerlo como se propone, es establecer una forma segura de crear certidumbre jurídica para todo el conglomerado público y por ende, para la correcta, pronta y completa impartición de justicia y administración del bien público en general, todo en beneficio de los individuos.

IV. CONCLUSIÓN.

Se propone, a fin de que exista un criterio legal definido que propicie vigencia y utilidad en la preservación de la seguridad jurídica, adicionar el Título IV, capítulo, jurisprudencia y declaración general de inconstitucionalidad o de interpretación, capítulo Primero, disposiciones generales, para quedar como sigue: 

Artículo 215. La Jurisprudencia que establezca la Suprema Corte de Justicia de la Nación, funcionando en Pleno o en Salas, es obligatoria para éstas tratándose de la que decrete el Pleno, y además para los Tribunales Colegiados de Circuito, los Tribunales Unitarios de Circuito, los Juzgados de Distrito, Tribunales Militares, Judiciales del orden común de los Estados y del Distrito Federal, y Tribunales Administrativos o de Trabajo, locales o federales y para todo tipo de autoridades de cualquier nivel y materia de la administración pública. La que establezcan los Tribunales Colegiados de Circuito de Amparo será obligatoria para los órganos mencionados cuya sede sea el lugar de residencia del Tribunal que forme la jurisprudencia, a pesar de que exista jurisprudencia de Tribunales Colegiados de otros Circuitos con criterio opuesto; lo anterior, hasta en tanto la Suprema Corte de Justicia de la Nación emita jurisprudencia por unificación de los criterios contradictorios. La que sea creada con motivo de la interpretación de leyes estatales y reglamentos municipales será obligatoria también para los tribunales estatales, autoridades del mismo nivel y autoridades administrativas municipales del estado sede del tribunal colegiado de amparo.
MAGISTRADO JORGE MEZA PÉREZ.

Monterrey, N.L. a 23 de Octubre de 2000

PROYECTO DE LEY DE AMPARO.

En ésta ponencia, se propone un análisis respecto al capítulo IV, relativo a “Notificaciones”, Título Primero, de las “Reglas Generales” del Proyecto de Ley de Amparo, que comprende del artículo 23 al 30 inclusive, 8 preceptos en los que se regula la institución jurídico procesal, que tiende a asegurar la eficacia de los principios procesales, tales como el de publicidad, impulso procesal, seguridad jurídica, audiencia, etc., dirigidos a la consecusión del fin común, en la función jurisdiccional, que lo es el dictado de una sentencia.

Es conveniente que, sin ser causista, empero, establezca o trate de regular o reglamentar la problemática y realidad inherente, que se presenta al realizarse notificación  como sería la diversidad de partes y demás dificultades cotidianas, tales como las distancias existentes, inexistencia de los domicilios señalados como de las partes, domicilios cerrados.

Sin duda, el término que se establece en el artículo 23, primer párrafo, capítulo IV, titulo primero, en el sentido de que: “Las resoluciones que se dicten en los juicios de amparo deben notificarse a más tardar dentro del tercer día hábil siguiente. La razón que corresponda se asentará inmediatamente después de dicha resolución.”, es más acorde a la realidad que se requiere en la práctica, ya que así se da oportunidad de cumplir con lo dispuesto en el referido precepto, dado el cúmulo de trabajo que se presenta en la actividad diaria y prácticamente, hace imposible que se realicen  las notificaciones respectivas al día siguiente, razón por la cual es perfectamente acertada y necesaria además, la modificación que se realizó.

En relación al segundo párrafo, última parte del citado artículo 23, se advierte que se exige para el autorizado a efecto de oír y recibir notificaciones en materia laboral, que acredite encontrarse legalmente autorizado para ejercer la profesión de abogado, lo que implica que debe contar con el título correspondiente y con ello se estima que se contraviene en la reforma lo dispuesto al respecto en la Ley Federal de Trabajo, pues en el capítulo II, título 14, denominado  “De la capacidad y personalidad”, no se prevé tal exigencia, razón por la cual si quien llevó el juicio laboral no reúne tal requisito, se le dejará en estado de indefensión, aún cuando sea parte, pues se le limitaría el acceso al juicio de amparo, por lo que se sugiere, se suprima del mismo la materia laboral.

P R O P U E S T A .

Artículo 23, segundo párrafo, última parte “...En las materias civil, mercantil o administrativa, la persona autorizada conforme a la primera parte de este párrafo, deberá acreditar encontrarse legalmente autorizada para ejercer la profesión de abogado y se proporcionará los datos correspondientes en el escrito en que se otorgue dicha autorización”. 

En el artículo 25, fracción I, inciso a), se establece que las notificaciones al quejoso privado de su libertad, se le harán personalmente, “salvo que tenga defensor o persona designada para oír notificaciones” pero debería suprimirse la palabra “defensor”, toda vez que en algunos casos que se presentan en la práctica, cuando el inculpado promueve por sus propios derechos, se desconoce el nombre del defensor, por lo que sería suficiente que estableciera, que se notifique a la persona designada para oír notificaciones, ello con el fin de evitar confusiones en cuanto a si es o no el defensor, que lo haya defendido o representado al final del juicio, pues en la realidad aquellos son revocados  constantemente.  Por otra parte, nada se dice acerca de la forma en que se notificará si el quejoso privado de su libertad, se encuentra fuera del lugar del juicio,  razón por la cual se considera que el artículo en lo conducente debe quedar de la siguiente manera: 

P R O P U E S T A

Artículo 25, fracción I, Inciso a): “Al quejoso privado de su libertad, en el local del órgano jurisdiccional que conozca del Juicio, o en el de su reclusión, salvo que tenga persona designada para oír notificaciones; si se encontrare fuera del lugar del Juicio, por medio de exhorto o despacho”.

En cuanto al artículo 26, fracción I, inciso c), también se realizó una reforma importante, y la solución a diversos problemas que se suscitan con motivo de que al tratar de realizar el actuario alguna notificación en el domicilio respectivo, se encuentra con el |problema de que está cerrado y aunque acuda otro día y a diversa hora, la situación es la misma, el domicilio se encuentra cerrado. Así con ello termina la existencia de una  laguna en ese aspecto.

Por otra parte, la forma en que se encuentra redactado el artículo en mención, permite al juzgador realizar las notificaciones correspondientes por medio de lista, previo cercioramiento de que aquél es el domicilio correcto de la persona que se habrá de notificar.

Sin embargo, aunque lo anterior da la solución al problema en los términos expuestos, se presenta otro diferente en lo que respecta a la persona que se ha de notificar, porque al realizarse la notificación por medio de lista, no existe ningún dato por el cual se haga de su conocimiento que el actuario se presentó en su domicilio para efectuar la notificación, lo que le crea una total ignorancia acerca de tal situación; en cambio, si al presentarse el actuario al domicilio del interesado, deja fijo en la puerta el instructivo, ello sería suficiente para que se enterara la persona. En esas condiciones, se propone que la redacción del artículo 26, fracción I, inciso c), sea la siguiente: 

P R O P U E S T A .

Artículo 26, fracción I, inciso c): “Si el actuario encuentra el domicilio cerrado y ninguna persona acude a su llamado, se cerciorará de que es el domicilio correcto, lo hará constar y dará cuenta al órgano jurisdiccional de amparo, quien tomará las medidas necesarias para lograr la notificación personal y, en caso de no ser posible ordenará que el actuario se constituya de nueva cuenta en el domicilio para dejar copia de un instructivo fijo en la puerta”.

En el artículo 26 fracción III, inciso b), se prevé  las reglas a la que debe atenderse tratándose de la primer notificación al tercero interesado cuando no conste en autos su domicilio y al respecto cabe destacar lo siguiente: 

Uno de los problemas más recurrentes con que se encuentra el juzgador de amparo es la dificultad para notificar a los terceros perjudicados cuando el quejoso, de buena o de mala fe, dice desconocer en su demanda o bien omite señalar con precisión el domicilio de dicha parte.

Para el efecto de llevar a cabo una notificación al tercero, tanto la ley vigente, como el proyecto de la Ley de Amparo que se analiza, establecen la obligación del órgano jurisdiccional de dictar las medidas que se estimen pertinentes con el propósito de investigar el domicilio desconocido.

En la práctica, esta facultad se ha traducido en el dictado de un sin número de autos y la realización de diversas diligencias actuariales para lograr el objetivo planteado. Algunas de estas medidas son recogidas ya por el proyecto de reformas.

“Estas diligencias son:”

a) Revisar las constancias de autos y ordenar al actuario del juzgado se constituya en el domicilio encontrado. En ocasiones, el propio actuario descubre el domicilio correcto.

b) Requerir al propio quejoso que proporcione el domicilio, cuando éste omite hacerlo o no proporcione el correcto. En este último caso, al actuario del juzgado ya se constituyó en el domicilio proporcionado por el quejoso y levantó una razón sobre la inexistencia del domicilio o sobre la no correspondencia del sitio con la persona a notificar.

c) Requerir a la autoridad responsable. Eventualmente, la autoridad resuelve el problema al proporcionar el domicilio que obra en sus constancias.

d) Requerir a otras autoridades la información. Generalmente se envían oficios a dependencias u organismos como son: la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, al Instituto Mexicano del Seguro Social o al Instituto Federal Electoral.

e) El nuevo proyecto introduce la medida de que cuando se trate de procedimientos judiciales, la notificación se practicará en el último domicilio señalado para oír y recibir notificaciones.

A pesar de todas esta medidas, son muchos los casos en que no es posible notificar al tercero perjudicado, por lo que tanto la ley vigente, como el proyecto propuesto ordenan se notifique por edictos, a costa del quejoso, en términos del Código Federal de Procedimientos Civiles. 

Esta situación conduce a un nuevo problema, que es muy común cuando se llega a este punto. 

El Código Federal de Procedimientos Civiles en el artículo 315 expresamente dice:

“Cuando hubiere que citar a juicio a alguna persona que haya desaparecido, no tenga domicilio fijo o se ignore dónde se encuentra, la notificación se hará por edictos, que contendrán una relación suscinta de la demanda, y se publicarán por tres veces, de siete en siete días, en el “Diario Oficial” y en uno de los periódicos diarios de mayor circulación en la República, haciéndosele saber que debe de presentarse dentro del término de treinta días, contados del siguiente al de la última publicación. Se fijará, además, en la puerta del tribunal, una copia íntegra de la resolución, por todo el tiempo de emplazamiento. Si, pasado este término, no comparece por sí, por apoderado o por gestor que pueda representarla, se seguirá el juicio en rebeldía, haciéndosele las ulteriores notificaciones por rotuló, que se fijará en la puerta del juzgado, y deberá contener, en síntesis, la determinación judicial que ha de notificarse”.

Como se ve, el código supletorio prevé la publicación, de los edictos por tres veces, de siete en siete días en el Diario Oficial y en periódicos diarios de mayor circulación en la república.

Es sabido que el costo de estas publicaciones es  elevado, de ahí que en la práctica, cuando el juzgado de distrito pone a disposición del quejoso los edictos, los promoventes generalmente ya no gestionan la publicación, sino que, por conveniencia propia o por no tener posibilidades de pagar los edictos, dejan las cosas en ese estado, con la consiguiente paralización del procedimiento.

Ahora bien, desde un punto de vista jurídico, el juez tiene el deber de vigilar la continuación de los procedimientos de su conocimiento, de ahí que ante la pasividad o desinterés del quejoso debe buscar la manera de impulsar el juicio.

Lo que acontece en la práctica es que el juzgador formula requerimientos al quejoso para el efecto de que gestione la publicación de los edictos. En no pocas ocasiones, el juzgador apercibe e impone sanciones a los omisos, impone multas. Empero, todas estas medidas resultan regularmente poco efectivas.

La legislación actual prevé una solución que ha sido objeto de severas críticas y que, dicho sea de paso, su eliminación es materia de propuesta en el proyecto de la Ley de Amparo que se analiza.

El sobreseimiento por inactividad procesal se encuentra previsto en la vigente Ley de Amparo, en el artículo 74, que a la letra señala:

“Artículo 74. Procede el sobreseimiento:

I.  . . .

V. En los amparos directos y en los indirectos que se encuentren en trámite ante los Jueces de Distrito, cuando el acto reclamado sea del orden civil o administrativo, si cualquiera que sea el estado del juicio, no se ha efectuado ningún acto procesal durante el término de trescientos días, incluyendo los inhábiles, ni el quejoso ha promovido en ese mismo lapso.”

En la introducción del proyecto de Ley de Amparo se considera que esta figura y la de la caducidad de la instancia deben ser eliminadas:

“En la actualidad, - dice la introducción- cuando el Poder Judicial de la Federación goza de un presupuesto adecuado, ha consolidado la carrera judicial y puede ejercer eficazmente sus funciones, no parece necesario mantener una solución difícilmente justificable fuera del contexto del rezago. Estas figuras procesales, como tantas veces se apuntó, no hablan mal del justiciable que ha sometido su litigio a los órganos de amparo, sino de estos últimos en cuanto no resuelven dentro de los plazos que marca la ley.”

Debemos señalar que coincidimos con esos señalamientos; sin embargo, ante la desaparición propuesta de esta figura debe buscarse una solución alterna al problema que se plantea.

De hecho, el sobreseimiento por inactividad procesal nunca significó una solución efectiva, pues la paralización del procedimiento no sólo podía mantenerse por trescientos días, lo que por sí solo suena impráctico, sino que ésta podía prolongarse cuando el quejoso presentara alguna promoción dentro del juicio en la que simplemente diera la impresión de que su intención era impulsar el procedimiento. 

Otra solución que se ha dado en la práctica, es decretar el sobreseimiento del juicio cuando el quejoso incumple con los requerimientos formulados por el juez y después de que se realizó la investigación correspondiente y de que se impusieron sanciones, esto es, después de que el juzgador agotó todos los medios a su alcance para lograr la notificación del tercero. 

El argumento que se utiliza para esta medida es el siguiente:

Se considera que la parte quejosa incumple con la carga procesal que le corresponde de proporcionar el domicilio auténtico, correcto y actual del tercero perjudicado, para que éste tuviera conocimiento del procedimiento de amparo.

Se toma en cuenta también, que el artículo 116 de la Ley de Amparo señala en su fracción II, como requisito que ha de contenerse en la demanda de amparo, que se exprese el nombre y domicilio del tercero perjudicado. 

Por último, se considera que por ser el señalamiento del domicilio del tercero un presupuesto necesario para el desarrollo válido del juicio constitucional, debe cumplirse con él, por lo que, ante su insatisfacción, el juicio de garantías es improcedente, conforme con lo dispuesto por la fracción XVIII del artículo 73 de la Ley de Amparo. 

Este criterio ha sido sostenido ya por algunos tribunales colegiados, sin embargo, es claro que su sustento, además de poco ortodoxo, puede ser materia de cuestionamientos, pues puede considerarse que los requisitos de la demanda, contenidos en el artículo 116 de la Ley de Amparo son de carácter formal, y que el quejoso sí cumplió con ellos desde el momento en que señaló domicilio del tercero, aunque éste pueda ser erróneo o desconocido por el propio promovente.

Como se puede advertir de todo lo anterior, con la eliminación propuesta del sobreseimiento por inactividad procesal, queda la posibilidad de que algunos procedimientos de amparo queden suspensos, por causas ajenas al juzgador. Además, como es sabido, en ocasiones esta situación es provocada por el propio quejoso, que en su demanda cita deliberadamente un domicilio inexistente o erróneo del tercero perjudicado con el fin de empantanar un asunto o bien, prolongar indefinidamente los beneficios de un suspensión concedida.

Por esta razón, se considera necesario prever en la ley una alternativa de solución a este problema, como podría ser el establecimiento de una causa de sobreseimiento para este caso específico, que se aplique después de realizadas todas las diligencias de investigación que se prevén en el proyecto, y que el quejoso no haya recogido los edictos que fueron puestos a su disposición una vez que le haya sido notificado el auto respectivo.

P R O P U E S T A .

Artículo 61, fracción V. “Cuando una vez agotado el procedimiento, previsto por el artículo 26, fraccIón III, inciso b) de ésta Ley, el quejoso no acuda a recoger los edictos o no exhiba la publicación de los mismos, dentro del término de treinta días naturales, una vez notificado el acuerdo respectivo”.

Por último, aunque en la fracción III, del artículo 27, se autoriza el uso de “cualquier medio”, se considera que es muy amplio, pues podría comprender medios como el correo electrónico, pero ello también puede ocasionar inseguridad en cuanto a las notificaciones y términos, ya que no se tiene la certeza de que quien la envía, sea verdaderamente quien dice ser, por lo que estima que sería recomendable limitarlas al uso de fax y telegrama.

“P R O P U E S T A”

“Artículo 27, fracción III. En los casos urgentes, cuando lo requiera el orden público o fuera necesario para la eficacia de la notificación, el órgano jurisdiccional que conozca del amparo o del incidente de suspensión o de cualquier otro previsto por ésta Ley, podrá ordenar que la notificación se haga a las autoridades responsables por fax, telegrama o a través de empresa debidamente establecida dedicada a la mensajería, sin perjuicio de practicarla conforme a las fracciones I y II.

Las oficinas públicas de comunicaciones están obligadas a transmitir, sin costo alguno, los oficios a que se refieren las anteriores fracciones”.

RAQUEL FLORES GARCIA

LA EJECUCIÓN DE LAS SENTENCIAS DE AMPARO,

ANTE LOS TERCEROS DE BUENA FE.

Por: Jorge E. De Hoyos Walther

I. Introducción

El proyecto de Ley de Amparo elaborado por la comisión, sin lugar a dudas presenta grandes avances. Existen sin embargo algunas cuestiones que no obstante la importancia práctica y  jurídica que revisten, han sido dejadas de lado. Tomando en cuenta los límites de la convocatoria, nos proponemos abordar solo una de ellas. El problema que  habremos de exponer se relaciona con el defectuoso tratamiento que en el proyecto se da a la situación de los terceros de buena fe, que son afectados con la ejecución de una sentencia de amparo.

La deficiente regulación que la ley actual contiene al respecto, ha dejado a los Tribunales la tarea de dar las reglas para solucionar este problema. Por medio de una jurisprudencia injusta y en ocasiones contradictoria, los órganos jurisdiccionales se han tornado en legisladores, y han dispuesto que la sentencia de amparo debe ejecutarse aun en contra de terceros extraños al juicio, sin importar que se trate de adquirentes de buena fe.

En relación con este punto el proyecto no hace ninguna aportación importante. La única novedad digna de comentarse es la inclusión en el artículo 203, de una modalidad del cumplimiento sustituto de la sentencia, a la cual habremos de referirnos más adelante. 

ll. Planteamiento del problema

En la mayoría de los casos, la  cuestión de los terceros adquirentes de buena fe se presenta en materia inmobiliaria. Por ello es que esta propuesta se concentra fundamentalmente en este tipo de casos, sin perjuicio de que  pudiera aplicarse también a conflictos sobre bienes muebles, tales como aviones o embarcaciones. 

Diariamente en nuestro país, los Juzgados Federales reciben demandas de amparo promovidas por personas que alegan se violaron sus garantías, y como consecuencia de ello, perdieron la propiedad de un bien por prescripción expropiación o  rescisión de contrato,  por citar solo algunos.

En ocasiones, en este tipo de amparo se somete al análisis constitucional actos de autoridad de poca antigüedad. En otras, el acto reclamado en la demanda de amparo es un acto público que tiene ya años de haberse consumado.

El problema radica en que mientras el acto de autoridad no es nulificado por medio del amparo, existe un título de propiedad inscrito en el Registro Público correspondiente. Así pues, las ulteriores transmisiones que se hacen de la propiedad, se hacen de buena fe. Quien adquiere, lo hace con la certeza jurídica de que el enajenante es el dueño del bien.  En muchos casos no se trata de una transmisión individual, sino que puede tratarse de inmuebles que se han fraccionado, o constituido sobre ellos un régimen de condominio.

Existe aquí un conflicto de intereses que el legislador de 1936 no se ocupó de resolver en forma clara. Por una parte los derechos legítimos del quejoso que ha obtenido una sentencia de amparo, y que con razón pide que la misma sea ejecutada, y por ende se le restituya en la propiedad y posesión de su bien. Por la otra, la persona que adquirió de buena fe el mismo bien, habiendo realizado una verificación registral, para constatar que efectivamente el mismo estaba libre de cualquier gravamen o litigio.  

Ante la falta de norma expresa, le ha correspondido a los tribunales definir la solución aplicable a estos casos. En un principio, la Suprema Corte de Justicia emitió criterios contradictorios. Finalmente, sentó diversas jurisprudencias obligatorias determinando que la sentencia de amparo debe ejecutarse, aun cuando con ello se afecten derechos de terceros de buena fe
. 

III. Critica de las jurisprudencias emitidas por la SCJN:

Las jurisprudencias antes referidas, para llegar a la conclusión de que los terceros de buena fe deben sucumbir ante la sentencia de amparo, se apoya en las siguientes premisas: a) Que los preceptos del Código Civil que protegen a los terceros de buena fe que hubiesen adquirido un inmueble de la persona que en el Registro Público aparece con derecho para celebrar el acto, no pueden prevalecer sobre lo dispuesto por el artículo 80 de la Ley de Amparo, el cual establece los efectos restitutorios de la sentencia de amparo; b) Que la Ley de Amparo, al ser una norma reglamentaria de la Constitución, es superior jerárquicamente al Código Civil y c) Que de aceptar el criterio contrario, sería muy fácil evadir el cumplimiento de la sentencia de amparo, mediante la enajenación del bien a un tercero registral que aparentara haber adquirido de buena fe.

En la doctrina, se han ocupado del estudio de este problema Ignacio Burgoa
 y  Alfonso Noriega
. En esencia,  coinciden en criticar la solución adoptada por nuestro máximo tribunal, puesto que so pretexto de preservar la majestad y respetabilidad de la sentencia de amparo, se esta fomentando la violación de garantías individuales. Especialmente la garantía de audiencia del tercero de buena fe. 

En abono de los argumentos de estos autores, podemos agregar: 

1. Ni la ley ni la Constitución autorizan a proceder en la forma que lo determina la Jurisprudencia. 

2. La facultad de interpretación que tiene el Poder Judicial Federal, no puede llegar al extremo de crear una excepción a una garantía individual, como es la garantía de audiencia. 

3. La Suprema Corte de Justicia de la Nación pierde de vista que el amparo no es un fin, sino un medio. El criterio que sustenta la jurisprudencia,  omite tutelar los bienes para cuya protección fue creado el amparo, en aras de favorecer a la institución misma.

4.  La premisa que sustenta la jurisprudencia, en el sentido de que la Ley de Amparo es jerárquicamente superior al Código Civil ha sido abandonada hace años por la Suprema Corte de Justicia de la Nación.  

4.1. En primer término tenemos la jurisprudencia 10/91
, de la Tercera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación. En ella, el máximo Tribunal sostuvo que el artículo 133 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos no establece ninguna relación de jerarquía entre las legislaciones federal y local, sino que en el caso de una aparente contradicción entre las legislaciones mencionadas, ésta se debe resolver atendiendo a qué órgano es competente para expedir esa ley de acuerdo con el sistema de competencia que la norma fundamental establece en su artículo 124. Así pues, y dado que las cuestiones relativas a la transmisión de propiedad, y sus efectos en relación con los terceros de buena fe, están  reguladas en el Código Civil, y dado que este como norma especial si contiene soluciones específicas para el problema, lo que no acontece con la Ley de Amparo, lo lógico es que prevalezcan sus disposiciones sobre las de aquélla.

4.2. Existe otra jurisprudencia de nuestro alto tribunal, esta más reciente, en la que de nuevo se estudia la cuestión de la jerarquía de las normas
. En ella, se abandona el anterior criterio que daba por sentado la igualdad del derecho federal con los tratados internacionales, y que reconocía la existencia de una categoría de leyes denominadas por la doctrina como “leyes constitucionales.” En esta nueva integración, el Pleno consideró que la Constitución es la norma suprema, y que por debajo de ella se encuentran los tratados internacionales, los cuales jerárquicamente son superiores al derecho federal y al local, normas estas últimas que se encuentran en un mismo nivel en virtud de lo dispuesto por el artículo 124 Constitucional.

5. Finalmente, es fácilmente superable el argumento de tipo práctico que se da en las jurisprudencias sujetas a escrutinio, en donde se sostiene que es necesario sacrificar al tercero de buena fe para evitar maniobras o simulaciones legales de la parte que pierde el amparo,  con el fin de retardar el cumplimiento de la sentencia dictada en el mismo. En efecto, por una parte la artimaña es fácilmente identificable si el supuesto agraviado no cuenta con documento de fecha cierta. Por la otra, el problema se puede resolver utilizando la institución de la causahabiencia procesal. En el siguiente capítulo explicamos esta idea.

IV. Nuestra propuesta:
La ejecución de las sentencias de amparo en materia inmobiliaria, ha presentado dificultades en muchas ocasiones, poniendo a las autoridades responsables en la disyuntiva de omitir o retardar el cumplimiento del fallo, o bien ejecutar la sentencia de amparo, sin importar que con ello se competa una injusticia o se cause un problema social.

En un intento de aligerar el problema, en el Diario Oficial de la Federación de 16 de Enero de 1984, se publicó una reforma al artículo 105 de la Ley de Amparo, creado un incidente de ejecución sustituta a petición de la parte quejosa. La experiencia demostró la poca eficacia de este procedimiento.

Por ello es que en diez años después, el 31 de Diciembre de 1994,  se hace una nueva modificación, esta vez en la esfera Constitucional, para incorporar en la fracción XVI del artículo 107 Constitucional una modalidad del cumplimiento sustituto de la sentencia
.   El nuevo texto del artículo  permite a la Suprema Corte de Justicia de la Nación decretar de oficio la  ejecución sustituta de la sentencia mediante el pago de daños y perjuicios al quejoso. Sin embargo, tiene la desventaja de que sólo se  puede ejercer tal facultad en aquéllos casos en que de cumplirse con la sentencia  se afecte gravemente a la sociedad, en mayor proporción de los beneficios del quejoso.

La nueva facultad, de por sí limitada, resulta aún más endeble dado el subjetivismo de que esta impregnada, puesto que se requiere una afectación grave a la sociedad. Es cierto que la ley dispone que también el quejoso puede pedir la ejecución sustituta, pero la experiencia ha demostrado que en muchos de los casos, sobre todo en cuestión inmobiliaria, quien obtuvo la protección constitucional no se interesa por  el pago de daños y perjuicios, sino que exige el cumplimiento de la sentencia, aun cuando con ello se perjudique a uno o varios adquirentes de buena fe.

Es por ello que consideramos importante armonizar las disposiciones existentes en la Ley de Amparo, referentes al cumplimiento de las sentencias, con las normas que en forma especial establece el Código Civil por lo que hace a los terceros adquirentes de buena fe.

Para ello, proponemos se adopte la propuesta del Ministro Arturo Serrano Robles
,  estableciendo  que al promoverse la demanda de amparo, el quejoso deberá solicitar al Juez se ordene la inscripción de la misma en el Registro Público de la Propiedad correspondiente. De esta manera, se dará publicidad al carácter litigioso del bien materia del amparo, y los futuros adquirentes serán causahabientes procesales, razón por la cual no podrán alegar ser terceros de buena fe.

La sanción para el quejoso que no cumpla con este trámite, sería que la sentencia que le confiera el amparo no sea oponible a terceros de buena fe. En consecuencia, el quejoso tendría que ventilar en un juicio civil la titularidad del derecho de propiedad y/o posesión con el tercero que haya adquirido en esos términos.

Por lo que respecta a los terceros que adquirieron con anterioridad al inicio de la presentación de la demanda de amparo, su situación esta prevista por la ley, puesto que deben ser llamados al amparo como terceros perjudicados, y en caso de no cumplirse esta exigencia, estos podrán en su momento lograr la reposición del procedimiento constitucional. En este caso, y para vencer la inercia que existe de considerarlos como causahabientes, proponemos que en el proyecto se incluya de manera expresa su calidad de terceros perjudicados, y además dentro del capítulo de recursos se incluya el contenido de la jurisprudencia Plenaria 41/98
, la cual faculta a este tipo de terceros para promover la revisión en contra de la sentencia dictada en un amparo en el cual no fueron notificados, con el fin de lograr la reposición del procedimiento.

En resumen,  se propone la modificación de los siguientes artículos del proyecto de ley:

Artículo 5.

. . .

III. El tercero interesado, pudiendo tener tal carácter:

. . .

f) Las personas que hayan adquirido algún derecho real sobre el bien que sea materia del juicio de amparo.

Artículo 79.  Procede el recurso de revisión:

I. En amparo indirecto, contra las resoluciones siguientes:

. . .

e) Las sentencias dictadas en la audiencia constitucional;  en su caso, deberán impugnarse los acuerdos pronunciados en la propia audiencia, así como las violaciones a las reglas fundamentales que norman el procedimiento del juicio de amparo, si las mismas trascendieron al resultado del fallo.

Artículo 107. La demanda de amparo indirecto deberá formularse por escrito, en la cual se expresará:

. . .

. . .

Cuando la sentencia que recaiga en el juicio de  amparo pueda afectar la titularidad de un bien, a petición de cualquiera de las partes el Juez  ordenará su inscripción en el Registro Público de la Propiedad que corresponda. La falta de cumplimiento de esta formalidad, provocará que la sentencia no sea oponible a terceros adquirentes de buena fe.

La propuesta que hacemos tiene la virtud de la sencillez. No hacen falta grandes cambios para adoptarla, y sin embargo si puede producir enormes beneficios. Mucho se avanzará en la respetabilidad del juicio de amparo, al momento en que las sentencias que se dicten en el mismo dejen de ser un medio para violar las garantías de terceros adquirentes de buena fe.

JORGE E. DE HOYOS WALTHER

DECISIONES POLÍTICAS FUNDAMENTALES  Y

NUEVA LEY DE AMPARO

Ponencia que presenta el Dip. Miguel Angel Martínez Navarro, Presidente de la Gran Comisión del Congreso del Estado de San Luis Potosí, durante el Congreso Nacional de Juristas celebrado en la ciudad de Mérida, Yuc. los días del 6 al 8 de noviembre de 2000.

EN PRIMER LUGAR, DEBO AGRADECER DE MANERA MUY CUMPLIDA LA AMABLE INVITACIÓN DEL SEÑOR MAGISTRADO ENRIQUE ARIZPE NARRO, COORDINADOR GENERAL DE MAGISTRADOS Y JUECES DEL DISTRITO DEL NOVENO CIRCUITO, PARA ASISTIR A ESTE HISTORICO ENCUENTRO DE ESTUDIOS DE LA CIENCIA JURÍDICA Y DEL DERECHO MEXICANO.

SALUDO LA PRESENCIA EN ESTA MESA DE TRABAJO DE LOS INTEGRANTES DEL PODER JUDICIAL DE LA FEDERACIÓN, ASI COMO DE LEGISLADORES Y SERVIDORES PUBLICOS DE LOS DEMAS NIVELES DE GOBIERNO DEL PAIS, DE ABOGADOS LITIGANTES, DE ACADÉMICOS Y DE CIUDADANOS.

RECIBI LA INVITACIÓN PARA ASISTIR A ESTE EVENTO EN MI CALIDAD DE PRESIDENTE DE LA GRAN COMISION DEL CONGRESO DEL ESTADO DE SAN LUIS POTOSÍ, PERO DEBO PRECISAR QUE PRESENTO ESTA PONENCIA A TITULO INDIVIDUAL Y SOLO EN MI CALIDAD DE ABOGADO Y DE CIUDADANO MEXICANO INTERESADO EN LOS ASUNTOS QUE ATAÑEN A LA GOBERNABILIDAD DEMOCRATICA DE MI PAIS.

NO PODRIA SER DE OTRA FORMA, TODA VEZ QUE NO OBSTANTE MIS RESPONSABILIDADES COMO LEGISLADOR LOCAL, LOS JUICIOS Y AFIRMACIONES QUE AQUI EXPONGO NO VINCULAN A MIS COMPAÑEROS LEGISLADORES DE LAS DIFERENTES FRACCIONES PARLAMENTARIAS QUE INTEGRAN EL CONGRESO DEL ESTADO DE SAN LUIS POTOSÍ.

SIN EMBARGO, DEBO SEÑALAR QUE INMEDIATAMENTE DESPUÉS DE HABER RECIBIDO LA INVITACIÓN Y EL DOCUMENTO DENOMINADO “PROYECTO DE LEY DE AMPARO REGLAMENTARIA DE LOS ARTICULOS 103 Y 107 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS” Y SUS ANEXOS, LOS HICE LLEGAR A MIS COMPAÑEROS LEGISLADORES DE LAS DIFERENTES FRACCIONES PARLAMENTARIAS DEL CONGRESO DE SAN LUIS POTOSÍ, TODA VEZ QUE, EN SU MOMENTO, EN NUESTRA CALIDAD DE INTEGRANTES DEL PODER REVISOR DE LA CONSTITUCIÓN, HABREMOS DE DISCUTIR LA CORREPONDIENTE MINUTA CON PROYECTO DE DECRETO DE REFORMA CONSTITUCIONAL QUE HABRA DE HACERNOS LLEGAR EL CONGRESO GENERAL.

EN TAL VIRTUD, CON EL MAYOR AGRADO ASISTO PARA CONTRIBUIR A LA REALIZACIÓN DEL PROPOSITO CENTRAL DE ESTA REUNION QUE ES EL DE “DISCUTIR UN PROYECTO A EFECTO DE PERFECCIONARLO”, Y CON LA CONVICCIÓN DE QUE DURANTE NUESTROS TRABAJOS EXISTIRA “RECEPTIVIDAD A LA LIBRE EXPRESIÓN DE LAS IDEAS”, HABIDA CUENTA LA SANA INTENCIÓN -QUE SIN DUDA COMPARTIMOS TODOS LOS AQUÍ PRESENTES- DE LOGRAR LA MODERNIZACION DE LA LEGISLACIÓN EN MATERIA DE AMPARO.

AHORA BIEN, DE CONFORMIDAD CON LA METODOLOGIA PREVISTA EN EL DOCUMENTO RELATIVO A LA PRESENTACIÓN DE PONENCIAS, LA QUE AHORA SOMETO A SU CONSIDERACIÓN SE REFIERE, DE UNA PARTE, A LA PROPUESTA DE REFORMA DE LOS ARTICULOS CONSTITUCIONALES 94 PARRAFOS SEGUNDO Y TERCERO, 100 EN EL PARRAFO CUYA ADICION SE PROPONE, 103, 107 FRACCIONES I, II, III, VIII, IX, X, XII Y XV Y 112, ASI COMO DE LOS ARTICULOS CORRESPONDIENTES DEL DOCUMENTO DENOMINADO”PROYECTO DE LEY DE AMPARO....”

NATURALMENTE, LA PROPUESTA DE MODIFICACIÓN O DEROGACIÓN, EN SU CASO, DE DICHOS NUMERALES, CONTENIDA EN EL DOCUMENTO EN ANÁLISIS, REQUIERE DE UNA REFLEXION PREVIA A LA QUE DESDE LUEGO ME ABOCO.

EL DOCUMENTO INTRODUCTORIO AL DENOMINADO “PROYECTO DE LEY DE AMPARO...” TIENE UNA EXTENSIÓN DE DOCE PAGINAS, EN LAS CUALES SE DA CUENTA DE MANERA BREVE Y GENERAL DE LOS ASPECTOS MAS RELEVANTES DEL NUEVO ORDENAMIENTO PARA CUYO DISEÑO DEFINITIVO ESTAMOS AHORA REUNIDOS AL HABER SIDO INVITADOS A COMENTARLO. DESAFORTUNADAMENTE, EN NINGUNA DE LAS DOCE CUARTILLAS MENCIONADAS SE HACE ALUSION AL CONTENIDO DE LAS REFORMAS CONSTITUCIONALES INDISPENSABLES PARA LLEGAR AL ARTICULADO DE LA LEY SECUNDARIA EN COMENTO.  DE TAL SUERTE QUE, EN LOS HECHOS, SE ANALIZA Y PROPONE UNA REFORMA DANDO POR DESCONTADA LA COMPRENSIÓN, UTILIDAD Y PERTINENCIA DE LA REFORMA CONSTITUCIONAL PREVIA.

EN MI OPINIÓN, LA DISCUSIÓN SOBRE EL ARTICULADO DE UNA NUEVA LEY DE AMPARO TIENE COMO UN REQUISITO DE PREVIO Y ESPECIAL PRONUNCIAMIENTO EL DEBATE SOBRE EL ESQUEMA CONSTITUCIONAL QUE LO SUSTENTA PARTICULARMENTE, SOBRE EL ALCANCE Y VIGENCIA DE PRINCIPIOS CONSTITUCIONALES TALES COMO EL DE SOBERANIA POPULAR, DIVISIÓN DE PODERES O REGIMEN FEDERAL DE GOBIERNO.

EL SISTEMA DEL JUICIO DE AMPARO SE ENMARCA EN SU CONTEXTO NECESARIO QUE ES EL ORDEN JURÍDICO MEXICANO EN SU CONJUNTO Y LAS DISPOSICIONES DE LOS ARTÍCULOS 103 Y 107 CONSTITUCIONALES, TIENEN QUE SER ANALIZADAS EN EL CONTEXTO DEL SISTEMA CONSTITUCIONAL MEXICANO.  NO SOLO DE  LAS DISPOSICIONES VIGENTES, SINO DE SU EVOLUCION HISTORICA Y DE SU CONTEXTO POLÍTICO.

QUIERO DECIR CON ESTO QUE LAS EVENTUALES INNOVACIONES AL JUICIO DE AMPARO, CUALESQUIERA QUE ESTAS SEAN EN ULTIMA INSTANCIA, NO REPRESENTAN UN VALOR INTRÍNSECAMENTE VALIDO, TODA VEZ QUE SU IMPORTANCIA NO PUEDE DARSE PER SE, NI SIQUIERA POR SU CONTRIBUCIÓN AL PERFECCIONAMIENTO DEL ORDEN JURÍDICO, PUESTO QUE ESTE MISMO TIENE COMO REFERENCIA OBLIGADA EL SISTEMA POLÍTICO MEXICANO Y LA GOBERNABILIDAD DEMOCRATICA DEL PAIS.

CIERTAMENTE, PARA EFECTOS DEL ESTUDIO DE UNA INSTITUCIÓN JURÍDICA ESPECIFICA  - EL JUICIO DE AMPARO, EN EL CASO QUE AHORA NOS OCUPA –EL DERECHO COMPARADO ES UN PUNTO DE REFERENCIA UTIL PERO QUE TIENE QUE SER APROVECHADO EN EL CONTEXTO DE OTRAS DISPOSICIONES CONSTITUCIONALES, TANTO DE ORGANISMOS COMO DE PROCESOS CONSTITUCIONALES.

LA CREACIÓN DE ORGANISMOS CONSTITUCIONALES AUTÓNOMOS CON FACULTADES EXCLUSIVAS, ASI COMO LA REFORMA CONSTITUCIONAL EN MATERIA MUNICIPAL APROBADA Y PUBLICADA EL AÑO PASADO, POR VIRTUD DE LA CUAL SE ERIGE AL MUNICIPIO LIBRE, EXPRESAMENTE, COMO UN NIVEL DE GOBIERNO CON FACULTADES EXCLUSIVAS, MODIFICAN, ACOTAN EL PRINCIPIO DE DIVISIÓN DE PODERES.

SIN EMBARGO, LO MISMO LA CREACIÓN DEL INSTITUTO FEDERAL ELECTORAL, DEL BANCO DE MÉXICO O DE LOS ORGANISMOS PROTECTORES DE LOS DERECHOS HUMANOS, E INCLUSO, EN SU MOMENTO, DEL PRINCIPIO DE AUTONOMIA UNIVERSITARIA DE LAS UNIVERSIDADES PUBLICAS, HAN ROTO EQUILIBRIOS TRADICIONALES Y HAN INSTAURADO NUEVOS EQUILIBRIOS EN LA DISTRIBUCIÓN DE FACULTADES Y COMPETENCIAS ENTRE LOS ORGANOS FORMALES DE PODER DEL ESTADO MEXICANO.

EL DENOMINADO CONTROL DIFUSO DE LA CONSTITUCIÓN Y DE LA CONSTITUCIONALIDAD DE LOS ACTOS DE AUTORIDAD TIENE UNA LARGA TRADICIÓN EN OTROS PAISES.  LAMENTABLEMENTE LA NOTA INTRODUCTORIA AL “PROYECTO DE NUEVA LEY...” QUE, TODA PROPORCION GUARDADA, PODRIA SER ENTENDIDA COMO UNA ESPECIE DE EXPOSICIÓN DE MOTIVOS DIRIGIDA A QUIENES AHORA DISCUTIMOS EL TEMA, ES OMISA RESPECTO AL ESTUDIO DE DICHO CONCEPTO QUE EN EL TEXTO RESPECTIVO ES INTRUDICIDO EL ORDEN JURÍDICO MEXICANO, ASI, SIN MAS NI MAS.

NO TENGO LA MENOR DUDA DE QUE, CONOCIENDO LA CALIDAD Y EXPERIENCIA ACADEMICA Y PROFESIONAL DE LOS MIEMBROS DE LA COMISION PARA EL ESTUDIO DE UNA NUEVA LEY DE AMPARO, ESTE TEMA DEBIO DE HABER SIDO DEBATIDO AMPLIAMENTE DURANTE SUS REUNIONES  DE TRABAJO. DESAFORTUNADAMENTE, INSISTO, LOS ARGUMENTOS QUE EN UNO U OTRO SENTIDO SE HUBIESEN ESGRIMIDO NO TUVIMOS LA OPORTUNIDAD DE CONOCERLOS ANTES DE LLEGAR AQUÍ. NOS VEMOS ENTONCES EN LA NECESIDAD DE REFORMULARLOS.

¿POR QUÉ LA FACULTAD DE CONTROL DIFUSO DE LA CONSTITUCIÓN QUE SE PROPONE INTRODUCIR ES RESTRINGIDA A LOS JUECES FEDERALES EXCLUYENDO A LOS JUECES LOCALES?, EN EL SUPUESTO, SIN CONCEDER, DE QUE ESTUVIÉSEMOS DE ACUERDO CON EL MISMO, SOLO POR PONER UN EJEMPLO. EVIDENTEMENTE, LA IMITACIÓN LOGICA DEL DERECHO COMPARADO SE DETUVO AHI DONDE LAS RAZONES NACIONALES PREVALECIERON.

VEAMOS OTRO CASO, LA PROPUESTA DE REFORMA AL ARTICULO 103 CONSTITUCIONAL QUE SE RELACIONA DIRECTAMENTE CON EL ARTICULO 1º.  DEL “PROYECTO DE LEY DE AMPARO...”, EN LA PRACTICA IMPLICA LA DESAPARICIÓN DE LOS ORGANISMOS PROTECTORES DE LOS DERECHOS HUMANOS LEY, CONSECUENTEMENTE, LA DEROGACIÓN DEL ARTICULO 102 CONSTITUCIONAL APARTADO B.  LA NOTA INTRODUCTORIA MULTIPLES VECES REFERIDA NO HACE ALUSION A UNA MODIFICACIÓN DE TAL MAGNITUD.

CIERTAMENTE, DE MANERA TANGENCIAL HACE REFERNCIA AL TEMA CUANDO EN SU APARTADO IV SE REFIERE A LA AMPLIACIÓN DEL OBJETO DE PROTECCIÓN DEL JUCIO DE AMPARO.  PARA JUSTIFICAR (CITO) “QUE MEDIANTE EL JUICIO DE AMPARO SE PROTEJAN DE MANERA DIRECTA, ADEMÁS DE LAS GARANTIAS QUE ACTUALMENTE PREVE NUESTRA CONSTITUCIÓN, LOS DERECHOS CONTENIDOS EN LOS CINCO INSTRUMENTOS INTERNACIONALES GENERALES QUE EN MATERIA DE DERECHOS HUMANOS HA RATIFICADO EL ESTADO MEXICANO” (FIN DE LA CITA), SOLO SE AFIRMA – EN MI OPINIÓN, POR CIERTO, DE MANERA INJUSTIFICADA- QUE (CITO NUEVAMENTE) “LAS IMPORTANTES CONSECUENCIAS QUE HABRAN DE SOBREVENIR, SIN EMBARGO, NO AFECTAN A OTRAS PARTES DE NUESTRO ORDENAMIENTO, COMO PODRIA SER LA RELACION JERARQUICA ENTRE LA CONSTITUCIÓN Y LOS TRATADOS INTERNACIONALES, PUESTO QUE AUN CUANDO ESTOS ULTIMOS SEAN OBJETO DE PROETECCION DEL JUICIO, SU JERARQUIA SEGUIRA SIENDO INFERIOR A LA PROPIA CONSTITUCIÓN “ (FIN DE LA CITA).

EN REALIDAD ME HE ESFORZADO POR ENTENDER DICHA AFIRMACIÓN, PERO A MI ME PARECE QUE SI TANTO LAS GARANTIAS CONSTITUCIONALES COMO LOS DERECHOS HUMANOS CONTENIDOS EN LOS TRATADOS INTERNACIONALES PACTADOS POR MÉXICO SON PROTEGIDOS A TRAVES DEL JUICIO DE AMPARO, PUES SIMPLEMENTE SE LES ESTA PONIENDO EN IGUALDAD JERARQUICA.

NO DEJO DE OBSERVAR OTRA CONTRADICCIÓN EN DICHA PROPUESTA, PUESTO QUE SI, POR UNA PARTE, SE PROPONE MANTENER LA IMPROCEDENCIA DEL AMPARO EN MATERIA ELECTORAL, SE ADMITE EXPRESAMENTE EN LA PROPUESTA DE ARTICULO 1º. DE LA LEY REGLAMENTARIA LA PROTECCIÓN DEL PACTO INTERNACIONAL DE DERECHOS CIVILES Y POLÍTICOS.

PERO, INSISTO, ACERCA DE LA DESAPARICIÓN IMPLÍCITA DE LOS ORGANISMOS PROTECTORES DE LOS DERECHOS HUMANOS NINGUNA MENCION, NI EXPLICACIÓN, NI JUSTIFICACIÓN, NI DEROGACIÓN DEL APARTADO B DEL 102 CONSTITUCIONAL.

POR SI FUERA POCO, EL TEXTO DEL ARTICULO 103 CONSTITUCIONAL QUE SE PROPONE Y EL DEL ARTICULO 1º DEL ANTEPROYECTO DE INICIATIVA DE LEY DE AMPARO NOS CONDUCE DE MANERA DIRECTA AL DELICADO Y DIFÍCIL TEMA DE LA PROTECCIÓN DE LOS DERECHOS DIFUSOS. SOBRE ESTE DESAFIO JURÍDICO QUE SE LE ASIGNA AL JUICIO DE AMPARO TAMPOCO HAY LUCES QUE LO EXPLIQUEN.

CONTINUEMOS BORDANDO SOBRE EL PRINCIPIO DE DIVISIÓN DE PODERES PERO AGREGUÉMOSLE EL DE SOBERANIA POPULAR.

CIERTAMENTE, EL ARTICULO 41 CONSTITUCIONAL ESTABLECE QUE “EL PUEBLO EJERCE SU SOBERANIA POR MEDIO DE LOS PODERES DE LA UNION, EN LOS CASOS DE LA COMPETENCIA DE ESTOS, Y POR LOS DE LOS ESTADOS, EN LO QUE TOCA A SUS REGÍMENES INTERIORES, EN LOS TERMINOS RESPECTIVAMENTE ESTABLECIDOS POR LA PRESENTE CONSTITUCIÓN FEDERAL Y LAS PARTICULARES DE LOS ESTADOS...” PERO ESTE PRINCIPIO VERDADERAMENTE DIFUSO DE LA SOBERANIA TIENE QUE SER EXPLICADO, DELIMITADO, JERARQUIZADO.

EN UN REGIMEN DE GOBIERNO PARLAMENTARIO TRADICIONAL NO CABE DUDA QUE LA SOBERANIA POPULAR RADICA ORIGINALMENTE EN EL PARLAMENTO, SIN EMBARGO, EN UN REGIMEN PRESIDENCIAL COMO EL NUESTRO, EN EL QUE TANTO EL TITUTAL DEL EJECUTIVO COMO LOS MIEMBROS DE LAS CAMARAS SON ELECTOS POR EL VOTO DIRECTO DE LOS CIUDADANOS PARA ALGUNOS PODRIA SURGIR LA DUDA RESPECTO AL TITULAR ORIGINARIO DE LA SOBERANIA, PERO ME PARECE QUE TODOS ESTAREMOS DE ACUERDO EN QUE EL ORGANO QUE POR ANTONOMASIA REPRESENTA LA SOBERANIA POPULAR ES EL CONGRESO.  LAS VIRTUDES DE LA COLEGIACIÓN, POR CIERTO, SON RECOGIDAS EN EL “PROYECTO DE LEY DE AMPARO...” CUANDO SE PROPONEN LOS TRIBUNALES COLEGIADOS DE CIRCUITO DE APELACIÓN.

PUES BIEN, SABEMOS QUE LOS REGÍMENES CONTEMPORÁNEOS DE LAS LLAMADAS DEMOCRACIAS OCCIDENTALES INDEPENDIENTEMENTE DE SUS MULTIPLES MATICES SE AGRUPAN EN TRES GRANDES ESQUEMAS CONSTITUCIONALES: PARLAMENTARIOS, PRESIDENCIALES Y SEMIPRESIDENCIALES.  COMO YA LO HE SEÑALADO, EN LOS REGÍMENES PARLAMENTARIOS EL CENTRO DEL PODER POLITICO SE ENCUENTRA EN EL PARLAMENTO, EN EL PRESIDENCIALISMO CONSTITUCIONAL SE BUSCA UN EQUILIBRIO ENTRE EJECUTIVO Y LEGISLATIVO, Y EN EL SEMIPRESIDENCIALISMO ESE CENTRO DE PODER OSCILA ENTRE AMBOS ORGANOS DEPENDIENDO DEL PARTIDO O COALICIÓN DE PARTIDOS MAYORITARIA EN LA ASAMBLEA LEGISLATIVA.

EL CONTROL DIFUSO DE LA CONSTITUCIONALIDAD QUE INTRODUCE LA PROPUESTA PARA UNA NUEVA LEY DE AMPARO ROMPE CON DICHOS EQUILIBRIOS TRADICIONALES EN NUESTRO REGIMEN PRESIDENCIAL DE GOBIERNO, PUESTO QUE INTRODUCE LA INTERVENCIÓN DEL PODER JUDICIAL DE LA FEDERACIÓN EN UN AMBITO MUCHO MAS AMPLIO DEL QUE EL ACUERDO POLÍTICO CONSTITUCIONAL HA IDO MODELANDO EN LOS ULTIMOS AÑOS. ME REFIERO DESDE LUEGO A LOS ORGANISMOS CONSTITUCIONALES AUTÓNOMOS Y AL MUNICIPIO LIBRE, PERO ME REFIERO TAMBIEN A LA CONTROVERSIA CONSTITUCIONAL Y A LA ACCION DE INCONSTITUCIONALIDAD.  COMO TODOS SABEMOS, LA PRIMERA APARECE EN 1857 Y LA SEGUNDA EN 1994, PERO AMBAS SON REGULADAS PUNTUALMENTE HASTA EL 94. LOS USUSARIOS DE LA LEY, ES DECIR, LOS TITULARES DE LAS ACCIONES PROCESALES CORRESPONDIENTES APENAS EMPIEZAN A ENTERARSE Y A UTILIZAR ESTOS NUEVOS MECANISMOS DE CONTROL CONSTITUCIONAL.

NUEVAMENTE LA NOTA INTRODUCTORIA NADA DICE AL RESPECTO. PERO ¿QUÉ SUCEDERA SI UN DIPUTADO, EN LO INDIVIDUAL, ES DECIR, SIN QUE FORME EL 33% DEL ORGANO LEGISLATIVO CORRESPONDIENTE, SE AMPARA CONTRA UNA LEY ARGUMENTANDO SU INTERES LEGITIMO? ¿O SI LO HACE UN AYUNTAMIENTO, O UNA DELEGACIÓN DEL DISTRITO FEDERAL, EN CONTRA DE UN ACTO DE OTRO AYUNTAMIENTO O DEL GOBIERNO DEL ESTADO O DEL DISTRITO FEDERAL? SENCILLAMENTE, EN LOS HECHOS, HABRAN DESAPARECIDO LA ACCION DE INCONSTITUCIONALIDAD Y LA CONTROVERSIA CONSTITUCIONAL.   AFORTUNADAMENTE CADA UNO DE LOS COORDINADORES DE LAS MESAS DE TRABAJO SON ESPECIALISTAS EN EL”PROYECTO DE LEY DE AMPARO...” Y SUS COMENTARIOS NOS SERAN MUY ILUSTRATIVOS.

PERO INDEPENDIENTEMENTE DE LAS CUESTIONES DE PROCEDIMIENTO QUE PUDIERAN RESOLVER MIS DUDAS RESPECTO DE ESTE TEMA, ME PARECE INDISPENSABLE REFERIRME A LA “FORMULA OTERO”, NO SOLO PORQUE SE TRATA DE UNO DE LOS GRADES LEGISLADORES DE LA REPUBLICA MEXICANA EN TODOS LOS TIEMPOS –MARIANO OTERO-,SINO PORQUE PARTE DE SU OBRA LEGISLATIVA SE ENCUENTRA EN EL ORIGEN DE ESTA REUNION.

EN SU CELEBRE VOTO PARTICULAR, RESPECTO DEL CUAL OTERO AFIRMO “NO TENGO MAS APOYO QUE MI AISLADA FIRMA Y MI DEBIL VOZ”, PROPUSO ESTABLECER EN EL TEXTO DE LA CONSTITUCIÓN LAS GARANTIAS INDIVIDUALES Y, EN LOS ARTICULOS 16 A 19 DEL PROYECTO DE REFORMAS CONTENIDO EN SU VOTO PARTICULAR, LA “FORMULA OTERO” PARA PROTEGER LA CONSTITUCIÓN.

LA NULIDAD DE LAS LEYES DE LOS ESTADOS PODRIA SER DECLARADA POR EL CONGRESO A INICIATIVA, EXCLUSIVAMENTE, DE LA CAMARA DE SENADORES, CUANDO AQUELLAS ATACASEN LA CONSTITUCIÓN O LAS LEYES GENERALES. 

POR SU PARTE, LA ANTICONSTITUCIONALIDAD DE LAS LEYES DEL CONGRESO GENERAL PODRIA SER RECLAMADA, DENTRO DEL MES SIGUIENTE A SU PUBLICACIÓN, POR “EL PRESIDENTE DE ACUERDO CON SU  MINISTERIO” O POR DIEZ DIPUTADOS O SEIS SENADORES O TRES LEGISLATURAS.  ESTE RECLAMO SE HARIA ANTE LA SUPREMA CORTE, LA QUE SOMETERIA LA LEY AL EXAMEN DE LAS LEGISLATURAS, “LAS QUE DENTRO DE TRES MESES, Y PRECISAMENTE EN UN MISMO DIA”, DARIAN SU VOTO. LAS DECLARACIONES SERIAN REMITIDAS A LA SUPREMA CORTE, LA QUE PUBLICARIA EL RESULTADO EN LOS TERMINOS QUE RESOLVIESE LA MAYORIA DE LAS LEGISLATURAS.

EN AMBOS CASOS –LEYES DE LOS ESTADOS O DEL CONGRESO GENERAL-, SE DECIDIRÍA UNICAMENTE SI LA LEY ERA O NO ANTICONSTITUCIONAL.

POR SU PARTE, LA PROTECCIÓN EN EL CASO PARTICULAR DE CUALQUIER HABITANTE DE LA REPUBLICA FUE PROPUESTA POR OTERO A TRAVES DEL JUICIO DE AMPARO, “SIN HACER NINGUNA DECLARACIÓN GENERAL RESPECTO DE LA LEY O DEL ACTO QUE LO MOTIVARE”.

EL ACTA CONSTITUTIVA Y DE REFORMAS ADOPTO LA PROPUESTA DE MARIANO OTERO, CON MUY LEVES MODIFICACIONES DE ESTILO, EN SUS ARTICULOS 22 AL 25.

COMO TODOS LO SABEMOS MIENTRAS EL CONSTITUYENTE EXTRAORDINARIO DISCUTIA ESTOS TEMAS EL EJERCITO NORTEAMERICANO SE ACERCABA A LA CIUDAD DE MEXICO, CON LOS RESULTADOS QUE TAMBIEN SON PARTE DE NUESTRA HISTORIA.

LA CONSTITUCIÓN DE 1857 INTRODUJO LA FIGURA DE LA CONTROVERSIA CONSTITUCIONAL. FUE HASTA LAS REFORMAS DE 1994 QUE DICHO PROCESO CONSTITUCIONAL FUE REGULADO Y SE CREO LA ACCION DE INCONSTITUCIONALIDAD. ES POSIBLE AFIRMAR QUE LA “FORMULA OTERO” SOLO TIENE, EN RIGOR, SEIS AÑOS DE VIGENCIA

LA PROPUESTA DE REFORMA CONSTITUCIONAL Y EL DENOMINADO “PROYECTO DE LEY DE AMPARO...” NOS INVITAN A DEROGARLA Y A CONCENTRAR, EN LOS HECHOS, SOLO EN EL JUICIO DE AMPARO, EL EFECTO DE CONTROL CONSTITUCIONAL Y DE DEFENSA DEL ORDEN JURÍDICO QUE AHORA COMPARTE EL JUICIO DE AMPARO, LA CONTROVERSIA CONSTITUCIONAL, LA ACCION DE INCONSTITUCIONALIDAD Y LOS ORGANISMOS PROTECTORES DE LOS DERECHOS HUMANOS.  LA FORMULA ES INNOVADORA, SIN DUDA, SOLO QUE REQUIERE POR LO MENOS DE UNA EXPLICACIÓN Y JUSTIFICACIÓN ABUNDANTES QUE EL DOCUMENTO INTRODUCTORIO NO NOS REFIERE.

COMO ES POSIBLE ADVERTIR NOS ENCONTRAMOS FRENTE A LA PROPUESTA DE UNA TERCERA REFORMA AL PODER JUDICIAL DE LA FEDERACION EN LOS ULTIMOS SEIS AÑOS. EL COMENTARIO QUE SE HACIA, HASTA ANTES DE 1996, RESPECTO DE LAS LEYES ELECTORALES FEDERALES ERA QUE ESTAS ERAN REFORMADAS CADA TRES AÑOS.  DE SER APROBADA LA REFORMA CONSTITUCIONAL QUE PROPONE EL DOCUMENTO YA SE PODRA DECIR QUE LAS LEYES QUE REGULAN AL PODER JUDICIAL DE LA FEDERACIÓN SON REFORMADAS CADA DOS AÑOS, O MENOS, PORQUE LA ULTIMA DATA APENAS DEL AÑO PASADO.

SE PROPONE DEROGAR EL PARRAFO SEGUNDO DEL ARTICULO 94 VIGENTE, SUPRIMIENDO POR LO TANTO EL FUNDAMENTO CONSTITUCIONAL DE LAS FUNCIONES A CARGO DEL CONSEJO DE LA JUDICATURA FEDERAL, EL QUE EN LOS SUCESIVO SOLO TENDRÍA COMO RESPONSABILIDAD LA DE DETERMINAR “EL NUMERO, DIVISIÓN EN CIRCUITOS, COMPETENCIA TERRITORIAL Y, EN SU CASO, ESPECIALIZACIÓN POR MATERIA, DE LOS TRIBUNALES COLEGIADOS DE CIRCUITO Y DE LOS JUZGADOS DE DISTRITO”, FACULTAD QUE QUEDA DE INMEDIATO ACOTADA EN EL PARRAFO SIGUIENTE EN VIRTUD DE LA FACULTAD DEL PLENO DE LA SUPREMA CORTE PARA EXPEDIR ACUERDOS GENERALES QUE MODIFICAN LAS DETERMINACIONES ANTERIORES DEL CONSEJO DE LA JUDICATURA.

POR CIERTO QUE DICHOS ACUERDOS GENERALES SON SUPRIMIDOS DEL TEXTO VIGENTE DE LA FRACCION IX DEL ARTICULO 107, CON EL INCREMENTO NOTABLE DE LAS FACULTADES DISCRECIONALES QUE DICHA DEROGACIÓN ENTRAÑA.  ASIMISMO, EL PARRAFO TERCERO DE LA FRACCION VIII DEL MISMO NUMERAL PROPONE QUE LA SUPREMA CORTE CONOZCA DE OFICIO LOS AMPAROS EN REVISIÓN QUE POR SU INTERES Y TRASCENDENCIA LO AMERITEN.

AHORA BIEN, RESPECTO DE LA ADMINISTRACIÓN, VIGILANCIA Y DISCIPLINA DEL PODER JUDICIAL DE LA FEDERACIÓN, HASTA AHORA A CARGO DEL CONSEJO DE LA JUDICATURA FEDERAL CON LA EXCEPCION CONOCIDA, ES UNA FUNCION QUE LA PROPUESTA DE REFORMA CONSTITUCIONAL NO ASIGNA A OTRO ORGANO. LUEGO ENTONCES TAL PARECE QUE ESTAMOS FRENTE A LA DESAPARICIÓN DEL CONSEJO DE LA JUDICATURA SIN QUE SE CONOZCA LA EXPLICACIÓN CORRESPONDIENTE, ADEMÁS DE DEJAR UNA LAGUNA CONSTITUCIONAL QUE PROBABLEMENTE SERIA COMPENSADA CON UNA REFORMA DE LA LEGISLACIÓN SECUNDARIA, ES DECIR, LA LEY ORGANICA DEL PODER JUDICIAL DE LA FEDERACIÓN. PERO LA PROPUESTA DE REFORMA CONSTITUCIONAL Y LEGAL QUE AHORA CONOCEMOS NO SE REFIERE A MODIFICACIÓN ALGUNA A DICHO ORDENAMIENTO SECUNDARIO.

CIERTAMENTE EL ARTICULO 100 CONSTITUCIONAL VIGENTE SE REFIERE A LA FORMA DE INTEGRACIÓN DEL CONGRESO, MAS NO A SUS FUNCIONES, PUESTO QUE COMO YA LO EXPRESE ESTAS SE ENCUENTRAN DEFINIDAS EN EL SEGUNDO PARRAFO DEL ARTICULO 94 EN VIGOR. PERO DE CUALQUIER FORMA, EN EL SUPUESTO DE QUE SUS FUNCIONES CONTINUARAN SIENDO LAS MISMAS, EL PARRAFO QUE SE PROPONE ADICIONAR AL ARTICULO 100 DEJARIA EN ESTADO DE INDEFENSION A TODOS LOS PARTICULARES –PROVEEDORES Y CONTRATISTAS- QUE EN EL FUTURO TENGAN UNA RELACION CON EL PODER JUDICIAL A TRAVES DEL CONSEJO DE LA JUDICATURA.

ESTOY APENAS EN LA PAGINA DIEZ DE MI EXPOSICIÓN PERO ES PROBABLE QUE YA ME ACERQUE A LOS VEINTE MINUTOS FIJADOS COMO LIMITE. LUEGO ENTONCES TRATARE DE SER MUY PUNTUAL EN MIS OBSERVACIONES, TENIENDO QUE SACRIFICAR LOS COMENTARIOS ANALÍTICOS.

ES SORPRENDENTE LA PROPUESTA EN EL SENTIDO DE QUE LAS SESIONES DEL PLENO Y DE LAS SALAS DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN SEAN PRIVADAS. ESTO SIGNIFICA QUE SE PROPONE DEROGAR NO SOLO EL TEXTO VIGENTE SINO TAMBIEN UNA TRADICIÓN DE PUBLICIDAD DE ESTE TIPO DE ACTOS. NO PUEDO NI SIQUIERA IMAGINAR LO QUE SUCEDERIA SI ALGUN INTEGRANTE DEL PODER REVISOR DE LA CONSTITUCIÓN PROPUSIESE QUE LAS SESIONES DE LAS CAMARAS, FEDERALES O LOCALES, FUESEN PRIVADAS. CIERTAMENTE EN LAS CAMARAS HAY SESIONES SECRETAS...EN PRESENCIA DE LOS MEDIOS DE COMUNICACIÓN.

LOS CONCEPTOS JURÍDICOS DE APARIENCIA DEL BUEN DERECHO Y DE INTERES SOCIAL, QUE SUSTITUYEN AL TEXTO VIGENTE DEL PRIMER PARRAFO DE LA FRACCION X DEL ARTICULO 107 CONSTITUCIONAL, REQUIEREN CIERTAMENTE DE UNA EXPLICACIÓN QUE BIEN PODRIA LLEVAR AL TEXTO DE LA LEY SECUNDARIA UNA TRANSCRIPCION LEGISLATIVA DE ESE INNOVADOR CRITERIO JURISPRUDENCIAL. POR CIERTO QUE LA DECLARATORIA DE INTERPRETACION CONFORME INTRODUCIDA EN EL PARRAFO SEGUNDO DE LA FRACCION II DE ESTE MISMO NUMERAL PODRIA MERECER TAMBIEN UN TRATAMIENTO EXPLICATIVO EN LOS MISMOS TERMINOS.

NO OMITO SEÑALAR QUE LA DESGRACIA OCURRIDA EN LA CIUDAD DE MÉXICO LA MADRUGADA DEL DIA 20 DE OCTUBRE ULTIMO NOS INVITA A ESFORZARNOS EN FORMULAR UN CONCEPTO QUE PODRIA DENOMINARSE DE APARIENCIA DE “MAL DERECHO”, QUE QUEDASE INCLUIDO TAMBIEN EN EL INNOVADOR ARTICULO 127 DEL “PROYECTO DE LEY DE AMPARO”.

LA FRACCION VII DEL ARTICULO 107 DEL “PROYECTO DE LEY DE AMPARO”, AL SUSTITUIR LA PALABRA “LEYES” POR “NORMAS GENERALES”, LLEVA AL EXTREMO EL CONTROL DIFUSO DE LA CONSTITUCIONALIDAD DE LOS ACTOS DE AUTORIDAD E, INSISTO, DEROGA EN LA PRACTICA LA ACCION DE INCONSTITUCIONALIDAD Y LA CONTROVERSIA CONSTITUCIONAL.

LA FRACCION XII DEL 107 DEL “PROYECTO...” AGREGA EL ARTICULO 122 CONSTITUCIONAL COMO OBJETO DE LA PROTECCIÓN PERO SUPRIME LOS ARTICULOS 16, EN MATERIA PENAL, 19 Y 20 COMO SE ENCUENTRAN EN EL TEXTO VIGENTE. LOS SUSTITUYE, CIERTAMENTE, CON MENCIONES ESPECIFICAS QUE PODRÍAN SER REDUCTORAS DEL OBJETO DE LA PROTECCIÓN.

EN LA FRACCION XV DEL MISMO NUMERAL 107 –FRACCION XVI VIGENTE- SE PROPONE AGREGAR “Y CUALQUIER OTRA QUE CON MOTIVO DE SUS FUNCIONES ESTE OBLIGADA AL CUMPLIMIENTO DE LA SENTENCIA DE AMPARO”, LA QUE TAMBIEN, ADEMÁS DE LA AUTORIDAD RESPONSABLE, “SERA INMEDIATAMENTE SEPARADA DE SU CARGO POR LA SUPREMA CORTE QUE LE APLICARA LAS PENAS QUE CORRESPONDAN AL DELITO CONTRA LA ADMINISTRACION DE JUSTICIA PREVISTO EN EL CODIGO PENAL FEDERAL”

SOLAMENTE QUE DICHA AUTORIDAD –QUE NORMALMENTE ESTARIA TOTALMENTE AJENA A LOS ANTECEDENTES QUE SI CONOCE POR SU PARTE LA AUTORIDAD RESPONSABLE- SERIA SANCIONADA SIN HABER SIDO PREVIAMENTE OIDA Y VENCIDA EN JUICIO, PORQUE EL MANDATO JUDICIAL ESTARIA VIGENTE DE INMEDIATO, INDEPENDIENTEMENTE DE LO QUE SE SEÑALA DOS PÁRRAFOS ADELANTE.

ES DECIR, SEGÚN EL TEXTO QUE SE PROPONE, DICHA AUTORIDAD SERIA INMEDIATAMENTE SEPARADA DE SU CARGO Y SE LE APLICARIAN LAS PENAS PREVISTAS EN EL CODIGO PENAL FEDERAL... AUNQUE MAS TARDE SE LE CONCEDIERA LA GARANTIA DE AUDIENCIA.

EL ARTICULO 106, FRACCION I, INCISO A) DEL “PROYECTO DE LEY DE AMPARO” NO TIENE UN FUNDAMENTO CONSTITUCIONAL EXPRESO. TAL VEZ DEBIERA TENERLO... PUESTO QUE COLOCA A UN JUEZ DE DISTRITO POR ENCIMA DEL CONSTITUYENTE PERMANENTE DE LA REPUBLICA.

EL PROCURADOR GENERAL DE LA REPUBLICA ES DESIGNADO POR EL PRESIDENTE DE LA REPUBLICA CON LA RATIFICACIÓN DEL SENADO. SIN MAS, LA PROPUESTA DE REFORMAS EXCLUYE AL MINISTERIO PUBLICO COMO PARTE EN EL JUICIO DE AMPARO, SALVO EN ALGUNOS CASOS ESPECIFICOS. SIN EMBARGO, EN TODOS LOS CASOS DE AMPARO PUEDE SURGIR LA INCONSTITUCIONALIDAD DE UNA LEY, LUEGO ENTONCES EL MINISTERIO PUBLICO SIEMPRE DEBERA ESTAR PRESENTE EN EL JUICIO DE AMPARO.

A MAYOR ABUNDAMIENTO ¿CÓMO PODRÍAN LAS PARTES QUE SOLO ASISTEN A UN JUICIO DE AMPARO DETECTAR QUE EXISTE UNA CONTRADICCIÓN DE TESIS? ¿COMO PODRIA HACERLO EL MINISTERIO PUBLICO SI SE LIMITA SU PRESENCIA A UN DETERMINADO NUMERO DE JUICIOS?. LA SOLUCION FUE ELIMINARLO DE LA FRACCION XIII VIGENTE. SE PROPONE DEROGAR LA FRACCION XV DEL ARTICULO 107 CONSTITUCIONAL, PERO LA NOTA INTRODUCTORIA TAMPOCO DA UNA EXPLICACIÓN AL RESPECTO.

FINALIZO MI EXPOSICIÓN REFIRIÉNDOME EN CONJUNTO A LA ADICION QUE SE PROPONE INTRODUCIR AL ARTICULO 112 CONSTITUCIONAL Y LA MODIFICACIÓN DEL ARTICULO 73 FRACCION VIII DE LA LEY DE AMPARO VIGENTE, EL CUAL SE CONVIERTE EN LA FRACCION IV DEL ARTICULO 59 DEL “PROYECTO...” ME REFIERO, DESDE LUEGO, AL JUICIO POLÍTICO Y A LA DECLARACIÓN DE PROCEDENCIA, PROCESOS CONSTITUCIONALES AMBOS QUE ENTRAÑAN DOS DE LOS RASGOS MAS PARLAMENTARIOS DE NUESTRO REGIMEN PRESIDENCIAL CONSTITUCIONAL.

EN PRIMER LUGAR HAY UNA CONTRADICCIÓN EN LA TÉCNICA LEGISLATIVA ADOPTADA PARA EL TRATAMIENTO EN EL CASO DE LA ANULACIÓN DE LA DECLARACIÓN DE PROCEDENCIA QUE SE PROPONE CON LA ADICION AL 112 CONSTITUCIONAL, MISMA QUE PARA LOS AUTORES DEL “PROYECTO...” AMERITA UNA REFORMA CONSTITUCIONAL Y, DE OTRA PARTE, LA SIMPLE ADICION EN LA LEGISLACIÓN SECUNDARIA DE LA PROCEDENCIA DEL JUICIO DE AMPARO EN CONTRA DE RESOLUCIONES Y ACUERDOS DICTADOS EN LA SECUELA DEL PROCEDIMIENTO DE AMBOS PROCESOS CONSTITUCIONALES.

EL DOCUMENTO INTRODUCTORIO SEÑALA A ESTE RESPECTO (CITO): “LAS RAZONES DE ESTE CAMBIO RADICAN, FUNDAMENTALMENTE, EN LA NECESIDAD DE JUDICIALIZAR LA MAYOR PARTE DE LOS PROCESOS Y DECISIONES DE LA AUTORIDAD, PUES SOLO ASI LOGRARA RACIONALIZAR Y CONSOLIDAR UN ESTADO DE DERECHO”.

DESDE LUEGO QUE NO PUEDO MENOS QUE EXPRESAR MI CORDIAL DISCREPANCIA RESPECTO DE ESTA AFIRMACIÓN, TODA VEZ QUE EN EL CASO QUE NOS OCUPA AHORA –JUICIO POLÍTICO Y DECLARACIÓN DE PROCEDENCIA-, EL PROPÓSITO DE PERFECCIONAMIENTO DE DICHOS PROCESOS CONSTITUCIONALES SIN DUDA QUE ES POSIBLE LOGRARLO POR OTRAS VIAS, PERO FUNDAMENTALMENTE POR UNA QUE DESDE HACE TIEMPO YA SE HA ALCANZADO EN MÉXICO: LA PLURALIDAD DEMOCRATICA DE NUESTRAS ASAMBLES LEGISLATIVAS.

LA APROBACIÓN DE UNA NUEVA LEY DE AMPARO Y DE LAS REFORMAS CONSTITUCIONALES QUE LA SUSTENTEN HABRA DE CONOCER TODAVÍA FUTUROS DEBATES EN LA ACADEMIA, LOS MEDIOS DE COMUNICACIÓN Y, DESDE LUEGO, EN LOS ORGANOS QUE INTEGRAN EL PODER REVISOR DE LA CONSTITUCIÓN Y EL CONGRESO GENERAL.

DESDE LUEGO QUE COMO MEXICANO ME CONGRATULO AMPLIAMENTE POR ESTA AFORTUNADA INICIATIVA ASUMIDA POR LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, EN EL SENTIDO DE CONSTRUIR LA COMISION DE ANÁLISIS Y PROPUESTAS PARA UNA NUEVA LEY DE AMPARO. RECONOZCO Y VALORO LAS APORTACIONES CONTENIDAS EN LAS MAS DE MIL CUATROCIENTAS PROPUESTAS QUE ANTECEDEN EL “PROYECTO...” QUE AHORA COMENTAMOS.

RATIFICO MI CONVICCIÓN INICIALMENTE EXPRESADA RESPECTO DE LA IMPORTANCIA HISTORICA DEL PROCESO DE CONSULTA A LA COMUNIDAD JURÍDICA NACIONAL, DE LA QUE ESTE CONGRESO NACIONAL DE JURISTAS ES UNO DE SUS MOMENTOS CULMINANTES.

SAN LUIS POTOSI, S.L.P. 20 DE OCTUBRE DE 2000.

DIP. MIGUEL ANGEL MARTINEZ NAVARRO

H. CONGRESO DEL ESTADO LIBRE Y SOBERANO DE TLAXCALA.

NECESIDAD DE PRECISAR LA IMPROCEDENCIA DEL JUICIO DE AMPARO CONTRA RESOLUCIONES O DECLARACIONES RELATIVAS A LA SUSPENSION O REMOCION DE SERVIDORES PUBLICOS DE ELECCION POPULAR.

“NECESIDAD DE PRECISAR LA IMPROCEDENCIA DEL JUICIO DE AMPARO CONTRA RESOLUCIONES O DECLARACIONES RELATIVA A LA SUSPENSION O REMOCION DE SERVIDORES PUBLICOS DE ELECCION POPULAR.”

LIC. FRANCISCO JAVIER SANTILLAN CUAUTLE.

LIC. JACINTO RAMIREZ LOPEZ.

Principalmente desde la Constitución de 1917 y concretamente de la polémica en la discusión de su artículo 76 Fracción VIII, así como del artículo 105, el constituyente definió la postura de que el Poder Judicial Federal se limitara a ser garante estricto de la Constitución Federal; en tal sentido, ha existido el reiterado criterio de que las cuestiones políticas quedan fuera de su conocimiento. Sin embargo, la tutela constitucional no es función concreta, sino abstracta que comprende el control constitucional de lo político. Así se la ha reconocido a la sociedad contemporánea; por ello, tenemos la especialización del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación; así también, la vía de las controversias constitucionales y acciones de inconstitucionalidad; así como el constituyente prohibe que la Suprema Corte de Justicia de la Nación examine las normas de carácter electoral, estableciendo para tal efecto el Tribunal Federal Electoral para aquellas que pretenden hacer posible el acceso de los ciudadanos al ejercicio del Poder Público, así también lo hace para que conozca de los problemas suscitados en el ejercicio de las funciones públicas como consecuencia del derecho a ser votados, estableciendo para ello el control constitucional o choque de poderes mediante los procedimientos establecidos en el diverso 105 de la Constitución Federal.

Cuando los actos sometidos a su conocimiento revistan el carácter de políticos; en la actualidad, se pretenden crear dos instancias optativas para dirimir conflictos donde versan intereses de entidades políticas. Por una parte, dentro de las controversias constitucionales, las entidades, poderes u óranos pueden acudir a la Suprema Corte de Justicia para dirimir conflictos de mera legalidad o de constitucionalidad, por la otra, se pretende desvincular la naturaleza del juicio de amparo, sometiendo a su conocimiento conflictos donde existen intereses de tipo político.

Es indudable que los derechos políticos no se limitan sólo a lo que constituye el proceso de selección o nombramiento a través del voto, de las personas que desempeñarán los cargos representativos; su contenido, examinado en diversas ocasiones por la Suprema Corte y a propósito del juicio de amparo, es también anterior y posterior al proceso de selección, pues corresponde el derecho a votar, ser votado y el ejercicio del cargo para el cual ha resultado electo un sujeto. Lo político más concretamente, es todo lo concerniente al voto o sufragio público manifestado por los ciudadanos a favor de las personas que habrán de desempeñar los cargos de elección popular, así como el ejercicio mismo de estos cargos.

No es óbice señalar que, el Poder Judicial ha venido sosteniendo el criterio de que los conflictos en que se hacen valer derechos políticos, no deben de conocerse a través del juicio de amparo, situación que en los últimos _____ años se ha abandonado bajo el argumento que cuando estos impliquen violación a las garantías individuales, entonces si se conocerá en esta vía; es decir, bajo este criterio todo conflicto de la naturaleza que revista, si se implican violaciones a las garantías individuales entonces también se conocerá en juicio de amparo, como sucedería en las violaciones al voto público (investigar el nombre correcto del recurso en materia electoral y que como tal conoce el TRIFE) o mas aún, en acciones de inconstitucionalidad, o en controversias constitucionales, donde la misma Corte ha establecido criterio de que no obstante que por medio de las controversias constitucionales se vela por la constitucionalidad de la parte orgánica, debe desarrollarse esta en congruencia plena con la dogmática. (ver criterio en resoluciones de controversias constitucionales).

En tal sentido, debemos considerar que en el diverso medio de control de la constitucionalidad conformado por el juicio de amparo y fundamentado en la Fracción I del Artículo 103 de la Constitución Federal establece para realizarlo la existencia de un agravio por violación de las garantías individuales, es decir concreto; y que tanto en las acciones de inconstitucionalidad como las controversias constitucionales son abstractas, esto es, no requieren de la existencia de un agravio concreto; pueden formularse simplemente en aras de la preservación de la supremacía constitucional; vía que indudablemente es la idónea para deducir los derechos políticos que se estimen violados.

Precisamente la reforma constitucional al 105, permite suscitar la intervención de la Suprema Corte, para, por un lado, resolver sobre la contradicción entre una norma general y la Constitución, y por otro, viene a colmar un vacío en la defensa de los derechos políticos que quedaban fueran de la protección a través del juicio de amparo.

Así las cosas, las personas físicas oficiales que con motivo de sus relaciones de derecho público acuden a través de la acción de amparo, tradicionalmente la Corte lo ha estimado improcedente, más aún cuando se reclama con el carácter de persona moral oficial; por tal motivo ni el servidor público de elección popular ni mucho menos las entidades poderes u órganos pueden acudir envía de amparo a protegerse de un acto que se estima lesiona derechos públicos, debido a que el juicio de amparo es una defensa exclusiva de los particulares en contra de los abusos de poder de una autoridad; baste recordar el llamado “Amparo Mexicali” donde la Suprema Corte de Justicia de la Nación confirma este criterio en el amparo en revisión número 4521/90, de la misma manera en el caso “Chihuahua” 02/84 resuelto en sesión de Pleno de fecha 8 de mayo de 1991 y el 01/93 resulto en sesión de Pleno el 30 de agosto de 1994; no estando por demás reiterar el criterio de que, como excepción a la regla, las personas morales oficiales sólo pueden acudir a él cuando se vulneran sus derechos privados.

Independientemente de lo anterior, se debe reconocer que existe disposición expresa que no amerita interpretación y consecuentemente la aplicación de un criterio jurisprudencial; en este tenor, el texto del Artículo 103 de nuestra Carta Magna nos indica en que casos procede el juicio de garantías, expresión que se traslada al Artículo 1º de la Ley de Amparo que a la letra dice: “El juicio de amparo tiene por objeto resolver toda controversia que se suscite: I. Por Leyes o actos de la autoridad que violen las garantías individuales”. Por lo cual, podemos afirmar en contrario sentido que, cuando se considere que Leyes o Actos de cualquier autoridad no violen garantías individuales, entonces no se podrá resolver esta controversia en el juicio de amparo; cabe reiterar lo enunciado previamente: Cuando un gobernado estima haber sido lesionado en sus derechos públicos como ente fisco o moral oficial, le es negado el acceso al amparo; lo contrario sería como sostener que las Fracciones II y III de la misma disposición reglamentaria, permiten considerar que es el Gobierno de un Estado quien podrá ampararse frente a los actos o Leyes del Gobierno de la Unión o viceversa, en contraposición a lo establecido por la Fracción I, que exige el agravio personal y directo; de tal manera que la reforma al Artículo 105 constitucional resultó innecesaria. Pero esto no es así, en virtud de que el llamado “Amparo Soberanía”, concepto extendido en la Fracción II y III, lo ha interpretado la Suprema Corte como juicio de garantías cuando se invade o restringe la Soberanía de los Estados, o de éstas, si invade la esfera de la autoridad federal, siempre y cuando exista un particular quejoso que reclama la violación de garantías individuales, en un caso concreto de ejecución o con motivo de tales invasiones o restricciones de Soberanía.

Si el Legislador Constituyente hubiese querido conceder la facultad de las personas morales oficiales de pedir amparo para protegerse de cualquier violación que estimaran a la Constitución, lo hubiese establecido de manera clara, pero no fue así, pues se advierte que los Legisladores no quisieron dotar al Poder Judicial Federal de facultades omnímodas, para oponerse a todas las providencia inconstitucionales por medio del juicio de amparo, sino que establecieron éste, tan sólo para la protección y goce de las garantías individuales. Quedando claramente definido que para estos conflictos es procedente lo señalado por el Artículo 105 de la Constitución Federal, bastando enterarse de su exposición de motivos, los de su Ley Reglamentaria y los criterios sostenidos por el Poder Judicial Federal.

Por otro lado, las razones anteriormente vertidas han sido confirmadas por diversos criterios que han emitido el Poder Judicial Federal, visible en la página 546, Tomo XIV-Julio, Octava Época, del Segundo Tribunal Colegiado del Sexto Circuito, con el rubro “DERECHOS POLÍTICOS, AMPARO POR VIOLACIÓN DE.” De la misma manera, el visible en la página 79, Volumen 175-180 Sexta Parte, Séptima Época, del Tribunal Colegiado del Décimo Tercer Circuito. “DERECHOS POLÍTICOS, IMPROCEDENCIA DEL JUICIO DE AMPARO RESPECTO DE ACTOS QUE AFECTAN LOS.” Por su parte, el visible en la página 21, Volumen 71 Primera Parte, Séptima Época, del Pleno, con el rubro “DERECHOS POLÍTICOS, AMPARO IMPROCEDENTE POR VIOLACIÓN A.” Por su parte, el criterio del Segundo Tribunal Colegiado del Sexto Circuito, visible en la página 546, tomo XIV-Julio, Octava Época, que aparece como: “DERECHOS POLÍTICOS, IMPROCEDENCIA DEL AMPARO.” Así también, no debe dejarse de señalar el criterio de la Segunda Sala, visible en el Semanario Judicial de la Federación en la página 2473, Tomo LXXVII, Quinta Época, que refiere: “AYUNTAMIENTOS, IMPROCEDENCIA DEL AMPARO CONTRA LA DESTITUCIÓN DE LOS MIEMBROS DE LOS”.
La razón de lo manifestado, históricamente ha sido abordado en múltiples ocasiones, implantándose esta improcedencia para evitar enfrentamientos entre los Poderes de la Nación, derivados de la calificación que la Constitución les otorga a cada uno como facultades especiales y específicas, máxime si éstas son soberanas.

La instancia social que gobierna la comunidad estatal, que goza de imperium sobre ella, como un poder irresistible porque además proviene de la soberanía que radica en el elemento humano del Estado.” (Diccionario Jurídico Mexicano, Instituto de Investigaciones Jurídicas UNAM, México. 1989, pp. 2448 y ss.).

La citada causal de improcedencia se refuerza con el análisis mismo de la naturaleza del juicio de amparo, habida cuenta que éste procede contra actos de autoridades para tutelar los derechos subjetivos de los gobernados, pero resulta inaceptable que este juicio siga para dirimir derechos de carácter político, muy distintos a las garantías individuales, y todavía más que la supuesta violación a esos derechos políticos, pretenda hacerlos valer un particular y no quien jurídicamente tiene la personalidad para ello; surtiéndose plenamente la causal de improcedencia prevista por el Artículo 73 Fracción VIII de la Ley de Amparo, y así debe ser declarado por este Honorable Tribunal Colegiado.

LIC. FRANCISCO JAVIER SANTILLAN CUAUTLE

LIC. JACINTO RAMIREZ LOPEZ

LA PONENCIA PROPONE LA REFORMA Y ADICIÓN DEL ARTÍCULO 32 DEL PROYECTO DE LA NUEVA LEY DE AMPARO, TÍTULO I, REGLAS GENERALES, CAPÍTULO  V, COMPETENCIA,  SECCIÓN I, REGLAS DE COMPETENCIA.

PLANTEAMIENTO DEL PROBLEMA.

Tomando en consideración que tanto en la ley vigente como en el proyecto de la nueva Ley de Amparo, la  competencia para conocer del juicio de amparo directo se fija  de acuerdo con la residencia de la autoridad que haya dictado el acto reclamado, y toda vez que en la práctica tal situación ha ocasionado diversos problemas, que han repercutido en afectación a los particulares de índole económico y social y que han impedido la impartición de justicia pronta y expedita, al dificultarse a los justiciables el acceso a la jurisdicción obligándolos a trasladarse a la Ciudad de México en donde residen la mayoría de los órganos superiores de  los tribunales jurisdiccionales que emiten en última instancia el acto reclamado en amparo directo, como son el Tribunal Superior Agrario, el Tribunal Fiscal de la Federación y en su caso, las  Juntas Especiales de la Federal de Conciliación y Arbitraje, se propone reformar y adicionar el artículo 32 del proyecto de nueva Ley de Amparo.

DESARROLLO DEL TEMA

La Segunda Sala de la H. Suprema Corte de Justicia de la Nación, al conocer de los conflictos competenciales números 328, 196,  317,  329 y 345 todos  del año  de  mil novecientos noventa y cuatro,  efectuó un análisis histórico de las razones por las cuales consideró que la competencia se surtía en favor de los tribunales colegiados en cuya jurisdicción resida la autoridad ordenadora, estableciendo, por mayoría de tres votos, lo siguiente:

“Desde la creación de los tribunales colegiados de circuito para “conocer de los juicios de amparo directo por virtud de las “reformas introducidas a  la Constitución General de la República “y a la Ley de Amparo por decretos publicados en el Diario Oficial “de la Federación del diecinueve de febrero de  mil novecientos “cincuenta y uno se estableció como regla que la competencia “por territorio de dichos tribunales se establecería atendiendo al “lugar del domicilio de la autoridad que dictara la sentencia o “laudo reclamado. Así se dispuso en el artículo 107  fracción VI “constitucional y 44 de la Ley de Amparo vigentes a partir de “dicho año que decían:

“Artículo 107.

“Todas las controversias de que habla el artículo 103 se “sujetarán a los procedimientos y formas del orden juridico que “determine la ley, de acuerdo a las bases siguientes:

“VI. El amparo contra sentencias definitivas o laudos se “interpondrá directamente ante el Tribunal Colegiado de Circuito “y cuya jurisdicción esté el domicilio de la autoridad que “pronuncie la sentencia o laudo, cuando la demanda pronuncie la “sentencia o laudo, cuando la demanda se funde en violaciones “substanciales  cometidas durante la secuela del procedimiento o “se trate de sentencias en materia civil o penal, contra las que no “proceda recurso de apelación, cualesquiera que sean las “violaciones alegadas.
“ARTICULO 44.- El amparo contra sentencias definitivas o “laudos, se interpondrá directamente ante el Tribunal Colegiado “de Circuito bajo cuya jurisdicción esté el domicilio de la autoridad “que pronuncie la sentencia o laudo, cuando la demanda se funde “en violaciones substanciales cometidas durante la secuela del “procedimiento o se trate de sentencias  en materia  civil  o penal, “contra las que no proceda recurso de apelación, cualquiera que “sean las violaciones alegadas. Siempre que al interponerse “amparo contra sentencias.

“Definitivas en materia civil o penal o laudos en materia de trabajo “se aleguen violaciones substanciales cometidas durante la “secuela del procedimiento y violaciones cometidas en la “sentencia o laudo respectivo, se reclamaran conjuntamente, “presentándose la demanda ante el Tribunal Colegiado de “Circuito que corresponda, el cual solo decidirá sobre las “violaciones substanciales durante el procedimiento y si la “sentencia fuera desfavorable al agraviado remitirá el expediente “a la Suprema Corte de Justicia, para que resuelva sobre las “violaciones cometidas en sentencia o laudos”
“La regla sentada en esta disposición por efecto del decreto de “reformas y adiciones a la Ley de Amparo publicado en el Diario “Oficial de la Federación del día treinta de abril de mil “novecientos sesenta y ocho se traslado al artículo 45 del propio “ordenamiento para quedar como sigue:

“Artículo 45. Fuera de los casos previstos en el artículo anterior el “amparo contra sentencias definitivas o de laudos sea que la “violación se cometa durante el procedimiento o en la sentencia “misma, se promoverá directamente ante el Tribunal Colegiado “de Circuito dentro de cuya jurisdicción resida la autoridad que “pronuncie la sentencia o el laudo.
“En los casos a que se refieren este artículo y el anterior, La “Suprema Corte de Justicia o el Tribunal Colegiado de Circuito en “su caso, pronunciaran la sentencia que corresponda sin más “trámite que la presentación del escrito de demanda de las copias “certificadas a que se refiere el artículo 163 de esta Ley, o de los “autos originales, del escrito que presentare el tercero “perjudicado y del que produzca, en su caso, el Ministerio Público “Federal.

“Debe entenderse que la regla de que la competencia territorial “de lo Tribunales Colegiados de Circuito se establece atendiendo “al domicilio de la autoridad que dicté el laudo sentencia o  en la “actualidad la resolución que ponga fin al juicio aún rige en el “presente  no obstante que el citado artículo 45 haya sido “derogado por el decreto de reformas publicado en el Diario “Oficial de la Federación del dieciséis  de enero de mil “novecientos ochenta y cuatro  y que la misma no se halle “consagrada en la actualidad en otro numeral de la ley pues por “una parte la derogación de dicho artículo no obedeció al “propósito del legislador de abandonar este sistema de “distribución de competencias de naturaleza territorial para “adoptar las reglas propias de los amparos indirectos y  por otra “esa regla deriva de la naturaleza propia del juicio de amparo “directo.

“Por lo que hace a la derogación del precepto  cabe destacar “que la reforma legislativa que entró en vigor en el año de mil “novecientos ochenta y cuatro tuvo entre otros  el propósito de “evitar que las demandas de amparo directo se presentaran “indistintamente ante esta Suprema Corte de Justicia o ante los “Tribunales Colegiados de Circuito ordenando que debían “presentarse por conducto de la autoridad responsable para “evitar de esa manera la dilación del procedimiento y las demás “prácticas que entorpecían la sustanciación de esta clase de “juicios cuando las demandas se presentaban ante órganos “diversos del competente.

“Así aparece del examen integral del decreto de reformas que “modifico los artículos 44 y 46 así como el 165 que se refieren “también a la presentación de la demanda de amparo directo y “del análisis de la exposición de motivos de la iniciativa de la cual “derivo el mismo en el que no se expresa que la intención del “legislador haya sido extender a los Tribunales Colegiados de “Circuito las reglas aplicables en esta materia a los Juzgados de “Distrito según puede leerse de la transcripción de la parte relativa “de la exposición:

“III. Uno de los problemas en los cuales se advirtió mayor “insistencia en la Consulta Nacional fue el relativo a la necesidad “de suprimir tecnicismos y anacronismos, así como lograr “celeridad en el procedimiento de nuestro juicio de amparo. a) “Con este propósito se formulan varias proposiciones la primera “de las cuales se hace consistir en la modificación del actual “artículo 167 para suprimir la alternativa que permite la “presentación de la demanda de amparo contra la sentencia “definitiva o laudo, directamente ante la Suprema Corte de “Justicia o ante el Tribunal Colegiado de Circuito que “corresponda, para establecer la obligación de que solo se “presente por conducto de la autoridad responsable, en virtud de “que esta debe decidir sobre la suspensión del acto reclamado, “emplazar a juicio de las partes, consignar la fecha de notificación “de la resolución reclamada y remitir el expediente al órgano “competente para conocer del juicio de amparo. Con esta medida “además de lograr una mayor celeridad en la tramitación se evita “la maniobra frecuente de los litigantes de presentar directamente “la demanda con el propósito de retrasar la resolución del asunto; “b) Una modificación similar se introduce respecto del recurso de “revisión, al establecer en el artículo 86 que aquél debe “interponerse por conducto del Juez de Distrito o de la autoridad “que hubiese conocido del juicio, suprimiéndose la posibilidad “que actualmente existe de que se presente ante el órgano “revisor, en virtud de que los primeros deben distribuir las copias “del propio recurso y remitir el expediente y con ello, además de “evitarse dilaciones innecesarias se termina con la situación de “que por falta de aviso oportuno de  la interposición del recurso “de revisión de manera directa la autoridad que conoció del juicio “en primer grado declare firme la sentencia no obstante que se “presentó en tiempo la impugnación; c) Para desalentar la “indebida interposición del recurso o la demanda directamente “ante la Suprema Corte o los Tribunales Colegiados, no obstante “las modificaciones propuestas de que se presente por conducto “de la autoridad que dictó el fallo impugnado, se modifican los “artículos 86, segundo párrafo, y 165, para establecer que dicha “interposición directa no interrumpe el plazo preclusivo “correspondiente y d) También con el propósito de agilizar el “procedimiento se cambian varias disposiciones sobre reglas de “competencia, conflictos competenciales, así como los relativos a “la acumulación (artículos 36, 44, derogación del 45, 47, 49, 50, “54, 58 y 61)”.

“Por lo que toca a la naturaleza del juicio de que se trata importa “advertir de conformidad con los artículos 44, 46 y 158 de la ley “de la materia la procedencia del juicio de amparo en la vía “directa ante los tribunales colegiados de circuito se surte a “condición de que precisamente el acto reclamado sea una “sentencia laudo o resolución que ponga fin al juicio dictada por “un tribunal judicial o administrativo lo cual explica que al margen “de que se reclamen o no por el quejoso  actos de ejecución la “competencia territorial se defina por el domicilio de la autoridad “de quien provenga el laudo sentencia o resolución de que se “trate.

“En este sentido la observación de que la resolución reclamada “traiga aparejada ejecución  no conduce a fincar competencia en “un Tribunal Colegiado distinto de aquel que corresponde al “domicilio de la autoridad responsable ya que en términos de lo “dispuesto por los artículos 170 a 176 y 95 fracción VIII  de la  “Ley de Amparo corresponde a esta autoridad proveer sobra la “suspensión del acto reclamado y al Tribunal Colegiado “respectivo conocer del recurso de queja que llegara a intentarse “en contra de su determinación por lo cual carecería de sentido “encomendar la tramitación del asunto a un tribunal colegiado de “un circuito distinto y  por lo tanto distante del domicilio de tal “autoridad responsable”

Ahora bien, en la actualidad, las circunstancias tomadas en consideración en los párrafos precedentes han sufrido modificaciones tanto en el orden jurídico como en el práctico.

En efecto, en lo concerniente al orden jurídico cabe advertir que, existe criterio reciente de nuestro más Alto Tribunal en el sentido de que, tratándose del juicio de amparo directo también resulta procedente su promoción contra los actos de ejecución de una sentencia definitiva o laudo, cuando se impugnan en vía de consecuencia y no por vicios propios, cuestión que con anterioridad solamente era atendible en los juicios de amparo indirecto.

Específicamente en la materia agraria las reformas constitucionales que dieron lugar a la creación de los Tribunales Agrarios trajeron como consecuencia, prácticamente, la desaparición del amparo indirecto agrario, en el que la competencia se fijaba en función de la ejecución de los actos reclamados, lo que en la actualidad casi en su totalidad es motivo de impugnación en amparo directo, siendo que la  Sala Superior de dichos tribunales radica en el Primer Circuito, motivo por el cual, la mayor concentración recae en los Tribunales Colegiados en Materia Administrativa de tal circuito.

Con relación a las razones de orden práctico, resulta patente que la situación económica del país cada vez hace más difícil que los gobernados se trasladen de las diversas entidades federativas al Distrito Federal con el objeto de gestionar los asuntos de su interés, restringiendo con esto el acceso de los gobernados a la jurisdicción, sobre todo cuando se trata de clases sociales desprotegidas como resultan ser los campesinos y los trabajadores.

En consecuencia, se propone la reforma y adición del artículo 32 del proyecto de la nueva Ley de Amparo, para quedar en los siguientes términos:

DICE:  “Artículo 32. Los tribunales colegiados de circuito de amparo son competentes para conocer del juicio de amparo directo.

Su competencia se fija de acuerdo con la residencia de la autoridad que haya dictado el acto reclamado y,  en su caso. de acuerdo con la especialización por materia.

DEBE DECIR:  Artículo 32. Los tribunales colegiados de circuito de amparo son competentes para conocer del juicio de amparo directo.

Es tribunal competente aquél en cuya jurisdicción el acto que se reclame deba tener ejecución, trate de ejecutarse, se esté ejecutando o se haya ejecutado.

Si el acto reclamado puede tener ejecución en más de un circuito o ha comenzado a ejecutarse en uno de ellos y sigue ejecutándose en otro, es competente el tribunal en cuya jurisdicción se haya presentado la demanda en primer término.

Cuando el acto reclamado no requiera ejecución material es competente el tribunal en cuya jurisdicción resida la autoridad responsable.

Los integrantes del Tercer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito: 

Magistrada Margarita Beatriz Luna Ramos.

Magistrada Norma Lucía Piña Hernández.

Magistrado Carlos Alfredo Soto Villaseñor.
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